[bookmark: _Toc366755199][bookmark: _GoBack]ACTA Nº 9-20

JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas del veintitrés de marzo de dos mil veinte.
Sesión ordinaria con asistencia de los másteres Carlos Montero Zúñiga, Miguel Ovares Chavarría y Mauricio Villalta Fallas y de las licenciadas Ingrid Moya Aguilar y Ana Lucrecia Ruiz Rojas.
El integrante Arnoldo Hernández Solano no asiste a la presente sesión, en razón de la emergencia nacional referente a la condición de salubridad que enfrenta el país, relacionado con el virus denominado COVID-19.
[bookmark: _Toc35529430][bookmark: _Hlk34827527]ARTÍCULO I
Documento N° 207-20 

En sesión del Consejo Superior N° 107-19 celebrada el 10 de diciembre de 2019, artículo VI, se tuvo por rendido el informe suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remitido mediante oficio N° 5595-DE-2019 del 2 de diciembre de 2019. Asimismo, se acordó trasladar el acuerdo al Departamento de Trabajo Social y Psicología, para que realice los estudios socio económicos de las personas citadas en el informe, entre ellas la beneficiaria de pensión, señora María Eugenia Vargas Cerdas. Además se le indicó, al citado departamento, que los informes requeridos deberían ser remitidos a conocimiento de esta Junta Administradora del Fondo de Pensiones del Poder Judicial.
Mediante correo electrónico de 17 de marzo de 2020, la Oficina Trabajo Social y Psicología Grecia, remitió el informe de valoración socioeconómica a la señora María Eugenia Vargas Cerdas, bajo número de expediente 20-000121-0729-TS, que a continuación se anexa.
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Se acordó: 1.) Tener por presentado el informe de valoración socioeconómica a la señora María Eugenia Vargas Cerdas, bajo número de expediente 20-000121-0729-TS, remitido por la Oficina Trabajo Social y Psicología Grecia. 2.) Esta Junta Administradora acoge en todos sus extremos el citado oficio, en consecuencia, mantener el beneficio de pensión de la señora María Eugenia Vargas Cerdas, debido a que se logró identificar una dependencia económica de la señora Vargas Cerdas del beneficio que recibe. 3.) La Dirección de Gestión Humana y el Departamento de Financiero Contable, tomarán nota del presente acuerdo. 4.) Remitir el presente acuerdo a conocimiento de la asesoría legal que contratará esta Junta Administradora, con la finalidad de que realice una metodología para el análisis y el otorgamiento de las pensiones, de conformidad con los lineamientos estipulados en la Ley Orgánica del Poder Judicial.

[bookmark: _Toc35529432]ARTÍCULO II
Documento N° 212-20
[bookmark: _Toc33102755][bookmark: _Hlk35440521]Mediante acuerdo tomado por esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 5-2020 celebrada el 24 de febrero del 2020, artículo XIV, una vez analizada la gestión presentada por la señora Deykel Fabiola Martínez Barquero, en calidad de hija del servidor judicial fallecido Armando Fabián Martínez Loría, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, se acordó por unanimidad, acoger la recomendación emitida mediante oficio PJ-DGH-AP-727-2020 del 13 de febrero de 2020, emitido por la Dirección de Gestión Humana, en consecuencia, se le otorgó el 80% sobre el monto de jubilación que en vida le correspondería al señor Martínez Loría, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, a partir del 10 de marzo de 2019. 
Dicha recomendación indicaba lo siguiente:
[bookmark: _Hlk29470671]“En línea con lo anterior, partiendo de que el monto de jubilación que hubiese percibido el señor Armando Martínez Loría sería de ¢472,036.77 (cuatrocientos setenta y dos mil treinta y seis colones con 77/100) mensuales, el monto máximo que establece la ley para asignar por concepto de pensión es de ¢377,629.42 (Monto que representa el 80% del monto de jubilación).  

Por lo tanto, basados la información del estudio socioeconómico, esta Dirección recomienda salvo mejor criterio, otorgar un porcentaje de pensión que le permita a la solicitante cubrir sus necesidades.  De acuerdo con el análisis realizado por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, ese porcentaje podría ser de un 80% de los ¢377,629.42 indicados en el párrafo anterior. 

Si accede el órgano superior a otorgar el porcentaje recomendado, el beneficio resultaría en un monto de ¢302,103.54 (trescientos dos mil ciento tres colones con 54/100), suma mensual en bruto, la cual se encuentra sujeta a las respectivas deducciones de ley, lo que implica que el monto final estimado a recibir por parte de la joven Martínez Barquero sería de ¢243,214.39 (Doscientos cuarenta y tres mil doscientos catorce colones con 39/100), el cual es adecuado satisfacer sus necesidades económicas de forma segura.

Es importante señalar que, el beneficio de pensión se otorga hasta la edad de 25 años tiempo durante el cual la gestionante deberá demostrar mediante los documentos que solicite el Departamento Financiero Contable, que es alumna activa de un centro de estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora del Fondo.

Sobre la vigencia del beneficio y considerando que Deykell presentó la solicitud 2 meses y 13 días posteriores al fallecimiento de don Armando, debe tomarse en consideración lo dispuesto en el artículo 18 del Reglamento al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de las Jubilaciones y Pensiones, en donde se indica:


"...En todos los casos el derecho de la pensión regirá al día siguiente del fallecimiento del ex servidor judicial, salvo que la gestión sea presentada tres meses después en cuyo caso regirá a partir de la fecha en que se presentó la solicitud...".


Al no presentarse una dilación en la solicitud de pensión superior a los tres meses, se recomienda aprobar la pensión a partir del 10 de marzo de 2019 conforme lo regula la normativa actual vigente.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.”



[bookmark: _MON_1643092205]
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	El servidor David Castillo Mora, Asistente Administrativo de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, en correo electrónico de 18 de marzo de 2020, manifestó lo siguiente:
“…la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión número 5-2020 celebrada el 24 de febrero de 2020, en artículo XIV, conoció el informe de pensión PJ-DGH-AP-529-2020, correspondiente a la solicitud incoada por la joven Deykel Fabiola Martínez Barquero, en calidad de hija del servidor judicial fallecido Armando Fabián Martínez Loría ante esta Dirección, acordando lo que se transcribe a continuación:

“…1.) Acoger la recomendación emitida mediante oficio PJ-DGH-AP-727-2020 del 13 de febrero de 2020, emitido por la Dirección de Gestión Humana, en consecuencia, otorgar el 80% sobre el monto de jubilación que en vida le correspondería al señor Martínez Loría, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, a partir del 10 de marzo de 2019. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable.”

Le agradecemos nos pueda aclarar, si la recomendación fue acogida, ya que lo que se recomienda es lo siguiente:

“…Si accede el órgano superior a otorgar el porcentaje recomendado, el beneficio resultaría en un monto de ¢302,103.54 (trescientos dos mil ciento tres colones con 54/100), suma mensual en bruto, la cual se encuentra sujeta a las respectivas deducciones de ley, lo que implica que el monto final estimado a recibir por parte de la joven Martínez Barquero sería de ¢243,214.39 (Doscientos cuarenta y tres mil doscientos catorce colones con 39/100), el cual es adecuado satisfacer sus necesidades económicas de forma segura...”

O bien si la Junta lo que quiere es otorgarle el 80% que le corresponde por derecho.

Quedamos a la espera de su respuesta.”
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Se acordó: 1.) Una vez analizada la consulta presentada por el señor David Castillo Mora, Asistente Administrativo de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, se le aclara que la voluntad de esta Junta Administrativa en el acuerdo tomado en sesión N° 5-2020 celebrada el 24 de febrero del 2020, artículo XIV, fue otorgar el 80% del monto máximo de jubilación que en vida le correspondería al señor Martínez Loría, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y no el monto indicado en el oficio PJ-DGH-AP-727-2020 del 13 de febrero de 2020, emitido por la Dirección de Gestión Humana, en ese sentido, se tiene por modificado el citado acuerdo. 2.) La Dirección de Gestión Humana tomará nota para los fines correspondientes.
[bookmark: _Toc35529435]ARTÍCULO III
Documento N° 211-20 

La Secretaría General de la Corte remite oficio 2746-20 del 18 de marzo 2020, relativo al acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 17-20 celebrada el 3 de marzo de 2020, artículo XXII, que literalmente dice: 
[bookmark: _Toc11683054][bookmark: _Toc11939470]“En sesión número 57-19 celebrada el 25 de junio del 2019, artículo XLVI, se dispuso:

“En sesión Nº 54-18 celebrada el 14 de junio del 2018, artículo LXXVIII, en vista de la gran cantidad de solicitudes de criterios jurídicos que se presentaban a la Dirección Jurídica, por parte de las oficinas judiciales, se acordó, aclarar a la Dirección Jurídica que en razón que esa dirección es un órgano adscrito a la Corte Plena y asesor del Consejo Superior, las únicas consultas jurídicas que debían atender eran las de estos órganos y la Dirección Ejecutiva, por lo tanto las solicitudes de criterio presentadas directamente a esa dirección debían ser rechazadas.

En oficio N° PJ-DGH-SAS-2344-2019, recibido el 12 de junio de 2019, la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, la licenciada Maureen Siles Mata, Jefa de Subproceso de Administración Salarial y la máster Adriana Steller Hernández, Jefa interina de Subproceso de Administración Salarial, remitieron el informe que dice:

“El Consejo Superior en sesión Nº 54-18 celebrada el 14 de junio de 2018, artículo LXXVIII acuerda lo siguiente:

Aclarar a la Dirección Jurídica que en razón de que esa dirección es un órgano adscrito a la Corte Plena y asesor del Consejo Superior, las únicas consultas jurídicas que debe atender son las de estos órganos y la Dirección Ejecutiva, por lo tanto las solicitudes de criterio presentadas directamente a esa dirección deben de ser rechazadas.”

Por lo anterior, para resolver el presente caso, se requiere contar con el criterio legal de la Dirección Jurídica, en virtud que dentro de las instituciones que solicita reconocer el señor Cristian Alfredo Hernández Picado, cédula 03-0373-0693 se presenta una situación particular con el Instituto Costarricense de Electricidad, puesto que el servidor aporta una certificación que hace referencia a los tipos de relaciones laborales que mantiene esa institución con sus empleados, a saber: un régimen general de empleado público y un régimen de derecho laboral común (privado), indicando específicamente que el señor Hernandez Picado cotizó para este último.

En ese sentido la Unidad de Componentes Salariales se dio a la tarea de generar los salarios del servidor en el Sistema de Consulta de la Caja Costarricense de Seguro Social, a la cual se tiene acceso, teniendo que, efectivamente se reporta como patrono en los periodos descritos el Instituto Costarricense de Electricidad.

Siendo que uno de los requisitos para el trámite del reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del estado es que las certificaciones aportadas detallen el régimen al cual se cotizó, es que surge la inquietud con relación a este caso.

Cabe indicar que, el Consejo Superior en sesión N° 66-13 del 27 de junio del 2013 artículo XXXIII, conoce el informe de la Auditoria con relación al proceso de Reconocimiento de Tiempo, teniendo dentro de sus recomendaciones de aplicación inmediata:

“…realizar un análisis jurídico cada vez que se presenta una nueva institución para reconocimiento, con el fin de que se incorpore en el listado oficial y se documente el sustento jurídico sobre la procedencia del reconocimiento para los efectos que corresponda.”

Por lo antes expuesto, se requiere que el Honorable Consejo, solicite a la Dirección Jurídica un criterio legal que permita determinar si procede o no el reconocimiento del tiempo servido del señor Hernández Picado en el Instituto Costarricense de Electricidad, en razón que la cotización del mismo se dio para un régimen común privado tal y como lo detalla la certificación aportada por el servidor.

(…).”
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Se acordó: Acoger la solicitud presentada por la Dirección de Gestión Humana, en oficio número PJ-DGH-SAS-2344-2019, recibido el 12 de junio de 2019, en consecuencia, remitir este acuerdo a conocimiento de la Dirección Jurídica para su valoración e informe a la Dirección de Gestión Humana, lo pertinente. Se declara acuerdo firme.”
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En oficio número DJ-AJ-C-74-2020, del 21 de febrero de 2020, la máster Argili Gómez Siu, Directora Jurídica y la licenciada Silvia E. Calvo Solano, Coordinadora interina del Área de Análisis Jurídico, informaron lo siguiente:

[bookmark: _Hlk9866915]“En relación con el oficio N° 6471-19 del 27 de junio del 2019, suscrito por el señor Ricardo Calderón Fernández, Prosecretario General interino de la Corte Suprema de Justicia, mediante el cual comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 57-19 celebrada el 25 de junio de 2019, artículo XLVI, donde solicitó a la Dirección Jurídica, emitir el criterio sobre el reconocimiento del tiempo servido del señor Cristian Alfredo Hernández Picado en el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), debido a que la cotización del mismo se dio para un régimen común privado, tal y como lo detalla la certificación aportada por el servidor.

Antecedentes.

[bookmark: _Hlk24355598]La Dirección de Gestión Humana, mediante el oficio N° PJ-DGH-SAS-2344-2019 del 12 de junio de 2019, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, la licenciada Mauren Siles Mata, Jefa de Subproceso de Administración Salarial, y la Máster Adriana Steller Hernández, Jefa interina de Subproceso de Administración Salarial, informan lo siguiente:

Se presenta una situación particular con el reconocimiento de tiempo servido del señor Cristian Alfredo Hernández Picado, en el Instituto Costarricense de Electricidad, puesto que el servidor aporta una certificación que hace referencia a los regímenes jurídicos aplicables a sus empleados, a saber: un régimen general de empleo público y un régimen de derecho laboral común (privado), indicando específicamente que el señor Hernandez Picado cotizó para este último.

[bookmark: _Hlk5780644]La Unidad de Componentes Salariales se dio a la tarea de consultar los salarios del servidor en el Sistema de Consulta de la Caja Costarricense de Seguro Social, a la cual se tiene acceso, teniendo que, efectivamente se reporta como patrono en los periodos descritos el Instituto Costarricense de Electricidad.

La Dirección de Gestión Humana considera que se requiere contar con el criterio legal de la Dirección Jurídica, en virtud de que, el Consejo Superior en la sesión N° 66-13 del 27 de junio del 2013 artículo XXXIII, conoció el informe de la Auditoria relacionado con el proceso de Reconocimiento de Tiempo, teniendo dentro de sus recomendaciones:

“…realizar un análisis jurídico cada vez que se presenta una nueva institución para reconocimiento, con el fin de que se incorpore en el listado oficial y se documente el sustento jurídico sobre la procedencia del reconocimiento para los efectos que corresponda.” (Énfasis agregado).

Criterio Jurídico:

El Consejo Superior solicitó a la Dirección Jurídica valorar e informar a la Dirección de Gestión Humana si procede el reconocimiento del tiempo servido del señor Cristian Alfredo Hernández Picado en el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), debido a que la certificación aportada por el servidor señala que la cotización se dio para un régimen común privado.

[bookmark: _Hlk24449809][bookmark: _Hlk24376548]El presente criterio jurídico se elaboró a partir de la información suministrada por la Dirección de Gestión Humana en el oficio N° PJ-DGH-SAS-2344-2019 del 12 de junio de 2019 y el correo electrónico enviado el 20 de enero del 2020, por la señora Nancy Garro Mora, Técnica Administrativa 2.

1.- Solicitud de reconocimiento de tiempo servido presentada por el señor Cristian Alfredo Hernández Picado[footnoteRef:1]. [1:    Información suministrada vía correo electrónico por la Técnica Administrativa 2 Nancy Garro Mora, el 20 de enero del 2020.] 


El señor Cristian Alfredo Hernández Picado, portador de la cédula de identidad número 3-373-693, mediante correo electrónico del 10 de noviembre de 2017, solicitó que se le reconociera el tiempo servido en otras instituciones. Sin embargo, la boleta de solicitud para estudio de reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado fue presenta el 9 de febrero del 2018.

 El señor Armando Chacón Cambronero, Coordinador del Centro de Gestión Documental del ICE, certificó que el señor Hernández Picado, al 14 de febrero del 2018, posee el siguiente historial de proyectos:

	Proyecto
	Fecha de ingreso
	Fecha de salida
	Puesto
	Total de tiempo laborado

	
	
	
	
	Años
	Meses
	días

	Gestión de Proyectos menores de producción

	10/5/2010
	16/8/2012
	Electricista de Montaje 1-D
	2
	3
	6

	Proyecto Soda Colina
	8/11/2016
	14/7/2017
	Electricista de Montaje 2-A

	0
	8
	6

	Fuente: Técnica Administrativa 2 Nancy Garro Mora, vía correo electrónico del 20 de enero del 2020.



Es importante señalar que dicha certificación indica que “el ICE según su ley Constitutiva le ha permitido desarrollar dos tipos de relaciones laborales: un régimen general de empleado público y un régimen de derecho laboral común (privado) autorizado por la Ley General de la Administración Pública artículo 111.3 y 112, originándose a partir de ello la contratación de personal para los distintos Proyectos de Generación Eléctrica que desarrolla el ICE. Por lo tanto, se cotiza a un régimen común privado.”

Además, en dicho documento se certifica que el expediente personal del Cristian Alfredo Hernández Picado no presenta permisos con o sin goce de salario.

Por su parte el Lic. Mario Rodríguez Salazar, Coordinador del Área de Atención al Cliente de la Dirección de Gestión Humana del ICE, el 7 de marzo de 2018, certificó que el señor Cristian Alfredo, laboró para el ICE, como Asistente de Construcción y Mantenimiento C, en Obra determinada, del 1 de junio del 2016 al 01 de octubre del 2016, el motivo de salida: Liquidación por obra determinada[footnoteRef:2]. [2:  Información suministrada vía correo electrónico por la Técnica Administrativa 2 Nancy Garro Mora, el 20 de enero del 2020.] 


2.- Sobre el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE).

[bookmark: _Hlk526259632]El Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), se creó mediante la Ley de Creación del Instituto Costarricense de Electricidad, N° 449, del 8 de abril de 1949, este Instituto brinda servicios de electricidad y telecomunicaciones en Costa Rica, con personería Jurídica y completa autonomía.[footnoteRef:3]  [3:  Artículo 4 de la Ley de Creación del Instituto Costarricense de Electricidad.] 


Sobre el tema, el Ministerio de Planificación Nacional y de Política Económica (MIDELAN), clasifica al Instituto Costarricense de Electricidad como del sector público, descentralizado y como una Institución Autónoma.

[image: ]

Posteriormente la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, Ley N° 8660 del 8 de agosto de 2008, viene a complementar la Ley N° 449, fortaleciendo y modernizando el ICE. Lo anterior se puede ver resaltado en los objetivos de esta Ley N° 8660 [footnoteRef:4]: [4:  Artículo 2 de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones.] 


“a) Fortalecer, modernizar y dotar al Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), a sus empresas y a sus órganos adscritos, de la legislación que le permita adaptarse a todos los cambios en el régimen legal de generación y prestación de los servicios de electricidad, así como de las telecomunicaciones, info Comunicaciones, productos y servicios de información y demás servicios en convergencia.

b) Complementar el Decreto-Ley N° 449, de 8 de abril de 1949, Reglamento para la creación del Instituto Costarricense de Electricidad, y sus reformas, para dotar al ICE de las condiciones jurídicas, financieras y administrativas necesarias para que continúe con la prestación y comercialización de productos y servicios de electricidad y telecomunicaciones, dentro del territorio nacional y fuera de él.

c) Crear el Sector Telecomunicaciones y su rectoría, dentro del marco de sectorización del Estado, así como desarrollar las competencias y atribuciones que competen al ministro rector del Sector, quien en conjunto con el presidente de la República, elaborará el Plan nacional de desarrollo de las telecomunicaciones, que deberá respetar la legislación ambiental vigente, la protección ambiental, el manejo y uso sostenible de los recursos naturales, así como la promoción del uso de las fuentes de energía renovables.

d) Reformar la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, N° 7593, de 9 de agosto de 1996, para constituir la SUTEL, encargada de regular, aplicar, vigilar y controlar el marco regulatorio de las telecomunicaciones.

e) Flexibilizar y ampliar los mecanismos y procedimientos de contratación pública que tienen el ICE y sus empresas.

f) Garantizar y reafirmar la autonomía administrativa y financiera del ICE y sus empresas.

g) Garantizar la rendición de cuentas y la evaluación de resultados por parte del ICE y sus empresas.” (Énfasis agregado).

[bookmark: _Hlk31090550][bookmark: _Hlk31113721]El artículo 5 de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, N° 8660 del 8 de agosto de 2008, menciona que las siguientes empresas, son del ICE:

a) Radiográfica Costarricense Sociedad Anónima (RACSA).

b) Compañía Nacional de Fuerza y Luz Sociedad Anónima (CNFL).

c) Compañía Radiográfica Internacional Costarricense Sociedad Anónima (Cricsa).

d) Las demás empresas que el ICE constituya o adquiera, en ambos casos, con una participación no menor que el cincuenta y uno por ciento (51%) del capital accionario.

[bookmark: _Hlk30758143]El ICE puede constituir y capitalizar empresas, filiales y sucursales, tanto en el territorio nacional, como fuera de él. Estas empresas del ICE también pueden constituirse o participar en otras empresas, previa autorización del Consejo Directivo del ICE. Lo anterior con el fin de cumplir con los propósitos que señale el ordenamiento jurídico[footnoteRef:5]. [5:  El artículo 5 de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, N° 8660 del 8 de agosto de 2008.] 


De acuerdo con la Procuraduría General de la República, “la Ley N° 8660 lejos de modificar la naturaleza jurídico - pública del ICE reafirmó o enfatizó, de un lado, su condición institucional, entendida como organismo estatal que se ocupa de un servicio concreto, y de otro, la empresarial, mediante un régimen propio que le permitiera competir con otros operadores, flexibilizando sus compras públicas, la contratación de personal y mediante la libertad de endeudamiento, entre otros aspectos[footnoteRef:6].” (Énfasis agregado). [6:  Procuraduría General de la República, mediante dictamen N° 318 del 14 de diciembre de 2018. ] 

 
La Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, recalca la naturaleza del ICE como una institución autónoma y permite seguir considerándola como “parte de la Administración Pública descentralizada, dotada por ende, de las potestades que solo el Derecho Administrativo otorga a esta clase de sujetos públicos para la efectiva satisfacción del fin de Interés Público que tiene encomendado, conocidas como prerrogativas exorbitantes del Derecho Común, caso de la potestad expropiatoria o de la autotutela administrativa, que son las típicas potestades de imperio; razón por la cual, pese a la flexibilización de su régimen jurídico, se le aplica también las garantías y sujeciones que el mismo ordenamiento jurídico instaura a efectos de evitar abusos en el ejercicio de dichas potestades en perjuicio de los derechos e intereses de los particulares, siendo la principal sujeción su completa sumisión al principio de legalidad por así disponerlo expresamente los artículos 11 de la Constitución Política y 11, 12 y 13 de la Ley General de la Administración Pública (N°6227, del 2 de mayo de 1978, en lo sucesivo LGAP)[footnoteRef:7].” [7:  Procuraduría General de la República, mediante dictamen N° 318 del 14 de diciembre de 2018.] 


3.- Sobre la naturaleza jurídica de las empresas creadas por el ICE.

El ICE puede constituir y capitalizar empresas, filiales y sucursales. Además, está autorizado para crear sociedades anónimas en las cuales ostente una participación no menor del 51% del capital accionario. En este supuesto, las sociedades del ICE serían empresas públicas organizadas bajo la forma de una sociedad anónima. Sobre el tema, la doctrina ha señalado que:

“Mediante la empresa pública la Administración Pública o descentralizada interviene, de forma directa o indirecta, en un sector del mercado o de la economía desarrollando una actividad industrial, mercantil o agropecuaria con el propósito de satisfacer fines públicos. El fundamento de la iniciativa o intervención pública en la economía o el mercado encuentra asidero en el artículo 50 de la Constitución Política.

[…]

La empresa pública, además de compartir los elementos de toda empresa como lo son el desarrollo de un giro de forma profesional, habitual y continua, se caracteriza porque el empresario (titular o dueño de la empresa) es una Administración Pública – central o descentralizada- la cual mantiene el control de mando, y persigue un fin de lucro como un instrumento para satisfacer determinados intereses o fines públicos.  Consecuentemente, la empresa pública tiene un elemento subjetivo que es la participación de un ente público y otro objetivo que es el desarrollo de una actividad empresarial para el logro de fines públicos. […][footnoteRef:8]”  (Énfasis agregado). [8:  Jinesta Lobo, Ernesto, Tratado de Derecho Administrativo, Tomo I, San José, Editorial Biblioteca Jurídica DIKE, Primera Edición 2002, Tomo I, pág. 108-109.] 


La empresa pública puede estar constituida por tres diferentes modalidades:

a) La empresa pública - ente de derecho público,
b) La empresa pública - órgano público y
c) La empresa pública - ente de derecho privado.

Las empresas del ICE son empresas públicas, también denominadas por la doctrina como entes públicos económicos, los cuales son entes menores que desarrollan actividad industrial o comercial (en el caso del ICE, presta servicios en materia de electricidad y telecomunicaciones), bajo la organización colectiva de derecho público, pueden                                        ser una institución autónoma o semiautónoma. [footnoteRef:9] [9:  Ibid, Tomo I, pág. 112.] 


“El modelo de organización empleado ha sido el de la institución autónoma, pese a que éste tiene sus defectos, puesto que, es general y está sujeto a un régimen jurídico de carácter público – sujeción al principio de legalidad. Este tipo de empresas se rigen, en cuanto a la organización y el ejercicio de ciertas potestades o competencias eminentemente administrativas, por el Derecho administrativo y en lo relativo a la actividad empresarial por el Derecho Privado.[footnoteRef:10]” (Énfasis agregado). [10:    Jinesta Lobo, Ernesto, Tratado de Derecho Administrativo, Tomo I, San José, Editorial Biblioteca Jurídica DIKE, Primera Edición 2002, Tomo I, pág. 112.] 


De manera que, la actividad de la empresa pública se rige por el derecho privado; pero, su naturaleza es pública, porque pertenece al Estado.

4.- Sobre el régimen de empleo del ICE.

Según la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, el ICE puede desarrollar dos tipos de relaciones laborales: un régimen general de empleado público y un régimen de derecho laboral común (privado). Lo anterior también regulado por la Ley General de la Administración Pública, del 2 de mayo de 1978, en los artículos 111.3 y 112 que se expone lo siguiente:

“Artículo 111.-

[…]

3. No se consideran servidores públicos los empleados de empresas o servicios económicos del Estado encargados de gestiones sometidas al derecho común.”

“Artículo 112.-

1) El derecho administrativo será aplicable a las relaciones de servicio entre la Administración y sus servidores públicos.

2) Las relaciones de servicio con obreros, trabajadores y empleados que no participan de la gestión pública de la Administración, de conformidad con el párrafo tercero del artículo 111, se regirán por el derecho laboral o mercantil, según los casos.

3) Sin embargo, se aplicarán también a estos últimos las disposiciones legales o reglamentarias de derecho público que resulten necesarias para garantizar la legalidad y moralidad administrativas, conforme lo determine por decreto el Poder Ejecutivo.

4) Para efectos penales, dichos servidores se reputarán como públicos.

5) Tienen derecho a negociar convenciones colectivas de trabajo, conforme a lo dispuesto en el artículo 62 de la Constitución Política, tanto en las empresas públicas y servicios económicos del Estado como en el resto de la Administración Pública, todos los empleados públicos que no participen de la gestión pública administrativa, conforme a la determinación que de estos hacen los artículos 683 y 689 de la Ley N° 2, Código de Trabajo, de 27 de agosto de 1943.

(Así reformado por el artículo 3° aparte c) de la ley N° 9343 del 25 de enero de 2016, "Reforma Procesal Laboral".)”

De manera que, la intención del legislador es permitir que ICE tenga la flexibilidad para la prestación y comercialización de productos (electricidad y telecomunicaciones), dentro del territorio nacional y fuera de él, pero manteniendo la sujeción de las personas trabajadoras a las normas de derecho público.  Don Eduardo Ortiz Ortiz explicaba el párrafo cuarto del artículo 112[footnoteRef:11], lo siguiente: [11:  Información tomada del dictamen de la Procuraduría General de la República, N° 332 del 2 de diciembre del 2009.] 


“La idea nuestra es hacer un deslinde claro entre lo que consideramos que deben ser trabajadores comunes del Estado y servidores regidos por el Derecho Público especial del Estado. Claro que hay un mínimo como el artículo 116 [se refiere al 112 actual]  lo revela, que queremos que sea común en un sentido, es obvio que un trabajador del Estado por muy igual que sea su régimen al del trabajador común de una empresa privada siempre tiene oportunidades que no tiene el trabajador común, entonces queremos garantizar la moralidad y la legalidad de la administración en lo que se relacione estrictamente con ellos, pero siempre conservándoles el estatuto de trabajadores del derecho común. Esto es lo mismo por ejemplo también en cuanto a empleados de entes autónomos, que son empresas públicas… se trata de aquellas empresas del Estado que funcionan como si fueran entidades privadas porque venden y hacen lo mismo que los particulares, por ejemplo el mismo INS cuando vende pólizas, hace lo mismo que una compañía aseguradora cualquiera, la banca cuando hace un préstamo hace lo mismo que una entidad financiera común, la Cía. Nal. De Fuerza y Luz, que vende energía eléctrica la vende en iguales condiciones en que podría venderla una empresa privada, nosotros sostenemos que esos empleados de esas entidades deben ser considerados trabajadores comunes y no funcionarios públicos, por qué, porque si no hay una serie de estatutos y reglamentaciones que se les aplica directa o supletoriamente que vienen a entorpecer la marcha de esos servicios en perjuicio del ente público… Si a la inversa nosotros tratáramos de extender a estos funcionarios el régimen de estabilidad propio de los funcionarios comunes del Poder Ejecutivo, encontraríamos que se crean una serie de en trabamiento tremendos para empresas que tienen que funcionar en condiciones de competencia iguales a las de la empresa privada… Entonces queríamos preservar ese régimen privado, laboral o mercantil de la empresa pública que tiene un giro mercantil igual al de los particulares.”  (Comisión Permanente de Gobierno y Administración, Acta N°99 Periodo Extraordinario, del 23 de marzo de 1970, el resaltado no es del original). (Énfasis agregado).

Es decir, a las personas trabajadoras de los servicios económicos del Estado se les aplica el régimen de empleo privado, pero en ciertos aspectos es sometido al derecho público. Este tipo de servicios es denominado como “régimen mixto.”[footnoteRef:12] [12:    Procuraduría General de la República, dictamen N° 332 del 2 de diciembre del 2009.] 


I. Conclusiones.

[bookmark: _Hlk508364976]Por todo lo expuesto, y con fundamento en los artículos 11 de la Constitución Política, 11 de la Ley General de la Administración Pública, 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Ley de Creación del Instituto Costarricense de Electricidad, N° 449 del 8 de abril de 1949, y la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, N° 8660, de 8 de agosto de 2008,  la Dirección Jurídica concluye lo siguiente:

1.- La Ley Orgánica del Poder Judicial dispone que para el reconocimiento de tiempo servido, se tomarán en cuenta el tiempo servido y cotizado en las dependencias o las Instituciones públicas estatales (artículo 226).

2.- El Instituto Costarricense de Electricidad (ICE) pertenece al Estado, concretamente, es una Institución Autónoma del sector público descentralizado.

3.- Las personas empleadas de las empresas del ICE deben ser consideradas trabajadoras comunes y no personas funcionarias públicas, debido a que se trata de empresas del Estado que funcionan como si fueran entidades privadas. Sin embargo, debe resaltarse que el régimen jurídico aplicable a los dos grupos de trabajadores no afecta su naturaleza pública estatal. De manera que, el tiempo servido en las empresas del ICE, sí resulta procedente para efectos del reconocimiento de anualidades y jubilación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Conforme lo expuesto se deja rendido el informe solicitado.

(…).

 Advertencias:

•	El presente criterio se funda en un razonamiento técnico jurídico con base en la aplicación del ordenamiento jurídico administrativo y el supletorio aplicable a la materia, cualquier valoración de oportunidad y conveniencia que sea necesario realizar, es competencia de las unidades decisoras y ejecutoras correspondientes.   

•	El presente criterio se emite con base en la información suministrada por la Secretaria General de la Corte mediante oficio N° 6471-19, así como la información que fue suministrada vía correo electrónico por la Técnica Administrativa 2 Nancy Garro Mora, el 20 de enero del 2020. Por lo anterior, no le corresponde a esta unidad asesora la responsabilidad por la veracidad de dicha información.  

•	Cualquier traslado del presente criterio a terceros no involucrados en los procesos de análisis y toma de decisiones con respecto al objeto del mismo, deberá ser realizado previa despersonalización de cualquier dato sensible que se haya consignado en dicho documento.

•	No se advierte incompatibilidad o conflicto ético para la emisión del presente criterio, en tanto que los temas indicados no inciden en los derechos subjetivos de los suscribientes, ni hay vínculos de ningún tipo con la persona sobre la cual gira el análisis del informe.

· El presente criterio se emite con base a la consulta realizada, por lo que es responsabilidad de la unidad requirente precisar y delimitar la o las consultas formuladas a esta Dirección.

(…).”
[bookmark: _Toc35529437]- 0 -

Se acordó: 1.-) Acoger el criterio jurídico número DJ-AJ-C-74-2020 del 21 de febrero de 2020, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, Directora Jurídica y la licenciada Silvia E. Calvo Solano, Coordinadora interina del Área de Análisis Jurídico, en relación con el reconocimiento del tiempo servido del señor Cristian Alfredo Hernández Picado en el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE). De manera que, el tiempo servido en las empresas del ICE, sí resulta procedente para efectos del reconocimiento de anualidades y jubilación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 2.-) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial para lo de su cargo.”

-0-
	Se acordó: Tomar nota del acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 17-20 celebrada el 3 de marzo de 2020, artículo XXII, en donde conocieron el criterio jurídico N° DJ-AJ-C-74-2020, del 21 de febrero de 2020, en donde determinaron que el tiempo servido en la empresa denominada Instituto Costarricense de Electricidad, sí resulta procedente para efectos del reconocimiento de anualidades y jubilación.
[bookmark: _Toc35529439]ARTÍCULO IV 
Documento N° 208-20 

En sesión de Consejo Superior Nº 94-16 celebrada el 12 de octubre de 2016, artículo VII, se conoció, entre otras cosas, el estudio efectuado por la Superintendencia de Pensiones, el cual identificó situaciones de riesgo operativo y actuarial en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón de lo anterior, acordaron estar a la espera de que la Dirección Ejecutiva atienda las observaciones realizadas por la Superintendencia de Pensiones.
Posteriormente, ese órgano en sesión N° 113-17 celebrada el 20 de diciembre de 2016, artículo XLV, conocieron el oficio N° 5927-DE-2016 del 7 de diciembre de 2016, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, que literalmente indica:

“Para lo que a bien estime resolver el Consejo Superior, me permito remitir oficio 1925-TE-2016 de 5 de diciembre en curso, suscrito por el MBA Carlos Manuel Hidalgo Vargas, Jefe a.í. del Departamento Financiero Contable, mediante el cual se refiere al acuerdo del Consejo Superior de la sesión celebrada el 12 de octubre de 2016, artículo VII, sobre las sumas giradas de más al jubilado judicial José Albertino Navarro López.”

- 0 –

A continuación se trascribe el oficio 1925-TE-2016, que literalmente indica. 

“En oficio N° 1829-TE-2016 remitido el 17 de noviembre del 2016, se informó a esa Dirección Ejecutiva la suma por cobrar al jubilado judicial José Albertino Navarro López, cédula de identidad N° 03-0218-0917, que mantiene con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones por sumas giradas de más, de conformidad con lo acordado por el Consejo Superior en sesión Nº 94-16 celebrada el 12 de octubre de 2016, artículo VII.

Sobre el particular, se remite nota de fecha 16 de noviembre de 2016, suscrita por el señor Navarro López, para lo que a bien estime resolver.”

- 0 –

Se transcribe la nota del señor José Albertino Navarro López, que indica lo siguiente:

“Me refiero a la comunicación hecha mediante Oficio N° 1836-TE-2016, de 15 de los Corrientes, en el cual se me emplaza para que dentro de los diez días hábiles siguientes a dicha notificación,(los cuales vencen el 01 de diciembre del 2016 en virtud del asueto generado en atención a Huracán Otto, así como de los días sábados y domingos intercalados), de la siguiente manera:

I. Desde luego no me encuentro en capacidad económica para responder a la gestión que se me formula. Concomitantemente, me asiste un derecho fundamental en la negativa de hacer lo que su autoridad denomina " Sumas giradas en demasía " de conformidad con el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

II. Existe una clara disconformidad de mi parte, porque en primer término, nunca se me hizo un giro con la categoría ni naturaleza de demasía. Siempre se me hicieron los pagos de la jubilación conforme a la fijación inicial así como experimentando el incremento de costo de la vida. (único renglón que se me aplicó ). De manera que no existe ninguna demasía, porque el pago por impartir lecciones fue irrisorio en comparación con el monto de la jubilación. Siempre fue estimado entre treinta a cuarenta mil colones al mes, en época lectiva.

III.  El ingreso generado en dichos períodos que se acusa demasía, no constituyó ningún sueldo del Estado, ni de sus instituciones, ni de las de economía mixta. Se trató de un centro educativo de nivel universitario, en donde impartí lecciones, de la misma manera que las importe siendo empleado activo del Poder Judicial, ante la U.I.A. Universidad de Costa Rica, Universidad Latino, Universidad Florencio de Castillo. Constituyeron ingresos asociados a las lecciones universitarias, como a dirección de tesis de grado (60.000) colones en su totalidad. No fue éste un sueldo, ni salario de instituciones que señala en forma taxativa el numeral 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Por lo tanto, el reintegro que se me formula como " demasía", es atípico.

IV.- El reintegro que se me pide, es infundado y desproporcionado. Infundado, porque el acto administrativo no contiene, motivo, contenido ni fin que cobije dicho articulado. El título de impartir lecciones nunca se constituyó como sueldo ante instituciones estatales. Tampoco se me señala con absoluta claridad el porqué de esa aplicación. Simplemente se hace una referencia al texto normativo, sin ajustarse la actividad Lectiva (como realización personal), en un centro universitario.

V.- Desproporcionado, porque se me exige un reintegro que no guarda absolutamente ninguna proporción en comparación con el ingreso generado en la Universidad Florencio del Castillo, el cual nunca superó los cuarenta mil colones en un mes. Por lo tanto, no se justica que se me responsabilice de un reintegro que rompe todo el concepto de equidad. No existe ninguna correspondencia económica entre ambos renglones. Admitir dicho pago sería constituir a favor de la administración tú bloca, un enriquecimiento sin causa. 

VI.- Disconformidad con el reintegro que se me exige, por la falta de interés jurídico y actual. En este momento no me encuentro brindando lecciones, (aún en horarios nocturnos,) 1 Desde hace más de dos años, cuando se generó la controversia administrativa debido a las lecciones que muchos funcionarios judiciales y ex funcionarios se encontraban brindando. Dichas lecciones no constituyeron ningún trabajo que riñera con el numeral 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Por lo tanto, resulta una paradoja que se me refiera un reintegro de " sumas giradas en demasía ", cuando en realidad el interés anual está afectado en este caso. Afectado, porque la norma indica la suspensión del beneficio durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, y de sus instituciones. En este caso, ni me encuentro percibiéndolo, ni se trató de un sueldo. Fue una remuneración por brindar lecciones, tal y como aun siendo empleado activo las brinde, y corno las ha brindado una enorme cantidad de empleados judiciales.

VII. Disconformidad, porque aun siendo empleado activo, brinde lecciones, dirigí tesis de grado, integre Tribunal Examinador de Tesis de Graduación, en la U.C.R., en la U.I.A, en la Florencio del Castillo, contando con permiso y autorización administrativa desde el inicio. Siempre se trató de lecciones de carácter universitario como manifestación de la propia experiencia académica, de mi experiencia laboral, lo que siempre resultó lícito y bajo el conocimiento de la misma administración Pública. De modo que nunca fue sustituida la jubilación o pensión, en aras de impartir lecciones, las cuales significaron tres horas semanales v en horas nocturnas. Nunca existió ninguna intención de sustituir la jubilación ni pensión, por esas tres horas semanales, las que no guardan comparación con la jubilación experimentada.-

Nunca se me cursó suspensión propiamente dicha, del goce del beneficio de la jubilación. En este momento, se me emplaza a formular un arreglo de carácter económico y dentro de los 10 días hábiles.”
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	Se acordó: 1) Tomar nota de lo señalador por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva. 2) Comunicar al señor José Albertino Navarro López que este órgano no puede suspender los procesos relacionados con el cobro de sumas que se estiman pagadas de más,  conforme lo dispone el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Sin embargo, se le aclara que sí tiene derecho a que se siga el debido proceso,  y a refutar y aportar las pruebas que estime oportunas, teniendo incluso la resolución que se dicte, recurso de apelación ante este Consejo.”
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	La Secretaría General de la Corte remite oficio 2591-20 del 16 de marzo 2020, relativo al acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 12-20 celebrada el 13 de febrero de 2020, artículo VI, que literalmente dice: 
“Mediante nota recibida el 16 de enero de 2020, el licenciado José Albertino Navarro López, jubilado del Poder Judicial, remite recurso de apelación contra la resolución de la Dirección Jurídica N° 2491-ACA/DJ-2019 de las trece horas veintisiete minutos del tres de diciembre de dos mil diecinueve, que indica lo siguiente: 
 
“Quien suscribe Lic. José Albertino Navarro López, de calidades conocidas como encausado, ante su Despacho y en este proceso, me apersono dentro de la audiencia conferida por la Dirección Jurídica del Poder Judicial, mediante auto de las 11:06 minutos del siete de enero del año 2020.
 
He planteado recurso de apelación frente a la resolución de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, No 2491-ACA/DJ-2019 de las trece horas veintisiete minutos del tres de diciembre del dos mil diecinueve, en la cual se me declaró deudor de la suma de 1.323.077.33 colones (un millón trecientos veintitrés mil setenta y siete colones treinta y tres céntimos) a la orden del Poder Judicial. Resolución que respeto mucho, pero disiento del análisis de fondo y de la parte dispositiva de dicha condena de pago, y por tal motivo he interpuesto este medio de impugnación ante su autoridad, y me presento de su Despacho a mantener la disconformidad y las pretensiones, Reafirmo por ello, los argumentos expuestos en la apelación.
 
Como puede notarse, mis defensas fueron consideradas parcialmente, ya que se arribó a la conclusión de que, de conformidad con el principio de proporcionalidad, razonabilidad, el monto objeto de retribución fue ajustado a la suma de los ingresos por impartir lecciones, lo cierto del caso es que se trató casualmente de una actividad académica y no de uno de los empleos que se refiere el numeral 234 de la Ley Organiza del Poder Judicial. De manera que el análisis respecto del término” empleo”, no se determinó respecto de otro suelto del Estado, de sus bancos, de sus instituciones de las municipalidades, de las juntas de educación y de las empresas mixtas. Se trato de una actividad académica que del mismo modo de la Sala Constitucional ha expuesto sus criterios y que son los que comparte la Procuraduría General de la Republica, respecto de las actividades meramente académicas y ante un centro de educación Superior o Universidades que imparten la carrera de Derecho.
 
Brindé detalles sobre todas las actividades que realizaba en torno a las lecciones que impartí algunos años hasta agosto del 2014. Siempre fueron académicas. Del mismo modo impartí como empleado activo, y en un contexto de no más de 5 horas a la semana y fuera del horario de trabajo. Fue una carga académica en la carrera misma de Derecho, dentro de lo cual nunca existió espíritu de sustituir un salario ni una jubilación.
 
Por ello, plantee las defensas de falta de derecho, ya que esa actividad como tal no configura ninguno de los conceptos que señala el numeral 234 de cita, como también la falta de interés jurídico y actual, porque al haber sido emplazado para el respectivo cobro, ya el suscrito había dejado de impartir lecciones desde el 23 de agosto del 2014. En ese mismo marco, la de prescripción.
 
Solicito respetuosamente: estimar la disconformidad y excepciones planteadas frente a la resolución impugnada, y declara sin lugar la condena de reintegro en todos sus extremos y se disponga del archivo de la presente causa.”
 
-0-
 
Manifiesta la máster Romero Jenkins: “…Del tema de la competencia porque se trata de una persona Jubilada, entendería que en este momento eso sería resorte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones no de este Consejo.
 
Expresa el integrante Montero: "Creo que doña Ana tiene razón la propuesta viene denegándolo porque fue jubilado por incapacidad absoluta y permanente, entonces vine rechazándose, aunque es una apelación o reconsideración que él está planteando ante un acuerdo de Consejo en este momento por ser tema de fondo sería mejor que lo vea la Junta.
 ¿Están de acuerdo? Pregunta el Magistrado Cruz Castro.
 Indica la máster Romero Jenkins: “El acuerdo sería trasladar a la junta por no resultar competente este Consejo”
 Analizada la gestión anterior por unanimidad, se acordó: Trasladar el recurso presentado por el licenciado José Albertino Navarro López, jubilado Judicial, a la Junta Administradora de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón de que este Consejo no es competente para conocer asuntos referentes a la Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.”

- 0 -

Previamente a resolver lo que corresponda y de conformidad con el convenido de apoyo interinstitucional entre el Poder Judicial y esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, se acordó: 1.) Remitir el presente acuerdo a la Dirección Jurídica para que aporte a este órgano toda la información relacionada con el expediente N° 17-000245-1357-AD, seguido contra el jubilado judicial José Albertino Navarro López, lo anterior, para dar un mejor análisis al recurso presentado por el gestionante. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de señor José Albertino Navarro López, jubilado del Poder Judicial.
[bookmark: _Toc35529441]ARTÍCULO V
Documento N° 

La Integrante Lucrecia Ruiz Rojas, mediante correo electrónico del 17 de marzo de 2020, manifestó lo siguiente:
“Estaba revisando las actas aprobadas en firme (finales y despersonalizadas) y te iba a pedir el favor de que las corroboraras porque en la búsqueda que hice para la conformación de los miembros del Comité de Auditoría y la Comisión de Gobierno Corporativo no quedó muy clara la redacción.
[bookmark: _Toc35529443]Creo que se debe modificar el acuerdo de la sesión No.3 del 10-02-2020, del ARTÍCULO III. Documento N° 43-2020, en donde se excluya al Sr. Juan Carlos,  porque se tomaron 2 acuerdos para la Comisión de Gobierno Corporativo, pero no veo la exclusión de don Juan Carlos en las actas y me preocupa porque el primer acuerdo si fue informado a la Supen.

En el acta ACTA NO.1 del 27-01-2020, ARTÍCULO VI, no quedó acuerdo donde se designó a don Oscar Víquez. Lucrecia o don Parris en el Comité de Auditoría?
Ya que don Freddy no quiso participar en el Comité de Auditoría.
Habíamos quedado en sesión de Junta que eso debía incorporarse al acta, pero no lo vi.
Además, ya don Oslean, Jefe de Inversiones informó a Supen Directo la conformación de los miembros del Comité de Auditoría y hasta con los roles de cada uno, y desconozco si hubo acuerdo al respecto.”

Documentos adjuntos:



[bookmark: _MON_1646141824]
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Se acordó: 1.) Trasladar el presente acuerdo a la integrante Lucrecia Ruiz Rojas, con la finalidad de que presente en una próxima sesión a esta Junta Administradora un proyecto de acuerdo realizando las correcciones necesarias, según las manifestaciones indicadas en la nota supracitada. 
ARTÍCULO VI
Documento N° 240-2020

Debido a la necesitad de abarcar temas de suma importancia atinentes a la auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como de esta Junta Administradora, se acuerda: 1.) Autorizar para que el Comité de Auditoría se reúna, a pesar de que no está conformado en su totalidad, de conformidad con la normativa emitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, lo anterior, para que abarquen y adelanten temas que se encuentran pendientes y que son necesarios para una buena administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 2.) Esta Junta Administradora deja constancia de que el Comité de Auditoría aún no conforma la totalidad de sus miembros en razón de la emergencia nacional relacionada con el COVID-19. 3.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de los integrantes del Comité de Auditoría para los fines correspondientes. 

[bookmark: _Toc35529446]ARTÍCULO VII
Documento N° 209-2020.
En oficio número 2595-2020, del 16 de marzo de 2020, el licenciado Eduardo Chacón Monge, Prosecretario General interino de la Secretaría General de la Corte, remitió el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión número 12-2020 celebrada el 13 de febrero de 2020, artículo VII, que literalmente dice:
“En sesión N° 110-2019 celebrada el 19 de diciembre de 2019, artículo XLVI, se rechazó la gestión realizada por la doctora Mayra Gerardina Campos Zúñiga, Fiscala Adjunta, debido a que, no correspondía el reconocimiento de tiempo servido en la Escuela de Derecho de la Universidad de Costa Rica, bajo el sistema horas Asistente- Estudiante, por no haber existido una relación laboral con ese Centro de enseñanza y no hallarse registro de aportes a ningún régimen de pensiones ni cargas sociales, por parte de la gestionante. Asimismo, se comunicó a la doctora Campos Zúñiga, que, de conformidad con la Certificación emitida por la Vicerrectoría de Administración y la Oficina de Recursos Humanos de la Universidad de Costa Rica, el sistema horas Asistente- Estudiante, aplicada por la Escuela de Derecho de la Universidad de Costa Rica, no constituía tiempo servido por tratarse de un régimen de Becas Estudiantiles.

La licenciada Mayra Gerardina Campos Zúñiga, Fiscala Adjunta de la Fiscalía General de la República, en correo electrónico del 3 de febrero de 2020, comunicó:

“…comparezco ante ustedes y con respeto manifiesto:

Interpongo recurso de revocatoria contra el artículo XLVI tomado en sesión N° 110-2019 celebrada el 19 de diciembre de 2019, que literalmente dice:

 “1.) Comunicarle a la Dirección de Gestión Humana, que este Consejo, en reiteradas ocasiones, se ha pronunciado en casos similares al de la gestionante, en este sentido puede citarse las sesiones N° 103-18 celebrada el 27 de noviembre de 2018, artículo LXXIX y N° 24-19 celebrada el 15 de marzo del 2019, artículo LXXVI, por lo estima esta cámara que no se requiere realizar una consulta jurídica sobre el tema, en consecuencia: 2.) Rechazar la gestión realizada por la doctora Mayra Gerardina Campos Zúñiga, Fiscala Adjunta, debido a que, no corresponde el reconocimiento de tiempo servido en la Escuela de Derecho de la Universidad de Costa Rica, bajo el sistema horas Asistente- Estudiante, por no haber existido una relación laboral con ese Centro de enseñanza y no hallarse registro de aportes a ningún régimen de pensiones ni cargas sociales, por parte de la gestionante. 3.) Comunicarle a la doctora Campos Zúñiga, que, de conformidad con la Certificación emitida por la Vicerrectoría de Administración y la Oficina de Recursos Humanos de la Universidad de Costa Rica, el sistema horas Asistente- Estudiante, aplicada por la Escuela de Derecho de la Universidad de Costa Rica, no constituye tiempo servido por tratarse de un régimen de Becas Estudiantiles”.

MOTIVOS DEL RECURSO

a) En el citado acuerdo se me rechaza la gestión de tiempo servido en otra institución, alegando que existen precedentes en los cuales se ha procedido a denegar solicitudes similares. A pesar de que se indican los números de acuerdos, no se expone su contenido y tampoco las razones fácticas o jurídicas por las cuales no resulta atendible la gestión planteada. De ahí que esta servidora desconoce las razones por las cuales el Consejo resolvió.

b) Ciertamente, existen varios casos relacionados con la Universidad de Costa Rica en los cuales se ha pretendido el reconocimiento de tiempo servido. Sin embargo, debe aclararse que no todos se refieren al mismo tema ni su contenido es igual. La mayoría de ellos se refieren al reconocimiento de lo que se denomina beca 11. Sin embargo, la gestión que planteo no se sustenta en ese instituto, sino más bien a la relación laboral conocida como horas asistente u estudiante. Modalidad mediante la cual la Universidad de Costa Rica contrata a algunos estudiantes para que realicen labores de docencia e investigación, colaborando con los profesores de la Cátedra. Dentro de esas labores se incluyen también la investigación, preparación de materiales didácticos e impartir lecciones cuando así lo requerían las personas docentes. En esa relación jurídica existen todos los elementos del contrato laboral. De hecho la Universidad emite una planilla y se percibe un salario mensual, el cual fue detallado en la certificación presentada en el escrito inicial.

c) El Consejo Superior del Poder Judicial parte de una premisa falsa al confundir el régimen de la beca 11, que no solicité, con el régimen de horas asistente/estudiante. Pero además se omitió prueba fundamental aportada, que demuestra la relación jurídico laboral.

d) El Consejo Superior también comete un error al consultarle a la Universidad de Costa Rica, en su condición de patrono, si el sistema horas Asistente- Estudiante, aplicada por la Escuela de Derecho de la Universidad de Costa Rica, constituye tiempo servido y si se da o no una relación laboral. Es claro que los derechos laborales de los trabajadores y trabajadores no puede quedar al arbitrio del patrono, pues en la mayoría de los casos, haría nugatorio ese derecho. 

e)  En lo que se refiere a los derechos laborales, existen órganos especializados, creados especialmente por ley, que son los encargados de definir el contenido y los alcances de los derechos de los trabajadores. En este caso los Tribunales de Trabajo, la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional, así como el Ministerio de Trabajo han emitido diversas resoluciones -las cuales fueron citadas en el escrito inicial- donde de forma expresa y contundente han señalado que en estos casos sí existe relación laboral y por ende debe computarse el tiempo servido para todos los efectos de ley. Tribunal Administrativo del Magisterio Nacional, Voto No. 130-2015 de 10:25 horas del 9 de febrero del 2015. Tribunal de Trabajo, Sección III, No. 30 de 9:00 horas del 15 de enero de 1999.Tribunal de Trabajo, Sección III, No. 113 de 9:50 horas del 12 de enero de 1999, Tribunal Administrativo de la Seguridad Social, voto 658-2015, a las trece horas quince minutos del veinticinco de mayo del dos mil quince, reiteración en los votos 008-2010 de las 13:15 minutos del 16 de setiembre del año 2010, Voto 1027-Voto 1027-2011 de las 11:42 minutos del 25 de noviembre del 2011, Voto 727-2012 de las 13:42 minutos del 26 de junio del 2012 entre otros.

a) Violación al principio de igualdad. Como lo indiqué anteriormente, tanto el Tribunal de Trabajo, el Tribunal Administrativo del Magisterio Nacional como el Ministerio de Trabajo han reconocido en situaciones similares el tiempo de servicio para todos los efectos legales, incluido el derecho de pensión, lo que genera un trato desigual y una violación al principio de Patrono Único.

PRETENSIÓN

Por las razones expuestas, solicito se reconsidere el acuerdo impugnado, se proceda a su revocatoria y se me reconozca el tiempo servido de 9 meses y 10 días en la Universidad de Costa Rica en la modalidad de Horas estudiante, considerando el CRITERIO JURÍDICO del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, como ente establecido constitucionalmente para la protección de los derechos de las personas trabajadoras y no sobre el sustento de un criterio patronal como es la Universidad de Costa Rica.

(…)”

- 0 -

Indica el presidente, magistrado Cruz Castro: " Yo creo que esto ya se ha planteado anteriormente”

Indicó la integrante Pizarro Gutiérrez: “Ya lo conversamos con el integrante Montero, esto se le pasó a conocimiento de la Junta Administradora del Fondo, por ser un tema de su competencia.

Analizada la gestión anterior por unanimidad, se acordó: Trasladar el recurso presentado por la doctora Mayra Gerardina Campos Zúñiga, Fiscala Adjunta, en correo electrónico del 3 de febrero de 2020, a la Junta Administradora de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón de que este Consejo no es competente para conocer asuntos referentes a la Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.”
-0-
Antecedente:
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Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo adoptado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 12-2020 celebrada el 13 de febrero de 2020, artículo VII. 2.) Se deja constancia que esta Junta Administradora en sesión N° 5-2020 celebrada el 24 de febrero del 2020, artículo III, resolvió por el fondo la solicitud presentada por la doctora Mayra Campos Zúñiga, fiscala adjunta de la Fiscalía General.

[bookmark: _Toc35529451]ARTÍCULO VIII
Documento N° 206-2020

Las másteres Floribel Campos Solano, María Antonieta Herrera Charraun y el licenciado Luis Guillermo Vásquez Ureña, por su orden, Jefa interina de Macroproceso Financiero Contable, Jefa de Proceso Presupuestario Contable y Jefe de Subproceso Contable, mediante oficio N° 103-SC-2020 del 12 de marzo de 2020, informaron lo siguiente:
“Respecto al cobro que realiza la Superintendencia de Pensiones por concepto de supervisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial correspondiente a enero y febrero 2020, este Macroproceso realizó la revisión del cálculo del monto indicado por la SUPEN, del cual se informa lo siguiente: 

• Con oficio SP-206-20 del 10 de febrero de 2020 la SUPEN indica que el monto del cobro de enero de 2020 es de ¢1,856,842.00.

• Mediante correo electrónico del 05 de marzo de 2020 este Macroproceso solicitó a la Superintendencia indicar como realiza el cálculo mensual del cobro para el periodo de 2020. De lo cual indicaron lo siguiente:

· Se toma el monto de ingresos reportados por la certificación emitida por los Auditores Externos del FJPPJ (¢ 1,736,093,618) y se divide entre el total de los ingresos de todos los supervisados (¢ 92,590,008,033). 

· El porcentaje resultante de la división anterior, 1.8750033446%, es la proporción que corresponde a la Junta Administradora del FPJ PJ pagar sobre 20% de presupuesto de la SUPEN. 

· El 20% de presupuesto de la SUPEN (¢1,188,357,411), se multiplica por 1.875033446%, el resultado es el monto anual por pagar de ¢ 22,282,099, el cual se divide entre doce para determinar el cobro mensual (¢ 1,856,842). 

• Dado lo anterior, se realizó el cálculo y el resultado es el siguiente:

[image: ]

• El monto de os oficios de cobro del periodo 2020 que la Superintendencia comunique debe coincidir con el indicado anteriormente.

Por tanto, el monto de cobro que realiza la Superintendencia de Pensiones por concepto de supervisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial coincide con el cálculo realizado por este Macroproceso.

Finalmente, se informa que el monto cobrado por la Superintendencia de los meses de enero y febrero 2020, fue conocido por la Junta Administradora y esta acordó el pago por concepto de supervisión y se procedió con la cancelación respectiva.”
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Se acordó: Tener por recibido el oficio N° 103-SC-2020 del 12 de marzo de 2020, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, María Antonieta Herrera Charraun y el licenciado Luis Guillermo Vásquez Ureña, por su orden, Jefa interina de Macroproceso Financiero Contable, Jefa de Proceso Presupuestario Contable y Jefe de Subproceso Contable, referente al cálculo del cobro que realiza la Superintendencia de Pensiones por concepto de supervisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial correspondiente a enero y febrero 2020. 
[bookmark: _Toc35529453]ARTÍCULO IX
Documento N° 48-2020 / 192-2020

	La máster Floribel Campos Solano, la licenciada Emma López Ramírez y el máster Andrea Valerín Arroyo, por su orden, Jefa Macroproceso Financiero Contable, Jefa de Proceso de Tesorería y Jefa Subproceso Egresos, mediante oficio N° 308-TE-2020 del 6 de marzo de 2020, comunicaron lo siguiente:
“En atención al contenido del oficio N° 50-2020 de fecha 25 de febrero de 2020 relacionado con el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial en la sesión N°3-2020 celebrada el 10 de febrero del 2020, en forma atenta se indica:

1. Que al jubilado judicial Rodolfo Mora Corrales cédula número 03-0195-0971, se le suspendió el beneficio el día 26 de abril de 2019 de conformidad con lo acordado por el Consejo Superior en la sesión N°36-19 del 26 de abril del 2019, artículo LXXXVIII.

2. Que con el oficio 685-TE-2019 de fecha 29 de mayo de 2019 se comunicó al señor Rodolfo Mora Corrales, la suma girada de más por un monto total de novecientos cuarenta y seis mil doscientos veintidós colones con 03/100 (¢946.222,03), correspondiente al beneficio de jubilación por el periodo del 26 de abril de 2019 al 15 de mayo de 2019. 

3. Que con el oficio 762-TE-2019 de fecha 17 de junio de 2019 se comunica a la Dirección Ejecutiva la cuenta por cobrar en contra del jubilado judicial. Así mismo, con el oficio 2754-DE-2019 del 19 de junio de 2019 notifica a la Dirección Jurídica lo relacionado a las sumas giradas de más en la II quincena de abril y la primera quincena de mayo del 2019.

Por lo antes expuesto, se indica que la única cuenta por cobrar pendiente de recuperar por parte de este despacho es de ¢946.222,03 y que a la fecha, no se cuenta con resolución por parte de la Dirección Jurídica sobre la cancelación o arreglo de pago de dicha obligación.”
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En sesión de Consejo Superior N° 76-06 celebrada el 10 de octubre de 2006, artículo LII, a tenor de lo que establecía el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el Consejo Superior acordó separar de su cargo por incapacidad absoluta y permanente al doctor Rodolfo Mora Corrales, Médico Legal de Cartago, a partir del 11 de octubre de 2006, con derecho a los extremos laborales que le correspondían.
[bookmark: _Toc6847665]Después, el de Consejo Superior en sesión N° 36-19 celebrada el 26 de abril del 2019, artículo LXXXVIII, se tuvo por rendido el informe de la licenciada Wanda Kester Campbell, Trabajadora Social de la Oficinal de Trabajo Social y Psicología de Cartago. De conformidad con lo establecido en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se suspendió el beneficio de la jubilación al doctor Rodolfo Mora Corrales, a partir del 26 de abril de 2019, por haberse aprobado dicho beneficio en razón del padecimiento y habérsele advertido que la misma podría suspenderse si se tenía noticia de que se encontraba desempeñando otro empleo mientras se mantuviera la situación por la que fue jubilado, razón de lo anterior, debería el doctor Mora Corrales solicitar a la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense del Seguro Social, el permiso para trabajar respectivo. 
Posteriormente, ese órgano en sesión N° 50-19, celebrada el 30 de mayo de 2019, artículo LXXII, se conoció el correo electrónico del 21 de mayo de 2019, suscrito por el señor Rodolfo Mora Corrales, Jubilado Judicial, en que solicitaba que se le informara el trámite a seguir en cuanto a el permiso respectivo para trabajar.
En esa oportunidad se dispuso, remitir la solicitud presentada por el señor Mora Corrales a la Dirección de Gestión Humana, a la Caja Costarricense del Seguro Social, con la finalidad que se definiera un procedimiento para ese tipo de casos.
Además, en sesión N° 53-19 del 11 de junio de 2019, artículo LXI, ese Consejo Superior acordó lo siguiente:
“(…)

Se acordó: 1.) Comunicarle al señor Rodolfo Mora Corrales, jubilado judicial, que no es posible acoger lo que solicita, debido a que la decisión de este consejo se tomó de conformidad con un imperativo legal, establecido por el legislador, por lo que, al cumplirse los supuestos fácticos, debe este órgano actuar apegado a derecho, al ser la norma jurídica de tipo ordenatoria y no facultativa. No obstante, se le informa al gestionante, que en sesión N° 50-19 artículo LXXII, se le ordenó a la Dirección de Gestión Humana que remitiera su gestión a la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense del Seguro Social, para su respectiva valoración. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del señor Rodolfo Mora Corrales.”

(…)”
- 0 -
Luego, el Consejo Superior en N° 108-2019 del 12 de diciembre de 2019, artículo XXXIII, ese órgano realizó una atenta instancia a la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social, para que remitiera a la brevedad la valoración médica realizada al señor Rodolfo Mora Corrales.
Finalmente, en sesión N° 3-2020 celebrada el 10 de febrero del 2020, artículo XIII, en lo que interesa, se tomó del nota del oficio N° PJ-DGH-127-2020 del lunes 27 de enero de 2020, remitido por la Dirección de Gestión Humana en donde adjuntó la “Hoja de Criterio” emitida por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social, en su sesión N° 559-2019, en donde determinaron que el señor Rodolfo Mora Corrales, no se encuentra inválido para trabajar. Asimismo, se solicitó al Departamento Financiero Contable que verifique si existen sumas giradas en demasía que deban ser devueltas por el doctor Mora Corrales al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Se acordó: 1.) Tener por presentado el informe N° 308-TE-2020 del 6 de marzo de 2020, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, la licenciada Emma López Ramírez y el máster Andrea Valerín Arroyo, por su orden, Jefa Macroproceso Financiero Contable, Jefa de Proceso de Tesorería y Jefa Subproceso Egresos, referente a las cuentas por cobrar de sumas giradas en demasía al señor Rodolfo Mora Corrales. 2.) De conformidad con el convenio suscrito entre el Poder Judicial y esta Junta Administradora, deberá la Dirección Jurídica continuar con el proceso para la recuperación de los montos que adeuda el señor Mora Corrales al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
[bookmark: _Toc35529455]ARTÍCULO X
Documento N° 202-20 / 203-20 / 205-20
Esta Junta Administradora, mediante sesión N° 1-2020 celebrada el 27 de enero del 2020, artículo VIII, una vez analizados los reglamentos, las personas integrantes de esta Junta Administradora, no tuvieron objeciones en cuanto a las propuestas planteadas, por lo anterior, se acordó lo siguiente: 1.) Aprobar las propuestas de los documentos denominados “Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo” y “Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”. 2.) Remitir los documentos supracitados a la Superintendencia de Pensiones para su respectiva revisión y aprobación. 3.) Mantener vigentes los reglamentos correspondientes a temas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, hasta tanto la Superintendencia de Pensiones aprobara la normativa emitida por esta Junta Administradora. En ese momento se hizo el acuerdo de conocimiento del Consejo Superior.
El Consejo Superior mediante sesión N° 15-2020 celebrada el 25 de febrero del 2020, artículo XXXII, tomó nota del acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 1-2020 celebrada el 27 de enero del 2020, artículo VIII, referente a las propuestas de los documentos denominados “Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo” y “Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.
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	En correo electrónico de 13 de marzo de 2020, la señora Giselle Martínez F de la Superintendencia de Pensiones, remitió la resolución N° SP-R-1954-2020 de las doce horas del trece de marzo del dos mil veinte, suscrita por el señor Álvaro Ramos Chaves, Superintendente de Pensiones, a saber:

“RESULTANDO:

1. Que el artículo 242 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, N°8, reformada por la Ley N°9544 del 24 de abril de 2018, establece que: (sic) “La Junta Administradora emitirá un reglamento general del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el cual deberá ser aprobado por la Superintendencia de Pensiones (Supén), y contemplará necesariamente lo siguiente:

a) El perfil de requisitos y beneficios que otorga el régimen.
b) Los períodos de espera o calificación para cada una de las contingencias, separadamente.
c) El procedimiento administrativo para tramitar las solicitudes de los interesados, el cual deberá sujetarse a lo dispuesto en la Ley N.º 6227, Ley General de la Administración Pública, de 2 de mayo de 1978, para el procedimiento sumario.
d) Las reglas sobre la inversión de los recursos del Fondo, las cuales deben garantizar las mejores condiciones de rentabilidad y seguridad.
[bookmark: _Hlk34923420]e) El cobro de la comisión por gastos administrativos se ajustará a criterios de progresividad, proporcionalidad y gradualidad al monto del salario, jubilación o pensión devengada. Para la fijación de este cobro, la Junta deberá elaborar un estudio de las necesidades, la proyección de los gastos y las normas de ejecución del presupuesto, con el fin de que se ajuste a medidas de austeridad y control en el gasto.
f) Todos los otros elementos que se consideren necesarios para la correcta administración del Fondo, la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) como la Superintendencia de Pensiones (Supén), y la prudencia y responsabilidad administrativas.”

1. Mediante correo recibido en la Superintendencia de Pensiones el 14 de febrero del año en curso, la Junta Administradora del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, remitió para su correspondiente aprobación, el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en adelante “el Reglamento”, a través del oficio N°11-2020, del 12 de febrero de los corrientes. Dicho reglamento fue aprobado por la Junta Administradora antes citada, en sesión N°1-2020 del 27 de enero de 2020, según señala el referido oficio.

1. En dicho oficio, se remite, también el Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo para su respectiva revisión y aprobación.

CONSIDERANDO:

1. En relación con a) el perfil de requisitos y beneficios que otorga el régimen.

El perfil de requisitos y beneficios se encuentra contemplado por el Reglamento, concretamente, en su Título II. Del otorgamiento del beneficio de jubilaciones y pensiones; Capítulo I. Sobre la jubilación de las personas servidoras judiciales y el Capítulo II. Sobre la jubilación por incapacidad absoluta y permanente.

No obstante, lo anterior el referido Título II, contiene algunas disposiciones que deben enmendarse o aclararse, a saber:

1. El artículo 8 del Reglamento, establece que (sic) “El derecho de beneficio de jubilación se ratifica con la firmeza del acuerdo adoptado por la Junta Administradora.” 

Reiterada jurisprudencia de la Sala Constitucional ha señalado, desde vieja data, que el derecho a la pensión se adquiere por el solo cumplimiento de los requisitos, sin que sea necesario que así sea declarado para constituir el derecho (véase, entre otros los votos 559-96 y 1805-94), por lo que el derecho no puede ser “ratificado”, en el sentido de que se requiera del pronunciamiento de la Junta Administradora, para que el mismo se consolide.

1. El artículo 9 del Reglamento, establece, en relación con la suspensión del beneficio, que (sic) “ La persona beneficiaria de una jubilación, en el eventual caso de que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce del beneficio durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro salario, conforme lo establece el artículo 233 de la L.O.P.J. Asimismo, deben estarse a lo dispuesto en el artículo 686 del Código de Trabajo, en cuando a las prohibiciones para ocupar cargos públicos.”

Esta norma debe ser aclarada o precisada ya que el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, señala que (sic) “Se le suspenderá el goce del beneficio a la persona jubilada, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, sus instituciones y de las municipalidades. Esta limitación no se aplicará cuando imparta lecciones en las instituciones de educación superior.” (el destacado es nuestro).

1. El artículo 16 norma lo relativo a la presentación de la solicitud, tratándose sobre la jubilación por incapacidad absoluta y permanente, señalando que (sic) “La gestión deberá ser presentada con la documentación que se estime pertinente ante la Dirección de Gestión Humana, con la finalidad de que esa instancia tramite la solicitud de valoración ante la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS).”

En relación con lo anterior, debe el Reglamento señalar la documentación mínima que el interesado debe presentar a los efectos de brindarle seguridad jurídica. Lo anterior dado que solamente se menciona como requisito el dictamen médico emitido por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social.

1. El Artículo 28. Monto de pensión, señala (sic) “El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de jubilación que recibía la persona jubilada al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía a la causante. En caso de muerte de una persona servidora activa, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de jubilación que hubiera recibido la persona fallecida de acuerdo con el cumplimiento de los requisitos indicados en los artículos 224 y 224 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial en el momento de la contingencia, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que le hubiera correspondido a la causante.”

En relación con el anterior artículo deben establecerse las proporciones de los beneficios por sobrevivencia, es decir, cómo se distribuiría el 80% del monto que recibe o hubiere recibido el causante entre las distintas prestaciones por sobrevivencia, en caso de que se presente más de un beneficiario. Lo anterior, por así requerirlo en forma expresa el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

1. El artículo 44 del Reglamento establece, respecto de las reglas del traslado de cuotas por reconocimiento de tiempo servido para efectos de la jubilación, en lo que interesa (sic) “... c) La comprobación de los servicios prestados deberá hacerse por medio de prueba idónea y en cuanto a su interpretación se aplicará el principio in dubio pro-operario.”

Sobre este particular, debe señalarse que, en materia de pensiones, no rige este principio de derecho laboral, sino el de in dubio pro fondo, es decir, que en caso de duda, se resuelve en favor del fondo, por lo que, lo indicado debe ser enmendado en este sentido.

Lo anterior ha sido establecido por la Sala II de la Corte Suprema de Justicia quien, sobre este principio señaló:

“En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. De esa manera, en caso de duda, debe resolverse a favor del fondo. En este sentido afirma el tratadista Rafael Bielsa: "La complejidad de los regímenes legales de jubilaciones, y sobre todo, las modificaciones sucesivas hacen surgir cuestiones de interpretación. Por lo pronto aunque la jubilación se funda en consideraciones de asistencia social y se configura como seguro obligatorio, una aplicación liberal de sus preceptos en el sentido favorable del afiliado podría afectar la estabilidad del fondo financiero, en perjuicio de los que tienen derecho incuestionable no sujeto a discusión. Por eso, y por tratarse de un privilegio, la concesión de jubilaciones es de interpretación restrictiva, y en la duda el caso se resuelve a favor de la caja o fondo común". (BIELSA, Rafael. "Derecho Administrativo, Roque Depalma, Buenos Aires, 1956, Quinta Edición, Tomo III, pág. 174)." (Resolución Nº 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia).

En el mismo sentido resolvió esta misma Sala, a través de la resolución 2001-00211 de las diez horas veinte minutos del seis de abril del año 2001: “El reclamo en su favor, de la consecuencia que deriva para el trabajador el principio protector, no resulta atendible toda vez que, en esta clase de procesos, en que se reclama un derecho jubilatorio, en caso de duda sobre la normativa a aplicar, tanto la jurisprudencia como la doctrina, han venido reconociendo el principio "in dubio pro fondo", ya que, en casos de seguridad social, el interés particular cede ante el general.”

Adicionalmente, el artículo 44 del Reglamento hace referencia a “Junta Administrada”, por lo que debe corregirse este error material.

1. En relación con el procedimiento administrativo para tramitar las solicitudes de los interesados; las reglas sobre la inversión de los recursos del Fondo; y, el cobro de la comisión por gastos administrativos

El Reglamento establece el procedimiento a seguir para el trámite del otorgamiento de los beneficios, no así las reglas para la inversión de los recursos del fondo, ni la comisión y el cobro de la comisión por gastos administrativos. Tómese nota, en relación con estos dos últimos requisitos, que el artículo 242 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece que el Reglamento debe contemplarlos y regularlos.

POR TANTO:

Se rechaza la solicitud de aprobación del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, cursada a través del oficio N°11-2020, del 12 de febrero de 2020.

En lo que respecta a la solicitud de aprobación del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo, se omite pronunciamiento ya que la Superintendencia de Pensiones no se encuentra legalmente facultada para aprobarlo, sin perjuicio de las observaciones que pueda realizar al mismo, con posterioridad al dictado de esta esta resolución.

De conformidad con el artículo 245 de la Ley General de la Administración Pública, la presente resolución podrá ser recurrida según lo preceptuado en los artículos 343, 344, 346, 347 y 348 de dicho cuerpo normativo, por medio de la interposición de los recursos de revocatoria y apelación en subsidio, los cuales serán resueltos por el Superintendente de Pensiones y el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF), respectivamente. Los recursos deberán interponerse dentro del plazo de tres días hábiles, contados a partir de la comunicación de esta resolución.  Los recursos de revocatoria y de apelación deberán interponerse ante la Superintendencia de Pensiones y serán resueltos, respectivamente, por el Superintendente de Pensiones y el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (artículo 171, inciso g) de la Ley Reguladora del Mercado de Valores).”
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Mediante correo electrónico de 16 de marzo de 2020, el integrante Montero a, Presidente de esta Junta Administradora, trasladó la resolución N° SP-R-1954-2020 suscrita por el señor Álvaro Ramos Chaves, Superintendente de Pensiones.
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	Asimismo, el integrante Arnoldo Hernández Solano, en su condición de Vicepresidente y en correo electrónico de 16 de marzo de 2020, en atención a la resolución N° SP-R-1954-2020, indicó:
Me parece muy claro que las Jubilaciones y Pensiones que tenemos pendientes en la Agenda 8, debemos tramitarlos pensando en el " in dubio pro Fondo" 
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	Asimismo, mediante oficio N° 1090-DE-2020 de 16 de marzo de 2020, la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, informó lo siguiente:
“Para conocimiento y fines consiguientes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, me permito remitir resolución N° SP-R1954-2020 de fecha 13 de marzo en curso, suscrita por el señor Álvaro Ramos Chaves, Superintendente de Pensiones, referente a la solicitud de aprobación del Reglamento General del Régimen de jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”
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	Se acordó: Asignar el presente acuerdo a la integrante Ingrid Moya Aguilar, con la finalidad de que analice y presente las recomendaciones que estime pertinentes referente al oficio N° SP-R-1954-2020 de las doce horas del trece de marzo del dos mil veinte, suscrito por el señor Álvaro Ramos Chaves, Superintendente de Pensiones.
[bookmark: _Toc35529460]ARTÍCULO XI
Documento N° 199-2020.
En oficio número PJ-DGH-AP-0758-2019, del 25 de febrero de 2020, la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Directora y Subdirectora interinas de Gestión Humana, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, remitieron el siguiente informe:
[bookmark: _Hlk2502170][bookmark: _Hlk32160362]“Para los efectos de su conocimiento, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Floria Mora Mora, en calidad de esposa del jubilado judicial fallecido José Antonio Montero Quirós, cuyo deceso acaeció el 15 de mayo de 2019.

I. Origen.

Esta Dirección en fecha 29 de mayo de 2019, recibió la gestión de la señora Floria Mora Mora, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión por el fallecimiento de don José Antonio.

Consecuentemente, en fecha 6 de junio de 2019 se remitió el oficio N° 2349-AP-2019 dirigido al Departamento de Trabajo Social y Psicología, donde se solicita la valoración socioeconómica de la petente.

II. Valoración socioeconómica practicada. 
Mediante informe de la Licda. Ana Shirlenia Briceño Castro, Trabajadora Social del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas la señora Mora Mora.

El informe de cita se adjunta al final de este documento y del mismo se extraen las siguientes apreciaciones acotadas por la Profesional de Trabajo Social, por su relevancia para el análisis de la gestión:

“…La señora Floria Mora Mora fue la cónyuge del exservidor judicial fallecido don José Antonio Montero Quirós, cuyo deceso fue el día 15 de mayo del año 2019. Ella y su hija Ana Victoria han dependido económicamente de él, doña Floria ha sido ama de casa y Ana presenta discapacidad. Acerca de las actuales condiciones socioeconómicas de la solicitante y su hija, se indica que, debido a la inexistencia del ingreso mensual por la descontinuación de este a partir del fallecimiento de su esposo, las necesidades han tenido que ser satisfechas con el dinero de los ahorros que ella había logrado realizar, sumado al recurso de apoyo familiar que le han brindado sus hijos (as), quienes se mantienen ante la preocupación de que los ahorros mencionados están finiquitando. La razón que generó en doña Floria la solicitud para el presente proceso, es debido a su necesidad de que no cuenta con un ingreso mensual estable. Por lo que en el caso de que no obtenga su derecho a la pensión, se vería afectada su manutención y la de su hija, por consiguiente, la calidad de vida que ambas mantenían en vida de la persona fallecida…”

1. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social.
La señora Floria Mora Mora cuenta con 67 años; con primaria incompleta, dedicada siempre a las labores del hogar no remuneradas, ya que siempre fue el señor Montero Quirós el único proveedor de los recursos económicos del hogar, razón por la cual la señora Mora Mora, nunca contó con ingresos propios.

Don José Antonio y doña Floria, mantuvieron una unión matrimonial que duró 47 años y según lo indicado por doña Floria, la relación fue positiva y sin separaciones. 

Producto del vínculo de pareja, procrean cuatro hijos, Allan de 44 años, administrador público, Roy José de 42 años custodio de detenidos en el Poder Judicial, Lourdes de 36 años ama de casa y Ana Victoria de 28 años con discapacidad.

De acuerdo al informe de Trabajo Social, reside la señora Mora Mora solamente con su hija Ana Victoria, quien presenta retardo mental moderado, de acuerdo al diagnóstico del 20 de junio de 219 por parte del Ebais Unibe, Área de Salud Montes de Oca y recibe atención en los Servicios de Neurología, Ortopedia y Psiquiatría.  Manifiesta doña Floria que ambas siempre han sido dependientes económicamente de su esposo, dado que ella se ha desempeñado como ama de casa, lo cual fue corroborado con el reporte de cuotas activas de la Caja Costarricense de Seguro Social.

En el ámbito de la salud, explica doña Floria que ella presenta: hipertensión arterial, dislipidemia e hipotiroidismo, de acuerdo con epicrisis del 20 de junio de 2020, emitida por el Ebais Unibe, Área de Salud de Montes de Oca, Sabanilla, recibiendo control médico cada seis meses.
A pesar de su discapacidad, Victoria logró culminar su educación secundaria de acuerdo con su situación de salud. Es atleta, participa en la modalidad de natación en las Olimpiadas Especiales, compitiendo a nivel internacional.

Indica que el salario mensual de don José era de ¢520,000,00 (quinientos veinte mil colones con 00/100), pero recibía ¢130,000.00 (ciento treinta mil colones con 00/100) al mes, debido a que había adquirido varias deudas. Las deducciones a su salario estaban destinadas para cancelar sus préstamos en: Coopejudicial, Caprede y en la Asociación de Jubilados. El complemento económico para este grupo familiar era percibido por las labores de sastrería que don José realizaba y de lo que sus hijos(as) les aportaban, en específico con alimentos.  Los préstamos antes mencionados fueron cancelados posterior a la muerte de don José Antonio por medio de las pólizas que estos tenían.

Doña Floria y su hija Ana Victoria no reciben apoyo económico de ninguna institución, organización o grupos sociales, tampoco cuenta con pensiones de algún régimen estatal por lo que luego de la suspensión de la pensión de su esposo, doña Floria ha estado utilizando sus ahorros, lo que recibió del Socorro Mutuo, además de la ayuda que le brindan sus hijos para lo que requiera.

La vivienda donde residen está a nombre de doña Floria y la misma está ubicada sobre un terreno de 700 metros cuadrados. El inmueble está construido en concreto, las divisiones internas son de material madera, el piso es de madera y de terrazo. Posee una cochera, sala-comedor, cocina, dos baños completos, cuarto de pilas, cuatro dormitorios, sin indicadores de hacinamiento, uno de los aposentos se observa en total estado de deterioro. El patio posee dimensiones que permiten la presencia de árboles frutales (mangos, limones, banano), una milpa y un cobertizo para la cría de gallinas.

[bookmark: _Hlk32167826]Como se puede apreciar en el cuadro de ingresos y gastos la señora Mora Mora no cuenta con ingresos, sin embargo, cuenta con egresos a los que debe hacerle frente mensualmente y que ascienden a un monto de ¢ 579.112.83 (quinientos setenta y nueve mil ciento doce mil colones con 83/100).

IV. Normativa atinente al caso.

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.”

“Artículo 229- 

El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.”

V. Conclusiones.

· El estudio socioeconómico practicado a la señora Floria Mora Mora, confirma de manera diáfana, que durante su relación matrimonial con el señor Montero Quirós, existió dependencia económica de ella hacia su esposo, de forma tal que su caso se ajusta a lo establecido en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y es por esta razón, que la solicitante califica para la posible aprobación de la pensión.

· Según la consulta realizada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones al Sistema de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Sistema de Pensiones del Magisterio Nacional, la señora Mora Mora no cuenta con pensión estatal y tampoco ejerce ninguna actividad laboral que le permita captar recursos. Tal y como lo comprobó el estudio socioeconómico, en la organización familiar doña Floria asumió el rol de ama de casa, dedicándose por completo al cuido sus hijos y de las labores domésticas de su hogar.

· El estudio socioeconómico revela que doña Floria actualmente depende económicamente de los dineros recibos por concepto de Socorro Mutuo, ingreso compuesto de un único depósito y por lo tanto limitado, razón por la cual en el corto plazo su fuente de sobrevivencia se agotara, dejándola en un estado de insuficiencia monetaria para la cobertura de sus necesidades básicas.

· La muerte de don José Antonio representó para doña Floria, una afectación significativa tanto sentimental como económica, toda vez que, durante los 44 años de matrimonio el señor Montero Quirós asumió la carga financiera de su hogar, lo que coloca a la solicitante en un escenario de incertidumbre sobre su futuro, ya que debido a su edad, los padecimientos físicos que presenta y la discapacidad de su hija no puede generar recursos para la manutención de ambas.

	 
	 
	 
	 


VI. Datos relevantes para la atención de la gestión.

La revisión del maestro de jubilados y pensionados refleja, que al momento de su deceso el exjubilado José Antonio Montero Quirós, devengaba un monto bruto mensual de jubilación por la suma de ¢530,555.58 (quinientos treinta mil quinientos cincuenta y cinco colones con 58/100), de los cuales, conforme a la normativa actual vigente, la señora Mora Mora tendría la posibilidad de percibir como máximo el 80% del monto citado, que para este caso equivaldría a ¢424,444.46 (cuatrocientos veinte y cuatro mil cuatrocientos cuarenta y cuatro colones con 46/100), monto bruto mensual.

Si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, es procedente aprobar el beneficio de pensión a favor de la señora Floria Mora Mora, para su referencia en cuanto a la posible fecha de rige, se informa que la solicitud fue presentada 14 días naturales posteriores al fallecimiento de don Jose Antonio, dado el 15 de mayo de 2019.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

(…).”
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Una vez analizada la gestión presentada por la señora Floria Mora Mora, en calidad de esposa del jubilado judicial fallecido José Antonio Montero Quirós, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, el informe número PJ-DGH-AP-0758-2019, del 25 de febrero de 2020, suscrito por la Dirección de Gestión Humana y de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se acuerda por unanimidad: Acoger la solicitud de pensión que formula por la señora Mora Mora, cuya asignación mensual será de ¢424,444.46 (cuatrocientos veinticuatro mil cuatrocientos cuarenta y cuatro colones con 46/100), equivalente al 80% del monto de la jubilación que recibía el jubilado judicial al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan, a partir del 16 de mayo de 2019. Lo anterior, debido a que las necesidades actuales de la señora Floria Mora Mora, justifican el otorgamiento de dicho porcentaje.
Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable.
[bookmark: _Toc35529462]ARTÍCULO XII
Documento N° 198-2020.
En oficio número PJ-DGH-AP-934-2020, del 26 de febrero de 2020, la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Directora y Subdirectora interinas de Gestión Humana, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, remitieron el siguiente informe:
[bookmark: _Hlk33012311]“Para los efectos de su conocimiento, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señorita Betty Loaiza Coronado, en calidad de hija con discapacidad de la jubilada judicial fallecida Evetty Loaiza Coronado, cuyo deceso acaeció el 30 de agosto de 2018.

VII. Origen de la gestión.
Esta Dirección en fecha 18 de octubre de 2018, recibió la gestión de la señorita Loaiza Coronado, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su señora madre, doña Evetty Loaiza Coronado.

En este caso es imperioso informar a los señores y señoras integrantes de la Junta Administradora del Fondo, que la solicitud presentada corresponde al primer caso en la cual la solicitante acciona por razones de orfandad, en calidad de “hija en estado de invalidez”, esto conforme la regulación de la Ley 9544, “Reforma al Régimen de Pensiones y Jubilaciones”, artículo 228.

Lo anterior tiene una importancia especial, debido a que la nueva reforma introduce como elemento novedoso, que el posible otorgamiento de la pensión reclamada quedará supeditado a la comprobación de la situación de dependencia económica entre jubilado y solicitante; pero además, para el caso de invalidez, la condición debe ser declarada por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social.

La intervención de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social, trae aparejado un tema de costos, esto debido a que el Poder Judicial debe cancelar a la Caja, el costo de cada valoración que se realiza, para el caso de servidores activos que deban ser valorados para establecer la condición de incapacidad, pero en el caso de solicitantes de pensión que deban certificar su condición de invalidez, no se estableció a quién corresponde realizar la cancelación del costo de la valoración, enfrentado así la administración un vació legal en la Ley.

Ante la situación anterior, la Dirección de Gestión Humana en fecha 29 de mayo de 2019, dispone remitir el oficio N° 2231-AP-2019 al Departamento de Trabajo Social y Psicología, para efectos de establecer la dependencia económica de la petente hacia su madre, por medio de la valoración socioeconómica. En este punto es importante indicar, que se mantiene a esa fecha la incertidumbre jurídica sobre el responsable de cancelar el importe de la valoración para la declaratoria de invalidez, requisito indispensable para la posible aprobación de la pensión.

Esta situación fue puesta en conocimiento del Consejo Superior, el cual por medio del acuerdo de la sesión 58-2019, artículo LXXIV, conoció el informe PJ-DGH-AP-2507-2019 de esta Dirección, en el cual se rindió al órgano superior el informe sobre el Procedimiento para el trámite y cobro de las valoraciones médicas brindadas al Poder Judicial por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social y adicionalmente se aprovechó la oportunidad para hacer del conocimiento del Consejo Superior, la situación presentada con la cancelación de las valoraciones médicas en los casos de solicitantes de pensión. En dicho acuerdo se resolvió sobre la aprobación del protocolo elaborado, pero sin disponer acción o medida alguna sobre el segundo punto.

Finalmente, ante gestión presentada por la licenciada Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, el Consejo Superior en sesión 106-19, de fecha 05 de diciembre 2019, artículo XII, dispuso: “1.) Autorizar el pago con recursos institucionales de las valoraciones de las personas en condición de vulnerabilidad que deben ser valoradas por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social, para optar por una pensión del Fondo de Jubilaciones, así como, de los futuros solicitantes con discapacidad, en tanto se logre definir el procedimiento para que las personas solicitantes, realicen la retribución del costo de la valoración al Poder Judicial.” 

VIII. Valoración socioeconómica practicada. 
Mediante informe del licenciado Feliciano Villalobos Jiménez, Trabajador Social del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas la señora Loaiza Coronado.

El informe de cita se adjunta al final de este documento y del mismo se extraen las siguientes apreciaciones acotadas por el Profesional de Trabajo Social, por su relevancia para el análisis de la gestión:

“…Como resultado de la investigación social y análisis de la información socioeconómica, se determinó que la Sra. Betty Mayela Loaiza Coronado es una persona adulta de 59 años de edad, con discapacidad, soltera, sin hijos, profesional pensionada por invalidez, que de acuerdo a diagnóstico médico requiere asistencia para las actividades de la vida diaria, asistencia que actualmente no recibe.

Permaneció al lado de su madre, la Sra. Evetty Loaiza Coronado (fallecida), convivencia que mantuvo durante 58 años, registrándose una dependencia de larga data, en aspectos económicos, afectivos y asistencia para las actividades de la vida diaria.

Ante el fallecimiento de su madre integra grupo familiar unipersonal, registrando como único ingreso la pensión por invalidez de la CCSS, el cual no la ubica en situación de pobreza, sin embargo no logra cubrir sus necesidades básicas, ya que actualmente reporta un déficit en sus finanzas, lo anterior sin tomar en cuenta rubros como vestido, suplementos alimenticios y el pago de una persona que le asista, la cual es un requerimiento fundamental de acuerdo a su condición de salud y discapacidad, ya que no cuenta con redes de apoyo familiares.

La valorada habita vivienda propia, la cual evidencia un notable deterioro, siendo este el único bien que registra.

La ausencia del ingreso del monto por pensión de su madre ha incidido directamente en la satisfacción de necesidades básicas de la valorada, la cual ha tenido que implementar estrategias de sobrevivencia, con el fin de reducir gastos, lo que le ha generado afectaciones, denotándose variación en su estilo de vida…”

IX. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social.

La señorita Betty Loaiza Coronado cuenta con 59 años; soltera, Bióloga Marina, se desempeñó en el Ministerio de Educación Pública como docente en Biología Marina entre los años 1991 y 1993, momento en que fue intervenida quirúrgicamente por un aneurisma. Razón por la cual dejó de laborar.

Como secuela de la cirugía, la señorita Loaiza Coronado se volvió dependiente de su madre, con quien vivía desde antes del padecimiento.  Indica doña Betty que ella nunca egresó del hogar materno debido a que no estableció relaciones de pareja, ni procreó hijos, por lo que se mantuvo al lado doña Evetty hasta el momento del fallecimiento.  En este momento solicita la pensión por invalidez ante la Caja Costarricense de Seguro Social.

Doña Betty fue la principal cuidadora de su madre, debido a que sus hermanos (as) egresaron del grupo familiar hace más de 25 años, siendo la valorada la única que permaneció en convivencia con su progenitora.

Doña Evetty, se desempeñó como oficinista en el Poder Judicial y era quien asumía la mayoría de las obligaciones económicas del hogar y a partir del año 2003 se sumó el ingreso de Betty proveniente de su pensión por invalidez, logrando con la unión de ambos ingresos, la satisfacción de necesidades básicas tanto de doña Evetty como de la persona valorada.

Indica doña Betty que, a partir del fallecimiento de su madre, su vida ha cambiado de forma importante; en la parte emocional porque no cuenta con el apoyo ni afecto de sus hermanos, debido a que su madre dejó la vivienda en la que habita a nombre de ella, lo que generó resentimientos de sus hermanos hacia ella y en la parte económica ya que no logra satisfacer sus necesidades básicas con lo que actualmente recibe por concepto de pensión. 

Actualmente la valorada conforma un hogar unipersonal y de acuerdo con lo indicado en la entrevista, al no contar con el ingreso de la pensión de su madre, ella ha tenido que asumir la totalidad de los gastos del hogar, así como los requerimientos especiales debido a su condición de salud y discapacidad, entre estas menciona, alimentación, pago de servicios públicos, impuestos, pasajes para el traslado a las constantes citas y el costo de medicamentos privados.  Señala que como estrategia de sobrevivencia ha tenido que suspender varios servicios como el internet y la televisión por cable; además señala que se ducha en el gimnasio al que asiste, para reducir la tarifica del recibo por consumo de agua en su casa. Indicando que no ha optado por suspender este servicio debido a su condición física y la necesidad de ejercitarse.

De acuerdo con el peritaje realizado, como consecuencia del accidente de tránsito que sufrió doña Betty en el año 2003, y en concordancia con dictamen médico N° 1993-05-2019, su diagnóstico fue de “hemorragia subaracnoidea, malformación cerebral arteriovenosa, epilepsia secundaria, daño cerebral adquirido y hemiparesia secuelas”. 

A raíz de lo anterior, la señorita Loaiza Coronado presenta dificultades para comunicarse verbalmente, usa permanentemente una férula en su pierna derecha, aunque logra escribir, lo realiza muy lentamente, tiene limitaciones para desplazarse, requiere del apoyo de un bastón, utiliza un calzado especial, mantiene control médico en servicios de ortopedia, asiste a citas médicas de control, seguimiento y terapia tres veces por semana, así mismo, señala el consumo de medicamentos de forma permanente, entre los que menciona, dos pastillas al día de “Lamictal”, para el control de sus convulsiones y tres pastillas de “Lovastatina” al día para la regulación del colesterol, todo lo anterior suministrado por la Caja Costarricense de Seguro Social; adicionalmente adquiere medicamentos en el sector privado, por un monto de ¢5,000.00 al mes, dentro de los que indica, “Glutamina”, para mejorar el rendimiento físico, así como “Ginkgo Biloba GNC”, capsulas para oxigenar el cerebro, las utiliza debido al temor de padecer Alzheimer al igual que su madre.

Según el cuadro de ingresos y gastos, la valorada cuenta con ingresos por la suma de ¢136,865.00 (ciento treinta y seis mil ochocientos sesenta y cinco colones con 00/100), por la pensión que recibe por invalidez. Por otro lado, reporta egresos por un monto de ¢160,391.94 (ciento sesenta mil trescientos noventa y un colones con 94/100), dejando un déficit financiero de ¢23,530.94 (veintitrés mil quinientos treinta colones con 94/100).

Como redes de apoyo de doña Betty se identifican, al señor Benjamín Núñez y a la señora Isabel Padilla, dos adultos mayores vecinos de la valorada, quienes informaron que la acompañan la mayor parte del tiempo ya que siempre está sola porque los hermanos(as) no la visitan debido a las diferencias que existen. Por otra parte, se logra identificar redes de apoyo institucionales como la Biblioteca de la comunidad, el gimnasio al que asiste y la Caja Costarricense de Seguro Social.

X.  Sobre su condición médica.
Sobre este punto es importante informar que la señorita Loaiza Coronado aporta a su solicitud, certificado médico emitido por la Dirección Calificadora del Estado de la Invalidez, de fecha 12 de diciembre 2019, en cual se señala:

“EL SUSCRITO DR. ISAAC VÁSQUEZ BRENES, JEFE, ÁREA DE EVALUACIÓN DEL ESTADO DE INVALIDEZ, DE LA DIRECCIÓN CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL CERTIFICA QUE: La señora Betty Loaiza Coronado, cédula 1-0522-0703 fue declarada inválida, no sujeta a revisión, en sesión 31-2003 del 23 de setiembre del 2003, por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez por el diagnóstico: Secuelas de ruptura aneurisma frontal.”

XI. Normativa atinente al caso.

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“Artículo 228- 

[…]

Tienen derecho a pensión por orfandad:

…1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas...
  “Artículo 229- 

El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 

XII. Conclusiones.
· El informe socioeconómico practicado reveló que efectivamente, posterior al problema médico que sufrió, la señorita Betty Loaiza Coronado adquirió una condición de dependencia tanto en el plano físico como en lo económico, esto debido a la lesión de orden cerebral que experimentó y por la cual fue declarada en estado de invalidez. Es esta una de las condiciones plasmadas en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por la cual la solicitante se encuentra facultada a presentar la gestión.

· Según la consulta realizada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones al Sistema de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Sistema de Pensiones del Magisterio Nacional, se confirma que la señorita Loaiza Coronado percibe una pensión estatal por invalidez. Sin embargo, tal y como lo comprobó el estudio socioeconómico, este ingreso resulta insuficiente para costear los egresos en que debe incurrir para su manutención y el tratamiento de su padecimiento.

· Los detalles del estudio socioeconómico hacen importante referenciar, que la señorita Loaiza Coronado ha priorizado sus necesidades más básicas y en función a estas ha realizado ajustes a su presupuesto, generando ahorros y suprimiendo otros gastos, esto para mantener el tratamiento de su padecimiento en lo físico y lo medicinal, situación que claramente ha afectado otros aspectos de su nivel de vida como el mantenimiento del inmueble en que reside y la recreación. 

· Debido a su grado de invalidez, doña Betty no puede incursionar en actividades económicas que le permitan generar rentas y así obtener los recursos adicionales que le permitan balancear su presupuesto.

I. Datos relevantes para la atención de la gestión.

La revisión del maestro de jubilados y pensionados refleja, que al momento de su deceso la señora Evetty Loaiza Coronado, devengaba un monto bruto mensual de jubilación de ¢448,601.47 (cuatrocientos cuarenta y ocho mil seiscientos un colón con 47/100), de los cuales, conforme a la normativa actual vigente, la señorita Betty Loaiza Coronado tendría la posibilidad de percibir como máximo el 80% del monto citado, que para este caso equivaldría a ¢358,881.17 (trecientos cincuenta y ocho mil ochocientos ochenta y un colones con 17/100), monto bruto mensual.

Relacionado con lo anterior, si a criterio de la Junta Administradora del Fondo es procedente aprobar el beneficio de pensión a favor de la señorita Betty Loaiza Coronado, para su referencia en cuanto a la posible fecha de rige, se informa que la solicitud fue presentada 49 días naturales posteriores al fallecimiento de la ex jubilada Evetty Loaiza Coronado, acaecido el 30 de agosto de 2018.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

(…).”
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Una vez analizada la gestión presentada por la señorita Betty Loaiza Coronado, en calidad de hija con discapacidad de la jubilada judicial fallecida Evetty Loaiza Coronado, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología el informe número PJ-DGH-AP-934-2020, del 26 de febrero de 2020, suscrito por la Dirección de Gestión Humana y de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se acuerda por unanimidad: Acoger la solicitud de pensión que formula por la señorita Loaiza Coronado, cuya asignación mensual será de ¢358,881.17 (trescientos cincuenta y ocho mil ochocientos ochenta y un colones con 17/100), equivalente al 80% del monto de la jubilación que recibía la JUBILADA JUDICIAL Evetty Loaiza Coronado al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan, a partir del 31 de agosto de 2018, Lo anterior, debido a que las necesidades actuales de la señorita Betty Loaiza Coronado, justifican el otorgamiento de dicho porcentaje.
Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable. 
[bookmark: _Toc35529464]ARTÍCULO XIII
Documento N° 194-2020.
En oficio número PJ-DGH-AP-1057-2020, del 9 de marzo de 2020, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Subdirectora interina de Gestión Humana, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, remitieron el siguiente informe:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Luisa Muñoz Induni, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Manuel González Morales, cuyo deceso acaeció el 09 de setiembre de 2019.

XIII. Origen.

Esta Dirección en fecha 09 de octubre de 2019, recibió la gestión de la señora Luisa Muñoz Induni, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión por el fallecimiento de don Manuel.

Consecuentemente, en fecha 10 de octubre de 2019 se remitió el oficio N° 4764-AP-2019 dirigido al Departamento de Trabajo Social y Psicología, donde se solicita la valoración socioeconómica de la petente.

XIV. Valoración socioeconómica practicada. 

Mediante informe de la Licda. Haydee Castro Chavarría, Trabajadora Social del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora
 Luisa Muñoz Induni.
El informe de cita se adjunta al final de este documento y del mismo se extraen las siguientes apreciaciones acotadas por la Profesional de Trabajo Social, por su relevancia para el análisis de la gestión:

“…De la valoración social realizada se desprende que la señora Luisa Muñoz Induni conformó matrimonio a los 19 años con el señor Manuel Enrique González Morales; la pareja desempeñó roles socialmente establecidos, él proveedor y ella dedicada al hogar, por lo que la referida presentó dependencia económica hacia su esposo quien satisfacía las necesidades materiales.

Al momento de la valoración la señora Muñoz presenta dependencia económica hacia su yerno, recayendo en él la satisfacción de las necesidades básicas, sin embargo, no tiene obligación legal ni familiar.

La señora Muñoz presenta factores de vulnerabilidad asociadas al género, el grupo etéreo, baja escolaridad, ausencia de historia laboral remunerada, dependencia económica y habitacional hacia terceros, así como condiciones adversas en su salud, constituyéndose este último en un área particularmente sensible por los antecedentes presentados y las necesidades especiales que se mencionaron anteriormente en razón de sus diagnósticos médicos. …”


1. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social.
La señora Muñoz Induni cuenta con 73 años; con primaria completa, su madre murió cuando ella tenía 6 años, a pesar de eso realizó estudios en primaria, sin embargo, su padre se opuso cursara la secundaria por lo que permaneció en su casa realizando oficios domésticos sin remuneración.

Doña Luisa y don Manuel contrajeron matrimonio cuando doña Luisa tenìa19 años dicha unión perduró durante 53 años periodo en el cual la señora Muñoz Induni se dedicó a las labores domésticas, dependiendo económicamente de su esposo. Durante la vida matrimonial no se registraron separaciones ni episodios de violencia doméstica, finalizando la unión con el deceso del señor González Morales el 9 de setiembre de 2019.

La pareja procreó dos hijas (una fallecida hace 5 años por diagnóstico de cáncer) y un hijo, de quienes a continuación se expone su situación actual y apoyo hacia la referida:

Shirley González Muñoz de 48 años, administradora del hogar, casada con el señor Carlos Hernández Madrigal, se desempeña como consultor económico y el hijo de 10 años.  Con este grupo familiar reside doña Luisa, quienes le brindan apoyo tanto afectivo como material.

Por otra parte, se encuentra Manrique González Muñoz de 46 años, vive con su esposa e hija de 13 años quien es estudiante de secundaria, reside en vivienda alquilada en San Francisco de Dos Ríos, labora como mensajero en una empresa que comercializa roles.

En el peritaje realizado se corroboró mediante declaración jurada que don Manrique presenta limitaciones económicas, situación que le impiden ayudar económicamente a su madre.

Según el estudio socioeconómico doña Luisa no tenía conocimiento de los ingresos de jubilación de don Manuel y tampoco conocía de los rubros de egresos que él destinaba para satisfacer las necesidades y la cancelación de los servicios públicos, a excepción de los ¢ 215,000.00 (doscientos quince mil colones con 00/100) mensuales del alquiler de la vivienda, dato que fue corroborado con el propietario del inmueble. En virtud que don Manuel era quien realizaba todos los pagos, doña Luisa manifestó que no se cuenta con la documentación respectiva.

A partir de junio de 2019 la pareja Morales Muñoz se trasladó a casa de su hija Shirley, con la finalidad de recibir apoyo para la atención y cuido de don Manuel, ya que debido a la cardiopatía que presentaba, demandaba asistencia de terceros y a doña Luisa se le dificultaba darle la asistencia ella sola. 

Posterior al fallecimiento de don Manuel, doña Luisa continuó viviendo con el grupo familiar de su hija, registrando dependencia económica hacia el yerno, quien aporta para las necesidades básicas de alimentación, vivienda, vestido, calzado, atención médica y recreación, entre otros.

Según se le indicó a la profesional en Trabajo Social, recientemente le entregaron a la señora Muñoz Induni los rubros correspondientes al Fondo de Socorro Mutuo y de Coopejudicial, sumas que se indicó han contribuido a solventar algunas necesidades personales de forma independiente.

De acuerdo con la consulta digital realizada al Registro Nacional de la Propiedad durante el peritaje, doña Luisa no tiene bienes muebles ni inmuebles; debido a que la pareja siempre vivió en casa alquilada.

En cuanto a su condición de salud reportó haber presentado cáncer de ovario hace 6 años y fue dada de alta. Así como cáncer de piel hace 3 años, presentando control semestral en el Hospital Dr. Raúl Blanco Cervantes.  Aunado a lo anterior refiere neuropatía, hipertensión arterial, anemia (requiriendo hospitalizaciones, la última hace 3 años aproximadamente), diabetes, siendo insulino-dependiente, refiere adherencia al medicamento y asistencia puntual a citas tanto en el Hospital Dr. Raúl Blanco Cervantes como en la Clínica Carlos Durán. 

Por otra parte, don Carlos yerno de doña Luisa, expuso que, aunque su suegra recibe atención por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, deben comprar el suplemento alimenticio "Glucerna", así como el hierro debido a que presenta intolerancia al hierro que brinda la Caja Costarricense de Seguro Social, además deben comprarle el bloqueador solar de la marca "Eucerine" y tabletas de "Clarityne" por alergias.

Adicionalmente tiene control en medicina interna en el ámbito privado, por lo que los egresos en salud ascienden a ¢100,000.00 (cien mil colones con 00/100) mensuales, aportando la respectiva declaración jurada.

Dentro del estudio socioeconómico no se presenta un cuadro de ingresos y gastos sin embargo a lo algo del citado informe se demuestra que doña Luisa no cuenta con ingresos propios y que posterior al fallecimiento de su esposo, quien ha asumido los gastos de ella ha sido su yerno.

XVI. Normativa atinente al caso.

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:
“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.”
  

“Artículo 229- 

El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 

XVII. Conclusiones.
· El informe socioeconómico practicado a la señora Luisa Muñoz Induni, demuestra claramente que la señora Muñoz Induni, dependió durante los 53 años de vida matrimonial de los ingresos de su esposo, razón por la cual la solicitante se convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

· Según la consulta realizada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones al Sistema de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Sistema de Pensiones del Magisterio Nacional, doña Luisa no cuenta con pensión estatal y tampoco cuenta con ayuda de instituciones de bienestar social que le permitan tener recursos para su subsistencia.

· El estudio socioeconómico revela que la señora Muñoz Induni, al no disponer de fuentes de ingreso propias, ha logrado satisfacer sus necesidades básicas gracias al apoyo que recibe por parte de su yerno; situación que la coloca en una posición de dependencia e incertidumbre económica, afectando su calidad de vida actual y futura.

· La avanzada edad de doña Luisa, baja escolaridad y la condición de salud que presenta, son situaciones que le dificultan al extremo su inserción al mercado laboral, lo cual se traduce en una barrera que le impide obtener ingresos por mano propia.

	 
	 
	 
	 


XVIII. Datos de interés.

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor González Morales era de ¢718,781.49 (setecientos dieciocho mil setecientos ochenta y un colones con 49/100) mensuales en bruto.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira doña Luisa, de considerar la Junta Administrado del Fondo aprobarle la pensión, es del 80% del monto de la jubilación que percibía don Manuel al momento de su deceso, el cual equivale a ¢575,025.19 (quinientos setenta y cinco mil veinte y cinco colones con 19/100).
 
· Para la consideración de la Junta Administradora del Fondo, sobre la posible fecha de vigencia del beneficio, se informa que la solicitud de pensión fue presentada el 09 de octubre 2019, un total de 30 días naturales posteriores al fallecimiento don Manuel. 

Finalmente, se considera oportuno manifestar, que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

(…).”
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Una vez analizada la gestión presentada por la señora Luisa Muñoz Induni, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Manuel González Morales, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología el informe número PJ-DGH-AP-1057-2020, del 9 de marzo de 2020, suscrito por la Dirección de Gestión Humana y de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se acuerda por unanimidad: Acoger la solicitud de pensión que formula por la señora Muñoz Induni, cuya asignación mensual será de ¢575,025.19 (quinientos setenta y cinco mil veinticinco colones con 19/100), equivalente al 80% del monto de la jubilación que recibía el jubilado judicial fallecido Manuel González Morales, al momento de su deceso, menos las deducciones que por ley correspondan, a partir del 10 de setiembre de 2019. Lo anterior, debido a que las necesidades actuales de la señora Luisa Muñoz Induni, justifican el otorgamiento de dicho porcentaje.
Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable.
[bookmark: _Toc35529467]ARTÍCULO XIV
Documento N° 204-2020.
Mediante nota del 21 de febrero de 2020, el licenciado Gerardo Montero Martínez, Contador Público, remitió la siguiente gestión:
“(…).

Según nuestro contrato de servicios, efectuamos la visita de auditoría externa de Tecnologías de Información del período 2019 al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con base en el examen efectuado notamos ciertos aspectos referentes al sistema de control interno y procedimientos de Tecnologías de Información, los cuales sometemos a consideración de ustedes en esta carta de gerencia CG-TI 2019.

Considerando el carácter de pruebas selectivas en que se basa nuestro examen, ustedes pueden apreciar que se debe confiar en métodos adecuados de comprobación y de control interno, como principal protección contra posibles irregularidades que un examen basado en pruebas selectivas puede no revelar, si es que existiesen. Las observaciones no van dirigidas a funcionarios o empleados en particular, sino únicamente tienden a fortalecer el sistema de control interno y los procedimientos de sistemas.”



-0-
A esos efectos se transcribe el oficio número 107-SC-2020, del 11 de marzo de 2020, suscrito por las másteres Floribel Campos Solano y María Antonieta Herrera Charraun, así como, el licenciado Luis Guillermo Vásquez Ureña, por su orden, Jefa interina de Macroproceso Financiero-Contable, Jefa de Proceso de Presupuestario Contable y Jefe Subproceso de Contabilidad, dirigido a la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, que literalmente dice:
“Para su estimable conocimiento y para la remisión a la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y a la  Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones se remiten el Informe de Auditoría de Tecnología de Información de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, por medio de 2 Cds efectuados por el Despacho Carvajal & Colegiados, en cumplimiento de la cláusula quinta del contrato 077118 “Contratación para la auditoría externa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.

Adicionalmente, que los documentos físicos serán remitidos a la Superintendencia mediante oficio N° 104-SC-2020.”

-0-
Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe presentado por el licenciado Gerardo Montero Martínez, Contador Público, relativo a la visita de auditoría externa de Tecnologías de Información del período 2019 al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) De conformidad con el convenio de cooperación interinstitucional entre el Poder Judicial y esta Junta Administradora, solicitar a la Dirección de Tecnología de la Información que valoren las recomendaciones emitidas en el “Informe de Auditoría de Tecnología de Información de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, efectuado por el Despacho Carvajal & Colegiados. Una vez cuenten con las valoraciones pertinentes, deberán informar a este Junta Administradora la viabilidad de implementar las recomendaciones citadas, así como la cuantificación de la implementación de las mismas. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Comité de Auditoría. 

[bookmark: _Toc35529469]ARTÍCULO XV 
Documento N° 213-2020.
[bookmark: _Toc33712906]Mediante oficio número 2767-2020, del 18 de marzo de 2020, el licenciado Ricardo Calderón Fernández, Prosecretario General interino de la Secretaría General de la Corte, remitió el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión número 17-2020 celebrada el 03 de marzo del 2020, artículo XXXIII, que literalmente dice:
“Los máster Robert García González, Roy Díaz Chavarría, la licenciada María del Milagro Fonseca Hernández, la licenciadas Ivette Ruiz Song, Luz Herrera García y el licenciado Alexander Solano Cruz, por su orden de Auditor Judicial, Subauditor, Jefa Sección Auditoría Fondo Jubilaciones y Pensiones y Profesionales en auditoría, respectivamente, mediante oficio N° 236-04-SAFJP-2020 del 24 de febrero de 2020, remitieron informe de cierre referente a la constitución formal de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a partir del 3 de febrero del 2020 y el criterio vertido por la Contraloría General de la República (oficio DFOE-PG-0436), sobre las competencias de la Auditoría Interna en relación con la citada Junta, que literalmente dice: 

“(…)

CRITERIO DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA SOBRE LAS COMPETENCIAS DE LA AUDITORÍA INTERNA RESPECTO DE LA NUEVA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL PODER JUDICIAL

Mediante oficio DFOE-PG-0436, del 10 de agosto de 2018 (anexo 1), la Contraloría General de la República emitió criterio sobre la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a este nuevo órgano. A continuación, se transcriben las conclusiones correspondientes:

IV. CONCLUSIONES:  

1) La Auditoría lnterna del Poder Judicial no tiene la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto escapa de su ámbito de actuación institucional de conformidad con los artículos 7 y 21 de la LGCI; además por el hecho de haberse depositado la administración del Fondo en un órgano desconcentrado como la Junta, fuera del ámbito de jerarquía del Poder Judicial. 

2) En relación a las labores de supervisión y regulación del Fondo y de la Junta Administrativa, el artículo 241 de la Ley 9544 reserva tales facultades a la Superintendencia de Pensiones (Supén) y al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, por lo cual no se contempló la participación de la Auditoría del Poder Judicial. 

3) La Ley General de Control Interno, Nro., 8292, establece que el Sistema de Fiscalización Superior de la Hacienda Pública está compuesto por una serie de órganos, entre los que se contemplan la administración activa y la auditoría interna de las instituciones. Al tener el jerarca limitadas sus competencias respecto de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como órgano desconcentrado, hace que falte uno de los componentes orgánicos del sistema de control interno (SCI), viéndose impracticable el deber, junto a los titulares subordinados, de cumplir con el artículo 10 de la LGCI, esto es, establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el SCI institucional respecto de la Junta.  

3) Cualquier conflicto derivado de una fiscalización, advertencia o asesoría ejercida por la Auditoría del Poder Judicial en los temas propios del ámbito de competencia de la Junta, no podría ser solventado por el máximo jerarca, quedando el proceso de fiscalización y cumplimiento del sistema de control interno truncado, por cuanto cualquier revisión ulterior de disposiciones giradas por la Auditoría Judicial a la Junta, no podrían ser decididas por el jerarca, al tener limitadas sus competencias de frente a un órgano desconcentrado.

Según lo establecido en los artículos 4 y 12, en relación con el 29 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, los criterios que emita dicha entidad son vinculantes para quien consulta, en este caso la Auditoría Interna del Poder Judicial.

De esta forma, conforme al criterio del órgano contralor y por constituirse formalmente la Junta Administradora, se dan por concluidas nuestras competencias respecto al Fondo de Jubilaciones y Pensiones (FJP).

Lo anterior, sin demérito de brindar el apoyo requerido por ese órgano en cuanto al suministro de información, en procura de fortalecer el control interno del FJP.
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RENDICIÓN DE CUENTAS
[bookmark: _Toc30420212][bookmark: _Toc32397137]
Antecedentes y conformación de la Sección de Auditoría del Fondo Jubilaciones y Pensiones.

En virtud de la importancia que reviste el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la Auditoría Judicial realizó sendos esfuerzos para fortalecerlo, por lo cual en junio del 2010 creó a lo interno de la Sección de Auditoría Financiera una Unidad para especializarla en la materia y dar una atención más oportuna a los requerimientos y aspectos más críticos. 

A partir de junio del 2011, dicha oficina pasó a coordinar directamente con la Dirección de Auditoría, cuya estructura fue reconocida y modificada formalmente por el Consejo Superior en julio del 2015[footnoteRef:13][1] pasando a constituirse en una Sección de Auditoría, conformada por tres (inicialmente dos) profesionales en auditoría y una jefatura. [13: [1] Sesión del Consejo Superior 63-2015, artículo XXXII, donde se aprueba el informe 53-DO-2015 de la Dirección de Planificación. ] 
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Labores desarrolladas por la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.
[bookmark: _Toc32397139]
Evaluaciones realizadas y su origen

A través del tiempo se desarrollaron diversas evaluaciones, sea mediante una modalidad periódica (anual) o menos recurrentes (para temas muy específicos), estableciendo un grado de prioridad para su realización. 

Según los registros del sistema Team Mate de la Auditoría, desde el 2011 a la fecha, se han efectuado 54 estudios, de diversa temática, la cual se puede apreciar en el anexo 2.

Dada naturaleza del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, se presentó un porcentaje importante de asuntos no programados, en consideración de las solicitudes de la Administración o a iniciativa de la propia Auditoría, producto de las comunicaciones que se recibían, efectuando así una labor continua de evaluación, con oportunidad. A continuación, se ilustra porcentualmente lo indicado:

Gráfico No.1

Origen de los estudios realizados durante
el período comprendido entre 2011 y enero 2020 [image: cid:image001.png@01D5FD3F.96DE5DA0]
Nota: Se refiere al total de estudios realizados.
Fuente: Auditoría Judicial, reporte del sistema Team Mate sobre estudios realizados por la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 29 de enero del 2020.
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Actividades sucintas de auditoría

Siendo consecuentes con la necesidad de lograr una mayor oportunidad, se realizaban investigaciones más expeditas, las cuales se denominaban actividades sucintas de auditoría, generando un valor agregado importante, según se aprecia de seguido:

Se lograba determinar si era necesario realizar un estudio más profundo del tema en cuestión

Se comunicaba mediante oficio al órgano superior sobre los resultados obtenidos para una solicitud específica

Se efectuaban procedimientos de revisión periódica relacionados con el otorgamiento de un derecho (jubilaciones, reconocimientos), entre otros.

En el anexo 3 se extraen algunas de las actividades sucintas más relevantes.
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Otras actividades

A continuación, se presentan algunas otras actividades que contribuyeron a una mejor gestión de las labores atinentes al FJP:

Comunicación trimestral de los informes emitidos sobre el Fondo de Jubilaciones y Pensiones a la Superintendencia de Pensiones.

Reuniones con la Superintendencia de Pensiones para tratar temas de evaluación, atención de requerimientos, cambios en la normativa, capacitaciones, entre otros.

Visita a otros regímenes de pensiones del país para conocer formas de trabajo y buenas prácticas.

Reuniones con integrantes del Consejo Superior o Corte Plena.

Asistencia a sesiones de Consejo Superior y Corte Plena.

Elaboración del Plan de Auditoría basado en riesgos.
[bookmark: _Toc32397142]
Informes emitidos y logros en la labor de Auditoría

Durante el tiempo de evaluación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, esta Auditoría ejecutó sus actividades de conformidad con los Planes Anuales de Trabajo presentados ante la Contraloría General de la República y la Corte Plena. Asimismo, se atendieron solicitudes no contempladas en la planificación anual, que constituyeron situaciones relevantes, las cuales permitieron de forma integral dirigir los esfuerzos de la Sección hacia las áreas estratégicas y operativas más notables del Fondo, debido al papel preponderante que ostentan y los riesgos asociados. 

La mayor parte de los estudios ejecutados por la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones corresponde a fiscalización para un total de 66 (35%), los seguimientos de recomendaciones ocuparon el segundo puesto con 62 (33%) y los 42 informes de advertencia en el tercer lugar (22%). Otros tipos de labores también se ejecutaron como lo fueron asesorías, consultas, atención de denuncias, etc.

En el anexo 4 se detalla los estudios efectuados por esta Sección desde el año 2011 hasta enero 2020. Seguidamente se presenta un gráfico con dicha información:

Gráfico No.2

Informes emitidos por la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones durante el período comprendido entre 2011 y enero 2020 según su naturaleza

[image: cid:image002.png@01D5FD3F.96DE5DA0]
Fuente: Auditoría Judicial, reporte del sistema Team Mate sobre estudios realizados por la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Durante el período citado los estudios llevados a cabo por la Sección contribuyeron a la obtención de logros a nivel financiero, administrativo, legal y operativo del Fondo de Pensiones y Jubilaciones. En el anexo 5 se presenta un detalle de aquellos más representativos.
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Seguimiento y estado de las recomendaciones

La Ley General de Control Interno en su artículo 12, inciso c) establece la obligatoriedad de la Administración Activa de implementar las recomendaciones emitidas en los informes de la Auditoría. Asimismo, el numeral 2.11 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el sector público, emitido por la Contraloría General de la República, requiere que nuestro despacho aplique un proceso de seguimiento de las recomendaciones derivadas de los servicios de auditoría, para asegurarse la implementación eficaz y dentro de los plazos definidos.

La implementación de las recomendaciones bajo seguimiento fortalece el sistema de control interno, el cual, según el artículo 10 de la Ley General de Control Interno, es responsabilidad del Jerarca y de cada titular subordinado en su ámbito de acción.

En la siguiente gráfica se resume el estado actual de las recomendaciones emitidas:

Gráfico No.3

Estado del total de recomendaciones emitidas
Periodo 2011 a enero 2020
[image: cid:image003.png@01D5FD3F.96DE5DA0]
Fuente: Auditoría Judicial, estudios realizados por la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Respecto al significado del estado, es oportuno traer a colación lo siguiente: 

Una recomendación se clasifica como aplicada cuando se determina que la Administración Activa efectuó las acciones correspondientes para su debida implementación.

Se considera en proceso cuando la Administración Activa ha llevado a cabo acciones para su implementación, pero no ha logrado culminar el proceso de implantación correspondiente.

Se cataloga como pendiente, cuando la Administración Activa no ha adoptado las acciones para su total implementación.

También las recomendaciones pueden recibir un estatus de cerrada por razones debidamente justificadas que imposibilitan su implementación. Por ejemplo, se determina que perdió vigencia, cuando se precisa un cambio en la situación detectada en el estudio de auditoría y la debilidad que dio origen a la recomendación ya no existe.

Es menester señalar que esta Auditoría reconoce a la administración el esfuerzo realizado para implementar las sugerencias emitidas, lo cual es digno de destacar, pues fortalece el sistema de control interno existente; no obstante, se hace la observación respecto a las acciones pendientes derivadas de las recomendaciones (en proceso, no aplicadas, no aplican por el momento) de no implementarse con la oportunidad requerida, exponen al Despacho a la eventual materialización de los riesgos asociados y por consiguiente, al impacto negativo sobre los objetivos, metas y procesos bajo su responsabilidad.

En el siguiente apartado se presenta un detalle de las recomendaciones que pueden ser de interés para la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, por su estado actual y algunas particularidades. 

[bookmark: _Toc32397144]CONSIDERACIONES FINALES
[bookmark: _Toc32397145][bookmark: _Hlk31381639]
Aspectos de interés para la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

En procura proteger los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones bajo la responsabilidad de la Junta Administradora, se motiva a continuar con la implementación de acciones de mejora para el perfeccionamiento constante del sistema de control interno.

De esta forma, se estimó conveniente traer a colación lo siguiente:
[bookmark: _Toc32397146]
Recomendaciones en proceso y cerradas

En el anexo 6 de este informe, se detalla cada una de las recomendaciones en proceso, cerradas (porque la Auditoría perdía la competencia sobre la evaluación del FJP) o pendientes, las cuales pueden ser sujeto de valoración por parte de la Junta Administradora ya que podría exponerse a la materialización de los riesgos asociados y, por consiguiente, al impacto sobre sus objetivos y metas.
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Estudios en proceso relacionados con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones 

A la fecha del presente informe, la Auditoría Interna mantiene en proceso los siguientes estudios:

Pago de dietas a magistrados suplentes jubilados.

Mediante oficio N° 9951-18 del 24 setiembre 2018 se comunica a la Auditoría el acuerdo tomado por Corte Plena en la sesión N° 42-18 celebrada el 10 de setiembre de 2018, artículo III, donde se solicita un estudio e informe sobre las dietas pagadas a la magistrada López Madrigal y al magistrado Desanti Henderson, desde la fecha de jubilación, para determinar si se les han pagado sumas de más, contrario a lo establecido en ley y los lineamientos dispuestos por ese órgano.

Legalidad reconocimiento de tiempo servido

El objetivo de esta auditoría consistió en determinar si los reconocimientos de tiempo servido aprobados por el Consejo Superior se apegan al ordenamiento jurídico. 

Comprendió la revisión de los reconocimientos aprobados por el Consejo Superior para anualidades, entre el 13 octubre del 2016 y 8 febrero 2019. 
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Gestión del cambio de la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

En resguardo de una adecuada administración de los recursos, esta Auditoría se encuentra reorganizando las actividades que ejecutan los profesionales de la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, conforme lo establecido en el artículo 23 de la Ley General de Control Interno:

Artículo 23.-Organización. La auditoría interna se organizará y funcionará conforme lo disponga el auditor interno, de conformidad con las disposiciones, normas, políticas y directrices que emita la Contraloría General de la República, las cuales serán de acatamiento obligatorio.

Consecuente con lo anterior, se está considerando lo establecido en los “Lineamientos generales para el análisis de presuntos Hechos Irregulares” recientemente emitidos por la Contraloría General de la República, dada la necesidad de abordar el riesgo de corrupción y fraude en el Poder Judicial, en procura de coadyuvar en los asuntos de interés institucional y de la Nación. 

Posteriormente se estará realizando la gestión correspondiente para modificar el nombre de la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.
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Agradecimiento.

Finalmente, externamos nuestro agradecimiento a cada uno de los Despachos por su disposición para brindar la colaboración e información requerida por la Auditoría Interna en las evaluaciones, ya que sin dicha cooperación nuestra labor se hubiese afectado enormemente, no siendo posible contribuir al alcance de los objetivos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.
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ANEXOS

Anexo 1
Criterio de la Contraloría General de la República
Competencias de la Auditoría Interna respeto la Junta Administradora


Anexo 2
Lista de temas abordados en las evaluaciones


Anexo 3
Ejemplos de actividades sucintas


Anexo 4
Informes emitidos


Anexo 5
Ejemplos de logros más relevantes


Anexo 6
Recomendaciones para atención de la Junta Administradora


(…)”
- 0 -

En sesión N° 94-19 celebrada el 29 de octubre del 2019, artículo XXX, en lo conducente, se tomó nota del informe rendido por la Comisión de traslado de funciones a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilación y se indicó que la Auditoría se mantendría vigilante del uso de los recursos públicos y demás actuaciones de la Junta conforme a las competencias que la ley da ese órgano fiscalizador y asesor.

Luego, en sesión N° 02-2020 celebrada el 9 de enero de 2020, artículo XXVII, se tomó nota de la comunicación presentada por el licenciado Roberth García González, Auditor Judicial, en oficio N° 1536-51-SAFJP-2019 de 19 de diciembre de 2019, en la que informó que la Auditoría del Poder Judicial no tiene la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Asimismo, se trasladó el oficio supra a la Dirección Jurídica, para que, en el plazo de 5 días hábiles contados a partir de la comunicación de este acuerdo, rinda criterio jurídico ante este Consejo acerca de lo manifestado por la Auditoría.

Se acordó: Tener por rendido el oficio N° 236-04-SAFJP-2020 del 24 de febrero de 2020, suscrito por los máster Robert García González, Roy Díaz Chavarría, la licenciada María del Milagro Fonseca Hernández, la licenciadas Ivette Ruiz Song, Luz Herrera García y el licenciado Alexander Solano Cruz, por su orden de Auditor Judicial, Subauditor, Jefa Sección Auditoría Fondo Jubilaciones y Pensiones y Profesionales en auditoría, referente al informe de cierre por la constitución formal de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a partir del 3 de febrero del 2020 y el criterio vertido por la Contraloría General de la República (oficio DFOE-PG-0436), sobre las competencias de la Auditoría Interna en relación con la citada Junta.”

-0-
Se acordó:  Tomar nota del acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 17-2020 celebrada el 03 de marzo del 2020, artículo XXXIII, referente al informe de cierre por la constitución formal de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a partir del 3 de febrero del 2020 y el criterio vertido por la Contraloría General de la República (oficio DFOE-PG-0436), sobre las competencias de la Auditoría Interna en relación con esta Junta Administradora.
[bookmark: _Toc35529471]ARTÍCULO XVI
Documento N° 197-2020

Se entra a conocer el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 10-2020 celebrada el 2 de marzo del año en curso, artículo VII, que literalmente dice:
“La Corte Plena en sesión No. 11-19, celebrada el 18 de marzo de 2019, artículo XIV, acordó lo siguiente: 
“Por mayoría de catorce votos, se acordó: Tener por hecha la exposición de la Dirección Jurídica referente al informe sobre impacto de la Ley 9635 en las relaciones de empleo del Poder Judicial, en consecuencia, acoger las siguientes recomendaciones en él contenidas: 
1. Dedicación Exclusiva o prohibición: 
1.a.) Para efectos del reconocimiento del pago de dedicación exclusiva o prohibición se aplicarán los porcentajes establecidos en la Ley 9635 a las personas que ingresen o reingresen al Poder Judicial a partir de su vigencia o que no cuenten con dicho reconocimiento a dicho momento. 
1.b.) En el caso de personas con derechos subjetivos o situaciones jurídicas consolidadas al amparo de un contrato de dedicación exclusiva o prohibición vigente, se les deberá mantener los porcentajes establecidos en la normativa existente previa a la vigencia de la ley 9635. 
1.c.) En caso de que mediante resolución fundamentada se decida no prorrogar un contrato de dedicación exclusiva y con posterioridad se proceda a aprobar un nuevo instrumento en tal sentido mediante resolución razonada, los porcentajes respectivos se regirán por la ley 9635. 
2.) Carrera profesional: De conformidad con el dictamen 19511-2018 de 21:45 de 23 de noviembre de 2018 de la Sala Constitucional, las regulaciones propias del Poder Judicial aplicable a sus funcionarios referentes al pago de carrera profesional se regirán por el artículo 7 de la Ley de Salarios del Poder Judicial y concordantes y no por la ley 9635, tanto para las personas que actualmente están laborando como para las personas que ingresen o reingresen al Poder de la República. 
3.) Anualidades: De conformidad con el dictamen 19511-2018 de 21:45 de 23 de noviembre de 2018 de la Sala Constitucional, las regulaciones propias del Poder Judicial referente a anualidades, fundado en el artículo 64 del Estatuto de Servicio Judicial y concordantes, se regirán por esta última ley y no por la ley 9635, tanto para las personas que actualmente están laborando como para las personas que ingresen o reingresen al Poder Judicial. 
4.) Incentivos: 
4.a.) El reconocimiento de incentivos salariales creados por reglamento o acuerdo de esta Corte se mantendrá en su conceptualización y forma de cálculo, para aquellos funcionarios que actualmente los perciben, hasta tanto no se disponga lo contrario por parte de esta Corte y no se crearán más incentivos por acuerdo o reglamento. 
4.b.) El reconocimiento de incentivos salariales creados por reglamento o acuerdo de esta Corte para los nuevos funcionarios del Poder Judicial o para aquellos que no lo hayan disfrutado o exista un reingreso a la institución, se calculará sobre un monto fijo y no se crearán más incentivos por acuerdo o reglamento. 
5.) Auxilio de Cesantía: 
5.a.) Para efectos del pago de auxilio de cesantía se procederá de conformidad con lo acordado en el artículo único de acta de Corte Plena, número 013 del 11/05/2011 para las personas que actualmente que laboran en el Poder Judicial al momento que entre en vigor la Ley 9635. 
5.b.) Los servidores que ingresen o reingresen al Poder Judicial con posterioridad a la entrada en vigencia de la ley 9635 se regirán por el tope establecido en este último cuerpo normativo, para efectos del pago del auxilio de cesantía. 
6.) Salarios: El tope máximo de la remuneración total de todos los servidores del Poder Judicial, desde las personas que ostenten el cargo de magistrado o magistrada hasta cualquier otro nivel de responsabilidad no podrá superar por mes el equivalente a veinte salarios base mensual de la categoría más baja de la escala de suelos de la Administración Pública, salvo que actualmente tengan una remuneración superior, la cual se mantendrá, mas no se incrementará. 
7.) Evaluación de desempeños: 
7.a.) En relación de la materia de evaluación del desempeño, entre el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (MIDEPLAN) y el Poder Judicial hay una relación de cooperación y asesoría, mas no de rectoría. 
7.b.) Debe implementarse a corto plazo, un modelo transitorio de evaluación de desempeño, al menos hasta que entre en vigencia una evaluación por competencias. 
8.) Otros:
8.a.) Debe someterse a conocimiento de esta Corte, una propuesta de la estructura salarial del Poder Judicial, a fin de que de manera proactiva se mantenga su consistencia y se adopten las medidas para futuros desajustes. 

8.b.) Deben destinarse los recursos necesarios para que las Direcciones de Gestión Humana y de Tecnología de la Información, puedan implementar las modificaciones necesarias para hacer efectivos los cambios en los sistemas para la aplicación de la Ley 9635 en los alcances descritos anteriormente. 
[bookmark: _Hlk34049354]Asimismo, en la citada sesión se acordó: 
“(…) a.) Declarar de interés institucional el conformar un equipo de trabajo integrado por la Dirección de Gestión Humana, Dirección de Tecnología y la Dirección Jurídica, quienes tendrán a su cargo el estudio, diseño e implementación de las variaciones en los sistemas de pago, reglamentos y procedimientos como consecuencia de la aplicación de la Ley 9635 y su reglamento, también se deberá de definir e implementar un modelo de evaluación de desempeño.
b.) El Consejo Superior, deberá asignar los recursos necesarios para el funcionamiento del equipo de trabajo que implementará la Ley 9635 y la evaluación del desempeño.  Debido a las limitaciones presupuestarias en el programa administrativo, establecerá el orden de prioridades de los recursos asignados a proyectos y labores ordinarias, con la finalidad de allegar los recursos que requiera el equipo de trabajo de manera inmediata y urgente.
3.) En el plazo de un mes, a partir de la notificación de este acuerdo, el Consejo Superior informará a esta Corte del plan de trabajo establecido. 
Las Direcciones Jurídica, de Gestión Humana y de Tecnología de la Información tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara acuerdo firme.”
-0-
Posteriormente, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia  mediante resolución de las diez horas y treinta minutos del veinticuatro de setiembre de dos mil diecinueve, dictada en el expediente número 19-015443-0007-CO, otorgó audiencia al señor Magistrado Fernando Cruz Castro, Presidente de la Corte Suprema de Justicia, sobre la Acción de Inconstitucionalidad interpuesta por el señor Diputado Pedro Muñoz Fonseca, contra el acuerdo tomado por la Corte Plena en la sesión número 11-19, celebrada el 18 de marzo de 2019, artículo XIV.
- 0 -
El Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República, mediante el oficio número 20404/ DFOE-PG-0739, del diecinueve de diciembre de dos mil diecinueve, suscrito por las servidoras y los servidores Falon Stephani Arias Calero, Mario Pérez Fonseca, Pablo Pacheco Soto e Hilda Natalia Rojas Zamora, por su orden Gerente de Área, Asistente Técnico, Fiscalizados y Fiscalizadora, le ordenó a la Corte Suprema de Justicia lo siguiente: 
“(…)
ORDEN
De conformidad con lo anteriormente señalado, y en ejercicio de sus potestades constitucionales y legales, normadas en los artículos 183 y 184 de la Constitución Política, y ordinales 4 y 12 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Ley n.° 7428, se ordena al señor Fernando Cruz Castro en su calidad de Presidente de la Corte Suprema de Justicia o a quien en su lugar ocupe el cargo: 
a)                  Hacer del conocimiento de los miembros de la Corte Plena la emisión y contenido de la presente orden. 
b)                  Girar las instrucciones a las instancias internas competentes del Poder Judicial para asegurar la aplicación del Título III de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, N.° 9635, en las condiciones, términos y plazos establecidos en dicha norma, para la totalidad de los funcionarios del Poder Judicial sin distingo de la fecha de incorporación, así como definir los mecanismos de seguimiento para asegurar dicho cumplimiento. 
Para el cumplimiento de la presente orden, se deberá remitir al Área de Servicios Públicos Generales de la Contraloría General, certificación que acredite que realizó la comunicación indicada en el punto a) así como que se giraron las instrucciones indicadas y se definieron los mecanismos de seguimiento, consignados en el punto b). La indicada certificación deberá remitirse a este Órgano Contralor, a más tardar el 31 de enero de 2020. 
En relación con lo ordenado en el presente oficio, el Órgano Contralor advierte que cualquier actuación -omisa o activa- por parte de esa Administración, en contraposición a lo establecido en la LFFP, o en general que resulten disconformes con el ordenamiento jurídico, podrán ser objeto de eventuales responsabilidades. 
Finalmente, no se omite señalar que el artículo 69 de la LOCGR, establece que cuando en el ejercicio de sus potestades el Órgano Contralor haya cursado órdenes a los sujetos pasivos y estas no se hayan cumplido injustificadamente, las reiterará por una sola vez y fijará un plazo para su cumplimiento; pero de mantenerse la desobediencia una vez agotado el plazo, se tendrá como falta grave y dará lugar a la suspensión o a la destitución del funcionario o empleado infractor, según lo determina la Contraloría General.” 

-0-
La Corte Plena en sesión No. 01-2020, celebrada el 6 de enero de 2020, artículo II, conoció el oficio número 20404/ DFOE-PG-0739, de 19 de diciembre de 2019, del Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República y dispuso instar al señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia, Magistrado Fernando Cruz Castro, para que ejerza las acciones y medidas cautelares útiles, necesarias y pertinentes, de conformidad con el artículo 148 de la Ley General de la Administración Pública. 
-0-
El Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República, por oficio número 910/ DFOE-PG-0032, remitió la resolución número R-DFOE-PG-00001-2020 de las catorce horas del veintiocho de enero de dos mil veinte, donde resolvió el Recurso de Revocatoria con Apelación en Subsidio y Nulidad Concomitante y solicitud de medida cautelar contra el oficio 20404/ DFOE-PG-0739, que indica lo siguiente: 
“
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DFOE-PG-0032
R-DFOE-PG-00001-2020. CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. DIVISIÓN DE FISCALIZACIÓN OPERATIVA Y EVALUATIVA, ÁREA DE FISCALIZACIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS GENERALES. San José, a las 14:00 horas del 28 de enero de dos mil veinte.------------- 
Recurso de revocatoria y medida cautelar planteado por el señor Fernando Cruz Castro, en su condición de Presidente de la Corte Suprema de Justicia, en contra del oficio n.° 20404 (DFOE-PG-0739), emitido y comunicado el 19 de diciembre de 2019. 
RESULTANDO
1. Que el 19 de diciembre de 2019 el Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa, le comunicó al señor Fernando Cruz Castro en su condición de Presidente de la Corte Suprema de Justicia, el oficio n.° 20404 (DFOE-PG-0739) de misma fecha. 
2. Que el 7 de enero de 2019, el señor Fernando Cruz Castro en su condición de Presidente de la Corte Suprema de Justicia, presentó ante la Contraloría General de la República, recurso de revocatoria con apelación en subsidio, nulidad concomitante y solicitud de medida cautelar. 
3. Que en virtud de lo establecido en el artículo 33 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Ley n.° 7428, se procede a resolver la medida cautelar y el recurso de revocatoria interpuesto. 
CONSIDERANDO
I. SOBRE LA MEDIDA CAUTELAR 
A. Presentación de la Medida Cautelar 
La medida cautelar es presentada ante la Contraloría General en virtud de la impugnación planteada en contra del oficio n.° 20404 (DFOE-PG-0739) de fecha 19 de diciembre de 2019, que fue emitido por el Área de Servicios Públicos Generales. De esa manera, en adición se solicita como medida cautelar, que se suspendan inmediatamente los efectos del acto administrativo contenido en el oficio 20404 (DFOE-PG-0739), en tanto que la ejecutividad de tal acto implicaría provocar daños graves de difícil o imposible reparación; y de no acogerse lo solicitado, se suspenda temporalmente y parcialmente los efectos del oficio indicado, conforme al cuadro que adjunta que más bien muestra plazos para el cumplimiento de medidas que se han determinado por parte del Poder Judicial. 
B. Criterio del Área 
A pesar de que para el otorgamiento de la tutela cautelar se realiza un análisis más flexible en sede administrativa del que se realiza en sede judicial, debido a la forma en la que el recurrente plantea sus argumentos para la solicitud de la presente medida, este Órgano Contralor procede a analizarlos y resolverlos en ese mismo orden. 
En cuanto a la apariencia de buen derecho, que refiere a la acreditación de que lo pretendido no sea en forma palmaria carente de seriedad o temerario, puede apreciarse que en el caso concreto este aspecto se fundamenta tan solo enlistando los argumentos relacionados directamente con el fondo del recurso planteado. Al respecto, debe señalarse que los mismos se resuelven en el apartado siguiente, denominado “II. Sobre el recurso de revocatoria”, por ser argumentos de fondo. 
Por su parte, el peligro en la demora implica la demostración que de mantenerse o ejecutarse la conducta administrativa impugnada, se causen daños graves a la situación jurídica del solicitante de la medida cautelar. En el presente caso, el recurrente hace referencia concretamente a las modificaciones y ajustes que se deben realizar en los sistemas institucionales del Poder Judicial en aplicación al Título III de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, Ley n.° 9635, e incluso aporta un cronograma para la implementación de las decisiones que al respecto ha tomado el Poder Judicial. Por tanto, se tiene por no acreditado este supuesto ya que no se evidencia un daño grave actual o potencial provocado por el acto que se recurre, ni las razones por las cuales se convierte en imperioso o necesario ordenar algún tipo de medida cautelar. 
Finalmente en cuanto a la ponderación de intereses en juego, obliga a la valoración de las posibles afectaciones que podrían ocasionarse a los intereses públicos y privados al adoptarse o no la medida cautelar. En este punto, indica el recurrente que los recursos para el año 2020, para el Poder Judicial, ya se encuentran debidamente presupuestados y aprobados por la Asamblea Legislativa, por lo que “no se afectará con mayor gravedad el interés público”. Al respecto debe señalarse que todo presupuesto público es una simple previsión y no una obligación de gasto y, principalmente, que el objeto de la orden cuya suspensión se pretende es el cumplimiento de las disposiciones contenidas en el Título III de Ley 9635 (en adelante LFFP), las cuales están orientadas a la contención del crecimiento del gasto público. Debe por ello priorizarse el interés público en este caso en el sentido de que las instituciones públicas ajusten su actuar al nuevo régimen jurídico, pues de lo contrario poco impacto se lograría en la sostenibilidad de las finanzas públicas. 
De esa manera, se observa que no concurren los presupuestos materiales para el otorgamiento de una medida cautelar, ni se exponen o demuestran los motivos por los cuales existe un impedimento para que se atienda en tiempo y forma la orden girada por el Órgano Contralor. Aspectos que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 148 de la Ley General de la Administración Pública (en adelante LGAP), resultan indispensables para otorgar una medida cautelar en sede administrativa, al indicar que dicha tutela procede cuando la ejecución del acto dictado: “pueda causar perjuicios graves o de imposible o difícil reparación”. 
En consecuencia, de acuerdo con las consideraciones antes expuestas, se rechaza la medida cautelar solicitada por la parte recurrente.
II. SOBRE EL RECURSO DE REVOCATORIA 
A. Legitimación y admisibilidad 
De conformidad con lo establecido en los artículos 33 y 34 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Ley n.° 7428, los actos finales que dicte el Órgano Contralor que no atiendan a la materia presupuestaria, aprobación de contratos administrativos o que se dicten en procedimientos de contratación administrativa, estarán sujetos al régimen común de impugnación de los actos administrativos contenidos en la Ley General de la Administración Pública, Ley n.° 6227. El oficio 20404 (DFOE-PG-0739) contiene una orden dirigida a l señor Fernando Cruz Castro, en su condición de Presidente de la Corte Suprema de Justicia o a quien en su lugar ocupe el cargo, como sujeto pasivo de fiscalización de la Contraloría General, encontrándose a criterio de esta Área legitimado para presentar los recursos ordinarios correspondientes. 
B. Sobre el fondo 
Para abordar el recurso presentado hemos procedido a resumir los alegatos en el orden que se expondrá debido a que algunos de ellos no guardan correspondencia con el título planteado, resultan confusos y hasta reiterativos. 
1. Sobre la presunta falta de competencia del Área de Servicios Públicos Generales de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República y los funcionarios que suscribieron el oficio n.° 20404 (DFOE-PG-0739): 
Indica el recurrente que el ejercicio de las competencias del Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales de la Contraloría General, debe realizarse dentro del marco que el ordenamiento jurídico constitucional y legal permite, aspecto que no se cumple en el presente caso pues ni el Área, ni los funcionarios que emitieron el acto poseen competencia para dar órdenes al Presidente del Poder Judicial o para dejar sin efecto las conductas adoptadas por la Corte Suprema de Justicia.
Señala -además- que es la Contralora General de la República quien tiene la representación de la institución y por tanto la competencia para ordenar la conducta a un Poder de la República, por lo que al dictar el acto impugnado, los funcionarios del Área de fiscalización excedieron sus atribuciones circunscritas -en criterio del recurrente- únicamente a labores puramente ejecutivas, no decisorias, ni resolutorias. Manifiesta también que no se advierte que haya operado una delegación de la competencia de acuerdo al ordinal 89 de la LGAP.
En primer término, debe indicarse que la Constitución Política y el marco legal otorgan a la Contraloría General amplias y reconocidas competencias para la fiscalización superior de la Hacienda Pública. Para ello se le asignan un elenco de potestades que le habilitan para desplegar acciones de fiscalización concretas, una de ellas es la regulada en el numeral 12 de su Ley Orgánica n.° 7824, la cual consiste en emitir órdenes dirigidas a los sujetos pasivos de fiscalización, dentro de los cuales se encuentra, indiscutiblemente, el Poder Judicial. 
La competencia de vigilancia de la Hacienda Pública se asigna por disposición constitucional al órgano denominado Contraloría General, y por disposición de ley se le otorga a quien ejerza el cargo de Contralor General la representación de la institución. Sin embargo, ello no implica que la Contralora General deba atender todos y cada uno de los procesos que se desarrollan en la institución o que se pueda afirmar que es la única funcionaria de la institución con competencia para ejercer las acciones de fiscalización superior requeridas. Situación idéntica se presenta en el Poder Judicial, en el que el inciso 1 del artículo 60 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (en adelante, LOPJ) otorga al Presidente de la Corte Suprema la representación del Poder Judicial, sin que ello signifique que solo él pueda ejecutar todas y cada una de las competencias a cargo de dicho Poder. De ser así, sería imposible cumplir con la prestación del servicio público, lo cual resulta a todas luces contrario a los más altos principios que informan a prestación los servicios públicos. 
De tal forma, la distribución interna de competencias es requerida para el funcionamiento regular de todo ente u órgano público, pues de lo contrario, no podría ejercer la función para la que fue creado, lesionando gravemente el ordenamiento jurídico. 
Así las cosas, para el caso particular de la Contraloría General, la distribución interna de competencias antes señalada, encuentra asidero en la misma Constitución Política y los artículos 2 y 23 de su Ley Orgánica, que disponen la garantía de independencia administrativa y la potestad exclusiva para dictar los reglamentos autónomos de servicio y de organización, en las materias de su competencia. 
Adicionalmente, la LGAP en el punto 2 del artículo 59 regula expresamente la distribución interna de competencias, realizadas por reglamento autónomo subordinado a cualquier ley futura sobre la materia, en el ejercicio de su capacidad de dictar normas con valor reglamentario y que resultan superiores en el campo reservado. 
Así, mediante el Reglamento Orgánico de la Contraloría General emitido por el Despacho Contralor n.° R-DC-97-2011, se establece la estructura, organización, relaciones de jerarquía y de coordinación interna. De los artículos 12 y 15 de dicho reglamento se desprende que existirá una División de Fiscalización Operativa y Evaluativa como responsable de liderar y ejecutar las funciones de fiscalización superior, para lo cual estará constituida por Áreas de Fiscalización. Dichas áreas encuentran su regulación especial en la resolución R-DC-101-2010 de las doce horas del once de junio de dos mil diez, emitida por el Despacho Contralor, en la que se distribuyen las diferentes potestades de fiscalización integral por sector o servicio prestado, así como el grupo de instituciones que corresponden a cada uno. Es así como el Área de Servicios Públicos Generales, al igual que cualquier otra Área de fiscalización tiene competencia para ejercer las potestades de fiscalización integral (dentro de las que se encuentra el dictado de órdenes según lo indica el ordinal 12 de la LOCGR), frente a cualquier institución bajo su ámbito, que en este caso incluye al Poder Judicial. 
Por su parte, el ordinal 129 de la LGAP, dispone que “El acto deberá dictarse por el órgano competente y por el servidor regularmente designado al momento de dictarlo (...)”, (el subrayado no corresponde al original). En tanto el servidor público regular es quien presta servicio a la Administración en virtud de un acto válido y eficaz de investidura, se concluye que los funcionarios que emitieron el oficio en cuestión poseen las competencias suficientes para el ejercicio de las acciones de fiscalización que correspondan frente a los sujetos pasivos de fiscalización de la Contraloría General, por cuanto han sido designados para ello mediante el correspondiente nombramiento, lo que los convierte en servidores regulares con plenas funciones de decisión, resolución y ejecución, según la normativa interna que rige al Órgano Contralor. 
Así, la Constitución Política, la LOCGR, el Reglamento Orgánico R-DC-97-2011 y la resolución R-DC-101-2010, brindan el sustento jurídico idóneo para que la Contraloría General establezca la distribución interna de funciones y para que los funcionarios de las áreas de fiscalización ejecuten sus labores, encontrándose así plenamente investidos. Esa distribución interna lleva ínsita una delegación permanente, por lo que no resulta procedente ni necesaria una delegación de competencias expresa como la que pretende el recurrente al citar el artículo 89 de la LGAP. 
Por lo expuesto, debe rechazarse el argumento planteado pues queda de manifiesto que la Contraloría General por medio de sus áreas de fiscalización ejerce competencias pertinentes y suficientes frente al Poder Judicial y, que los funcionarios de las áreas de fiscalización se encuentran plenamente investidos para el ejercicio de las acciones de fiscalización que correspondan, incluyendo la emisión de órdenes a los sujetos pasivos, como en el presente caso. 
2. Sobre la presunta inexistencia de competencia de un órgano administrativo para pronunciarse sobre la conformidad del acuerdo de la Corte Plena de acta 11-2019, con el bloque de legalidad en aplicación del artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 
En este caso, el recurrente argumenta que no era posible la emisión del oficio n.° 20404 (DFOE-PG-0739), por cuanto el acuerdo de Corte Plena del acta 11-2018, artículo XIV de 18 de marzo de 2019 se encuentra cuestionado en sede constitucional, bajo el expediente 19-015543-007-CO. Alega, además, que así como no se puede dictar un acto final si hubiera existido un procedimiento ex ante, tampoco sería procedente resolver en sede administrativa un procedimiento ex post, porque hay una pérdida de competencia de cualquier órgano administrativo o jurisdiccional para pronunciarse sobre la norma o acto cuestionado ante la Sala Constitucional, según lo dispuesto por el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, Ley n.° 7135 . 
El ámbito de aplicación de la LFFP es amplio, comprende a todo el sector público, incluyendo al Poder Judicial. Ese alcance general, en lo que respecta al Título III de la mencionada Ley, está expresamente regulado por su artículo 3, que reformó el numeral 26 de la Ley N.° 2166, Ley de Salarios de la Administración Pública y al respecto dispuso que resulta aplicable a toda la Administración Central dentro de la cual se encuentra el Poder Judicial. 
Adicionalmente, en la resolución de las 10:30 horas del 24 de setiembre de 2019 que dio curso a la acción de inconstitucionalidad bajo el expediente 19-015543-007-CO, la Sala Constitucional expresamente señaló en cuanto a los efectos de su interposición, lo siguiente: 
“La primera, y quizás la más importante, es que la interposición de una acción de inconstitucionalidad no suspende la eficacia y aplicabilidad en general de las normas. La segunda, es que solo se suspenden los actos de aplicación de las normas impugnadas por las autoridades judiciales en los procesos incoados ante ellas, o por las administrativas, en los procedimientos tendientes a agotar la vía administrativa, pero no su vigencia y aplicación en general. La tercera es que –en principio-, en los casos de acción directa (como ocurre en la presente acción), no opera el efecto suspensivo de la interposición (véase voto n.° 537-91 del Tribunal Constitucional).” 
No procede entonces el alegato de que para la Contraloría General ha operado una pérdida de competencia, pues no se derivó efecto suspensivo alguno de la interposición de la acción de inconstitucionalidad y, principalmente, no se ha producido una suspensión de la eficacia y aplicabilidad de la LFFP. 
En tanto la orden girada mediante oficio n.° 20404 (DFOE-PG-0739) tiene como propósito que el Poder Judicial tome las acciones que correspondan para ajustarse a una ley que se encuentra vigente y le resulta aplicable, se comprende que le asisten al Órgano Contralor las competencias constitucionales y legales suficientes para su emisión. 
Por ello, tampoco se ha producido por parte de la Contraloría General o de alguno de sus funcionarios desconocimiento o desatención a lo resuelto por la Sala Constitucional en la citada acción de inconstitucionalidad, todo lo contrario, las actuaciones realizadas se han dado en el marco de un absoluto respeto a lo decidido por el alto Tribunal. 
Finalmente, sorprende la actuación del Poder Judicial orientada a eliminar toda posibilidad de discusión del tema de fondo en cualquier sede. Por un lado, en el presente recurso busca que se le acoja el argumento de que en tanto se encuentra pendiente de resolver la acción de inconstitucionalidad aquí mencionada, el Órgano Contralor carece de competencias para emitir una orden que procura el cumplimiento de la Ley 9635; pero ante la Sala Constitucional, dentro del proceso de la indicada acción, solicitó que ésta fuera rechazada de plano afirmando que la temática no era susceptible de ser conocido en esa sede. 
En suma, no hay pérdida de competencia genérica o específica como se alega por el recurrente, pues para el dictado de la orden se tuvo como base el ámbito competencial de la Contraloría General y el alcance de la LFFP cuya eficacia y aplicabilidad no fue suspendida por la Sala Constitucional. 
3. Presunta incompetencia subjetiva del órgano hacia quien se dirige lo ordenado en el oficio 20404 (DFOE-PG-0739): 
Aduce el recurrente que el Presidente de la Corte no tiene competencia para eliminar todo efecto de un acto dispuesto por la Corte Plena, pues del artículo 60 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley n.° 8 (en adelante LOPJ), que describe las competencias del Presidente de la Corte, no se deriva norma alguna que le habilite para ello, toda vez que se trata del máximo órgano del Poder Judicial de conformidad con el artículo 156 de la Constitución Política y 48 de la LOPJ. 
Vale destacar que la orden girada, en su literalidad, señaló que: 
“De conformidad con lo anteriormente señalado, y en ejercicio de sus potestades constitucionales y legales, normadas en los artículos 183 y 184 de la Constitución Política, y ordinales 4 y 12 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Ley n.° 7428, se ordena al señor Fernando Cruz Castro en su calidad de Presidente de la Corte Suprema de Justicia o a quien en su lugar ocupe el cargo: 
a) Hacer del conocimiento de los miembros de la Corte Plena la emisión y contenido de la presente orden. 
b) Girar las instrucciones a las instancias internas competentes del Poder Judicial para asegurar la aplicación del Título III de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, N.° 9635, en las condiciones, términos y plazos establecidos en dicha norma, para la totalidad de los funcionarios del Poder Judicial sin distingo de la fecha de incorporación, así como definir los mecanismos de seguimiento para asegurar dicho cumplimiento.” 
De lo anterior, se desprende claramente que no se indicaron en concreto las medidas particulares que deberá adoptar el Poder Judicial para ajustarse al marco legal vigente, por el contrario, de la orden únicamente se deriva la obligatoriedad de dar cumplimiento a la Ley 9635 en los términos y plazos establecidos en dicha norma. Las medidas que el Poder Judicial estime necesarias para dar cumplimiento a lo anterior son de su exclusiva competencia, algunas de las cuales parecen haber sido ya adoptadas porque se mencionan en el propio oficio de interposición del presente recurso y para las cuales, incluso, se señala un cronograma para su implementación.
El análisis realizado por la Contraloría General y la consecuente emisión de la orden, están orientados a que el Poder Judicial de cumplimiento total a lo dispuesto por la Ley 9635 en su Título III y para ello se ordena al Presidente de la Corte girar las instrucciones internas que le permitan analizar y lograr ese cumplimiento. 
Al respecto, el inciso 14, del artículo 60 de la LOPJ, le confiere al Presidente de la Corte Suprema de Justicia, la atribución de ejercer la vigilancia superior y dirección de dicho Poder, por lo que cuenta con la competencia para atender la orden girada; no sólo informando de su contenido a todos los miembros de la Corte Suprema, sino además, girando las instrucciones a las instancias internas competentes del Poder Judicial, para emprender las acciones necesarias que aseguren el cumplimiento del Título III de la Ley 9635 e implementar los mecanismos de seguimiento pertinentes para la ejecución de dichas acciones. 
4. Presunta improcedencia y nulidad manifiesta de lo ordenado en el oficio 20404 (DFOE-PG-0739): 
En los alegatos planteados se indica que no se les otorga a los funcionarios del Poder Judicial la oportunidad de ejercer la defensa de sus derechos ya adquiridos (violentándose el debido proceso), por cuanto el acuerdo que consta en acta n.° 11-2019, adoptado por la Corte Plena es un acto creador de derechos subjetivos y no general como lo entiende el Órgano Contralor. 
Como ya se ha indicado, la orden girada procura en términos generales la observancia del Título III de la LFFP por parte del Poder Judicial, sin llegar a definir cuáles deberán ser las acciones o medidas para lograr ese cumplimiento. Corresponde entonces a dicho Poder determinar las acciones concretas a implementar y las medidas que correspondan en cada caso para el aseguramiento del debido proceso. 
Adicionalmente, en cuanto a la premisa de que el acuerdo de Corte Plena 11-2019 es un acto general, en el recurso planteado no se aportaron argumentos para demostrar que la misma es incorrecta y deba variarse. Por el contrario, el recurrente informa que con posterioridad al dictado del acuerdo de cita, se recibieron 3078 “solicitudes” de funcionarios activos e inactivos para que se les reconocieran derechos, lo cual más bien refuerza la conclusión de que el acto originalmente dictado no tuvo esos efectos y por ello estos funcionarios buscaron mecanismos posteriores para sustentar reconocimientos particulares en su favor, de lo contrario, dichas gestiones carecerían de sentido porque sencillamente no hubieran sido necesarias. 
Adicionalmente, afirma el recurrente que en este caso y debido a que las indicadas gestiones no fueron resueltas por la Corte Plena, debe entenderse que ello convirtió tácitamente el acto 11-2019 en uno declaratorio de derechos. Con esta afirmación el recurrente nuevamente admite que el acuerdo de Corte Plena es un acto general el cual, en su criterio, sufrió una suerte de mutación de sus efectos jurídicos como consecuencia de la omisión de resolver las gestiones pendientes. Al respecto debe señalarse que de existir efectivamente gestiones presentadas en los términos indicados por el recurrente, la forma en la que estas sean tramitadas así como las decisiones que se tomen frente a ellas para efectos del cumplimiento de la orden girada son temas que debe atender a lo interno el Poder Judicial bajo su entera responsabilidad.
En suma, se rechaza este argumento por no haberse acreditado los motivos para demostrar que de la orden girada por el Órgano Contralor se derive de forma directa una lesión a los derechos subjetivos de los trabajadores del Poder Judicial. 
5. Sobre la presunta inconstitucionalidad evidente de lo ordenado en el oficio 20404 (DFOE-PG-0739): 
Argumenta el recurrente que existe inconstitucionalidad del acto pues se violenta el principio de división de poderes y la independencia judicial. En primer término por haberse dictado una orden desde un órgano auxiliar de la Asamblea Legislativa y, en segundo término, por cuanto la orden impone una interpretación que incide en la organización y funcionamiento del Poder Judicial y, finalmente, porque en ella se señala que frente a un eventual incumplimiento injustificado podría aplicarse lo dispuesto en el numeral 65 de la LOCGR. 
Se aclara que el argumento de la posible lesión a la independencia judicial se abordará de forma separada más adelante en la presente resolución. En cuanto al argumento de la violación al principio de separación de poderes, debe señalarse que a pesar de que el artículo 183 de la Constitución Política define a la Contraloría General como un órgano auxiliar de la Asamblea Legislativa en materia de vigilancia de la Hacienda Pública, de inmediato aclara esa relación indicando que el Órgano Contralor goza de “ absoluta independencia funcional y administrativa en el desempeño de sus funciones, respecto de cualquier Poder, ente u órgano público y sus decisiones solamente se encuentran sometidas a la Constitución Política , a tratados o convenios internacionales y a la ley”.
Con lo anteriormente dispuesto el constituyente garantizó que un Órgano técnico, independiente y objetivo fuera el encargado de la vigilancia y fiscalización de la adecuada administración de los fondos públicos por parte del Estado. En ese tanto, la auxiliaridad indicada por el constituyente respecto del Poder Legislativo está en función de que ese criterio técnico, independiente y objetivo de la Contraloría General puede aportar o servir de insumo a la Asamblea Legislativa quien tiene a cargo funciones de control.
Esto permite comprender que las actuaciones de la Contraloría General no son atribuibles a la Asamblea Legislativa, ni las realiza por mandato o en nombre de ésta. La auxiliaridad dispuesta por el constituyente no es sinónimo de dependencia jerárquica o de cualquier otra índole, ya que como expresamente se indica en la Constitución Política y en su Ley Orgánica, las decisiones de la Contraloría General se encuentran sometidas únicamente a la Constitución Política, a tratados o convenios internacionales y a la ley. 
Por tanto, resulta erróneo afirmar que una actuación de la Contraloría General, particularmente el dictado de una orden pueda entenderse como una actuación emitida por la Asamblea Legislativa hacia otro Poder de la República. De lo anterior se deriva entonces que las acciones de fiscalización no podrían constituirse en violatorias al principio de separación de poderes. 

Finalmente, en cuanto al señalamiento respecto del artículo 65 de la Ley Orgánica No. 7428, se debe indicar que esta norma es parte del elenco de reglas y herramientas con las que cuenta la Contraloría General para ejercer sus funciones, de modo que al momento de girar órdenes se debe hacer referencia a ella. De la lectura de la norma se puede identificar claramente que no hay una consecuencia automática de destitución ante un eventual incumplimiento, como parece hacerlo ver el recurrente. Por el contrario, la norma indica que el proceso a seguir es la reiteración de la orden y, de persistir el incumplimiento, se valorará la eventual apertura de un procedimiento administrativo. Situación ante la cual tampoco habría una destitución automática del funcionario presuntamente incumpliente. Por tanto, en el eventual caso de que proceda aplicar esta norma al Presidente de la Corte Plena, la Contraloría General sería respetuosa del debido proceso y de las competencias a cargo, tanto del Poder Judicial, como de la Asamblea Legislativa. 
Por lo indicado, se rechaza el presente alegato. 
6. Sobre la presunta violación a la independencia judicial 
Identifica esta Área de Fiscalización que el alegato sobre la violación a la independencia judicial con la emisión de la orden es un tema recurrente a lo largo del recurso planteado, por lo requiere un análisis separado. 
Al respecto, la orden girada por el Órgano Contralor procura en términos generales la observancia del Título III de la LFFP por parte del Poder Judicial y, por ello, corresponde a dicho Poder determinar las acciones concretas a implementar para su cabal cumplimiento. 
Téngase presente también que, la Ley N.° 9635 incorporó cambios relevantes para todo el Sector Público, entre ellos los referidos a empleo público, pero no como un reordenamiento o la introducción de un nuevo modelo en esta materia sino desde la óptica de su participación del gasto estatal. Es decir, el propósito de la Ley fue aportar al establecimiento de esquemas remunerativos que garanticen su sostenibilidad financiera, en particular, busca un mayor control en el crecimiento de las remuneraciones en el mediano plazo. 
Por su parte, la independencia del Poder Judicial se encuentra garantizada constitucionalmente en los artículos 9 y 154 constitucionales y es reconocida en diversos instrumentos internacionales, por lo que es clara su obligatoriedad y relevancia para el funcionamiento del Estado de Derecho, la prestación del servicio público de impartir justicia y para el aseguramiento del derecho fundamental de toda persona a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial. 
Integran este concepto tanto la independencia que corresponde al Órgano Judicial como la que corresponde propiamente al juez. Así, está relacionada con el aseguramiento de que el Poder Judicial será independiente frente a los otros Poderes del Estado, entendiéndose sometido únicamente a la Constitución y a la ley; pero también comprende para el caso del juez la capacidad de hacer realidad la función jurisdiccional en ausencia de subordinación a una autoridad superior, suprimir la existencia de vínculos que pudieran comprometer su imparcialidad, por lo que el juez también estará sometido únicamente a la Constitución y las leyes para asegurar que su actividad no sea arbitraria y resulte conforme a derecho. 
Esto permite comprender que desde su concepción el constituyente no pretendió que dicha independencia fuera absoluta sino que buscó equilibrarla para que lograra armonía con el ordenamiento jurídico, por eso reconoce a la Constitución y la ley como mecanismos de delimitación y articulación. Así, queda claro que no hay incompatibilidad entre la independencia del Poder Judicial y el ejercicio de las competencias de fiscalización del Órgano Contralor, por cuanto éste último ejerce sus atribuciones respecto de la Hacienda Pública, concepto amplio que desde su componente subjetivo incluye al Poder Judicial y desde su componente normativo incluye a la Ley 9635 como parte del ordenamiento de control y fiscalización superior de la Hacienda Pública. Por lo cual, la orden resulta conforme con lo dispuesto en el texto constitucional al indicar que el Poder Judicial está sometido a la ley. 
Tampoco podría sostenerse que con la orden se ha impuesto una interpretación violatoria de la independencia judicial por ligarse a la temática de la definición de organización y funcionamiento del Poder Judicial, pues este concepto alude a las reglas sobre la creación de tribunales de justicia, las competencias jurisdiccionales o las referidas al modo de ejercicio de dichas competencias, mientras que las disposiciones de la Ley 9635 están orientadas al control en el crecimiento de las remuneraciones en el mediano plazo. Aspectos que visiblemente no guardan relación.
Incluso, para el dictado de la orden se tomó como insumo la resolución 19511-2018 de 21:45 de 23 de noviembre de 2018, en la que la Sala Constitucional indicó que no tenía elementos para considerar que las regulaciones del proyecto ley (luego convertido en Ley 9635) llegaran a afectar en tal grado el sustento financiero de los funcionarios dedicados a la administración de justicia, como para que no se asegure al menos una suficiencia económica digna. 
En suma, la orden dictada no sólo resulta conforme a derecho sino también ajustada a los principios de responsabilidad, sometimiento a la ley (artículos 9 y 11 constitucionales) y al principio de sostenibilidad (artículo 176 constitucional) en cuanto a la obligatoriedad de que la gestión pública se conduzca de forma sostenible, transparente y responsable para asegurar la continuidad de los servicios que presta. 
7. Sobre el presunto incumplimiento de las disposiciones del artículo 245 de la Ley n.° 6227 en concordancia con el ordinal 33 de la Ley n.° 7428: 
Indica el recurrente que el acto objetado tiene carácter final y como tal es generador de efectos jurídicos inmediatos y directos, por lo que la notificación debió contener el texto íntegro del acto con indicación de los recursos procedentes, del órgano que lo resolverá, de aquél ante el cual deben interponerse y del plazo para presentarlos. 
Si bien se alega lo indicado no se solicita la nulidad de la notificación ni ninguna otra petitoria similar por parte del recurrente. Además, lo cierto es que se ha dato trámite, se ha analizado y resuelto en su totalidad el recurso planteado por lo que en estas circunstancias no cabe alegar violación al debido proceso o derecho de defensa. En consecuencia, se declara sin lugar el recurso interpuesto y se confirma en todos sus extremos el oficio 20404 (DFOE-PG-0739) de fecha 19 de diciembre de 2019 recurrido. 
POR TANTO
Con sustento en las consideraciones de hecho y de derecho que son fundamento de esta resolución, y lo establecido en los artículos 183 y 184 de la Constitución Política, ordinales 347, 349 y 350 de la Ley General de la Administración Pública, Ley n.° 6227, y numeral 33 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Ley n.° 7428; SE RESUELVE: 
I. Declarar sin lugar la medida cautelar planteada por el señor Fernando Cruz Castro, en su condición de Presidente de la Corte Suprema de Justicia solicitada en el trámite del recurso de revocatoria en contra del oficio n.° 20404 (DFOE-PG-0739) de fecha 19 de diciembre de 2019; 
II. Declarar sin lugar el recurso de revocatoria planteado por el señor Fernando Cruz Castro, en su condición de Presidente de la Corte Suprema de Justicia, contra el oficio n.° 20404 (DFOE-PG-0739) de fecha 19 de diciembre de 2019 emitido por el Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales, manteniéndose incólume los términos allí establecidos; 
III. Emplazar al recurrente ante el Despacho de la Contralora General de la República, por el término de tres días hábiles contados a partir del día siguiente a la notificación de esta resolución, para que se alegue lo que se estime pertinente, de conformidad con los artículos 349 y 350 de la Ley General de la Administración Pública; 
IV. Trasladar el expediente administrativo al Despacho de la Contralora General de la República, a efecto de que pueda ser resuelto el recurso de apelación en subsidio interpuesto.- NOTIFÍQUESE .”

-0-
Posteriormente, la señora Marta E. Acosta Zúñiga, Contralora General de la República por oficio número 02793/ DC-0061, remitió la resolución R-DC-13-2020, de las quince horas del veinticinco de febrero de dos mil veinte, en la que resolvió la medida cautelar y el Recurso de Apelación en Subsidio y Nulidad Concomitante, presentado por el señor Magistrado Fernando Cruz Castro, Presidente de la Corte Suprema de Justicia contra el oficio número 20404/ DFOE-PG-0739, del diecinueve de diciembre de dos mil diecinueve emitido por la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República. Al respecto, el ente Contralor resolvió lo siguiente: 
“
AL CONTESTAR REFIÉRASE 
AL Nº 02793 
DC-0061 

R-DC-13-2020.  CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA. Despacho Contralor. San José, a las quince horas del veinticinco de febrero de dos mil veinte.
Solicitud de medida cautelar y recurso de “apelación en subsidio y nulidad absoluta” presentado por el señor Fernando Cruz Castro, en su condición de Presidente de la Corte Suprema de Justicia del Poder Judicial en contra de la orden emitida por el Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales por oficio No. 20404 del 19 de diciembre de 2019. 
RESULTANDO
I. Que mediante oficio No.20.404 (DFOE-PG-0739) del 19 de diciembre de 2019, el Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales ordenó al Presidente de la Corte Suprema de Justicia girar -a las instancias internas- las instrucciones que garanticen la aplicación del Título III de la Ley No. 9635 a todos los funcionarios del Poder Judicial, sin distingo de su fecha de ingreso a la entidad, en las condiciones, términos y plazos dispuestos en la misma ley. Asimismo, se le ordenó hacer del conocimiento de la Corte Plena el contenido de tal oficio (expediente digital). 
II. Que el 7 de enero de 2019, el señor Fernando Cruz Castro, en su condición de Presidente de la Corte Suprema de Justicia del Poder Judicial presentó recurso de revocatoria con apelación en subsidio y medida cautelar en contra de la orden girada mediante oficio No. 20.404 del 19 de diciembre de 2019 (expediente judicial).
III. Que por escrito recibido el 10 de enero de 2020, el señor Fernando Cruz Castro, en la condición indicada señala medio para recibir notificaciones (direccion-juridica@poderjudicial. go.cr). 
IV. Que el Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales mediante resolución RDFOE- PG-00001-2020 de las catorce horas del veintiocho de enero de dos mil veinte, Despacho Contralor declaró sin lugar la medida cautelar solicitada y el recurso de revocatoria interpuesto, manteniendo en todos sus extremos la resolución de cita (expediente digital). 
V. Que el señor Fernando Cruz Castro, en la condición indicada presentó escrito de expresión de agravios el 31 de enero de 2020 (36-P-2020). 
CONSIDERANDO
I. Sobre la admisibilidad del recurso. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 346 de la Ley General de la Administración Pública (LGAP), el recurso formulado por el Presidente de la Corte Suprema de Justicia se interpuso dentro de tercero día por lo que se estima dentro de plazo y como tal se analiza. 
II. Sobre las acciones adoptadas y la solicitud de medida cautelar. El recurrente en su escrito manifiesta que por tratarse la orden de un acto ejecutorio procedió a adoptar las acciones iniciales necesarias para su implementación. De esta manera, procedió a informar a los señores Magistrados, a realizar las coordinaciones necesarias y a comunicar a las Unidades Técnicas que estarían involucradas con el propósito de que pudieran valorar las acciones necesarias para el cumplimiento de la orden. Más adelante agrega que es imposible -material y técnicamente- la implementación inmediata de la orden, vista la necesaria adecuación de los sistemas internos. En razón de lo expuesto, solicita la inmediata suspensión de la orden en el tanto su ejecución provocará daños graves de difícil o imposible reparación. Acto seguido se refiere a la apariencia de buen derecho, para lo cual resume los alegatos ya formulados; el peligro en la demora para lo cual se explica que apresurar la implementación podría significar despilfarro de fondos públicos, pérdida de confiabilidad y una gestión ineficiente. Además, cumplir la orden supone una alta litigiosidad para el Poder Judicial. La ejecución de la orden no conduce a un ahorro porque el dinero para el pago ya se encuentra presupuestado, de ahí que según la ponderación de los intereses en juego, suspender la orden no implica recursos adicionales porque éstos ya se encuentran contemplados en el presupuesto. En resumen, el recurrente solicita que cautelarmente se suspendan los efectos de la orden, de no ser así, solicita que la orden se suspenda temporalmente por los plazos que las Unidades Internas del Poder Judicial requieren para implementarla. El Área de Fiscalización estimó que no concurren los supuestos para el otorgamiento de una medida cautelar, ni Despacho Contralor se cumple lo previsto en el artículo 148 de la LGAP que es cuando se está ante la posibilidad de causar perjuicios graves o de imposible reparación. Además, no se exponen o demuestran los motivos por los cuales existe un impedimento para atender la orden en tiempo y forma, de ahí que se deniega la medida de suspensión planteada. Criterio del Despacho. Si bien la orden en cuestión suscitó a lo interno de la Corte Plena oposición y la decisión -jurídicamente procedente- de recurrir, no podemos dejar de advertir que al mismo tiempo su Presidente procedió a disponer algunas acciones y coordinaciones internas encaminadas a dar cumplimiento a lo dispuesto, al punto de enviar recientemente un cronograma, acciones todas que estarán sujetas a verificación, en la fase de seguimiento. Actuaciones que si bien en principio no resultan inconsistentes entre sí, vista la ejecutoriedad de los actos administrativos aún en fase recursiva (art.148 LGAP) reflejan la posibilidad material de la entidad de iniciar el cumplimiento de la orden, en suma de acatar el deber legalmente dispuesto. Si la orden se contrae a acatar la ley, porque ese es su único propósito, no es posible para este Despacho generar al Poder Judicial una suerte de dispensa de su deber legal, facilitando una excepción -aún temporal- que no cuenta con asidero normativo. La LFFP contiene disposiciones transitorias, pero ninguna aplicable a su Título III. El legislador no incorporó dentro del texto legal una gradualidad a propósito de los pluses o su nominalización, sino básicamente la garantía de que el salario no puede -bajo ninguna circunstancia- ser rebajado. En consecuencia, la dispensa temporal o medida cautelar que se pide es imposible porque sería tanto como excepcionar la vigencia de una norma legal. Llama la atención que como argumento se invoque la existencia en el presupuesto de recursos suficientes para mantener inalterado el actual estado de cosas, olvidando que el presupuesto es una mera estimación que -no justifica bajo ningún escenario- inobservar normativa vigente. Así las cosas, se rechaza la solicitud de suspender la orden. 
III. Sobre el fondo. A) Argumentos del recurrente. 1. Aspectos generales. En una suerte de preámbulo general el recurrente inicia su exposición mencionando que el Poder Judicial en su función administrativa está sujeto al control y fiscalización de la Contraloría General de la República. El acuerdo que consta en el acta 11-2019 puede ser revisado por legalidad u oportunidad conforme las reglas de la Ley General de la Administración Pública y del Código Procesal Contencioso Administrativo. Se dice que no es el “momento procedimental” para referirse al fondo de los razonamientos expuestos en el oficio No. Despacho Contralor 20.404 por ser un tema que se encuentra en análisis en la Sala Constitucional. Además indica haber informado a la Corte Plena el contenido del oficio y haber adoptado “las medidas necesarias y pertinentes para su implementación” (página 3/31). 2. Sobre la incompetencia de los funcionarios suscriptores del oficio No. 20.404. El recurrente expone que los funcionarios de la Contraloría General dan órdenes al Presidente del Poder Judicial, de un Poder de la República, para dejar sin efecto “conductas” adoptadas por la Corte Plena de ese Poder. La representante de la Contraloría General y quien reúne todas las competencias de la entidad es la Contralora General (artículo 3 de la Ley Orgánica). Si bien el artículo 17 de la Ley Orgánica alude a la emisión de órdenes, ni la citada ley, ni tampoco el Reglamento Orgánico, que establece las funciones de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa y de sus respectivas Áreas de Fiscalización, ni el Manual de Perfiles de Puestos 2019, que establece las funciones de los gerentes, contemplan la emisión de órdenes a cargo de las Áreas, menos amenazando con responsabilidades disciplinarias o administrativas. Dichas Áreas despliegan una función “ejecutiva” y no “resolutiva”. Tampoco se advierte que exista un acto de delegación con base en el artículo 89 de la LGAP. 3. Sobre la incompetencia del Área de Fiscalización para pronunciarse sobre la legalidad de un acuerdo adoptado por Corte Plena estando impugnado el acuerdo XIV ante la Sala Constitucional. Señala el recurrente, que el artículo XIV contemplado en el acta 11-2019 de 18 de marzo de 2019 fue cuestionado por el diputado Pedro Muñoz ante la Sala Constitucional. Acción que fuera admitida por auto de las 10:34 horas del 24 de setiembre de 2019 y en la cual la Contraloría General es coadyuvante activo. Debido a esto y según lo dispuesto por el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional no es posible dictar actos finales o firmes hasta que no se resuelva la acción, lo contrario podría hacer nugatorio el resultado de dicha admisibilidad. 4. Sobre la incompetencia subjetiva del receptor de la orden. El recurrente aduce que la Contraloría General ordena al Presidente de la Corte Suprema adoptar las acciones necesarias para dejar sin efecto el acuerdo obviando que es un acto administrativo de Corte Plena, máximo órgano del Poder Judicial. El Presidente no puede revocar un acto que no emanó de él como servidor, desconociendo el derecho de defensa y de audiencia para los funcionarios del Poder Judicial. Pese a lo indicado y en respeto a la institucionalidad y como una actuación de buena fe el recurrente afirma haber ejecutado lo ordenado por el Área. 5. Sobre la improcedencia y nulidad manifiesta de lo Despacho Contralor ordenado. El recurrente aduce que el acuerdo adoptado es generador de derechos subjetivos y por eso la orden violenta la confianza legítima de los funcionarios judiciales y la intangibilidad de los actos propios. Indica que en otros precedentes, que no citan en detalle, la Corte ha señalado que de actuaciones generales se pueden derivar derechos subjetivos. Además, indica que se individualizaron en distintos actos de aplicación individual, lo que generó el reconocimiento de componentes salariales. Agrega que en su momento al menos tres mil sesenta servidores se manifestaron formal e individualmente ante la Corte señalando que ellos derivaban derechos del citado acuerdo, actuación que como no se refutó generó un reconocimiento tácito de esas situaciones jurídicas. Como acto generador de derechos no puede desconocerse de forma automática, sino sólo por un proceso de lesividad, pues no sería una nulidad evidente y manifiesta. De proceder con la ejecución del acto se estaría incurriendo en una abierta ilegalidad. 6. Sobre la inconstitucionalidad de la orden. Un primer motivo de inconstitucionalidad es que la orden es contraria a los artículos 9 y 10 de la Constitución Política. La Contraloría General es un órgano auxiliar de la Asamblea Legislativa y no puede ordenarle a la Corte Suprema de Justicia cómo interpretar la aplicación de una ley. Lo actuado lesiona la independencia del Poder Judicial, en el tanto éste tiene una posición contraria a la Contraloría General al interpretar la ley que aplica a su personal. Cualquier interpretación que se pretenda imponer a la Corte Suprema lesiona la independencia judicial y estaría viciada de inconstitucionalidad. Un segundo motivo de inconstitucionalidad es que se amenaza con suspender o destituir al Presidente de la Corte Suprema de Justicia cuando según el artículo 165 de la Constitución Política ello es competencia de la Corte Suprema. 7. Sobre el incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 245 de la LGAP y 33 de la LOCGR. La orden es un acto final y debió contemplar los recursos existentes, su omisión genera un vicio en el acto. 8. Sobre los agravios formulados. En su escrito el recurrente reitera los argumentos esgrimidos en su recurso, para finalizar dando cuenta del supuesto cumplimiento de la orden recibida. Por un lado, acreditando haber puesto a la Corte Plena en conocimiento de lo pedido por la Contraloría General y luego refiriendo las minutas de las reuniones sostenidas con las instancias técnicas el 20 de diciembre de 2019 y el 24 de enero de 2020. Se dice adjuntar plan de trabajo elaborado con la Dirección de Tecnología de Información, Gestión Humana y la Dirección Jurídica. Agrega que: “Este plan de trabajo permitirá al Poder Judicial incorporar incrementalmente los cambios requeridos a Despacho Contralor cada uno de los procesos de forma responsable con el objetivo de minimizar los riesgos ya que, los procesos de pago y los sistemas informáticos con los que cuenta este Poder de la República para efectos del pago fueron diseñados para atender las necesidades y particularidades de movimientos de personal de esta institución”. 
B) Criterio del Área de Fiscalización de Públicos Generales. 1. Aspectos generales. El Área de Fiscalización no se refiere a los argumentos expuestos en este apartado bajo este título, sino que los resume en los siguientes apartados. 2. Sobre la presunta incompetencia de los funcionarios suscriptores del oficio No. 20.404. Las competencias de fiscalización encomendadas a la Contraloría General son amplias y el Poder Judicial es un sujeto pasivo de su fiscalización. La asignación legal de la representación de la entidad no significa que todas las acciones de la entidad deban ser desplegadas directamente por el jerarca, porque ello sería imposible de cumplir. La distribución interna de competencias es requerida para el funcionamiento regular de todo órgano o ente público. El Reglamento Orgánico de la Contraloría General establece la estructura, organización, relaciones de jerarquía y de coordinación interna constituyendo así una delegación permanente de funciones. Así, con base en lo dispuesto por los artículos 12 y 15 del citado Reglamento y la resolución que crea las Áreas de Fiscalización (R-DC-101-2010) se concluye que el Área de Servicios Públicos Generales tiene competencia para fiscalizar y en consecuencia para emitir órdenes a los sujetos pasivos que se encuentren dentro de su ámbito sectorial. 3. Sobre la incompetencia del Área de Fiscalización para pronunciarse sobre la legalidad de un acuerdo adoptado por Corte Plena estando impugnado el acuerdo XIV ante la Sala Constitucional. El ámbito de aplicación de la LFFP es amplio y cubre al Poder Judicial. Por otra parte, la Sala Constitucional admitió para estudio la acción de inconstitucionalidad presentada en contra del acuerdo adoptado por la Corte Suprema, sin efecto suspensivo por ser un caso de acción directa. La orden procura que el Poder Judicial tome las acciones necesarias para ajustar su actuar a la LFFP que está vigente y le resulta aplicable. En resumen, la Contraloría General mantiene la competencia para actuar. 4. Sobre la incompetencia subjetiva del receptor de la orden. La orden emitida no enlista actuaciones, sino que dispone el deber del Poder Judicial de ajustarse a la Ley No. 9635, dentro de los términos y plazos dispuestos en dicho texto normativo, de donde las actuaciones para ello son de exclusiva competencia y responsabilidad del Poder Judicial. El Presidente es quien por ley Despacho Contralor tiene encargada la dirección del Poder Judicial. 5. Sobre la improcedencia y nulidad manifiesta de lo ordenado. El Área de Fiscalización menciona que las acciones necesarias para dar cumplimiento a la orden girada deben ser definidas por el Poder Judicial. El Poder Judicial señala que el acto genera derechos, pero sin ninguna explicación adicional, por el contrario, las más de tres mil presuntas solicitudes de funcionarios (activos e inactivos) pretendiendo derivar derechos de tal actuación comprueban que es un acto general, pues de lo contrario tal actuación hubiera sido innecesaria. En ese sentido, se indica que la manera en la cual se atendieron o no tales gestiones es responsabilidad de esa administración. De la orden no se deriva lesión a derechos de los servidores. 6. Sobre la inconstitucionalidad de la orden. La Contraloría General es auxiliar de la Asamblea Legislativa pero lo cierto es que es un órgano técnico, independiente y objetivo en la fiscalización de la hacienda pública. Las actuaciones de la Contraloría General no son atribuibles a la Asamblea Legislativa, ni las realiza por mandato o a nombre de aquélla. La condición de auxiliar de la Asamblea no supone la existencia de una relación jerárquica. Por otro lado, ante el incumplimiento de una orden no procede una destitución automática, sino que la orden debe ser reiterada y ante un incumplimiento injustificado se podrá abrir un procedimiento administrativo de responsabilidad. Ante la necesidad futura de aplicar el artículo 65 (sic) de la Ley Orgánica la Contraloría General será respetuosa de observar los procedimientos legalmente establecidos. En otro orden de cosas, el Poder Judicial es independiente constitucional y legalmente (artículos 9 y 54 de la Constitución Política) en lo que a impartir justicia se refiere, en cuya función sólo actúa sometido a la Constitución y a la ley. Por su parte, la Contraloría General es independiente en cuanto a la fiscalización de la hacienda pública. Luego, no se aprecia que la orden limite o amenace la independencia judicial. El Poder Judicial puede disponer su organización y funcionamiento y todo lo relativo a sus competencias jurisdiccionales, por el contrario, las disposiciones contenidas en la ley 9635 están dirigidas a un tema por completo distinto, cual es el control -en el mediano plazo- del crecimiento de las remuneraciones. La ley No 9635 si bien dispone cambios importantes no impide una suficiencia económica digna para los servidores judiciales. 7) Sobre el incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 245 de la LGAP y 33 de la LOCGR. En vista de que el recurso se ha analizado y resuelto en su totalidad y el Despacho Contralor recurrente no solicita la nulidad de la notificación no se estima que exista violación del debido proceso.  
 C. Criterio del Despacho Contralor: 1. Aspectos generales. En una suerte de preámbulo general el recurrente inicia su exposición mencionando que el Poder Judicial en su función administrativa está sujeto al control y fiscalización de la Contraloría General de la República. El acuerdo que consta en el acta 11-2019 puede ser revisado por legalidad u oportunidad conforme las reglas de la Ley General de la Administración Pública y del Código Procesal Contencioso Administrativo. Dice que no es el “momento procedimental” para referirse al fondo de los razonamientos expuestos en el oficio No. 20.404 por ser un tema sometido al análisis de la Sala Constitucional. Además indica haber informado a la Corte Plena el contenido del oficio y haber adoptado “las medidas necesarias y pertinentes para su implementación” (página 3/31). Los comentarios y afirmaciones anteriores reflejan el criterio del Poder Judicial, pero no se asimilan a argumentos esgrimidos en contra de la orden emitida que es ajustarse a la ley. El Poder Judicial no argumenta que la ley no le fuese aplicable, sino que es un extremo que admite. Por otra parte, aun cuando lo ordenado no se refiere al acuerdo adoptado en marzo de 2019 por Corte Plena, el recurrente indica que por estar aquél cuestionado ante la Sala Constitucional no pueden referirse a otros aspectos de fondo. Bajo este orden de cosas, las manifestaciones hechas se entienden no como cuestionamientos específicos, sino como el contexto que el recurrente ha dado a los argumentos que de seguido se analizan. 2. Sobre la presunta incompetencia de los funcionarios suscriptores del oficio No. 20.404. En el ejercicio del control superior de la Hacienda Pública, la Contraloría General de la República tiene competencia sobre todos los entes y órganos que integran dicha Hacienda, dentro de los cuales figura el Poder Judicial (artículos 4 y 8 de la Ley Orgánica). El fin del ordenamiento de control y fiscalización es garantizar la legalidad y eficiencia en el manejo de los fondos públicos (artículo 11 LOCGR). En el ejercicio de sus funciones, la Contraloría General realiza múltiples actividades: auditorías de carácter operativo, financiero, especiales, aprueba presupuestos, tramita denuncias e investigaciones, ejerce función consultiva, lleva adelante procedimientos administrativos, resuelve como jerarca impropio los recursos en materia de contratación administrativa, entre otros. Para garantizar el buen cumplimiento de su labor puede, en relación con cualquiera de las materias antes mencionadas, emitir normas, políticas y directrices, girar Despacho Contralor instrucciones y dar órdenes a los sujetos pasivos (artículo 12). El legislador concedió tales competencias, precisamente por ser una entidad dedicada a fiscalizar. Internamente, la Contraloría General, para ejecutar la función de control y fiscalización está organizada en Divisiones que tienen a su cargo la parte evaluativa y de auditoría, la parte jurídica, de contratación administrativa y de apoyo, para lo cual cuenta con el respectivo Reglamento Orgánico. En lo que a la fiscalización operativa se refiere, que es el tema que interesa, la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa está a su vez organizada por áreas que cubren a los distintos sujetos pasivos de la fiscalización, correspondiendo al Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales la fiscalización y control del Poder Judicial, por supuesto en lo que a hacienda pública y control interno se refiere. Tales Áreas llevan adelante tareas sustantivas, la parte consultiva, las distintas auditorías según la planificación existente, además de la parte presupuestaria de los sujetos pasivos, en cuya función podrán como, cualquier otra Unidad Interna encargada de función sustantiva girar aquellas instrucciones y órdenes necesarias para garantizar el resultado, pues es una competencia legalmente establecida. En otras palabras, la distribución interna de competencias, de la labor sustantiva, supone como resultado natural que las Divisiones cuenten con la posibilidad de emitir a cualquier sujeto pasivo las instrucciones y órdenes necesarias para el cabal cumplimiento de las labores de fiscalización en general; sin que sea necesaria una delegación puntual. Como es lo común, las competencias son dadas a la entidad, lo que no debe confundirse con que su representante y máxima jerarca lo sea la Contralora General, ni tampoco con el hecho que su jerarca sea quien reúne todas las competencias y por supuesto quien decide la manera en que se organiza internamente para su cumplimiento. En razón de lo expuesto, el Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales es competente para emitir órdenes, como la contenida en el oficio No. 20.404. Sobra indicar que este tema resulta por completo ajeno al Manual de Perfiles de Puestos de la Contraloría General, cuyo propósito es regular las condiciones, estudios, experiencia y competencias necesarias para el desempeño de los distintos cargos, incluidos los gerenciales. La orden no busca que se dejen sin efecto “conductas” de la Corte Plena, las cuales ni siquiera se enlistan, sino que se dé cumplimiento a la ley No. 9635. Toda orden es vinculante, por ello no es que se “amenaza” a su Presidente, sino que se transcribe -como es necesario y usual- la consecuencia prevista en la misma ley en caso de incumplimiento (artículo 69 LOCGR). 3. Sobre la incompetencia del Área de Despacho Contralor Fiscalización para pronunciarse sobre la legalidad de un acuerdo adoptado por Corte Plena estando impugnado el acuerdo XIV ante la Sala Constitucional. El argumento que expone el recurrente no obedece a un tema de competencia, sino más bien de una presunta inobservancia del efecto que la Ley de la Jurisdicción Constitucional concede a una acción de inconstitucionalidad, cuando ésta ha sido admitida para estudio. En concreto, señala que el acuerdo adoptado por Corte Plena en marzo de 2019 está cuestionado ante la Sala Constitucional (expediente 19-015543-0007-CO) lo que impide a la Contraloría General pronunciarse sobre su legalidad. En ese sentido, debe reiterarse que el objetivo de la orden es el cumplimiento de la Ley No. 9635, no definir si el citado acuerdo es legal o no, constitucional o no, extremo esta última competencia exclusiva de la Sala Constitucional, como para acusar que lo actuado desconoce la consecuencia legal de la acción en trámite. El criterio de la Contraloría General en punto a la aplicación de la ley 9635 -que prevé un rige inmediato- y sobre las condiciones para su aplicación a los funcionarios en general tiene vocación de uniformidad para toda entidad sujeta a su ámbito de aplicación y de eso dan cuenta múltiples acciones desplegadas durante los últimos meses. Lo ordenado por la Contraloría General no hace nugatoria la acción de inconstitucionalidad y este órgano contralor será respetuoso de lo que se defina en esa instancia. 4. Sobre la incompetencia subjetiva del receptor de la orden. La orden se le gira al Presidente de la Corte Suprema de Justicia, a fin de que como jerarca administrativo instruya a las instancias internas sobre la aplicación de la Ley No. 9635 no para que revoque el acto contenido en el acta 11-2019. En criterio de la Contraloría General la Ley 9635, aunque cuestionada está vigente, por lo que el camino para garantizar la contención del gasto público debe ser uniforme para todas aquellas entidades cubiertas por su ámbito de aplicación, ya lo indica con acierto la Sala Constitucional, “…nadie tiene expresamente garantizado la intangibilidad del ordenamiento…” menos a que las leyes permanezcan inalterables (resolución 2996 de las 14:47 horas del 8 de marzo de 2006). En todo caso, el argumento es inconsistente en el tanto se dice que por respeto a la institucionalidad en principio se cumple con la orden y cuando se revisa lo actuado no figura ninguna actuación dirigida a revocar el acto, como se asegura le fue ordenado. Esto evidencia que lo ordenado no fue revocar, fue cumplir con el marco legal vigente. Ciertamente las primeras actuaciones en pro del cumplimiento de la orden han sido dispuestas y todas ellas están referidas a implementar la Ley No. Despacho Contralor 9635. El artículo 60.14 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que respetuosamente se nos recuerda, dispone que el Presidente “ejercerá la suprema vigilancia y dirección del Poder Judicial, sin perjuicio de lo que pueda resolver la Corte o el Consejo” y por eso la orden se dirige a su persona, por ser quien dirige orgánica y administrativamente ese Poder. Luego, no existe la incompetencia subjetiva que se invoca. 5. Sobre la improcedencia y nulidad manifiesta de lo ordenado. El objetivo de la orden girada al Poder Judicial es que ajuste sus actuaciones y de cumplimiento cabal a la Ley No. 9635, sin ingresar a disponer las acciones necesarias para ello, ni cómo implementarlas, menos supuestos cobros retroactivos, porque adoptar las acciones necesarias para cumplir con la ley es competencia y responsabilidad de la entidad. En ese sentido, las acciones que la Corte Plena estime necesarias para dar cumplimiento a la ley 9635 son de su exclusiva responsabilidad, conforme al ordenamiento jurídico. Es criterio de este órgano contralor que el acto consignado en el acta 11-2019 del 18 de marzo de 2019 es un acuerdo general que no genera derechos a los servidores, prueba de ello, son las supuestas gestiones recibidas con posterioridad en Corte Plena, con posterioridad al citado acuerdo y realizadas por poco más de tres mil funcionarios judiciales, a partir de las cuales, se afirma, pretenden derivar derechos. Pues si como señala el recurrente, la decisión de marzo de 2019 genera derechos a los servidores, ello no es consistente con el hecho que algunos consideren que deben accionar ante la Corte para respaldar su situación, menos que el supuesto acto favorable sea el resultado de la “omisión” de la Corte en contestar aquellas presuntas gestiones, desconociendo que no cualquier planteamiento es susceptible de ampararse a un silencio positivo (artículo 330 LGAP). Otro aspecto que revela que tal acto no genera derechos es que la misma Corte Plena, en el punto 4.a) del acuerdo (incentivos para funcionarios en ejercicio) dice que se mantendrá su conceptualización y forma de cálculo hasta tanto no se disponga lo contrario por parte de la Corte, restando así cualquier signo de permanencia o intangibilidad natural a un derecho subjetivo. Es más, en el propio informe jurídico y en un afán por distanciarse del tema de conflicto de interés se enfatiza la naturaleza asesora del estudio y en el apartado que recoge las recomendaciones para las políticas generales vinculadas a la implementación se dice que son disposiciones de carácter general. En suma, el recurrente plantea un argumento que resulta inconsistente. Aun cuando el recurrente asegura que el acto es generador de derechos y que la orden violenta la confianza legítima de sus Despacho Contralor servidores, no expone por qué razón la decisión adoptada en marzo de 2019 genera derechos, menos aludir al sustento jurídico necesario, ni analiza en detalle cuáles son los antecedentes a partir de los cuales la misma Corte ha indicado que de actos generales se derivan derechos individuales como para poder referirnos a ello. Todo lo contrario, en la primera parte del recurso se dice que no es el “momento procedimental” para referirse al fondo de los razonamientos expuestos en el oficio No. 20.404 por ser un tema que se encuentra en análisis en la Sala Constitucional. Entonces, la ausencia de argumentos y razonamiento jurídico impiden cualquier análisis sobre el tema, pese a que la Sala sólo se ocupa de aspectos constitucionales, ante lo cual no queda más que declarar sin lugar el cuestionamiento y reiterar que la orden girada se contrae a la obligación de observar la ley No. 9635. Los argumentos expuestos por el Poder Judicial en su escrito siguen una misma orientación y es evitar por completo referirse a las razones jurídicas que sustentan que la ley no les aplica o bien que la ley carece de impacto para los funcionarios judiciales en ejercicio, para toda su planilla, pese a ser una ley que pretende contener el gasto público y que para el resto del Sector ya ha significado cambios. La defensa se orienta más a cuestionar aspectos de competencia; de quien gira la orden y quien la recibe; si la orden es constitucional o no por una presunta intromisión de Poderes; si lesiona la independencia del Poder Judicial; de presunta inobservancia del efecto suspensivo dispuesto para las acciones de inconstitucionalidad y cuando se invoca la nulidad de lo actuado se hace a partir de cuatro aspectos que se mantienen en la periferia de los temas relevantes. Uno, la falta de competencia del Presidente de la Corte Suprema para anular acuerdos adoptados por esta última, olvidando que lo ordenado es un aspecto distinto, cual es informar a la Corte y disponer y coordinar internamente las acciones necesarias para cumplir la ley. En todo caso, en el punto 4.a) del acuerdo (incentivos para funcionarios en ejercicio) adoptado por la Corte Plena y con una redacción similar a la contenida en el informe jurídico, se dice que se mantendrá su conceptualización y forma de cálculo hasta tanto no se disponga lo contrario por parte de la Corte, es decir, es ese órgano el encargado de disponer cualquier ajuste que fuese necesario, de ahí que la orden tuviera que ser informada a sus integrantes. Dos, que más de tres mil funcionarios accionaron ante la Corte Suprema para derivar derechos, actuación de la cual no se aporta ninguna documentación y que comentamos líneas atrás. Tres, que los actos generales pueden generar derechos, pero ni siquiera se citan los presuntos antecedentes Despacho Contralor análogos al caso concreto y que marquen una línea jurisprudencial. Cuarto, que se violenta el debido proceso y de manera general mencionan las vías legales existentes para anular actos administrativos, lo que tampoco permite ingresar a un mayor análisis porque el desarrollo es teórico y no hace sino replicar la normativa existente. 6. Sobre la inconstitucionalidad de la orden. La Contraloría General de la República es auxiliar de la Asamblea Legislativa, pero es un órgano de base constitucional, independiente y orientado a fiscalizar asuntos de hacienda pública, como son los mecanismos dispuestos para la contención del gasto público previstos en la Ley No. 9635. Luego, una orden emanada de la Contraloría General no puede asimilarse a una actuación desplegada por el Poder Legislativo, ni por ende a una presunta intromisión de Poderes, aseveración que lejos de ser un argumento jurídico y bien hilvanado, luce más como un distractor del propósito de la Ley 9635 y de los temas relevantes del país y del Poder Judicial, que ameritan discusión seria, análisis y la adopción de medidas tendientes a su ejecución. Desde la parte económica, la independencia del Poder Judicial se sustenta en aspectos generales como el porcentaje de recursos del presupuesto nacional previsto en el artículo 177 de la Constitución Política, hasta aspectos más concretos como el deber de sus jerarcas de velar porque la remuneración de sus funcionarios resulte digna y acorde a las labores encomendadas, pero también a la situación fiscal del país y común a todo servidor público, elementos que no se cuestionan. Este Despacho no comprende cómo ordenar al Poder Judicial observar la ley 9635 sea una amenaza a la independencia del Poder Judicial. Por otra parte, ordenar la citada ley no incide en el ejercicio de la función jurisdiccional, competencia exclusiva del Poder Judicial. El criterio de la Contraloría General sobre el alcance de la ley, la irretroactividad de la normativa, punto en el cual han sido valorados también antecedentes constitucionales de obligada consulta en el tema como las resoluciones dedicadas al tema de laudos arbitrales (resolución 1696-2992 adicionado por la resolución 3285-1992) y dictámenes de la Procuraduría General de la República, como el C-086-2019, C-160-209, C-281-2019, así como su impacto en los funcionarios públicos se enmarca dentro de sus competencias sobre la hacienda pública, por ser una ley cuya naturaleza es de contención del gasto público. Por esa razón, ordenar al Poder Judicial cumplir una ley que fue emitida con el propósito de contener el gasto, de forma análoga a lo actuado con otras entidades públicas, no es inconstitucional, todo lo opuesto, es cumplir con el deber legalmente asignado. 7. Sobre el Despacho Contralor incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 245 de la LGAP y 33 de la LOCGR. Efectivamente, una orden emitida por la Contraloría General tiene carácter vinculante, de ahí la posibilidad de que pueda ser cuestionada y de que deban ser advertidos los mecanismos legales para ello. Sin embargo, en este caso concreto pese a que se omitió tal posibilidad, el recurrente accionó sin pedir la nulidad, ni reposición de la notificación, los argumentos han sido analizados tanto por el Área como por este Despacho, razón por la cual no se advierte indefensión susceptible de generar una nulidad absoluta (artículo 245 y 247 LGAP). 8. Sobre la expresión de agravios. En su escrito el recurrente reitera los argumentos esgrimidos en su recurso, para finalizar dando cuenta del cumplimiento de la orden recibida. Por un lado, acreditando haber puesto a la Corte Plena en conocimiento de lo pedido por la Contraloría General y luego refiriendo las minutas de las reuniones sostenidas con las instancias técnicas el 20 de diciembre de 2019 y el 24 de enero de 2020. Se dice adjuntar plan de trabajo elaborado con la Dirección de Tecnología de Información, Gestión Humana y la Dirección Jurídica. Agrega que: “Este plan de trabajo permitirá al Poder Judicial incorporar incrementalmente los cambios requeridos a cada uno de los procesos de forma responsable con el objetivo de minimizar los riesgos ya que, los procesos de pago y los sistemas informáticos con los que cuenta este Poder de la República para efectos del pago fueron diseñados para atender las necesidades y particularidades de movimientos de personal de esta institución”. Criterio del Despacho. El recurrente reitera sus argumentos, en razón de lo cual se remite a las consideraciones antes expuestas, sin que sea procedente vía recurso de apelación analizar actuaciones orientadas al cumplimiento de la orden, tal y como se pretende acreditar con el cronograma enviado, pues ello es propio de la fase de seguimiento. En ese sentido, se confirma el oficio No. 20.404 cuya orden queda sujeta al respectivo cumplimiento y consecuente seguimiento.  
POR TANTO
De conformidad con los hechos y consideraciones indicadas, así como lo dispuesto por el artículos 129, 156, 176, 177, 183 y 184 de la Constitución Política, 1, 3, 4, 8, 12, 69 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, 245, 247 y 330 de la Ley General de la Administración Pública, artículo 26 de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, Título III, Capítulo III, se resuelve: 1. Rechazar la solicitud de medida Despacho Contralor cautelar y como tal de suspensión de la orden contenida en el oficio No. 20.404 del 19 de diciembre de 2019. 2) Declarar sin lugar el recurso de apelación en subsidio presentado por el señor Fernando Cruz Castro, en su condición de Presidente de la Corte Suprema de Justicia del Poder Judicial en contra de la orden emitida por el Área de Fiscalización de Públicos Generales por oficio No. 20.404 del 19 de diciembre de 2019.---- NOTIFIQUESE.”
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Mediante correo electrónico de hoy, 2 de marzo en curso, el magistrado Salazar Alvarado y la magistrada Garro presentaron lo siguiente: 
“Los suscritos, magistrados de la Sala Constitucional, presentamos formal inhibitoria en relación con el conocimiento en Corte Plena de la Resolución R-DC-13-2020, Despacho Contralora General de la República, de las 15:00 horas del 25 de febrero de 2020, en el que se rechaza la solicitud de medida cautelar y como tal de suspensión de la orden contenida en el oficio N° 20.404 del 19 de diciembre de 2019 y se declara sin lugar el recurso de apelación en subsidio presentado por el señor Fernando Cruz Castro, en su condición de Presidente de la Corte Suprema de Justicia, contra la orden emitida por el Área de Fiscalización de Públicos Generales, contenida en el citado oficio. Lo anterior en virtud de que en la Sala Constitucional se tramita una acción de inconstitucionalidad contra el acuerdo de la Corte Plena presentada por el diputado Pedro Miguel Muñoz Fonseca, para que se declare inconstitucional el Acuerdo de Corte Plena de 18 de marzo del 2019, contenido en el Acta N° 11-2019, Artículo XIV, mediante el cual se acordó mantener el pago de pluses de los funcionarios judiciales como porcentajes del salario, en lugar de transformarlos a montos nominales, tal y como lo establece la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, por lo que el tema planteado por la Contraloría General de la República está estrechamente vinculado con el objeto de la acción de inconstitucionalidad que se tramita en el Exp. N° 19-15543. Ergo, solicitamos se nos tenga por separados de conocer este asunto. San José, 2 de marzo de 2020”.-
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Manifiesta el Presidente, magistrado Cruz: “Se conoce oficio de la Contraloría General de la República Resolución 13-2020 del 28 de febrero del año en curso.
Tenemos una inhibitoria que plantea el magistrado Salazar Alvarado y la magistrada Garro. 
¿Es así magistrado Salazar Alvarado?".
          Refiere el magistrado Salazar Alvarado: "Muchas gracias, señor Presidente, en la primera sesión de enero de este año, cuando vino por primera vez a Corte el tema de la Contraloría General de la República yo no me encontraba en esa sesión, entonces por eso es por lo que no estaba la inhibitoria mía y la magistrada Garro, que fue de reciente nombramiento tampoco. Entonces, al igual que lo hicieron los otros compañeros y compañeras de la Sala, en virtud de la acción de inconstitucionalidad presentada por el diputado Pedro Muñoz contra esas normas, también presentamos la inhibitoria correspondiente".
          Prosigue el Presidente, magistrado Cruz: "Ya los otros magistrados de la Sala se habían inhibido, hay que sustituir.
Magistrado Salazar Alvarado, ¿la inhibitoria de los otros compañeros es por la misma razón que ustedes aducen? Ok.

SALEN LOS MAGISTRADOS CASTILLO, SALAZAR ALVARADO, ARAYA Y LAS MAGISTRADAS HERNÁNDEZ Y GARRO.
ENTRAN LOS MAGISTRADOS SUPLENTES MAURICIO CHACÓN JIMÉNEZ, HUBERT FERNÁNDEZ ARGÜELLO, JOSÉ PAULINO HERNÁNDEZ GUTIÉRREZ Y LA MAGISTRADA SUPLENTE ILEANA SÁNCHEZ NAVARRO.

          Reiniciamos ya con la incorporación de los magistrados de la Sala Constitucional. Tenemos que resolver la inhibitoria que plantearon el magistrado Salazar Alvarado y la magistrada Garro, ellos aducen que no pueden conocer porque está pendiente una acción admitida planteada por don Pedro Muñoz contra el acuerdo de Corte de marzo del 2019.
Tienen alguna observación sobre esa inhibitoria. Les parece que es pertinente aprobarla. Así lo resolvemos, obviamente hay una causal muy clara respecto de ellos igual que la de los otros magistrados de la Sala Constitucional.

CONSIDERANDO
1.              Que en sesión Nº 01-2020 celebrada el 6 de enero de 2020, artículo I, por mayoría, se acogieron las inhibitoria presentadas por la magistrada Hernández, los magistrados Castillo, Rueda y Araya y la suplente Esquivel Rodríguez, para el conocimiento y eventual dictado de actos administrativos relacionados con el oficio Nº DFOE-PG-0739 de 19 de diciembre de 2019, del Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República. 
2.              Que en sesión Nº 01-2020 celebrada el 6 de enero de 2020, artículo II, en lo que interesa se dispuso a instar al señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia, magistrado Cruz, para que ejerciera las acciones y mecanismos legales ante el Órgano Contralor contra el referido documento, incluyendo entre otras, la interposición de aquellas medidas cautelares útiles, necesarias y pertinentes, de conformidad con el artículo 148 de la Ley General de la Administración Pública. 
3.              Que el Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República, por oficio número 910/ DFOE-PG-0032, remitió la resolución número R-DFOE-PG-00001-2020 de las catorce horas del veintiocho de enero de dos mil veinte, donde declaró sin lugar el Recurso de Revocatoria con Apelación en Subsidio y Nulidad Concomitante y solicitud de medida cautelar contra el oficio 20404/ DFOE-PG-0739.  
4.              Que mediante oficio Nº 02793 (DC-0061) la señora Marta E. Acosta Zúñiga, Contralora General de la República, remitió la resolución R-DC-13-2020 de las quince horas del veintiocho de febrero de dos mil veinte, que en lo que interesa dice: 
“(…)
POR TANTO

De conformidad con los hechos y consideraciones indicadas, así como lo dispuesto por el artículos 129, 156, 176, 177, 183 y 184 de la Constitución Política, 1, 3, 4, 8, 12, 69 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, 245, 247 y 330 de la Ley General de la Administración Pública, artículo 26 de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, Título III, Capítulo III, se resuelve: 1. Rechazar la solicitud de medida cautelar y como tal de suspensión de la orden contenida en el oficio No. 20.404 del 19 de diciembre de 2019. 2) Declarar sin lugar el recurso de apelación en subsidio presentado por el señor Fernando Cruz Castro, en su condición de Presidente de la Corte Suprema de Justicia del Poder Judicial en contra de la orden emitida por el Área de Fiscalización de Públicos Generales por oficio No. 20.404 del 19 de diciembre de 2019.----

5. Que el magistrado Salazar Alvarado y la magistrada Garro, plantearon inhibitoria en relación con el conocimiento en Corte Plena de la Resolución R-DC-13-2020, del Despacho Contralora General de la República, de las 15:00 horas del 25 de febrero de 2020, en el que se rechaza la solicitud de medida cautelar y como tal de suspensión de la orden contenida en el oficio N° 20.404 del 19 de diciembre de 2019 y se declara sin lugar el recurso de apelación en subsidio presentado por el señor Fernando Cruz Castro, en su condición de Presidente de la Corte Suprema de Justicia, contra la orden emitida por el Área de Fiscalización de Públicos Generales, contenida en el citado oficio, en razón de que en la Sala Constitucional se tramita una acción de inconstitucionalidad (Nº 19-15543-0007-CO) presentada por Pedro Miguel Muñoz Fonseca contra el acuerdo de la Corte Plena, para que se declare inconstitucional lo dispuesto en sesión celebrada el 18 de marzo del 2019, artículo XIV, Nº 11-2019, mediante el cual se dispone mantener el pago de pluses de los funcionarios judiciales como porcentajes del salario, en lugar de transformarlos a montos nominales, tal y como establece la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, por lo que el tema planteado por la Contraloría General de la República se encuentra estrechamente vinculado con el objeto de la referida acción.
[bookmark: _Hlk14871058][bookmark: _Hlk14870919]6. Que con vista en las razones que expresan el magistrado Salazar Alvarado y la magistrada Garro, esta Corte estima que les asisten los motivos para inhibirse del conocimiento del tema mencionado, por lo que sin objeción alguna de las magistradas y los magistrados presentes, se acoge la inhibitoria presentada.
POR TANTO
Sin objeción alguna de las señoras magistradas y los señores magistrados presentes, se dispuso: Acoger la inhibitoria presentada por el magistrado Salazar Alvarado y la magistrada Garro para el conocimiento de la Resolución R-DC-13-2020, de las 15:00 horas del 25 de febrero de 2020, de la Contraloría General de la República. Así votaron los magistrados y magistradas Cruz, Rivas, Solís, Molinari, Vargas, Sánchez, Olaso, Chacón, Ramírez, Solano, Burgos, Alfaro, Zúñiga, los suplentes Chacón Jiménez, Fernández Argüello, Hernández Gutiérrez y la suplente Sánchez Navarro. 
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ENTRAN EL MAGISTRADO AGUIRRE Y LA MAGISTRADA VARELA.
Expresa el Presidente, magistrado Cruz: “Sobre la notificación de lo que la Contraloría General de la República ratifica en la apelación, lo que se le había objetado por parte de Corte Plena, tenemos una propuesta, la máster Argili Gómez Siu en principio una exposición sobre el informe".
Hace uso de la palabra la máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica, quien expone: "La Dirección Jurídica en realidad lo que viene a presentar es el informe sobre lo que la Contraloría General de la República, mediante su resolución número 13-2020 de las quince horas del veinte cinco de febrero del 2020, establece a la hora de rechazar la medida cautelar y el recurso de apelación y nulidad solicitada por el Poder Judicial contra la orden que fue emitida por el área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales, mediante el oficio 20404 del 19 de diciembre del 2019.
          Al respecto, la Contraloría General de la República establece a la hora de rechazar la medida cautelar contra la ejecución de la orden, es que no se acreditó ni se logró evidenciar un daño grave actual o potencial provocado con el acto recurrido, igualmente refiere que la Corte Suprema de Justicia procedió a disponer acciones y coordinaciones internas que estaban encaminadas a dar cumplimiento de lo dispuesto en dicha orden.
          En ese sentido el Poder Judicial presentó un plan de trabajo para la implementación de la ley 9635, igualmente refiere que es imposible aplicar o acoger lo solicitado porque sería excepcional la vigencia a una norma legal que se encuentra vigente. Igualmente, la Contraloría General de la República en su resolución afirma que el objeto de la orden es el cumplimiento de la ley 9635 y no definir si el acuerdo que tomó Corte Plena en la sesión N° 11-2019 del 18 de marzo del 2019, es legal o no, constitucional o no, extremo esta última competencia exclusiva de la Sala; refiere igualmente que lo ordenado por la Contraloría General de la República no hace nugatoria la acción de inconstitucionalidad.
          Señala o reitera la Contraloría General de la República, que ordenar el cumplimiento de la ley 9635 no incide en el ejercicio de la función jurisdiccional, siendo esta competencia exclusiva del Poder Judicial y en ese sentido señala que no llega la Contraloría General de la República a definir cuáles deberán ser las acciones o medidas para lograr el cumplimiento de la ley, sino que esto le corresponde directamente al Poder Judicial, determinar cuáles acciones concretas tienen que implementar para el cumplimiento de la ley y asegurar el debido proceso.
          En cuanto a que la orden fue girada al Presidente de la Corte, señala la Contraloría General de la República que el artículo 60 inciso 14 de la Ley Orgánica del Poder Judicial dispone claramente que el presidente es quien ejercerá la suprema vigilancia y dirección del Poder Judicial sin perjuicio de lo que pueda resolver la Corte Plena y el Consejo Superior y que es en ese sentido que cuando se giró la orden se remitió al Presidente de la Corte para que la hiciera de conocimiento de las instancias correspondientes para el cumplimiento.
          Reitera igualmente la Contraloría General de la República, que no se acreditó que la orden girada se derive de forma directa una lesión a los derechos subjetivos de las personas trabajadoras del Poder Judicial, refiere que ordenar el cumplimiento de la citada ley no incide en el ejercicio de la función jurisdiccional competencia del Poder Judicial, recalcando que las acciones que la Corte estime necesarias para el cumplimiento de la ley 9635, son exclusiva responsabilidad del Poder Judicial, conforme al ordenamiento jurídico.
          Por tanto, queda claro en ese sentido la posición que tiene la Contraloría General de la República en cuanto a que se debe de acatar lo ordenado en el oficio 20404 del 19 de diciembre del 2019 en cuanto la aplicación del título tercero de la ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas ley 9635, y en ese sentido lo ordenado de la Contraloría General de la República implicaría en el caso del Poder Judicial, en el caso propiamente de dedicación exclusiva, prohibición y tope salarial ya es un tema que se viene cumpliendo tal y como establece la ley.
          Sin embargo, el Poder Judicial tiene que hacer ciertos ajustes en lo que es el tema de auxilio de cesantía, evaluación del desempeño, anualidades, carrera profesional, así como realizar las acciones necesarias para la conversión de incentivos a montos nominales. En ese sentido la Dirección Jurídica deja rendido el informe con respecto a lo indicado por la Contraloría General de la República".
          Prosigue el Presidente, magistrado Cruz: "La situación es bastante clara con relación a lo que debemos acatar, con algunos matices importantes respecto de lo que debe de ser el acuerdo".
          Agrega el magistrado suplente Hernández Gutiérrez: "Es lo siguiente, los magistrados propietarios de la Sala Constitucional se inhibieron en algunos de los asuntos que están planteados, acciones, amparos y se les aceptó la inhibitoria. En virtud de eso algunos de nosotros hemos sido designados para conocer esos casos.
          Eso lo tenemos en estudio y se está en proceso de formación del Tribunal, por ello, no vamos a participar en esta sesión ni de la discusión ni de la votación de este tema, vamos a hacer quórum estructural pero no vamos a participar en la votación ni en la discusión".
          Manifiesta el Presidente, magistrado Cruz: "¿Ustedes plantean una abstención?".
          Continúa el magistrado suplente Hernández Gutiérrez: "Nos abstenemos   de la votación".

          Refiere el Presidente, magistrado Cruz: "Es para mantener el quórum, ya lo hemos discutido el tema y es posible la abstención para mantener el quórum. La Secretaria General va a leer el proyecto de acuerdo de la Corte Plena".

          Indica la licenciada Silvia Navarro Romanini, Secretaria General de la Corte:" Esta sería la parte dispositiva del acuerdo de la Corte:

"En razón de que existe pendiente de resolver una acción de inconstitucionalidad contra lo resuelto por esta Corte en acuerdo en firme de la sesión N° 11-2019 del 18 de marzo del 2019, artículo XIV y en atención a los dispuesto por la Contraloría General de la República en resolución R-DC-13-2020 de las 15 horas del 25 de febrero del 2020, se acuerda:

1. Acatar lo resuelto por la Contraloría General de la República e implementar conforme a lo ordenado por el órgano contralor y al plan de trabajo presentando por la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia lo dispuesto en la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas N° 9635.

2. Dictar como medida cautelar la suspensión del artículo XIV de la sesión de Corte Plena N°11-2019 del 18 de marzo de 2019, a la espera de lo que resuelva la Sala Constitucional.

3. La presidencia de la Corte Plena con la colaboración de la magistrada Chacón y de los magistrados Solís, Sánchez y Olaso, darán seguimiento a la ejecución del Plan de trabajo presentado a la Contraloría General de la República”".
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Señala el Presidente, magistrado Cruz: "Ese es el proyecto. ¿Hay alguna observación sobre el proyecto o alguna sugerencia? 

¿Están de acuerdo con el proyecto tal como está?".

          Manifiesta el magistrado Solís: "Respetuosamente. Hoy en la mañana había ofrecido una redacción algo distinta a la que el resto de esta comunidad de gobierno judicial aprobó.

          Había manifestado la posibilidad de que se dijera que eran, con ocasión de la ejecución del acuerdo de marzo del año pasado, eran ahora después de ver la orden de la Contraloría General de la República, derechos precarios o derechos en litigio y que todo quedaba supeditado a la resolución que en su momento debe expresar la Sala Constitucional.   

          Desde esa perspectiva no compartí y lo dije en dos ocasiones, la idea de que se estableciera como medida cautelar la suspensión de los efectos del acto de marzo del año pasado. Así que con estas razones yo me aparto del voto de mayoría sobre ese acuerdo".

          Señala el magistrado Burgos: "Quería establecer algo que me pareció muy relevante e importante debido a nuestro diálogo que tuvimos hoy en la mañana.

          Quería recalcarlo porque me parece muy importante en un momento como este. La razón por la cual creemos que debemos adoptar la resolución que se está planteando es una y muy clara, es en acatamiento directo a la disposición que por ley se nos está imponiendo. 

          Esto no tiene absolutamente nada que ver con que pensemos de alguna forma de que esto es apropiado o no apropiado desde el punto de vista legal. Sobre el fondo del asunto nosotros no estamos emitiendo criterio alguno y ya veremos las posibilidades en los asuntos tanto de los funcionarios independientemente hablando, de los gremios, etcétera, incluso desde algunos de nosotros en nuestra calidad de magistrados, pero todos como funcionarios ya veremos las posibilidades a las cuales cada uno accederá desde su leal saber y entender, en términos de la defensa de sus derechos. 

          Nosotros lo único que estamos planteando es un acatamiento en virtud de lo que se nos está ordenando por el ente competente y nosotros nos reservamos sobre el fondo nuestra posición individual y eso ya tendrá un desenlace a nivel jurisdiccional que cada uno tendrá que velar por lo que a su juicio considere oportuno".

          Refiere el Presidente, magistrado Cruz: "No tengo a nadie más en el uso de la palabra. 
          Me parece que vamos a someter a votación la propuesta. 

          Licenciada Adriana Orocú Chavarría, ¿usted me levantó la mano? Creo que no habrá problema, pueden intervenir".

          Indica la magistrada Solano: "Siento que se trata de temas en donde los gremios tienen un interés directo, me parece acertado escucharlos. Sin embargo, yo propondría que sí fijemos un plazo de tiempo, por cuanto la agenda de lo que tenemos que ver de otros temas también nada más de fijar el plazo. 
          Porque veo también que el señor Jorge Morales quiere hacer uso de la palabra. A efectos de que se pueda escuchar, no sé si algún otro quiera hacer uso de la palabra, pero sí que se fije un plazo".
          Manifiesta el Presidente, magistrado Cruz: "Me parece que 5 minutos es suficiente".
          Se concede el uso de la palabra a la licenciada Adriana Orocú Chavarría, Presidenta de la Asociación Costarricense de la Judicatura, quien indica: "Para nosotros es indispensable la voz de los funcionarios y funcionarias judiciales, que sean oídos por ustedes, porque son quienes deciden. Nosotros tenemos voz, pero ustedes tienen el voto, la posibilidad de la defensa de este Poder Judicial.
Realmente cuando la máster Gómez Siu, Directora Interna de la Dirección Jurídica del Poder Judicial hace un resumen de lo que la Contraloría General de la República establece como los parámetros que indicó para rechazar lo resuelto por la Corte Plena, es más preocupante todavía que la primera resolución porque desconoce absolutamente lo que quiere decir independencia judicial. 
          Sé que aquí no hay que repetir lo que es independencia judicial, porque la mayoría de los que han estado aquí tienen una carrera judicial muy sólida y saben lo que es independencia judicial. Pero cómo es posible que la Contraloría General de la República diga que estos componentes, porque no son incentivos, son componentes salariales que identifican la cualidad del salario de los funcionarios judicial, no tiene que ver con la independencia judicial. 
          Eso es desconocer absolutamente la normativa, el principio N° 11 de la Normativa de los principios fundamentales de la independencia judicial de la Organización de Naciones Unidas, que nosotros fuimos de los primeros que corrimos el país a ratificar y que la Contraloría General de la República desconoce completamente como parte indispensable de lo que compone la solidez, la inamovilidad y la estabilidad de los funcionarios y funcionarias del Poder Judicial.
          Es preocupante, pero no nos debería preocupar porque todos entienden aquí qué es independencia judicial y todos entendemos qué fue lo que dijo la Sala Constitucional cuando resolvió que las leyes que disponen de los componentes salariales del Poder Judicial están vigentes, ninguna está derogada. 
          El acuerdo de Corte Plena del 18 de marzo del 2018 es ejecutorio y ejecutable, como bien lo había dicho la magistrada Chacón. Al igual que lo es el de la Contraloría General de la República, con una gran diferencia, el acuerdo de la Contraloría General de la República, que también es un acto administrativo es un acuerdo de fiscalización. 
          Aquí hay varios jueces contenciosos y todos los demás estoy absolutamente clara que lo saben, ese acuerdo es un acuerdo de fiscalización que únicamente se notificó el acto final, nunca le dio la posibilidad a la Corte Plena como ente fiscalizador que en ningún momento del procedimiento se refiriera a esa fiscalización y lo que hizo fue notificar el acto final como un acto determinado para la Corte Suprema de Justicia. 
Ese acto nosotros lo hemos analizado así, inclusive con varias personas que tienen una solidez importante en el tema contencioso, es un acto nulo, es un acto ilegal, es un acto que no contiene ninguna norma de procedimiento y, aun así, la Corte Plena, por decirlo de una forma coloquial, "le dio pelota" a ese acuerdo y este acuerdo por el artículo 107 de la Ley General de Administración Pública no debe acatarse, es un acuerdo ilegal, porque además está contradiciendo lo que ya la misma Sala Constitucional indicó, que las normas que rigen al Poder Judicial en la autarquía salarial están vigentes, eso no ha cambiado. 
          El acto administrativo de Corte del 18 de marzo del 2018 está vigente. Ni la Contraloría General de la República ni ningún otro ente ha acatado este acuerdo, es un acuerdo absolutamente vigente que tiene en ejecución todos los efectos para cada uno de los funcionarios y funcionarias de este Poder Judicial.
          Si en este momento ustedes tomaran la disposición de dejar sin efecto aunque sea por una medida cautelar el contenido de ese acuerdo y por ser derechos subjetivos que reconoce constitucionalmente nuestra Carta Magna deberían de notificarle a cada uno de los funcionarios judiciales cuál va a ser el cambio que hay en los derechos subjetivos de cada uno de los trabajadores de este Poder Judicial, porque a nosotros nos están disminuyendo una situación que ya es intangible, que ya está inclusive dentro del patrimonio de cada uno de los trabajadores, y que convierte esto, repito, en una situación jurídica consolidada que trata de cambiar un acuerdo de Corte, sería ilegal inclusive si un acuerdo de Corte Plena lo cambia.
          Además, yo le rogaría a esta Corte que autodefina la posición, porque creo que no es un asunto de no meterse en la legalidad del contenido de los acuerdos, es que esto sí es un asunto de legalidad, este es un asunto de respeto o irrespeto de un acuerdo que sí es ilegal de la Contraloría General de la República, que está contraviniendo completamente el sustento de independencia de este Poder de la República, y que ustedes son los primeros llamados a defender; tienen una condición histórica que no tenemos ninguno de los que estamos aquí, lo tienen ustedes.
Entiendo que el contenido jurídico es absolutamente claro de estos acuerdos. Lo que nosotros realmente esperamos es que se resuelva con contenido estrictamente jurídico, y que no haya ningún otro tema de por medio que pueda eventualmente determinar cuál va a ser el norte del acuerdo.
Entonces, esta es nuestra posición, y les reiteramos la situación y la condición de que los jueces y juezas de este país requerimos de ustedes la misma independencia judicial que nosotros diariamente tratamos, defendemos, y validamos en el ejercicio con los más altos valores de la Judicatura en este país, así es que esta es nuestra posición y confiamos en ustedes".
          Se concede el uso de la palabra al licenciado Jorge Morales García, Secretario General del Sindicato de la Judicatura (SINDIJUD), quien expresa: “El Sindicato de la Judicatura quiere dirigirse a ustedes en los siguientes términos, y disculpe que voy a ser tal vez muy firme en algunas cosas.
Primero, la propuesta que escuché, simple y sencillamente, desde mi perspectiva, y no soy administrativista, y por eso pido disculpas, tal vez cometo un atropello al derecho administrativo, pero lo que están haciendo es pasarle por encima a la declaratoria individual de las lesividades de cada uno de los funcionarios de este Poder Judicial que hemos confiado en que ustedes eran los que iban a respetar la legalidad.
          Creemos que cada uno de los funcionarios debe de ser notificado de esa decisión de la declaración de derechos que ustedes hicieron en marzo y que nosotros simple y sencillamente, a diferencia de lo que dice la Contralora, no fue que pedimos que se nos incorporara, no, es que nos dimos por notificados porque ustedes estaban resolviendo eso a favor nuestro, a favor de todos los trabajadores de esta institución.
Y me causa mucho dolor ver que como jurista, como juez que he sido por muchos años, lo principal, y el “A B C” de nosotros es leer la ley, como primer requisito, creo todavía que no se lea la doctrina deja mucho que desear en un juez, pero que no se lea la ley, eso sí decepciona demasiado.
          Y el transitorio XXV de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, no hace más que declarar que lo que ustedes hicieron en marzo es lo que dice esa ley que dice esta Contralora que le apliquen, pero lo que ella quiere es que apliquen la interpretación que ella tiene en su cabeza. Yo no entiendo realmente cual es la aplicación de la ley que quieren que se haga, si el transitorio XXV dice que se va a respetar las condiciones salariales de todos los empleados que ya están laborando, y la condición salarial es esa que ustedes decidieron en marzo.
          Así que yo particularmente no voy ni siquiera creo que, a agotar los cinco minutos, voy a aprovechar lo que me quedan, si son segundos, a dirigirme a los señores de la Sala Constitucional, ustedes tienen una medida cautelar urgentísima, prima facie, presentada por este Sindicato desde el 21 de diciembre del 2019, y a esta altura no se ha dicho por nadie “esta boca es mía” en la Sala Constitucional.
          Yo le ruego, estoy haciendo una gestión, porque creo que ustedes antes de inhibirse deben de pronunciarse de previo y especial pronunciamiento de esa medida. Esa es mi petición como accionante en ese lugar, y aprovecho esta oportunidad que me dio el destino, no sé si es formalmente aceptable, pero sí es muy sentido desde lo más profundo de mi corazón y de los intereses que represento, que es el de más de doce mil personas que en este momento están atentas a esta sesión y quieren tener respuestas y quieren tener jueces valientes también que resuelvan las cosas conforme a derecho".
Se concede el uso de la palabra a la licenciada Sonia Sandí Zúñiga, Secretaria General Adjunta del Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial (SITRAJUD), quien manifiesta: “No quiero irme hoy, aparte de la decepción que ya de por sí llevamos, no quiero irme, no solo decepcionada, sino encima sintiendo que no dijimos lo que hemos venido aquí, porque todos estamos aquí calladitos pero todos queremos hablar, tengan plena seguridad que si todos pudiéramos hablar, todos hablarían, porque tenemos mucho que decir.
Pero ante todo hay algo que a mí me llama poderosamente la atención, hemos venido, y se ha convocado, y hay gente en la sala abajo, y hay gente en el frente, a escuchar esa discusión jurídica que ustedes iban a tener sobre este asunto que resolvió la Contraloría General de la República.
          Sin embargo, nos llevamos la sorpresa de que sesionaron, posiblemente en secreto, no sé si declararon secreta la sesión de la mañana, porque no pudimos escuchar cuáles fueron esos razonamientos que hicieron ustedes señores magistrados, para llegar a la conclusión a la que han llegado, y que al entrar a esta sesión únicamente nos comunican un acuerdo; pero no pudimos escucharlos a ustedes, no sabemos cuáles son los argumentos, posiblemente y esperemos que esté debidamente fundamentada esa resolución con los argumentos jurídicos que ustedes externaron cuando tomaron ese acuerdo.
          Pero sí quiero decirles que tomar un acuerdo de esa manera, nosotros lo sentimos como una burla, como que lo hacen a espalda del funcionario judicial, y que no nos dicen cuáles son los argumentos, ¿por qué no lo dicen aquí? ¿por qué lo hacen en silencio? ¿por qué lo hacen a nuestras espaldas? Queríamos saber, ver y escuchar que era lo que cada uno de ustedes opinaba acerca del tema, y nos vamos a ir sin saber qué fue, quién fue, y qué votó cada uno, cuál es la razón, o porque el temor a decirlo aquí públicamente, porque lo hicieron en la mañana en secreto, nos vamos todos con esa segunda decepción.
          La primera fue lo que resolvieron, y la segunda es el secretismo en que lo resolvieron, porque aquí nadie nos ha dicho realmente ni escuchamos esa enriquecedora discusión que veníamos a escuchar.
Y efectivamente aquí habemos unos cuantos, pero hay doce mil funcionarios ahí afuera esperando lo mismo que nosotros, escuchándolos a ustedes, dándonos esos argumentos jurídicos por los cuales se está permitiendo que se le pase por encima a la independencia judicial, independencia que todos nosotros estábamos dispuestos y estamos dispuestos a luchar por ella, pero sin embargo aquí sentimos que ustedes hoy nos han dado la espalda, que nos han puesto un puñal en la espalda, realmente no hay transparencia, y este acto y en ese sentido, igual que lo hizo el compañero Jorge Morales, no soy ni fui nunca jueza contenciosa, fui jueza penal toda mi vida, ahora jubilada, y estoy ayudando en el Sindicato SITRAJUD, desconozco parte de los procedimientos por los cuales ustedes pueden hacer una sesión secreta y traer el acuerdo únicamente, eso lo vamos a analizar a ver si realmente es correcto. 
Pero lo que sí es cierto, es que hay doce mil funcionarios a quienes se les concedieron derechos con esa decisión que ustedes tomaron en mayo, y que ahora sencillamente ni siquiera se les explica por qué se suspendió mediante una medida cautelar esa decisión, al menos por respeto debería haberse escuchado y habérsele dado esa explicación.
          Lo otro es que si procede en este acto, y en representación de todos ellos, yo presento un recurso de reconsideración en representación de todos esos empleados, por esas decisiones que han sido tomadas, y sobre todo porque no se fundamentó, porque no se dijo por qué se tomaban esas decisiones, porque se hizo a espaldas del empleado judicial; y por esa razón solicitamos que se reconsidere, sobre todo porque hay derechos adquiridos que ya la gente tiene al habérsele notificado ese acuerdo, y ahora sencillamente se toma una decisión y se les dice, se va aplicar un plan que fue aplicado por la Presidencia y con eso no estamos de acuerdo".
          Refiere la magistrada Varela: "Nada más para que quede claro que en los términos que lo dijo el magistrado Solís, en realidad es lo mismo en otras palabras, porque aquí la propuesta que se valoró de acuerdo, sin entrar al tema de si tienen o no derechos, desde mi perspectiva, por eso voté como voté la vez pasada, pero es un tema de las competencias que tiene la Contraloría General de la República, y como bien lo dice el acuerdo, es sin perjuicio de lo que resuelva la Sala Constitucional a los efectos de los derechos que cada uno y cada una de nuestros funcionarios consideren tener.
          De manera que este es un tema que no entra a analizar si tienen o no tienen ese derecho, eso es un tema que queda pendiente de la acción que nosotros tomamos.
Y como lo dije en la mañana y lo reitero ahora, el acto administrativo que nosotros tomamos, desde mi perspectiva, es lo correcto, y si hay que volverlo a tomar en ese sentido en su momento habrá que hacerlo; pero en este momento no es eso lo que está en juego, sino simplemente la Presidencia tiene un mandato de un órgano contralor que tiene competencias para exigir que se cumpla, sin perjuicio –repito- de lo que se vaya a discutir o se vaya a resolver por la Sala Constitucional sobre este tema".
Dice la Secretaria General: “Voy a iniciar la votación”.
          Interviene el magistrado Alfaro: "Es que en la propuesta de votación están acoger la propuesta de mayoría y acoger la propuesta del magistrado Solís. Quería pedirle al magistrado Solís que concrete la propuesta y cómo quedaría, ¿cuál sería la redacción de ese dispositivo, de acoger la propuesta del magistrado Solís?".
          Indica el magistrado Solís: "Es algo simple, y “en la simplicidad está la verdad”, dicen por ahí.
La redacción mía lo que propone es mantener la idea de que hay derechos derivados del acuerdo de marzo del 2019. No suspenderlos, ni modificarlos, ni eliminarlos, sino que hay derechos y que de conformidad con lo que ha venido sucediendo con ocasión de la fiscalización o ejercicio de esa potestad que hizo la Contraloría General de la República, y estando presente un acto administrativo emanado de esa agencia que ordena realizar una serie de medidas, entendemos entonces que ese conjunto de derechos derivados del acuerdo de marzo del 2019 presentan ya una visión de litigio, y que ese litigio está en sede de la Sala Constitucional, la que va a tener en última y única instancia que determinar quién tiene la razón jurídica en este debate. 
El suspender los efectos del acto, que es la moción primaria de la que yo me aparto, hace entender que esos efectos ya no van a continuar hacia el futuro, porque quedan suspensos a partir de la adopción de este acuerdo. 
          El decir que estos derechos derivados del acuerdo de marzo del 2019 se mantienen, solo que ahora en una perspectiva que hay un litigio, hay una precariedad en los mismos. Hace entender que los efectos se continúan hasta que -esa es la razón de la redacción- hasta que la Sala Constitucional determine lo que en derecho corresponda. 
          Decir que se suspenden los efectos es romper la continuidad del acto administrativo adoptado por la Corte Plena y ahí surge una serie de escenarios que fueron mencionados ahora en la intervención de uno de los dirigentes sindicales. ¿Qué pasa con ese acto administrativo que ya ha surtido efectos y que está surtiendo hoy, y que eventualmente se va a suspender? ¿Hacia dónde vamos a llegar a notificarle? Porque cada uno de ellos, más allá de la circunstancia sobre la cual está operándose esta situación, tiene derecho a ser notificado que su condición salarial va a ser modificada. 
          Esa es la idea de fondo. Y lo que quiero que quede claro es que es una interpretación que yo hago. Yo no digo que tenga la verdad al 100%, en derecho siempre hay distintas ideas, distintas posiciones. Y reitero, quien en última instancia va a determinar la certeza o incerteza de esta discusión, será la Sala Constitucional.
          Termino diciendo que la apreciación no es solamente de fórmulas lingüísticas, si se dice se suspende o se mantiene, sino también de efectos jurídicos derivados de esa decisión".
          Agrega el magistrado Alfaro: "Todavía me queda un apartado en relación con esa propuesta del magistrado Solís, porque yo le entiendo perfectamente y comparto con él esa propuesta, pero en relación con el mandato expreso de la Contraloría General de la República, ¿cómo quedaría el acuerdo magistrado Solís?, esa es la primera”. 
          Contesta el magistrado Solís: “Sea el acuerdo de Corte Plena de marzo del 2019, sea del acto administrativo que se expresa como una orden emanada de la Contraloría General de la República, en ambos escenarios, reitero una vez más, será la Sala Constitucional la que determine la procedencia o improcedencia de esa valoración que hizo la Contraloría General de la República sobre este tema.
          Que dicho sea de paso, en lo personal siempre he dicho que todo esto se hace con una lectura en donde siempre está de lado el voto de la Sala Constitucional cuando hizo la evacuación de la consulta legislativa y precisó de manera clara, y esa es la interpretación que yo hago, de que las leyes que regulan el tema salarial de la Corte no quedaron afectadas por la ley de contingencia fiscal como tal.
          Recuerdo que una nota de la señora Ministra de Hacienda en ese entonces, y que representaba al Poder Ejecutivo, que nos envió a los magistrados cuando se estaba discutiendo el tema, en donde una alta funcionaria del Poder Ejecutivo y la misma Ministra de Hacienda, decía que los salarios de los empleados judiciales no iban a quedar afectados por esa Legislación que estaba tramitándose en la Asamblea Legislativa. 
          Entonces, en última instancia, esos escenarios tendrán que ser aclarados por la resolución de la Sala Constitucional en el momento en que ella dicte y resuelva por el fondo del asunto. Y en esos dos escenarios es donde yo pretendo que se mantengan los efectos del acto administrativo emanado de esta Corte en marzo del 2019. Ello no significa que estamos desobedeciendo a la Contraloría General de la República.
          Lo que estamos manifestando, y eso tiene proyección hacia los destinatarios de esos acuerdos o actos, es de que esos derechos son litigiosos, hay litigio, hay controversia. 
          Entonces, habrá que esperar la resolución de la Sala Constitucional, pero mantenemos la voluntad de decir que son derechos derivados en la interpretación que hizo esta Corte Plena, que me parece que es una interpretación conforme a derecho en marzo del 2019.
          Lo que quiero dar a entender es que se mantienen en el tiempo esos efectos, sin desconocer la orden de la Contraloría General de la República, porque para esos efectos, parte de ese acuerdo que está siendo aquí valorado, se está integrando una Comisión, en donde me incluyeron, y no porque piense igual, sino porque soy Presidente del Consejo de Personal, y eso se lo aclaro a los dirigentes sindicales que están aquí presentes, que va a presentar un informe esta Corte Plena sobre qué se va a hacer para ejecutar la orden de la Contraloría General de la República.
          Lo que yo espero es que la Sala Constitucional tenga el tiempo suficiente para que pueda razonar, sin ningún tipo de presión al respecto, y pueda decidir lo que tengan que decidir, ya que cualquier decisión de ejecución de instrumentalización que se venga a hacer para determinar entonces cómo se van a afectar de los mil trescientos y resto de empleados que tenemos, no es una cosa sencilla, no es nada fácil, y en mi criterio personal, no es algo que, en un mes, dos meses o tres meses, como se dijo en la mañana, se pueda hacer. Si las cosas se tienen que hacer, hay que hacerlas de manera pausada y tomando en cuenta todo el marco jurídico que está inserto en esta fuerte discusión".
          Señala la magistrada Chacón: "Yo quisiera decir que en la reunión de la mañana me di a la tarea de hacer una propuesta. Tenemos dos cosas y vamos a tratar de explicarlas. 
          Una es que nosotros habíamos tomado -digo habíamos tomado porque yo tomé ese acuerdo de marzo del 2019- donde implementamos, a nuestro juicio, con los diferentes reglamentos que estaban vigentes, y a lo que dijo la Sala Constitucional en la consulta del proyecto de Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, interpretamos que habían algunos derechos que con base en los reglamentos que existían y que están vigentes, porque no han sido derogados, que la aplicación no se podría hacer en términos "tajantes" de un 100% de lo que decía la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas.
          Con relación a los capítulos primero, segundo y cuarto de la Ley, el Poder Judicial aplicó en su totalidad todas las disposiciones con relación a la regla fiscal. Donde quedamos en divergencia por no haberse declarado como tal que estas leyes habían dejado de existir, que no se ha dicho bajo ninguna circunstancia, por parte de nadie se ha dicho, las normas están vigentes en los reglamentos, que la aplicación de las anualidades y los puntos de carrera profesional, se hacían diferente con relación al porcentaje sobre el salario base. 
          Y obviamente ahí quedamos en una discusión porque eso no calza con lo que dice la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas.
          Luego de que ha pasado todo este proceso, nosotros tomamos los acuerdos en marzo del 2019 y ese acuerdo está vigente. 
          Yo les decía a los compañeros hoy en horas de la mañana que soy del criterio, y es un poco lo que el magistrado Solís ahora está presentando, de que con relación al año 2019 no se pueden cobrar a los funcionarios lo que se le ha pagado en el año 2019 con base en ese acuerdo. Y que eso tiene que quedar pendiente y exclusivo de lo que diga la Sala Constitucional cuando resuelva la acción de inconstitucionalidad, pero que nosotros en este momento histórico tenemos un mandato de la Contraloría General de la República, que ese mandato fue recurrido por la Presidencia y con votos de esta Corte Plena se hicieron los recursos necesarios y fueron desestimados. 
          Y que sí podemos hacia adelante tomar un acuerdo, con la finalidad de que se pueda implementar lo que está indicando la Contraloría General de la República, pero solamente con relación al año 2020 en adelante. 
          Pero lo que se resolvió en la mañana, y es un poco referirme lo que dice el magistrado Solís, porque yo no comparto que eso sea declarado como en derechos precarios porque la verdad es que eso está dependiendo de una situación jurídica que resuelva la Sala Constitucional, que es la aplicación de todas las diferentes anualidades y demás a los diferentes empleados, y que responde que no se pueden tocar porque están en el año 2019, y responden a la acción de inconstitucionalidad. 
          El criterio mayoritario de los compañeros es en el sentido de hacer la medida cautelar para suspender la aplicación del acuerdo, en cuyo caso creo que se podría aclarar. Creo que los compañeros de los sindicatos pueden presentar todos los puntos de vista de cada uno. 
          Me parece que el acuerdo que se está logrando es hacia adelante, estableciendo una Comisión, y les quiero decir, es una Comisión de estos magistrados para integrar y ver el plan que se mandó. Porque ese plan no fue que nosotros lo decidimos, ese plan se mandó con los recursos a la Contraloría General de la República previendo en el caso de que fueran resueltos en forma adversa o que fueran denegados. 
          Se mandó un plan de cómo cumplir por parte de la Presidencia de la Corte. En ese sentido hay fechas claras para poder ajustar cada uno de esos rubros de acuerdo a lo que dice la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas.
          Lo que se acordó en la mañana fue tomar este plan que la Dirección de Gestión Humana ya mandó con la Presidencia a la Contraloría General de la República, desde el 6 o 7 de enero cuando nos notificaron y se discutió esto. La Presidencia tomó y mandaron esos diferentes planes de ejecución de cómo implementar la Ley, los cuales fueron aprobados por la Contraloría General de la República. 
          En ese sentido no es que estamos inventando nada, sino que ya la Presidencia lo había enviado a la Contraloría General de la República y ellos aprobaron esos planes. 
          Esto es para explicar por qué el acuerdo se da en forma general para después entrar con la Comisión a ver punto por punto y resolver lo que corresponda, es importante.
          Y sí comparto que los trabajadores y las personas de los gremios sindicales deben tener una explicación de lo ocurrido, porque tampoco fue una sesión a puertas cerradas, no, ahí estuvo la parte técnica con nosotros hoy en la mañana y no hay nada secreto. Simplemente es una reunión de trabajo para implementar lo que tenemos. 
          En ese sentido me parece que llevan razón los gremios, sí hay que explicarles abiertamente cuales fueron las discusiones que se dieron. No hay nada oculto, y esa fue la razón de lo que estuvimos discutiendo durante la mañana".
          Manifiesta el Presidente, magistrado Cruz: "Le hablé al magistrado Solís para suspender cinco minutos y que él redacte su propuesta para que esté más clara. Después de la intervención de la magistrada Varela vamos a suspender cinco minutos para que el magistrado Solís redacte en blanco y negro su propuesta, para que quede en contrate la que ya está preparada y la que él propone".
          Expresa la magistrada Varela: “Para reiterar, como lo dije en la mañana, absolutamente convencida de que lo que resolvimos en esta Corte, que ha sido puesta en cuestión, es justamente desde mi perspectiva y creo que todos los que votamos en ese sentido es que estábamos resolviendo y acogiéndonos a lo que dice la ley, no estábamos actuado de manera contraria a la ley y además es una situación que como bien lo están señalando las personas, han tenido beneficios como consecuencia de este acto administrativo que en todo caso desde mi perspectiva ese acto administrativo, simplemente vino a reconocer desde nuestra perspectiva lo que la ley establece, que no había una disposición que a nosotros nos desvinculara de manera cómo lo estamos haciendo y además que queda muy claro la misma ley establece que no tiene efectos retroactivos y eso está clarísimo.
            El tema ahora central es ya no si tiene o no razón la Contraloría General de la República, desde mi perspectiva no, pero eso es un tema que no me toca a mí resolverlo en este momento, sino que tenemos que tomar decisiones acorde al tema de las competencias que tiene la Contraloría General de la República y que nos vincula de manera hasta tanto no se resuelva por la Sala Constitucional si el acto administrativo que nosotros tomamos esta correcto o no, es constitucional o no.
            Además tengamos bien claro, la Sala Constitucional no suspendió los efectos de ese acto administrativo que nosotros dictamos, eso hay que tenerlo bien claro, por eso la propuesta que hace el magistrado Solís para mí estaba dentro del contexto de la propuesta general, sin embargo, pareciera como que estamos en una idea diferente, a mí sí me parece que deberíamos hacia futuro si es para cumplir con lo que dice la Contraloría General de la República, pero no afectar hacia el pasado lo que ya han recibido, porque eso sería además una agresión a esos derechos que ya han tenido bajo el principio de legítima confianza que han tenido los y las funcionarias.
            De manera tal que este es un tema nada fácil sabemos, pero que hay que tomar la decisión de acuerdo con lo que nos vincula o no de la Contraloría General de la República".
            Manifiesta el magistrado Molinari: "Mucho de lo que estuvimos discutiendo en la mañana fue precisamente reconociendo el acto administrativo emitido por Corte Plena en marzo del año pasado y que no lo estamos discutiendo y que ahora lo que tenemos son unas circunstancias distintas y es la orden de la Contraloría General de la República y el señor Presidente en las circunstancias actuales, en donde ya se resolvieron los recursos que se interpusieron y ahí está la orden de la Contraloría General de la República.
            En esos términos es que se planteó esa propuesta (A), porque tenemos que cumplir la orden de la Contraloría General de la República, entonces yo lo que quisiera preguntarle al magistrado Solís, porque estuvimos hablando, estuvimos incluso tratando de concretar algo a partir de la propuesta que hizo el magistrado Solís para tenerlo claro y para efectos de ver cuáles son las dos opciones, yo lo que quiero preguntar al magistrado Solís es que si él considera si se debe o no se debe cumplir la orden de la Contraloría General de la República a efectos de yo tener claridad con la propuesta de él".
            Responde el magistrado Solís: "Lo que he tenido en mente es no eliminar la palabra derechos y mantener siempre el término que hay derechos derivados del acto tomado en marzo del año pasado que a hoy, en razón de la situación dada con la orden emanada de la Contraloría General de la República y la interpretación que ese órgano fiscalizador hace del entorno normativo y de la sentencia de la Sala Constitucional cuando hizo la evacuación de la consulta legislativa, esos derechos que nosotros reconocimos ahora están en un escenario de litigio, no son derechos absolutamente definidos ya porque se da ese cuestionamiento entre la decisión adoptada por Corte Plena y la valoración expresada por la Contraloría General de la República de esa temática en esa orden que se le comunicó al señor Presidente.
            Entonces el ajustar o el aplicar la orden lo hacemos en el  sentido de que mantenemos la idea de que son derechos ahora precarios o ahora debilitados o ahora litigio pero que son derechos y la palabra última y la va a tener que tomar y lo digo por enésima vez la Sala Constitucional, nosotros vamos a establecer los mecanismos en base a ese famoso cronograma con tiempos, meses señalados etc., para hacer el trabajo que de por sí es un trabajo muy grande que desde el punto de vista logístico y técnico de hacer las adecuaciones correspondientes en el escenario del cumplimiento de la orden emanada de la Contraloría General de la República, pero sin que nosotros como Corte desconozcamos que del acto de marzo del año pasado se derivaron derechos, cuya ya consolidación y debida definición quedará supeditado a lo que diga la Sala Constitucional al momento en que resuelva la acción planteada.
            Ese es el escenario que yo tengo, es un escenario de interpretación, no es un escenario que está solucionando este problema, es una idea distinta y les aclaro a los compañeros y compañeras que están aquí presentes de las organizaciones sociales y sindicales, que eso que hoy discutimos en la mañana en una reunión de trabajo es lo que estamos ahorita discutiendo, no ha habido ningún cambio, las dos ideas de fondo fueron esas".
            Prosigue el magistrado Molinari: "Sí, es que sigo sin comprender bien, precisamente la propuesta, uno no desconoce la existencia de esos derechos y eso lo determinamos con mucha claridad en la mañana y en consecuencia entonces no sé cuál es la diferencia de una propuesta con la otra, porque en la primera reconocemos esos derechos, reconocemos los derechos derivados de la decisión que se tomó en marzo del año pasado por esta Corte, lo que pasa es que hay una causa diversa ahora por la cual debemos cumplir, no es que dejemos de reconocer aquel acto administrativo ni que lo estemos anulando, reconocemos los derechos que se derivan de aquel acto administrativo y ahora por otra causa es que tenemos que cumplir esa orden de la Contraloría General de la República.
            Entonces ahí es donde no me calza magistrado Solís, porque cuando usted habla de que lo que usted pretende es reconocer los derechos es lo mismo que yo creo que pretendemos con la opción uno, entonces quisiera saber si en la opción que usted plantea más bien, para diferenciarlas si el tema es que se cumple o no se cumple con la orden de la Contraloría General de la República para entenderla de manera adecuada".
            Responde el magistrado Solís: "En el proyecto de resolución que se está discutiendo, cuyo contenido es diverso al que había yo ofrecido, expresamente se suspenden los efectos del acto de marzo del año pasado, esa es la primera condición y en qué se diferencia de la proyección que yo doy, en donde no estamos suspendiendo los efectos, los estamos manteniendo y cuáles son los efectos, el reconocimiento de los derechos, los estamos manteniendo, solo que ahora esa manutención de esos derechos están supeditados y de ahí el carácter precario y litigioso de los mismos a lo que resuelva la Sala Constitucional.
            No es una cuestión de aplicar o no la orden, la orden la vamos a tener que aplicar dentro del cronograma que se está dando, pero siempre manteniendo la idea que son derechos que están siendo ejecutados por la organización del Poder Judicial para todos los efectos, es mi interpretación, si está mal hecha pues en buena hora y si está bien hecha también en buena hora. Yo no quiero hacer mayor discusión a este tema, es una cuestión si ustedes quieren definirlo de percepción ideológica de como yo abordo un problema que es eminentemente político y trato de entonces darle algún revestimiento de carácter jurídico a ese problema, ese problema que afecta a más de trece mil funcionarios de este Poder Judicial".
            Refiere el Presidente, magistrado Cruz: "Vamos a hacer un receso de cinco minutos para que el magistrado Solís redacte su propuesta me parece que es lo mejor".
            Interviene la magistrada Solano: "Nada más después del receso y hago una moción de orden, una vez que se pone a votación no es posible entrar a discutir la votación que se hace, entonces si van a hacer discusiones por eso ya habían anotado cual era la propuesta de votación y ya estaba la votación de manera que la discusión no se puede hacer según el reglamento". 

A las 15:46 se decreta un receso. A las 16:07 se reanuda la sesión con presencia de los magistrados y magistradas Cruz, Rivas, Solís, Molinari, Vargas, Aguirre, Varela, Sánchez, Olaso, Chacón, Ramírez, Burgos, Alfaro, Zúñiga, la suplente Sánchez Navarro y los suplentes Chacón Jiménez, Hernández Gutiérrez y Fernández Argüello.
            Indica el Presidente, magistrado Cruz: "Vamos a reiniciar la sesión, ya el magistrado Solís redactó su propuesta de moción, la Secretaria General la va a leer de seguido".

ENTRA LA MAGISTRADA SOLANO.

            La Secretaria General procede a leer la propuesta del magistrado Solís, la cual indica: 
         "Mantener los efectos del acuerdo de la Corte en sesión N° 11-2019 de 18 de marzo de 2019, artículo XIV. 

Estando presente un acto administrativo, existe un conjunto de derechos derivados del acuerdo de marzo del 2019, que a hoy, por la interpretación de la Contraloría General de la República, de conformidad con la fiscalización realizada y estando pendiente una acción de inconstitucionalidad contra lo acordado, esos derechos, ahora precarios o en litigio, mantienen sus efectos hasta que la Sala Constitucional determine la procedencia o improcedencia de lo acordado por la Corte en marzo de 2019.

La orden emanada de la Contraloría General de la República determina que este Poder Judicial inicie inmediatamente los estudios técnicos necesarios para ajustar lo relacionado al tema salarial y así se hará en espera de la resolución futura que dictará la Sala Constitucional al respecto."

-        0 -
            Dice el Presidente, magistrado Cruz: "Esa es la propuesta del magistrado Solís, y de seguido pasamos a votación".
CONSIDERANDO

1.                   La Corte Plena en sesión No. 11-19, celebrada el 18 de marzo de 2019, artículo XIV, acordó lo siguiente: 
“Por mayoría de catorce votos, se acordó: Tener por hecha la exposición de la Dirección Jurídica referente al informe sobre impacto de la Ley 9635 en las relaciones de empleo del Poder Judicial, en consecuencia, acoger las siguientes recomendaciones en él contenidas: 
1.) Dedicación Exclusiva o prohibición: 
1.a.) Para efectos del reconocimiento del pago de dedicación exclusiva o prohibición se aplicarán los porcentajes establecidos en la Ley 9635 a las personas que ingresen o reingresen al Poder Judicial a partir de su vigencia o que no cuenten con dicho reconocimiento a dicho momento. 
1.b.) En el caso de personas con derechos subjetivos o situaciones jurídicas consolidadas al amparo de un contrato de dedicación exclusiva o prohibición vigente, se les deberá mantener los porcentajes establecidos en la normativa existente previa a la vigencia de la ley 9635. 
1.c.) En caso de que mediante resolución fundamentada se decida no prorrogar un contrato de dedicación exclusiva y con posterioridad se proceda a aprobar un nuevo instrumento en tal sentido mediante resolución razonada, los porcentajes respectivos se regirán por la ley 9635. 
2.) Carrera profesional: De conformidad con el dictamen 19511-2018 de 21:45 de 23 de noviembre de 2018 de la Sala Constitucional, las regulaciones propias del Poder Judicial aplicable a sus funcionarios referentes al pago de carrera profesional se regirán por el artículo 7 de la Ley de Salarios del Poder Judicial y concordantes y no por la ley 9635, tanto para las personas que actualmente están laborando como para las personas que ingresen o reingresen al Poder de la República. 
3.) Anualidades: De conformidad con el dictamen 19511-2018 de 21:45 de 23 de noviembre de 2018 de la Sala Constitucional, las regulaciones propias del Poder Judicial referente a anualidades, fundado en el artículo 64 del Estatuto de Servicio Judicial y concordantes, se regirán por esta última ley y no por la ley 9635, tanto para las personas que actualmente están laborando como para las personas que ingresen o reingresen al Poder Judicial. 
4.) Incentivos: 
4.a.) El reconocimiento de incentivos salariales creados por reglamento o acuerdo de esta Corte se mantendrá en su conceptualización y forma de cálculo, para aquellos funcionarios que actualmente los perciben, hasta tanto no se disponga lo contrario por parte de esta Corte y no se crearán más incentivos por acuerdo o reglamento. 
4.b.) El reconocimiento de incentivos salariales creados por reglamento o acuerdo de esta Corte para los nuevos funcionarios del Poder Judicial o para aquellos que no lo hayan disfrutado o exista un reingreso a la institución, se calculará sobre un monto fijo y no se crearán más incentivos por acuerdo o reglamento. 
5.) Auxilio de Cesantía: 
5.a.) Para efectos del pago de auxilio de cesantía se procederá de conformidad con lo acordado en el artículo único de acta de Corte Plena, número 013 del 11/05/2011 para las personas que actualmente que laboran en el Poder Judicial al momento que entre en vigor la Ley 9635. 
5.b.) Los servidores que ingresen o reingresen al Poder Judicial con posterioridad a la entrada en vigencia de la ley 9635 se regirán por el tope establecido en este último cuerpo normativo, para efectos del pago del auxilio de cesantía. 
6.) Salarios: El tope máximo de la remuneración total de todos los servidores del Poder Judicial, desde las personas que ostenten el cargo de magistrado o magistrada hasta cualquier otro nivel de responsabilidad no podrá superar por mes el equivalente a veinte salarios base mensual de la categoría más baja de la escala de suelos de la Administración Pública, salvo que actualmente tengan una remuneración superior, la cual se mantendrá, mas no se incrementará. 
7.) Evaluación de desempeños: 
7.a.) En relación de la materia de evaluación del desempeño, entre el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (MIDEPLAN) y el Poder Judicial hay una relación de cooperación y asesoría, mas no de rectoría. 
7.b.) Debe implementarse a corto plazo, un modelo transitorio de evaluación de desempeño, al menos hasta que entre en vigencia una evaluación por competencias. 
8.) Otros:
8.a.) Debe someterse a conocimiento de esta Corte, una propuesta de la estructura salarial del Poder Judicial, a fin de que de manera proactiva se mantenga su consistencia y se adopten las medidas para futuros desajustes. 
8.b.) Deben destinarse los recursos necesarios para que las Direcciones de Gestión Humana y de Tecnología de la Información, puedan implementar las modificaciones necesarias para hacer efectivos los cambios en los sistemas para la aplicación de la Ley 9635 en los alcances descritos anteriormente. 

Asimismo, en la citada sesión se acordó: 

“(…) a.) Declarar de interés institucional el conformar un equipo de trabajo integrado por la Dirección de Gestión Humana, Dirección de Tecnología y la Dirección Jurídica, quienes tendrán a su cargo el estudio, diseño e implementación de las variaciones en los sistemas de pago, reglamentos y procedimientos como consecuencia de la aplicación de la Ley 9635 y su reglamento, también se deberá de definir e implementar un modelo de evaluación de desempeño.
b.) El Consejo Superior, deberá asignar los recursos necesarios para el funcionamiento del equipo de trabajo que implementará la Ley 9635 y la evaluación del desempeño.  Debido a las limitaciones presupuestarias en el programa administrativo, establecerá el orden de prioridades de los recursos asignados a proyectos y labores ordinarias, con la finalidad de allegar los recursos que requiera el equipo de trabajo de manera inmediata y urgente.
3.) En el plazo de un mes, a partir de la notificación de este acuerdo, el Consejo Superior informará a esta Corte del plan de trabajo establecido. 
Las Direcciones Jurídica, de Gestión Humana y de Tecnología de la Información tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara acuerdo firme.”

2.                   Que en oficio Nº DFOE-PG-0739 de 19 de diciembre de 2019, la señora Falon Stephany Arias Calero, Gerente de Área, el señor Mario Pérez Fonseca, Asistente Técnico, el señor Pablo Pacheco Soto y la señora Hilda Natalia Rojas Zamora, por su orden Fiscalizador y Fiscalizadora del Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República, comunicaron en lo que interesa lo siguiente:
“(…)
ORDEN

De conformidad con lo anteriormente señalado, y en ejercicio de sus potestades constitucionales y legales, normadas en los artículos 183 y 184 de la Constitución Política, y ordinales 4 y 12 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Ley n.° 7428, se ordena al señor Fernando Cruz Castro en su calidad de Presidente de la Corte Suprema de Justicia o a quien en su lugar ocupe el cargo:

a)                   Hacer del conocimiento de los miembros de la Corte Plena la emisión y contenido de la presente orden.

b)                  Girar las instrucciones a las instancias internas competentes del Poder Judicial para asegurar la aplicación del Título III de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas. N. 9635, en las condiciones, términos y plazos establecidos en dicha norma, para la totalidad de los funcionarios del Poder Judicial sin distingo de la fecha de incorporación, así como definir los mecanismos de seguimiento para asegurar dicho cumplimiento.

Para el cumplimiento de la presente orden, se deberá remitir al Área de Servicios Públicos Generales de la Contraloría General. certificación que acredite que realizó la comunicación indicada en el punto a) así como que se giraron las instrucciones indicadas y se definieron los mecanismos de seguimiento, consignados en el punto b). La indicada certificación deberá remitirse a este Órgano Contralor, a más tardar el 31 de enero de 2020.

En relación con lo ordenado en el presente oficio, el Órgano Contralor advierte que cualquier actuación -omisa o activa- por parte de esa Administración, en contraposición a lo establecido en la LFFP, o en general que resulten disconformes con el ordenamiento jurídico, podrán ser objeto de eventuales responsabilidades.

Finalmente, no se omite señalar que el artículo 69 de la LOCCR, establece que cuando en el ejercicio de sus potestades el Órgano Contralor haya cursado órdenes a los sujetos pasivos y estas no se hayan cumplido injustificadamente, las reiterará por una sola vez y fijará un plazo para su cumplimiento; pero de mantenerse la desobediencia una vez agotado el plazo, se tendrá como falta grave y dará lugar a la suspensión o a la destitución del funcionario o empleado infractor, según lo determine la Contraloría General.”
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[bookmark: _Hlk30145265]3.                   Que en sesión Nº 01-2020 celebrada el 6 de enero de 2020, artículo I, por mayoría, se acogieron las inhibitoria presentadas por la magistrada Hernández, los magistrados Castillo, Rueda y Araya y la suplente Esquivel Rodríguez, para el conocimiento y eventual dictado de actos administrativos relacionados con el oficio Nº DFOE-PG-0739 de 19 de diciembre de 2019, del Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República. 
4.                   Que en sesión Nº 01-2020 celebrada el 6 de enero de 2020, artículo II, en lo que interesa se dispuso, instar al señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia, magistrado Cruz, para que ejerciera las acciones y mecanismos legales ante el Órgano Contralor contra el referido documento (DFOE-PG-0739), incluyendo entre otras, la interposición de aquellas medidas cautelares útiles, necesarias y pertinentes, de conformidad con el artículo 148 de la Ley General de la Administración Pública. 
5.                   Que el Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República, por oficio número 910/ DFOE-PG-0032, remitió la resolución número R-DFOE-PG-00001-2020 de las catorce horas del veintiocho de enero de dos mil veinte, donde declaró sin lugar el Recurso de Revocatoria con Apelación en Subsidio y Nulidad Concomitante y solicitud de medida cautelar contra el oficio 20404/ DFOE-PG-0739.  
6.                   Que mediante oficio Nº 02793 (DC-0061) la señora Marta E. Acosta Zúñiga, Contralora General de la República, remitió la resolución R-DC-13-2020 de las quince horas del veintiocho de febrero de dos mil veinte, que en lo que interesa dice: 
“(…) 
POR TANTO

De conformidad con los hechos y consideraciones indicadas, así como lo dispuesto por el artículos 129, 156, 176, 177, 183 y 184 de la Constitución Política, 1, 3, 4, 8, 12, 69 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, 245, 247 y 330 de la Ley General de la Administración Pública, artículo 26 de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, Título III, Capítulo III, se resuelve: 1. Rechazar la solicitud de medida cautelar y como tal de suspensión de la orden contenida en el oficio No. 20.404 del 19 de diciembre de 2019. 2) Declarar sin lugar el recurso de apelación en subsidio presentado por el señor Fernando Cruz Castro, en su condición de Presidente de la Corte Suprema de Justicia del Poder Judicial en contra de la orden emitida por el Área de Fiscalización de Públicos Generales por oficio No. 20.404 del 19 de diciembre de 2019.----

NOTIFIQUESE”.

7.                   Que en la sesión de hoy, 2 de marzo de 2020, se acogió la inhibitoria planteada por el magistrado Salazar Alvarado y la magistrada Garro, para conocer el oficio Nº 02793 (DC-0061) de la Contraloría General de la República, dado que en la Sala Constitucional se tramita una acción de inconstitucionalidad (Nº 19-15543-0007-CO) presentada por Pedro Miguel Muñoz Fonseca contra el acuerdo de la Corte Plena, para que se declare inconstitucional lo dispuesto en sesión celebrada el 18 de marzo del 2019, artículo XIV, Nº 11-2019, mediante el cual se dispone mantener el pago de pluses de los funcionarios judiciales como porcentajes del salario, en lugar de transformarlos a montos nominales, tal y como establece la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, por lo que el tema planteado por la Contraloría General de la República se encuentra estrechamente vinculado con el objeto de la referida acción.
8.                   Que discutido el asunto, según lo dispuesto en los artículos 183 y 184 de la Constitución Política, 4 y 12 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Ley No. 7428, esta Corte, sin entrar en consideraciones de fondo, al determinar que el artículo XIV de la sesión N° 11-2019 del 18 de marzo de 2019 es un acuerdo firme, cuya constitucionalidad está pendiente de ser resuelta por la Sala Constitucional, pero que existe una orden expresa de la Contraloría General de la República, que deniega los recursos interpuestos por la Presidencia de la Corte y que no es posible dejar de cumplir dadas las implicaciones legales que ello conlleva, llegó a un consenso de redacción del respectivo proyecto de acuerdo, conforme a la voluntad de la mayoría, en espera de lo que resuelva la Sala Constitucional, el cual dice: 

“En razón de que existe pendiente de resolver una acción de inconstitucionalidad contra lo resuelto por esta Corte en acuerdo firme de la sesión N° 11-2019 del 18 de marzo de 2019, artículo XIV y en atención a lo dispuesto por la Contraloría General de la República en resolución R-DC-13-2020 de las quince horas del veinticinco de febrero de dos mil veinte, se acuerda: 1.) Acatar lo resuelto por la Contraloría General de la República e implementar conforme a lo ordenado por el órgano contralor y al plan de trabajo presentado por la Presidencia de la Corte, lo dispuesto en la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, N° 9635. 2.) Dictar como medida cautelar, la suspensión del artículo XIV, de la sesión de Corte Plena N° 11-2019 de 18 de marzo de 2019, a la espera de lo que resuelva la Sala Constitucional. 3.) La Presidencia de la Corte con la colaboración de la magistrada Chacón y de los magistrados Solís, Sánchez y Olaso, darán seguimiento a la ejecución del plan de trabajo presentado a la Contraloría General de la República”.

9.                   Que el magistrado Solís presentó una propuesta de acuerdo la cual indica lo siguiente: 
“Mantener los efectos del acuerdo de la Corte en sesión N° 11-2019 de 18 de marzo de 2019, artículo XIV. 

Estando presente un acto administrativo, existe un conjunto de derechos derivados del acuerdo de marzo del 2019, que a hoy, por la interpretación de la Contraloría General de la República, de conformidad con la fiscalización realizada y estando pendiente una acción de inconstitucionalidad contra lo acordado, esos derechos, ahora precarios o en litigio, mantienen sus efectos hasta que la Sala Constitucional determine la procedencia o improcedencia de lo acordado por la Corte en marzo de 2019.

La orden emanada de la Contraloría General de la República determina que este Poder Judicial inicie inmediatamente los estudios técnicos necesarios para ajustar lo relacionado al tema salarial y así se hará en espera de la resolución futura que dictará la Sala Constitucional al respecto”.
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10.                Que sometido el asunto a votación por mayoría de 13 votos, se dispuso a acoger la propuesta de mayoría. 

POR TANTO

En razón de que existe pendiente de resolver una acción de inconstitucionalidad contra lo resuelto por esta Corte en acuerdo firme de la sesión N° 11-2019 del 18 de marzo de 2019, artículo XIV y en atención a lo dispuesto por la Contraloría General de la República en resolución R-DC-13-2020 de las quince horas del veinticinco de febrero de dos mil veinte, se acuerda: 1.) Acatar lo resuelto por la Contraloría General de la República e implementar conforme a lo ordenado por el órgano contralor y al plan de trabajo presentado por la Presidencia de la Corte, lo dispuesto en la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, N° 9635. 2.) Dictar como medida cautelar, la suspensión del artículo XIV, de la sesión de Corte Plena N° 11-2019 de 18 de marzo de 2019, a la espera de lo que resuelva la Sala Constitucional. 3.) La Presidencia de la Corte con la colaboración de la magistrada Chacón y de los magistrados Solís, Sánchez y Olaso, darán seguimiento a la ejecución del plan de trabajo presentado a la Contraloría General de la República. Así votaron los magistrados y magistradas Rivas, Molinari, Vargas, Aguirre, Varela, Sánchez, Olaso, Chacón, Ramírez, Solano, Burgos, Alfaro y Zúñiga.

Los magistrados Cruz y Solís, votaron de la siguiente forma: “Mantener los efectos del acuerdo de la Corte en sesión N° 11-2019 de 18 de marzo de 2019, artículo XIV. 
Estando presente un acto administrativo, existe un conjunto de derechos derivados del acuerdo de marzo del 2019, que a hoy, por la interpretación de la Contraloría General de la República, de conformidad con la fiscalización realizada y estando pendiente una acción de inconstitucionalidad contra lo acordado, esos derechos, ahora precarios o en litigio, mantienen sus efectos hasta que la Sala Constitucional determine la procedencia o improcedencia de lo acordado por la Corte en marzo de 2019.
La orden emanada de la Contraloría General de la República determina que este Poder Judicial inicie inmediatamente los estudios técnicos necesarios para ajustar lo relacionado al tema salarial y así se hará en espera de la resolución futura que dictará la Sala Constitucional al respecto.”
Los magistrados suplentes Chacón Jiménez, Hernández Gutiérrez, Fernández Argüello y la magistrada suplente Sánchez Navarro se abstienen de votar.
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Expresa el Presidente, magistrado Cruz: "Quería hacer unas observaciones sobre el acuerdo, la verdad es que el espacio que le queda a la Presidencia de la Corte es muy reducido, dado el contenido de la orden, a pesar que a mí me parece que respecto de los fundamentos jurídicos y las objeciones, los argumentos y objeciones me parecen que me quedan con muchas interrogantes, pero ese no es el tema fundamental, sino decir que hay un mandato muy claro que deja poco margen de acción, excepto en algunas cosas que son complejas.
En la práctica hay algunas dificultades muy serias para ejecutar esto en 24 horas o en 8 días, mínimo por lo menos me parece no sería menos de un mes, excepto en algunos de los rubros que sí fueran de aplicación inmediata como el de la cesantía.
Todo eso lo discutimos en la sesión de trabajo de la mañana, porque era difícil después de todo lo que la Corte ha hecho en marzo de 2019 y luego el proceso de acusación penal contra todos los que aprobamos ese acuerdo; también la acción de inconstitucionalidad y luego los mandatos de la Contraloría General de la República.

Fíjense que es como un trípode de distintas fuentes de objeción. Una acción penal acusándonos de un hecho delictivo a los que aprobamos el acuerdo, otro es la acción de inconstitucionalidad que fue ya admitida y el tercero que es ya directamente la Contraloría General de la República que nos dirige un mandato.
Dentro de toda esta polémica quería señalar que me parece que hay algo que la Corte deberá valorar, desde la Presidencia estamos haciendo el estudio correspondiente y que me parece que este es un caso en el que el conflicto de competencia constitucional es importante plantearlo.
Porque aquí hay definitivamente una actuación de la Contraloría General de la República, que puede ser legítima en sus competencias y puede no serlo, y creo que el único órgano que puede dilucidar eso es el conflicto de competencia constitucional como lo prevé la Ley de la Jurisdicción Constitucional.
Por otra parte, creo que la experiencia que he tenido en todo este tema, debo señalar que poco se ha dicho de lo que dice la resolución de la Sala Constitucional resolviendo una consulta facultativa, voto 19511-2018, ni siquiera en prensa he visto un análisis de lo que ahí se dice. Y en las consultas, los señores diputados en esa consulta se toman las previsiones para blindar su proyecto consultando casualmente cuando la Corte se pronunció sobre el 167.
Y por eso dice la Sala Constitucional en uno de sus considerandos, que es un fallo de más de 200 páginas, dice en el proceso formulado en el expediente 18-016883-0007-CO el objeto está referido a la duda sobre la correcta interpretación a la aplicación del precepto 167 constitucional respecto a la organización y funcionamiento del Poder Judicial, en cada caso concreto y su incidencia en el tipo de votación”.
Quiere decir que cuando uno ve esta parte que es bastante extensa, uno aprecia una gran cantidad de consideraciones sobre leyes especiales del Poder Judicial, sobre el tema salarial, sobre distintas apreciaciones que hace la Sala Constitucional, sobre temas que estamos ahora discutiendo sin duda alguna, y es muy importante señalar por ejemplo cuando habla de Estatuto de Servicio Judicial dice en un párrafo: “De nuevo, se recuerda -refiriéndose al estatuto judicial- que se trata de una norma especial que tiene preponderancia frente a la disposición general. Además, se destaca que las normas del Estatuto de Servicio Judicial permanecerían incólumes tras la reforma propuesta mediante el proyecto n.° 20.580, pues este no lo modifica ni deroga.” 
Esta es una cita que no la he visto en prensa ni cuando se pregunta, porque ¿qué es lo que pasa en este caso? que ya lo he repetido, es una ley muy especial, es lo que la ley dice y lo que la Sala Constitucional dice que dice, en la consulta que los propios parlamentarios le hacen para salvar el tema de los 38 votos, de tal manera que la cantidad de páginas es muy extensa, no voy a cansarlos con esto.
Voy a repetir algo que ya lo hemos repetido bastante, dice un párrafo de esa resolución de la Sala Constitucional: "Tras analizar el articulado del proyecto n.° 20.580, tocante a las modificaciones a la Ley de Salarios de la Administración Pública, la Sala recuerda que la afectación al sueldo de los funcionarios judiciales puede incidir en la independencia judicial". Y da una serie de consideraciones de por qué puede ser, no lo afirma directamente y por supuesto, el párrafo que tantos han citado dice: "La Sala no omite subrayar que las normas de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley de Salarios del Poder Judicial y el Estatuto de Servicio Judicial no se ven afectadas por la reforma propuesta. Dichas normas posibilitan la autonomía del Poder Judicial en lo referido a cambiar su escala salarial o variar los salarios base."
Y por supuesto, acto seguido cita la nota que hemos visto tantas veces que nos envió la licenciada Rocío Aguilar Montoya, exministra de Hacienda, a propósito de la autonomía que tiene el Poder Judicial en materia salarial.
A mí lo que me llama la atención es que esto y otras consideraciones que son muy amplias, en que la Sala Constitucional da una serie de consideraciones de interpretación conforme para poder decir que entonces no requería los 38 votos, pero en la discusión de prensa pública esto no se ha dicho y esa es la parte que hemos tenido la polémica.
Me parece que ojalá la Sala Constitucional en algún momento lo dilucide, es posible que a lo mejor diga que estamos interpretando mal lo que dijo, pero que son bastantes páginas dedicadas a como valorar la independencia judicial o la organización y funcionamiento, es bastante extenso.
Desgraciadamente, para la Contraloría General de la República por un lado no existe la consulta de la Sala Constitucional, porque simplemente ignora esa pieza o esa consulta. En segundo lugar, dice que el tema de la acción de inconstitucionalidad no incide en el mandato que está promulgando, de tal manera que son apreciaciones que hago y que le dejan espacio reducido a la Corte, tal y como se aprobó, pero que claro que sí subsiste la polémica tanto en la consulta de competencia de constitucionalidad como en otros elementos que se podrían valorar en un futuro".
Expresa el magistrado Alfaro: "Sí quería, al igual que lo hace usted, hacer alguna reflexión en torno a la forma en que voté esta propuesta, porque comparto la exposición que hicieron compañeros y compañeras de gremios, en el entendido de que hubo un acuerdo de Corte que estableció una interpretación de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas y lo entiendo desde la lectura que hace el señor Presidente de ese voto de la Sala Constitucional.
Sin embargo, hay una orden de un ente contralor que con independencia de que se pueda plantear el conflicto de competencias, en tesis de principio tiene competencias para ordenar lo que ordenó y respecto de lo cual, vuelvo y repito, podríamos estar en total desacuerdo. 
Yo creo que aquí el punto está en que contra esa orden se ejercieron los recursos que legalmente se podrían ejercer. Y ahora lo que corresponde es que las organizaciones o los individuos, presenten las acciones de defensa de los derechos que consideren se les lesionan a partir de la orden de la Contraloría General de la República.
Sí quería dejar sentado esto, no podía votar contra una orden de un órgano contralor que tiene competencias que la Constitución Política y que la Ley le da, y contra el cual ya administrativamente habíamos agotado los recursos que se podía establecer. 
Inclusive a partir de todo esto se va a generar una discusión en los diferentes tribunales, en el Tribunal Constitucional con las que ya tienen planteadas y en el contencioso administrativo, como lo que ya tienen planteado, y con los cientos de acciones que a partir de ahora se establecerán".
Manifiesta el Presidente, magistrado Cruz: "Yo quería destacar algo que es bueno señalarlo, en la orden de la Contraloría General de la República insiste en un tema que es neurálgico en esta discusión y señala, según el mandato de la Contraloría General de la República, que es criterio de este órgano contralor que el acto consignado en el acta Nº 11-2019 del 18 de marzo del 2019, es un acuerdo general que no genera derechos a los servidores, prueba de ello son las supuestas gestiones recibidas con posterioridad en Corte Plena, con posterioridad al citado acuerdo, y realizadas por más de tres mil funcionarios, a partir de las cuales se afirma pretenden derivar derechos.
Es decir, no solo no genera derechos, si no que le parece que esta gestión de hacer valer y darse por notificado, más bien demuestra que no genera derechos. Un tema central aquí del órgano o el ente contralor que dice que un acuerdo de Corte, aunque diga que se reconocen determinados rubros.
Yo no sé qué tipo de notificación y formalidad requeriría para que sea reconocimiento de derechos. Un tema muy importante.

Por eso creo que es tan importante la consulta de constitucionalidad de competencia, ¿es que para una próxima ley con efectos hacendarios, tendríamos que preguntarle antes a la Contraloría General de la República cómo es que debemos interpretar la ley? Es decir, que el Poder Judicial está con la Espada de Damocles, que conforme a este precedente, cada vez que tengamos que poner en vigencia una ley que tenga que ver con salarios y presupuesto público, más bien tenemos que formularle a la Contraloría General de la República para que nos diga cómo es que debemos interpretar la ley, este es otro tema central.
Todas estas consideraciones no son más que la disciplina de un Estado de Derecho.
Y nosotros ahora en estas circunstancias, ocurrirán otros actos y otras gestiones. Tenemos que someternos a ese mandato. 
Por supuesto que me sugieren que el acuerdo lo declaremos firme".
Expresa la magistrada Solano: "En ese sentido, pedirle que el acuerdo lo declaráramos firme, sobre todo pensando en la Junta de Pensiones y en la aprobación de jubilaciones que tuviera que hacer la Junta y las consecuencias que de ellos derivan, por la decisión que ha tomado Corte. Y las responsabilidades que se derivan de la decisión que tomamos. 
En algunos momentos creo que he escuchado algunos comentarios que dicen que se siente como si usted estuviera solo. 
Creo que en esto de alguna manera siempre ha tenido el apoyo de este cuerpo colegiado, porque tanto el acuerdo de marzo, como el acuerdo de diciembre y el acuerdo de enero, siempre ha contado con el apoyo de mayoría de esta cámara. 
De manera que, en las actuaciones con relación a este tema, siempre ha existido un apoyo de la Corte Plena con relación a las acciones que ha tomado la Presidencia sobre este tema tan importante que tiene que ver con el conglomerado judicial".
Refiere el Presidente, magistrado Cruz: "Así lo he sentido, eso es cierto. Lo que ocurre es que comprendo también que como Presidente de la Corte, eso me expone a una polémica y a unas interpretaciones de prensa que son inevitables. 
Y la verdad que nunca me he sentido solo, más que yo asumo que las polémicas o la representación del Poder Judicial me corresponde, y eso hace que muchas de las valoraciones correctas o erradas recaigan sobre mí".

Indica la magistrada Varela: “Aquí es un tema de criterio, de opinión, lo que se ha expresado, y dentro de la independencia de cada uno de tomar sus decisiones, bajo la óptica que cada uno ve este tema.
En eso usted puede estar tranquilo, en lo personal puedo garantizarle absoluto respeto, confianza; y respeto la independencia suya, sé que igual usted lo ha manifestado hacia nosotros.
Este es un tema, como lo dijimos en la mañana, es discutible, opinable y estamos nosotros. Yo voté dentro de la mayoría, bajo la lógica de que este es un tema que se tiene que esperar lo defina la Sala Constitucional. Que tiene que definirlo la Sala Constitucional, pero ahora tenemos por las competencias de la Contraloría General de la República, que también es un tema discutible. Es más, debería de hacerse una consulta sobre este tema. 
Porque lo que hoy nos está pasando a futuro tiene que estar claro el panorama, las reglas claras, que parece que aquí todavía no están del todo claras. 
Repito, como voté en esa oportunidad, sigo creyendo que hay un derecho declarado, que las personas con independencia de que hayan sido notificados o no, lo tenían. Y que pueden hacer las gestiones que correspondan, depende del interés de cada uno. 
La Institución solo está, desde mi perspectiva, ahora mi voto es atendiendo ese nuevo escenario que se presentó. No porque crea que tenga razón la Contraloría General de la República, eso es otro tema por aparte, si no, por un tema de competencias que tiene, y bajo esa lógica fue que voté de esa manera. Quiero que esto quede bien claro".
Señala el Presidente, magistrado Cruz: "Creo que así superamos el artículo VIII”. Se declara acuerdo firme.”

- 0 -
Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo adoptado por la Corte Plena en la sesión N° 10-2020 celebrada el 2 de marzo del año en curso, artículo VII, en el que se acató lo resuelto por la Contraloría General de la República y se implantó conforme a lo ordenado por el órgano contralor y al plan de trabajo presentado por la Presidencia de la Corte, lo dispuesto en la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, N° 9635. 2.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento del máster Raúl Hernández González, actuario matemático, con la finalidad de que analice la aplicación en los salarios del colectivo judicial de lo dispuesto por la Contraloría General de la República sobre la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, N° 9635, lo anterior para analizar el impacto de las proyecciones actuariales del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
[bookmark: _Hlk35950563]ARTICULO XVII
Documento N° 223-2020
	Debido a la urgencia por parte de esta Junta Administradora de entregar a la Superintendencia de Pensiones el informe final actuarial que actualmente se está efectuando, se acuerda: 1.) Convocar al máster Raúl Hernández González, actuario matemático, para que el próximo miércoles 25 de marzo de 2020 a las 9:00 a.m., realice una exposición sobre los avances y el estado actual del estudio actuarial, exposición que se realizará en el Salón de Expresidentes, tercer piso del edificio de la Corte Suprema de Justicia. 2.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana, de la Dirección Ejecutiva y del Departamento de Financiero Contable para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
-o0o-
A las 11:16 horas terminó la sesión.
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Licenciada

Silvia Navarro Romanini

Secretaría General de la Corte

Poder Judicial





ASUNTO: Informe de pensión de la joven Deykel Fabiola Martínez Barquero.

REF: 13115-2019.





Estimados señores (as):





[bookmark: _Hlk22720576][bookmark: _Hlk26967494][bookmark: _Hlk22282632]Para su conocimiento, se adjunta el informe de pensión  PJ-DGH-AP-529-2020, con el cual se finiquita la solicitud incoada por la joven Deykel Fabiola Martínez Barquero, en calidad de hija del servidor judicial fallecido Armando Fabián Martínez Loría ante esta Dirección.



El mismo, contiene inserto el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, el cual cuenta con información de carácter confidencial.



Cabe indicar que, esta Dirección recomienda salvo mejor criterio, otorgar un 80% de los ¢377,629.42 que es equivalente a ¢302,103.53 (trecientos dos mil ciento tres colones con 53/100) porcentaje de pensión que le permita a la solicitante cubrir sus necesidades. 

 

Esta Dirección se mantendrá a la espera de lo que resuelva la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones a efecto de proceder con el trámite respectivo.























Con toda consideración,







		Lic. Leda Córdoba Montero

		Lic. Carlos Lizano Alfaro



		Coordinadora

Unidad de Jubilaciones

y Pensiones

		Jefe a.i

Administración de Personal















		Licda. Olga Guerrero Córdoba

		



		Sub Directora a.i                             Administración Humana

		











· Informe:



[bookmark: _GoBack]







· Solicitud de pensión:







        



		Dirección de Gestión Humana

San José, Barrio González Lahmann 

Av 6-8, Calles 17-19, Teléfono: 2295-4961/2295-3945

		Subproceso Administración de Personal

dcastillo@poder-judicial.go.cr y gh_docuelectro@poder-judicial.go.cr

Teléfono: 2295-4375 ext. 01-4375
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D I PR PC CDI O EN IDE 
JnElisTiDioINCRUIAMALNA 



23 MAYO 2019 



RECI 
Y ESCAN' 



SOLICITUD DE PENSIÓN POR MUERTE 



INFORMACIÓN DE LA PERSONA FALLECIDA 



Nombre Completo ,  



Armo nc1/4) 	ÍGISIQn Medina ior -IG 
No. de identificación 



I -`vab-  alio 
Fecha de nacimiento Sexo 



ti 
Edad 



ci i Clñcti 
Estado Civil 



sywor a ado 
DaMiCilio Provincia 
tan JbJe 



Cantón 
Cur rianbcr 



. 	Distrito 
1-virases 



Fax 



Calle Avenida No. Casa Teléfono 



1Q 	i91e_p1o 
bruang dere-C-‘nei 



Apartado No. 



cal-01i Cc., Otras señas del domicilio ne 	1cx 	enkrodo 
\az rner Ce6e) 	Licya m-b nO(i-e. 



c4C- <YNG 	el ICInk-  ck  
e Y t (leteCtl 	cV-- 



) Lg e-) kt- I  CaDCA 
, 



En qué lugar y fechabcurrió el fallecimiento del servidor (a) 
mi Vi Cu \Cr ( p'ircM) 



cl merco 20 t 4 	w , cochbo en Un CA1 ra c- 



¿Dónde y con quien vivía el servidor (a) cuando murió? 



li Y (Cija) 	COn 10 pelanita-  4 1G 	kerrnona 
En forma breve describa cuál fue la causa de la muerta.  



Dioporo en e) peón() 
Puesto y oficina en donde se despeñaba. 



Tse< 1.)&ci cal 	flocclo U C.:‘ reciA0 leo-Vice,  jualicSal 
Se encontraba recibiendo alguna pensión. Si ( ) 	No (x) 



INFORMACIÓN DEL O DE LA SOLICITANTE EN CONDICION DE: ESPOSA (0) ( ) 
COMPAÑERA (0) ( ) 



Nombre Completo 



Fecha de nacimiento Sexo Edad 



Domicilio Provincia Cantón Distrito 



Calle Avenida No. Casa 



Dirección Exacta. 



Teléfono 



Correo Electrónico 



No. de identificación 



Estado Civil 



Apartado No. 



¿SOLICITA LA PENSIÓN PARA USTED? SI ( ) 	NO ( ) 



En caso de que su respuesta sea negativa y la solicitud la gestione en representación de sus hijos, favor de no 
brindar la información que seguidamente se solicita.  











PODER JUDICIAL 
DIRECGION DE GESTION HUMANA 



S. 	23 MAYO 2019 „A 
ç r T El )43 



\ y ESCA1:3E, 	O I 



MATRIMONIO (Información que debe anotar solamente 
el ó la esposa solicitante) 



UNIÓN DE HECHO (Información que debe anotar solamente 
el ó la compañera solicitante) 



Indique la fecha en que contrajo matrimonio con el 
servidor (a) 



Anote la fecha en que el servidor (a) y usted iniciaron 
convivencia bajo un mismo techo: 



En caso de que antes del deceso se diera separación de Se dio separación entre ustedes durante la unión de hecho? 
Si ( ) Anote la fecha 	 No ( ) hecho entre el servidor (a) y usted, ante la fecha: 



Antes del deceso, se daba entre ustedes separación 
judicial? Si ( ) Anote fecha 	 No ( ) 



Anote el domicilio exacto de la convivencia antes del deceso 
del servidor (a) 



Se dio divorcio entre el asegurado y usted antes del 
deceso Si( ) Anote fecha 	 No ( ) 



¿Cuántos hijos procrearon en común? 



Recibía usted pensión alimentaria dictada por sentencia 
firme de parte de su esposo (a) Si ( ) Monto 



Recibía usted pensión alimentaria dictada por sentencia 
firme de parte de su esposa (a) Si ( ) Monto 



No ( ) No ( ) 



En caso de que su esposo (a) antes de fallecer no 
viviera con usted ¿con quien vivía? 



En caso de que su compañero (a) antes de fallecer no 
viviera con usted ¿con quien vivía? 



3. 	INFORMACIÓN DE LOS SOLICITANTES DE PENSIÓN EN CONDICIÓN DE HIJOS (AS) 



Nombre Completo 
rr lech Flabibb lit ItYInet earquer5 



Edad 



20 oftp 



No, de identificación 



1-1336- 001-0 
Estado Civil 



So\1/2-er o 
Fecha de nacimiento 



5-• 3- Ic1c19 
Sexo 



F 
Domicilio Provincia 
San jou- 



Ca tón 	. 
Cut r tdobai 



Distrito _a, 
-I .1f1OLDea 



Correo Electrónico 



Calle Avenida No. Casa Teléfono 



9216-B302 
Apartado No. 



Dirección Exacta. 	 B(02-1-  lb- OLI 



1-  Itr O 5C3 	Col 5 .1dirAcrA 	f (erkIre 	e\ \ C1 	cnp\1\0 	ln -ItIn'Nán-S 
Se encuentra estudiando 



Grado Vkl ieft)( de rxx)ne) 
Si (,c) 	No ( ) 



GzAto Amén co Lugar de estudio hcodo 
Recibía pensión alimentaria dictada por sentencia en firme de parte de su padre o madre 



Si ( ) Monto 	 No '64 











PODER JUDICUAL 
DIRECCION DE CECTION HUMANA 



23 MAYO 2019 



RECIBIDO 
Y ESC ANEAD 



4. 	Si usted tiene conocimiento de la existencia de otros familiares que dependían 
económicamente del causante favor anotar la información que se solicita en el siguiente 
cuadro. 



Nombre y Apellidos Parentesco Dirección y No. de Teléfono 



Dcle9 	o FI oro ut orii rec 	U 1 elt 



Firma del o de la Solicitante 	 Lugar y fecha de entrega de documentos 











4 ri -5,00- pope GE-stowimm4 
offiEcuot,  



o gss 



Retan-yr% O 
DECLARACIÓN JURADA PARA CONYUGE (ESPOSO- ESP SI) ESCP-S 



	  mayor, cedula de 



identidad 	número, 	 con 	domicilio 	actual 	en 



	  advertido (a) de las consecuencias legales que este acto conlleva, y de 



las penas con que la Ley castiga el falso testimonio, declaro bajo fe de juramento, que toda la 



información que a continuación suministro, es verídica y lo ratifico con mi firma y la de los testigos que 



aporto para el efecto y quienes igualmente se dan por advertidos de las consecuencias legales del 



falso testimonio, 



COMPROBACIÓN DE LOS HECHOS POR PARTE DEL PODER JUDICIAL 



Nombre de la persona fallecida: 	  



Anote el domicilio exacto de la persona servidora antes del deceso: 



¿Contaba la persona asegurada con algún ingreso mensual (Salario, ingresos, por actividad propia, 
alquileres, etc.) Si 	No 	Si contesta afirmativo, anote el monto, frecuencia con que los recibía y de 
donde procedían los mismos. 



En vida de su cónyuge, contaba usted con ingresos mensuales (Salario, pensión, ingresos por actividad 
propia, alquileres) Si 	No 	Si contesta afirmativo, anote el monto, frecuencia con que los recibía y de 
donde 	 procedían 	 los 	 mismos. 



De los siguientes gastos del hogar, cuales asumía la persona asegurada, antes de su fallecimiento: 
(marque con una X) 



Alimentación  	Estudios  	Servicios Públicos 	 



Transporte  	Vivienda  	Cable — Internet 



Otros 	 Ninguno 	 



¿En vida de su cónyuge, ¿Usted requería del aporte económico de él para hacerle frente a los gastos del 
hogar? 	  



Al momento del fallecimiento de su cónyuge, indique el domicilio exacto donde vivían: 



Nombre y firma del solicitante 	  



Fecha 	  











PODER JUDICIAL 
DIRECCION DE GESTION HUMANA 



k 23 MAYO 2019 44' 



RECIBIDO 
Y ESCANEADO  



Los testigos no podrán ser parientes por consanguinidad del solicitante, hasta el segundo grado. 



SionkOskt Corroáz 	15 ,«  
Nombre del Primer tes o 	 No. Cédula Firma 



Dirección( ft:U.) 	 Votil0 	-\-bniderk.  



Teléfono 1200 3119 



»dula lukun9" 	1 o-I9 O o f 2.7 ir i_  f y __ 



ombre d Segun tesfigo 	 No. Cédula 	 Firma 



Dirección  Do 	 cRgarita 	Zlii;yolciad 



Teléfono  22 11-f‘ 2 -  



TESTIGOS 











1? 



1V10130 osn 
ivnianr 1:1300d 











REPÚBLICA DE COSTA RIC.‘, 
1"1.111 	Tribunal Supremo de Elecciones 



Cédula de Identidad 



1 1736 0570 



-- 



PODER 1 PODER JIWCIAL 
DIRECCION DE GESTION HUMANA 



23 MAYO 2019 1 



RECIBIDO 
Y EICANEADO 



Numera DEYKELL FABIOLA 
MAR11NEZ 



2° Apellido: BARQUERO 



Número de Cédula: 
Fecha de Nacimiento: 
Lugar de Nacimiento: 



Nombre del Padre: 
Nombre de la Madre: 



Domicilio Electoral: 
Vencimiento: 



1 1736 0570 
05 03 1999 
CARMEN CENTRAL SAN JOSE 
ARMANDO FABIAhl MARTINEZ LORIA 
CAROLYN BARQUERO MURILLO 
15 AGOSTO CURRIDABAT SAN JOSE 



16 03 2027 	Sexo: 











5 4 











, T  _ _ - 	5-  -, 	 TRIBUNAL SUPREMO 
- -- 	,--II  DE ELECCIONES 



aki,a---•: '-1-1-iss REGISTRO CIVIL Tribunal _Supremo de Elecciones 
cmatunnozint~ REPÚBLICA DE COSTA RICA 



... 



QUE EN EL REGISTRO DE DEFUNCIONES QprtifirOAINCIA DE SPN JOSE 



N°  4 76 37 4 4 4 



AL TOMO 	: SEISCIENTOS VEINTIUNO 



FOLIO 	: TRESCIENTOS SESENTA Y SEIS 



ASIENTO 	: SETECIENTOS TREINTA Y DOS 



CITA 	: 1-0621-366-0732 



DICE QUE 	: ARMANDO FABIAN 
MARTINEZ LORIP 



PODER ..RASICIAL 
DIRECCION DE GESTION HUMANA 



23 MAYO 2019 



RECMIDO 
Y ESCANEADO 



C/COMO 
	 *****************.********# 



SEXO 	: MASCULINO 



NACIONALIDAD: COSTARRICENSE 



CEDULA 	: 1-0983-0876 



EDAD 	: CUARENTA Y UN AWS 



PADRE 	 JOSE ANTONIO MARTINEZ VINDAS 



MADRE 	: SOCORRO LORIP CONTRERAS 



MURIO EN 	: CARMEN CENTRAL SAN JOSE 
EL DIA 	: NUEVE DE MARZO DE DOS MIL DIECINUEVE 
cnusn MUERTE: 
EN ESTUDIO 



ESTE ES UN REGISTRO ELECTRONICO Y CONTIENE TODA LP INFORMACION DISPONIBLE. 
DADA A LAS DOCE HORAS CON CINCO MINUTOS DEL 
CINCO DE ABRIL DEL DOS MIL DIECINUEVE. 



SE ADVIERTE QUE PARA LA VALIDEZ DE ESTA CERTIFICACION SE DEBERPN CANCELAR LOS 
DERECHOS ARANCELARIOS RESPECTIVOS DENTRO DEL MES SIGUIENTE A SU EXPEDICION. 



SANDY PATRICIO MONNEY GUZMPN, CERTIFICADOR 



NULA SI NO  CONSTAN CANCELADOS LOS DERECHOS Y TIMBRES EN BOLETA ADJUNTA 
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	PJ-DGH-AP-529-2020                                                                                              


13 de febrero 2020





                                                                 


Licenciada


Silvia Navarro Romanini


Secretaria General


Corte Suprema de Justicia








[bookmark: _Hlk24633155]ASUNTO: Informe de pensión de la joven Deykel Fabiola Martínez Barquero.








REF: 9411-2019.








Estimada señora:





[bookmark: _Hlk22720576][bookmark: _Hlk26967494][bookmark: _Hlk22282632]Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la joven Deykel Fabiola Martínez Barquero, en calidad de hija del servidor judicial fallecido Armando Fabián Martínez Loría, cuyo deceso acaeció el 9 de marzo de 2019.





I. Origen.


Esta Dirección en fecha 23 de mayo de 2019, recibió la gestión de la joven Deykel Fabiola Martínez Barquero, en calidad de hija, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión que  puede reclamar por el fallecimiento del señor Martínez Loría.   





Consecuentemente, en fecha 29 de mayo de 2019 se remitió el oficio N° 2334-AP-2019, dirigido al Departamento de Trabajo Social y Psicología, donde se solicita la valoración socioeconómica de la solicitante.








II. Valoración socioeconómica practicada. 


Mediante informe de fecha 2 de octubre de 2019, recibido en esta Dirección el 4 de octubre de 2019, la Licda. Carmen Fabiola Segura Céspedes, Trabajadora Social del Departamento de Trabajo Social y Psicología, analizó las condiciones socioeconómicas la joven Martínez Barquero.





El informe de cita se adjunta al final de este documento y del mismo se extraen las siguientes apreciaciones acotadas por la Profesional de Trabajo Social, por su relevancia para el análisis de la gestión:





“…Tomando en consideración la información recabada y documentada al momento de la valoración, se obtiene que la joven Deykell Fabiola Martínez Barquero tuvo vínculo consanguíneo en primer grado con ex-funcionario judicial Armando Fabián Martínez Loría, siendo que la relación paterna-filial es caracterizada desde un nexo afectivo estrecho, apoyo emocional y económico continuo del señor Martínez hacia la referida. 





A partir de la investigación realizada, se identifica relación de dependencia económica de la referida hacia el funcionario judicial fallecido quién asumió sus necesidades básicas y cumplimiento de sus derechos hasta el momento de su deceso. 





Aunado a lo anterior, los ingresos económicos actuales de la persona valorada provienen de transferencia económica institucional que, dada su naturaleza temporal y vinculada a condicionantes para su mantenimiento, no podría constituirse per se en un ingreso estable y fijo a futuro. Del mismo modo, a pesar de administrar una pensión alimentaria, se documentó un incumplimiento sistemático en el depósito del monto establecido, siendo además que existe una persona menor de edad con dependencia económica hacia la joven Deykell. 





Desde el análisis por línea de pobreza, la persona referida se encuentra en condición de pobreza extrema, razón por la cual no logra satisfacer adecuadamente sus necesidades básicas, mismas que en apariencia lograban con mayor capacidad ser atendidas mediante ayuda económica proporcionada por ex-funcionario judicial…”











III. Consideraciones del caso realizadas por la Profesional en Trabajo Social, esto conforme al estudio socioeconómico.





La joven Deykell Fabiola Martínez Barquero, actualmente cuenta con 20 años, cuando estaba en octavo año de colegio, quedó embarazada, razón por la cual abandonó los estudios, sin embargo, actualmente se encuentra estudiando en horario nocturno.





La petente es producto de relación sentimental que sostuvo el señor Martínez Loría con la señora Carolyn Rebeca Barquero Murillo.  La pareja contrajo nupcias posteriores al nacimiento de Deykell. 





Según indica la joven a la Trabajadora Social, la relación de sus progenitores era negativa con constantes discusiones producto de celos por parte de don Armando, pero sin incurrir en de violencia intrafamiliar. 





De acuerdo con lo que se indica en el informe socioeconómico, don Armando tenía un rol paterno presente y responsable, además era atento y amoroso, le identificaba como un apoyo emocional y figura de confianza durante su desarrollo infanto-juvenil, refiere un vínculo afectivo positivo y estrecho.  





Deykell manifiesta haber convivido con su progenitor hasta los 9 años aproximadamente, momento en que se da la separación conyugal.  Posterior a la ruptura matrimonia, don Armando mantuvo un rol paterno responsable, involucrándose en el ámbito educativo y recreativo de la joven y hasta la fecha de su deceso le proporcionó ayuda económica voluntaria de ¢150,000.00 (ciento cincuenta mil colones con 00/100) mensuales para la satisfacción de sus necesidades básicas y cumplimiento de derechos de la referida.








A los 17 años Deykell inició una relación sentimental con Gerald Alexander Mora Campos de 19 años, la cual se mantuvo por 10 meses. Debido a que la joven quedó embarazada, la pareja expresa tener dudas sobre su paternidad, situación que llevó a que la relación finalizara cuando tenía aproximadamente cinco meses de gestación.





Indica la joven Martínez Barquero que, durante el embarazo, su padre fue quien le brindó el apoyo tanto emocional como económico ya que era quien la acompañaba a las citas médicas y le compraba los medicamentos que no le dada la Caja Costarricense de Seguro Social.





Posterior al nacimiento de la hija de Deykell en noviembre de 2016, la joven decide interponer proceso judicial para su reconocimiento y entablar proceso de pensión alimentaria bajo sumaria 18-2236-172-PA.





Al momento de la valoración, Deykell integra grupo familiar de estructura extensa, conformado por ella, su progenitora Carolyn Barquero Murillo, quién se dedica a ventas por catálogo; un hermano por línea materna Jeshua Barquero Murillo de 9 años, estudiante; su hija Daleysha Mora Martínez de 2 años de edad, su abuela materna Sonia Murillo Tencio de 52 años de edad, administradora del hogar y su abuelo materno el señor Roy Barquero Delgado de 56 años de edad, quién se ocupa ocasionalmente en instalación de canoas. 





La vivienda está inscrita a nombre de doña Sonia, y se ubica en una comunidad con acceso a servicio de transporte público y cercanía a centros educativos y de salud. No se observa presencia de problemática social que coloque en situación de riesgo a la referida y su grupo de convivencia.





Al momento de la valoración, la petente manifiesta afectación emocional por el fallecimiento de su padre, indica que se ha sentido deprimida y muestra preocupación pues no le gustaría recibir nuevamente intervención psiquiátrica en centro de salud, ya que cuenta con antecedentes de tratamiento por depresión. 


Deykell manifiesta afectación al dejar de percibir la ayuda económica brindada por el funcionario judicial fallecido, pues destinaba el dinero a la atención de sus necesidades y las de su hija, a la vez que, proporcionaba ayuda económica para compra de alimentación y pago de servicios públicos del hogar, siendo que actualmente ha tenido que disminuir su aporte al grupo familiar.





La joven reporta ingresos provenientes de subsidio económico del Instituto Mixto de Ayuda Social por un monto de ¢75,000.00 (setenta y cinco mil colones de 00/100) mensuales del Programa de atención a familias en condición de pobreza y pobreza extrema.  También recibe pensión alimentaria en favor de su hija, cuyo monto está fijado en ¢85,000.00 (ochenta y cinco mil colones con 00/100), sin embargo y de acuerdo con la documentación aportada a la profesional de Trabajo Social, el monto recibido no corresponde con el establecido. 





De acuerdo al cuadro de ingresos y gastos el núcleo familiar tiene un total de ingresos por un monto de ¢305,000.00 (trescientos cinco mil colones con 00/100) desglosados de la siguiente manera: ¢75,000.00 (setenta y cinco mil colones con 00/100), provenientes del subsidio del IMAS, ¢62,400.00 (sesenta y dos mil cuatrocientos con 00/100) pensión alimentaria, ¢18,000.00 (dieciocho mil colones con 00/100) beca de FONABE que recibe el hermano de Deykell, ¢50,000.00 (cincuenta mil colones con 00/100) trabajo de don  Roy Barquero, abuelo materno de Deykell, ¢ 100,000.00 (Cien mil colones con 00/100) ventas por catálogo de la señora Carolyn Barquero, madre de Deykell.  Mientras los egresos familiares son por un monto de ¢257,350.00 (doscientos cincuenta y siete mil trescientos cincuenta colones con 00/100)











IV. Normativa atinente al caso.





Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:


“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:



Tienen derecho a pensión por orfandad:


1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante,


dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:


1.1) Solteros menores de edad.


1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.


1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas…”


 


“Artículo 229- 


El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 





V. Conclusiones.


· El informe socioeconómico practicado a la joven Deykell Fabiola Martínez Barquero, demuestra con claridad la dependencia económica que existió entre ella y su padre, situación establecida en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por la cual la solicitante se convierte en sujeto del derecho reclamado.





· La situación económica de Deykell se vio impactada con el fallecimiento de don Armando, toda vez que en vida él era quien la apoyaba económicamente a través de la ayuda voluntaria que le brindaba mensualmente, dinero que le permitía satisfacer tanto sus necesidades básicas como de educación.





· Conforme la información aportada por la Trabajadora Social, la joven Martínez Barquero mantiene sus actividades académicas, por lo cual la posibilidad de recibir un beneficio de pensión le significaría mayores posibilidades de alcanzar alguna preparación profesional le brinde mejores herramientas para su futuro y el de su hija.





· La posibilidad de recibir alguna ayuda económica como la que pretende, le representa a la joven Deykell Martínez Barquero opciones para mejorar sus actuales condiciones de vida. El estudio socioeconómico revelo que el inmueble en cual reside presenta deterioro, así como también mobiliario básico en mal estado.   








VI. Datos aritméticos y personales para el establecimiento del monto de jubilación.








· Servidor fallecido: Armando Martínez Loría.





· Edad al momento de su deceso: 41 años, 4 meses y 10 días.





· Tiempo servido: 21 años, 11 meses y 24 días.





· Porcentaje de jubilación por años de servicio: 62.81%





· Salarios considerados para el cálculo: Últimos 240 salarios indexados (traídos a valor presente conforme el artículo 224 de la Ley 9544).








			Total 240 salarios indexados


			₡217,311.885.82





			Salario Promedio


			₡905,466.19 





			Salario Referencia, 82% del salario promedio


			₡751,028.95 





			Monto de Jubilación


			₡472,036.77 

















VII. Recomendaciones.





[bookmark: _Hlk29470671]En línea con lo anterior, partiendo de que el monto de jubilación que hubiese percibido el señor Armando Martínez Loría sería de ¢472,036.77 (cuatrocientos setenta y dos mil treinta y seis colones con 77/100) mensuales, el monto máximo que establece la ley para asignar por concepto de pensión es de ¢377,629.42 (Monto que representa el 80% del monto de jubilación).  





Por lo tanto, basados la información del estudio socioeconómico, esta Dirección recomienda salvo mejor criterio, otorgar un porcentaje de pensión que le permita a la solicitante cubrir sus necesidades.  De acuerdo con el análisis realizado por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, ese porcentaje podría ser de un 80% de los ¢377,629.42 indicados en el párrafo anterior. 





Si accede el órgano superior a otorgar el porcentaje recomendado, el beneficio resultaría en un monto de ¢302,103.54 (trescientos dos mil ciento tres colones con 54/100), suma mensual en bruto, la cual se encuentra sujeta a las respectivas deducciones de ley, lo que implica que el monto final estimado a recibir por parte de la joven Martínez Barquero sería de ¢243,214.39 (Doscientos cuarenta y tres mil doscientos catorce colones con 39/100), el cual es adecuado satisfacer sus necesidades económicas de forma segura.





Es importante señalar que, el beneficio de pensión  se otorga hasta la edad de 25 años tiempo durante el cual la gestionante deberá demostrar mediante los documentos que solicite el Departamento Financiero Contable, que es alumna activa de un centro de estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora del Fondo.





Sobre la vigencia del beneficio y considerando que Deykell presentó la solicitud 2 meses y 13 días posteriores al fallecimiento de don Armando, debe tomarse en consideración lo dispuesto en el artículo 18 del Reglamento al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de las Jubilaciones y Pensiones, en donde se indica:








"...En todos los casos el derecho de la pensión regirá al día siguiente del fallecimiento del ex servidor judicial, salvo que la gestión sea presentada tres meses después en cuyo caso regirá a partir de la fecha en que se presentó la solicitud...".








Al no presentarse una dilación en la solicitud de pensión superior a los tres meses, se recomienda aprobar la pensión a partir del 10 de marzo de 2019 conforme lo regula la normativa actual vigente.





Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.





Con toda consideración,











Licda. Leda Córdoba Montero		              Lic. Carlos Lizano Alfaro


[bookmark: _GoBack]                          Coordinadora			                                   Jefe a.i


Unidad de Jubilaciones y Pensiones                          Administración de Personal














    Licda. Olga Guerrero Córdoba		    


        Subdirectora a.i Gestión Humana		       











· Dictamen Socioeconómico:

















          


			Dirección de Gestión Humana


San José, Barrio González Lahmann 


Av 6-8, Calles 17-19, Teléfono: 2295-4961/2295-3945


			Subproceso Administración de Personal


dcastillo@poder-judicial.go.cr y gh_docuelectro@poder-judicial.go.cr


Teléfono: 2295-4375 ext. 01-4375
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PODER JUDICIAL  




  DEPARTAMENTO DE TRABAJO SOCIAL Y PSICOLOGÍA 




DICTAMEN SOCIOECONÓMICO  




FONDO DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL PODER JUDICIAL 




 




Para: Unidad de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 




Del: Departamento de Trabajo Social y Psicología del Segundo Circuito Judicial de 




San José. 




 




I. DATOS GENERALES: 




Oficio: N°2234-AP-2019 




Asunto: Valoración socioeconómica. 




Solicitante: Deykell Fabiola Martínez Barquero 




Fecha de informe: 2 de octubre de 2019 




 




II. MOTIVO DE INTERVENCIÓN:  




 Según solicitud de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones en oficio N° 2234-




AP-2019 se requiere realizar valoración socioeconómica a sobreviviente de ex-




funcionario Judicial para determinar dependencia económica de la solicitante. 




 




III. CONSENTIMIENTO INFORMADO:     




 Se le informa a la persona valorada, el objetivo, la metodología y el carácter 




de voluntariedad de la valoración socioeconómica, enterada de su derecho, 




manifiesta estar de acuerdo en participar.  




 




IV. METODOLOGÍA Y FUENTES DE INFORMACIÓN: 




1. Revisión Documental:  




1.1 Boleta de referencia del oficio N°2234-AP-2019 















1.2 Documento de identidad de la persona referida y de la señora Carolyn 




Barquero Murillo. 




1.3 Certificación de nacimiento a nombre de Deykell Fabiola Martínez Barquero 




extendida por el Registro Civil con fecha del 5 de abril del 2019. 




1.4 Constancia de no pensión IVM emitida por la Caja Costarricense de Seguro 




Social a nombre de Deykell Fabiola Martínez Barquero con fecha del 29 de mayo 




del 2019. 




1.5 Solicitud de proceso judicial para fijación alimentaria bajo sumaria N° 18-2236-




172-PA interpuesta por Deykell Fabiola Martínez Barquero con fecha del 28 de 




setiembre del 2018. 




1.6 Solicitud de apremio corporal bajo sumaria N° 18-2236-172-PA solicitada por 




Deykell Fabiola Martínez Barquero con fecha del 22 de mayo del 2019. 




1.7 Certificación de no inscripción de matrimonio a nombre de Armando Fabián 




Martínez Loría con fecha del 5 de abril del 2019. 




1.8 Estudio de hijos/as del señor Armando Fabián Martínez Loría extendida por el 




Registro Civil con fecha del 8 de abril del 2019. 




1.9 Certificación de transferencia económica extendida por el Instituto Mixto de 




Ayuda Social nombre de Deykell Fabiola Martínez Barquero con fecha del 18 de 




junio del 2019. 




1.10 Declaración jurada de ingresos a nombre de Roy Barquero Delgado con 




fecha del 28 de junio del 2019. 




1.11 Declaración jurada de ingresos a nombre de Carolyn Barquero Murillo con 




fecha del 14 de junio del 2019. 




1.12 Recibo por servicio eléctrico (CNFL, junio 2019, a nombre de Cruz Custodio 




Murillo Garita, comprobante de pago N°60316672) 




1.13 Recibo por servicio agua potable (COOPENAE, junio 2019, a nombre de 




Cristóbal Murillo Garita, comprobante de pago N°60316672) 




1.14 Recibos de compra de alimentación, artículos de higiene y artículos para el 




hogar (Super-oferta, junio 2019) 




1.15 Recibo por servicio de telefonía residencial (TUCÁN, enero 2019, a nombre 




de Sonia Murillo Tencio) 















1.16 Recibo por pago impuesto municipales emitido por la Municipalidad de 




Curridabat a nombre de Sonia Murillo Tencio con fecha del 28 de junio del 2019, 




comprobante de pago N°412117 




1.17 Recibo por pago impuesto bienes inmuebles emitido por la Municipalidad de 




Curridabat a nombre de Sonia Murillo Tencio con fecha del 28 de junio del 2019, 




comprobante de pago N°412118. 




1.18 Recibos de transacciones bancarias por retiro de depósito cuota de fijación 




alimentaria a nombre de Deykell Fabiola Martínez Barquero, comprobantes de 




retiro: N°15521443, N°15064966, N°14421758, N°12291989, N°14103441, 




N°11324884, N°11061414, N°11364189, N°11341395 y N°13163747. 




 




2. Entrevista Semi -estructurada a:  




 -Deykell Fabiola Martínez Barquero (persona referida) 




Entrevista focalizada a:  




 -Carolyn Barquero Murillo (progenitora de la persona referida) 




 




3. Investigación social de campo a:  




 -Deykell Fabiola Martínez Barquero  




Entrevista focalizada a: 




 -Sonia Murillo Tencio (abuela materna de persona referida) 




4. Consulta Registro Nacional de bienes muebles e inmuebles, mediante 




página electrónica. 




5. Consulta a Tribunal Supremo de Elecciones, mediante página electrónica. 




6. Observación no participante. 




 




7. Análisis y sistematización de la información. 




 




 















-Limitantes de la investigación: 




 Se solicitó a la persona referida información acerca de asistencias sociales 




por parte del Fondo Nacional de Becas y en relación con la condición de salud 




particular de integrantes de grupo familiar, sin embargo, la documentación no fue 




aportada.  




 




V. ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN SOCIOECONÓMICA VALORADA 




  




La presente investigación social versa acerca de un proceso de solicitud de 




pensión ante la Unidad de Jubilaciones y Pensiones por fallecimiento del 




funcionario judicial Armando Fabián Martínez Loría quién se desempeñaba como 




técnico judicial, suceso acaecido el pasado 9 de marzo del 2019.  




 




 De tal manera, se tiene como posible beneficiaria a Deykell Fabiola 




Martínez Barquero, persona valorada, de calidades costarricense con número de 




cédula 1-1736-0570, fecha de nacimiento 5 de marzo de 1999, suma 20 años de 




edad, soltera, con grado académico de secundaria incompleta, actualmente 




estudiante. 




 




 De la relación de parentesco entre el funcionario judicial fallecido y la 




referida se conoce lazo familiar en primer grado de consanguinidad al ser la joven 




Deykell hija única del señor Martínez, según confirman fuentes consultadas e 




información documental aportada.  




 




 Se conoce que la referida es producto de relación sentimental del señor 




Martínez con la señora Carolyn Rebeca Barquero Murillo, de calidades 




costarricense, número de cédula 1-1140-0702, al momento de la valoración suma 




37 años de edad. 




 




 Pareja mantiene convivencia por espacio breve y contraen nupcias el 13 de 




noviembre del 1999, posterior al nacimiento de Deykell. Según indica la persona 




referida, la relación de sus progenitores es caracterizada en términos negativos 




con constantes discusiones producto de celos por parte del señor Martínez, pero 




sin incurrir en otras manifestaciones de violencia intrafamiliar. Niega antecedentes 




de procesos judiciales o institucionales, así como consumo de sustancias lícitas o 




ilícitas en grupo familiar. 




 















 La referida describe un rol paterno presente y responsable, considera al 




señor Martínez un padre atento y amoroso, le identificaba como un apoyo 




emocional y figura de confianza durante su desarrollo infanto-juvenil, refiere un 




vínculo afectivo positivo y estrecho.  




 




 La organización del grupo familiar se daba mediante roles de género 




tradicionales, el señor Martínez ocupó rol de proveedor a partir de su trabajo como 




funcionario judicial, mientras la señora Barquero administraba el hogar y ejercía el 




cuido de Deykell. Acota una adecuada satisfacción de las necesidades básicas del 




grupo familiar. 




 




 La joven referida aduce haber convivido con su progenitor hasta los 9 años 




de edad aproximadamente, momento en que se da la separación conyugal, 




egresando el señor Martínez del domicilio común. Según indica el motivo de la 




ruptura matrimonial responde a los constantes celos, anteriormente señalados, del 




señor Martínez, cuadros depresivos de su progenitora y una aparente intervención 




en la pareja de la abuela paterna Socorro Loría Contreras, quién no estuvo de 




acuerdo con el matrimonio.  




  




 Posterior a la ruptura conyugal, la valorada y las fuentes consultadas 




coinciden en que el señor Martínez mantuvo un rol parental responsable, 




involucrándose en el ámbito educativo y recreativo de Deykell, desde la 




separación y hasta la fecha de su deceso le proporcionó ayuda económica 




voluntaria de 150.000 colones mensuales para la satisfacción de sus necesidades 




básicas y cumplimiento de derechos de la referida.  




 Inclusive la ayuda económica era extensiva en oportunidades hacia la 




progenitora de la joven cuando así lo requería, posterior al proceso de divorcio, 




lograron pactar una relación cordial y adecuados canales de comunicación, siendo 




que la señora Carolyn Barquero también identificó como figura de apoyo 




económico al ex-funcionario judicial. 




 




 En otro orden de ideas, a nivel educativo, la referida cursó sus estudios 




primarios en la Escuela Centroamérica sin reportar repitencia o problemas 




educativos relevantes. Cursa estudios secundarios en el colegio Uladislao Gámez 




Solano, siendo que incurre en deserción estudiantil en octavo año debido a 




embarazo a temprana edad. 




 




 Acota relación sentimental a los 17 años de edad con Gerald Alexander 




Mora Campos de 19 años de edad, vínculo se prolonga por espacio de diez 




meses, siendo que Deykell queda embarazada, sin embargo, la pareja expresa 















dudas sobre su paternidad, motivo por el cual la referida da por finalizado el 




vínculo cuando sumaba aproximadamente cinco meses de gestación. 




 




 Arguye que, durante este tiempo, debido a la desatención de 




responsabilidades por parte de su ex-pareja, es su progenitor el señor Alexander 




quién le apoya emocionalmente, la acompaña a sus citas médicas y le compra 




medicamentos que necesitaba por su estado gestacional y que no le eran suplidos 




mediante la seguridad social. 




 




 El 26 de noviembre del 2016 nace Daleysha Mora Martínez, siendo que la 




persona referida debió interponer proceso judicial para su reconocimiento y 




entablar proceso de pensión alimentaria bajo sumaria 18-2236-172-PA, por el rol 




parental irresponsable que ha manifestado el progenitor de la persona menor de 




edad.  




 




 Por lo anterior, el señor Martínez asume necesidades económicas de la 




niña proporcionando fórmula para bebé, pañales desechables, frutas, atendiendo 




emergencias médicas y proporcionando vestimenta. No se omite acotar que 




fuentes consultadas concuerdan en afirmar que la persona menor de edad 




reconocía al señor Martínez como figura paterna. 




 




  Al momento de la valoración, Deykell integra grupo familiar de estructura 




extensa, conformado por ella, su progenitora Carolyn Barquero Murillo, quién se 




dedica a ventas por catálogo; un hermano por línea materna Jeshua Barquero 




Murillo de 9 años de edad, estudiante; su hija Daleysha Mora Martínez de 2 años 




de edad, su abuela materna Sonia Murillo Tencio de 52 años de edad, 




administradora del hogar y su abuelo materno el señor Roy Barquero Delgado de 




56 años de edad, quién se ocupa ocasionalmente en instalación de canoas.  




 




 La valorada habita vivienda inscrita a nombre de la señora Sonia Murillo 




quién figura como dueña de un medio de la finca número 595520 de 200 metros 




cuadrados. Estructura de dos niveles, en el primer nivel cuenta con cuatro 




aposentos distribuidos de la siguiente manera: sala-cocina, baño completo, una 




habitación y un espacio adaptado como dormitorio mediante cortinas en la sala de 




la vivienda donde pernocta el hermano menor de la valorada.  




 




 El segundo nivel de la vivienda posee su propia sala-cocina y dos 




habitaciones ocupadas por la progenitora de la referida y Deykell quién pernocta 




junto a su hija. Estructura habitacional en regulares condiciones de conservación e 




higiene, se observa mobiliario básico y en mal estado. 




 















 Grupo familiar con acceso a servicios básicos de agua potable, luz eléctrica 




y telefonía residencial. Comunidad con acceso a servicio de transporte público y 




cercanía a centros educativos y de salud. No se observa presencia de 




problemática social que coloque en situación de riesgo a la referida y su grupo de 




convivencia. 




 




 Al momento de la valoración, la referida manifiesta afectación emocional por 




el deceso de la figura paterna, indica que se ha sentido deprimida y muestra 




preocupación pues no le gustaría recibir nuevamente intervención psiquiátrica en 




centro de salud, ya que cuenta con antecedentes de tratamiento por depresión. 




 




 En lo que respecta al ámbito económico, la valorada manifiesta afectación 




al dejar de percibir la ayuda económica brindada por el funcionario judicial 




fallecido, pues destinaba el dinero a la atención de sus necesidades y las de su 




hija, a la vez que, proporcionaba ayuda económica para compra de alimentación y 




pago de servicios públicos del hogar, siendo que actualmente ha debido mermar 




su aporte al grupo familiar.  




 




 Al momento de la valoración, Deykell reporta ingresos provenientes de 




subsidio económico del Instituto Mixto de Ayuda Social por monto de 75.000 




colones mensuales del Programa de atención a familias en condición de pobreza y 




pobreza extrema. 




  




 Del mismo modo, percibe depósito de pensión alimentaria en favor de su 




hija, sí bien el monto fijado es de 85.000 colones mensuales, se constata en 




revisión documental e información obtenida en valoración social que el monto 




recibido no corresponde con el establecido, lo anterior se expone en la siguiente 




tabla: 




Cuadro #1 




MES DEPOSITO MONTO DE 




FIJACIÓN ALIMENTARIA 




MONTO DEPOSITADO 




Noviembre, 2018 85.000 colones 




Diciembre, 2018 68.900 colones 




Enero, 2019 58.500 colones 




Febrero, 2019 29.000 colones 




Marzo, 2019 49.000 colones 




Abril, 2019 84.000 colones 




 Elaboración propia a partir de revisión de transacciones bancarias. 




  















Es importante acotar que proceso para fijación alimentaria cuenta con 




solicitud de apremio corporal en mayo del presente año solicitado por Deykell 




debido al incumplimiento de los pagos. 




 




 Por su parte, la valorada incurre en egresos correspondientes a 30.000 




colones mensuales que proporciona para gastos de grupo familiar, además asiste 




a centro educativo Escuela Centroamérica en horario nocturno tres días a la 




semana incurriendo en gasto por desplazamiento en transporte público por monto 




de 12.000 colones mensuales aproximadamente.  




 




 Asimismo, en el mes de julio de los corrientes debió cancelar la suma de 




30.000 colones por pago de exámenes, siendo que dicho monto lo cubre 




semestralmente por la modalidad de estudio matriculada. 




 




  Aunado a lo anterior, aporta egresos asociados a las necesidades básicas 




de su hija como pañales y vestimenta, asimismo necesidades propias de la 




referida. Estilaba realizar ocasionalmente consultas en salud privada, 




particularmente de pediatría, mismas que en vida eran cubiertas por el señor 




Martínez, siendo que actualmente la referida ha evitado incurrir en dichos gastos. 




 




 Respecto a los ingresos y egresos económicos del grupo familiar de 




convivencia de la referida, son desagregados en la siguiente tabla: 




 




Cuadro #2 




INGRESOS GRUPO FAMILIAR EGRESOS GRUPO FAMILIAR 




Programa atención a familias IMAS: 




75.000 colones mensuales 




Alimentación, artículos aseo 




personal y limpieza de vivienda: 




200.000 colones mensuales. 




Pensión alimentaria: 62.400 colones 




(promedio con base en los últimos 6 




meses de depósito. 




Servicio de electricidad: 9.785 




colones mensuales  




Beca FONABE: 18.000 colones 




mesuales (Jeshua Barquero-hermano 




de la referida) 




Servicio agua potable: 12.000 colones 




mensuales 




Trabajo cuenta propia: 50.000 colones 




mensuales (Roy Barquero-abuelo 




paterno referida) 




Servicio telefonía residencial: 7.565 




colones mensuales 




Trabajo ventas por catálogo: 100.000 




colones mensuales (Carolyn Barquero-




progenitora de la referida)  




Servicios municipales: 10.000 colones 




mensuales (30.000 pago trimestral) 















 Gas de cocina: 8000 colones 




mensuales.  




 Recargas celulares: 10.000 colones 




mensuales 




INGRESOS TOTALES: 305.000 




colones 




EGRESOS TOTALES: 257.350 colones 




Fuente: Elaboración propia a partir de documentación aportada y entrevista realizadas. 




   




 Por tanto, comparando la relación entre ingresos y gastos se obtiene un 




remanente positivo de 47.650 colones mensuales. Ante esto, fuentes de 




información consultadas advierten dificultades para la satisfacción de necesidades 




básicas, máxime que por presunto padecimiento psicológico de depresión 




presentado por el señor Roy Barquero y la señora Carolyn Barquero, se aduce 




afectaciones en el desempeño laboral de ambos integrantes del grupo familiar. 




 




 En el mismo orden de ideas, al realizar un análisis tomando como 




parámetro la línea de pobreza del Instituto Nacional de Estadística y Censos para 




zona urbana, el núcleo familiar al que pertenece la persona valorada se encuentra 




en condición de pobreza extrema con un ingreso per cápita de 50.833 colones. 




  




 En revisión documental se obtiene que la persona referida no registra 




bienes inmuebles o muebles.  




  




La joven valorada Deykell indica que la motivación para solicitar la pensión 




ante el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial se debe a que le 




gustaría continuar subsanando costos educativos actuales, arguye deseo de 




cursar a futuro carrera de criminología "porque se lo prometí a mi papá". 




 




 




VI. CONCLUSIONES: 




  




Tomando en consideración la información recabada y documentada al 




momento de la valoración, se obtiene que la joven Deykell Fabiola Martínez 




Barquero tuvo vínculo consanguíneo en primer grado con ex-funcionario judicial 




Armando Fabián Martínez Loría, siendo que la relación paterna-filial es 




caracterizada desde un nexo afectivo estrecho, apoyo emocional y económico 




continuo del señor Martínez hacia la referida. 




 




 A partir de la investigación realizada, se identifica relación de dependencia 




económica de la referida hacia el funcionario judicial fallecido quién asumió sus 















necesidades básicas y cumplimiento de sus derechos hasta el momento de su 




deceso. 




 




 Aunado a lo anterior, los ingresos económicos actuales de la persona 




valorada provienen de transferencia económica institucional que, dada su 




naturaleza temporal y vinculada a condicionantes para su mantenimiento, no 




podría constituirse per se en un ingreso estable y fijo a futuro. Del mismo modo, a 




pesar de administrar una pensión alimentaria, se documentó un incumplimiento 




sistemático en el depósito del monto establecido, siendo además que existe una 




persona menor de edad con dependencia económica hacia la joven Deykell. 




 




 Desde el análisis por línea de pobreza, la persona referida se encuentra en 




condición de pobreza extrema, razón por la cual no logra satisfacer 




adecuadamente sus necesidades básicas, mismas que en apariencia lograban 




con mayor capacidad ser atendidas mediante ayuda económica proporcionada por 




ex-funcionario judicial. 




 




 Se emite informe para lo que se estime conveniente. 




 




 




 




Carmen Fabiola Segura Céspedes 




Trabajadora Social 




Código profesional: 3635 
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PODER JUDICIAL – Subproceso Administración de Personal	



	PJ-DGH-AP-529-2020                                                                                              

13 de febrero 2020



                                                                 

Licenciada

Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

Corte Suprema de Justicia





[bookmark: _Hlk24633155]ASUNTO: Informe de pensión de la joven Deykel Fabiola Martínez Barquero.





REF: 9411-2019.





Estimada señora:



[bookmark: _Hlk22720576][bookmark: _Hlk26967494][bookmark: _Hlk22282632]Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la joven Deykel Fabiola Martínez Barquero, en calidad de hija del servidor judicial fallecido Armando Fabián Martínez Loría, cuyo deceso acaeció el 9 de marzo de 2019.



I. Origen.

Esta Dirección en fecha 23 de mayo de 2019, recibió la gestión de la joven Deykel Fabiola Martínez Barquero, en calidad de hija, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión que  puede reclamar por el fallecimiento del señor Martínez Loría.   



Consecuentemente, en fecha 29 de mayo de 2019 se remitió el oficio N° 2334-AP-2019, dirigido al Departamento de Trabajo Social y Psicología, donde se solicita la valoración socioeconómica de la solicitante.





II. Valoración socioeconómica practicada. 

Mediante informe de fecha 2 de octubre de 2019, recibido en esta Dirección el 4 de octubre de 2019, la Licda. Carmen Fabiola Segura Céspedes, Trabajadora Social del Departamento de Trabajo Social y Psicología, analizó las condiciones socioeconómicas la joven Martínez Barquero.



El informe de cita se adjunta al final de este documento y del mismo se extraen las siguientes apreciaciones acotadas por la Profesional de Trabajo Social, por su relevancia para el análisis de la gestión:



“…Tomando en consideración la información recabada y documentada al momento de la valoración, se obtiene que la joven Deykell Fabiola Martínez Barquero tuvo vínculo consanguíneo en primer grado con ex-funcionario judicial Armando Fabián Martínez Loría, siendo que la relación paterna-filial es caracterizada desde un nexo afectivo estrecho, apoyo emocional y económico continuo del señor Martínez hacia la referida. 



A partir de la investigación realizada, se identifica relación de dependencia económica de la referida hacia el funcionario judicial fallecido quién asumió sus necesidades básicas y cumplimiento de sus derechos hasta el momento de su deceso. 



Aunado a lo anterior, los ingresos económicos actuales de la persona valorada provienen de transferencia económica institucional que, dada su naturaleza temporal y vinculada a condicionantes para su mantenimiento, no podría constituirse per se en un ingreso estable y fijo a futuro. Del mismo modo, a pesar de administrar una pensión alimentaria, se documentó un incumplimiento sistemático en el depósito del monto establecido, siendo además que existe una persona menor de edad con dependencia económica hacia la joven Deykell. 



Desde el análisis por línea de pobreza, la persona referida se encuentra en condición de pobreza extrema, razón por la cual no logra satisfacer adecuadamente sus necesidades básicas, mismas que en apariencia lograban con mayor capacidad ser atendidas mediante ayuda económica proporcionada por ex-funcionario judicial…”







III. Consideraciones del caso realizadas por la Profesional en Trabajo Social, esto conforme al estudio socioeconómico.



La joven Deykell Fabiola Martínez Barquero, actualmente cuenta con 20 años, cuando estaba en octavo año de colegio, quedó embarazada, razón por la cual abandonó los estudios, sin embargo, actualmente se encuentra estudiando en horario nocturno.



La petente es producto de relación sentimental que sostuvo el señor Martínez Loría con la señora Carolyn Rebeca Barquero Murillo.  La pareja contrajo nupcias posteriores al nacimiento de Deykell. 



Según indica la joven a la Trabajadora Social, la relación de sus progenitores era negativa con constantes discusiones producto de celos por parte de don Armando, pero sin incurrir en de violencia intrafamiliar. 



De acuerdo con lo que se indica en el informe socioeconómico, don Armando tenía un rol paterno presente y responsable, además era atento y amoroso, le identificaba como un apoyo emocional y figura de confianza durante su desarrollo infanto-juvenil, refiere un vínculo afectivo positivo y estrecho.  



Deykell manifiesta haber convivido con su progenitor hasta los 9 años aproximadamente, momento en que se da la separación conyugal.  Posterior a la ruptura matrimonia, don Armando mantuvo un rol paterno responsable, involucrándose en el ámbito educativo y recreativo de la joven y hasta la fecha de su deceso le proporcionó ayuda económica voluntaria de ¢150,000.00 (ciento cincuenta mil colones con 00/100) mensuales para la satisfacción de sus necesidades básicas y cumplimiento de derechos de la referida.





A los 17 años Deykell inició una relación sentimental con Gerald Alexander Mora Campos de 19 años, la cual se mantuvo por 10 meses. Debido a que la joven quedó embarazada, la pareja expresa tener dudas sobre su paternidad, situación que llevó a que la relación finalizara cuando tenía aproximadamente cinco meses de gestación.



Indica la joven Martínez Barquero que, durante el embarazo, su padre fue quien le brindó el apoyo tanto emocional como económico ya que era quien la acompañaba a las citas médicas y le compraba los medicamentos que no le dada la Caja Costarricense de Seguro Social.



Posterior al nacimiento de la hija de Deykell en noviembre de 2016, la joven decide interponer proceso judicial para su reconocimiento y entablar proceso de pensión alimentaria bajo sumaria 18-2236-172-PA.



Al momento de la valoración, Deykell integra grupo familiar de estructura extensa, conformado por ella, su progenitora Carolyn Barquero Murillo, quién se dedica a ventas por catálogo; un hermano por línea materna Jeshua Barquero Murillo de 9 años, estudiante; su hija Daleysha Mora Martínez de 2 años de edad, su abuela materna Sonia Murillo Tencio de 52 años de edad, administradora del hogar y su abuelo materno el señor Roy Barquero Delgado de 56 años de edad, quién se ocupa ocasionalmente en instalación de canoas. 



La vivienda está inscrita a nombre de doña Sonia, y se ubica en una comunidad con acceso a servicio de transporte público y cercanía a centros educativos y de salud. No se observa presencia de problemática social que coloque en situación de riesgo a la referida y su grupo de convivencia.



Al momento de la valoración, la petente manifiesta afectación emocional por el fallecimiento de su padre, indica que se ha sentido deprimida y muestra preocupación pues no le gustaría recibir nuevamente intervención psiquiátrica en centro de salud, ya que cuenta con antecedentes de tratamiento por depresión. 

Deykell manifiesta afectación al dejar de percibir la ayuda económica brindada por el funcionario judicial fallecido, pues destinaba el dinero a la atención de sus necesidades y las de su hija, a la vez que, proporcionaba ayuda económica para compra de alimentación y pago de servicios públicos del hogar, siendo que actualmente ha tenido que disminuir su aporte al grupo familiar.



La joven reporta ingresos provenientes de subsidio económico del Instituto Mixto de Ayuda Social por un monto de ¢75,000.00 (setenta y cinco mil colones de 00/100) mensuales del Programa de atención a familias en condición de pobreza y pobreza extrema.  También recibe pensión alimentaria en favor de su hija, cuyo monto está fijado en ¢85,000.00 (ochenta y cinco mil colones con 00/100), sin embargo y de acuerdo con la documentación aportada a la profesional de Trabajo Social, el monto recibido no corresponde con el establecido. 



De acuerdo al cuadro de ingresos y gastos el núcleo familiar tiene un total de ingresos por un monto de ¢305,000.00 (trescientos cinco mil colones con 00/100) desglosados de la siguiente manera: ¢75,000.00 (setenta y cinco mil colones con 00/100), provenientes del subsidio del IMAS, ¢62,400.00 (sesenta y dos mil cuatrocientos con 00/100) pensión alimentaria, ¢18,000.00 (dieciocho mil colones con 00/100) beca de FONABE que recibe el hermano de Deykell, ¢50,000.00 (cincuenta mil colones con 00/100) trabajo de don  Roy Barquero, abuelo materno de Deykell, ¢ 100,000.00 (Cien mil colones con 00/100) ventas por catálogo de la señora Carolyn Barquero, madre de Deykell.  Mientras los egresos familiares son por un monto de ¢257,350.00 (doscientos cincuenta y siete mil trescientos cincuenta colones con 00/100)







IV. Normativa atinente al caso.



Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:


Tienen derecho a pensión por orfandad:

1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante,

dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:

1.1) Solteros menores de edad.

1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.

1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas…”

 

“Artículo 229- 

El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 



V. Conclusiones.

· El informe socioeconómico practicado a la joven Deykell Fabiola Martínez Barquero, demuestra con claridad la dependencia económica que existió entre ella y su padre, situación establecida en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por la cual la solicitante se convierte en sujeto del derecho reclamado.



· La situación económica de Deykell se vio impactada con el fallecimiento de don Armando, toda vez que en vida él era quien la apoyaba económicamente a través de la ayuda voluntaria que le brindaba mensualmente, dinero que le permitía satisfacer tanto sus necesidades básicas como de educación.



· Conforme la información aportada por la Trabajadora Social, la joven Martínez Barquero mantiene sus actividades académicas, por lo cual la posibilidad de recibir un beneficio de pensión le significaría mayores posibilidades de alcanzar alguna preparación profesional le brinde mejores herramientas para su futuro y el de su hija.



· La posibilidad de recibir alguna ayuda económica como la que pretende, le representa a la joven Deykell Martínez Barquero opciones para mejorar sus actuales condiciones de vida. El estudio socioeconómico revelo que el inmueble en cual reside presenta deterioro, así como también mobiliario básico en mal estado.   





VI. Datos aritméticos y personales para el establecimiento del monto de jubilación.





· Servidor fallecido: Armando Martínez Loría.



· Edad al momento de su deceso: 41 años, 4 meses y 10 días.



· Tiempo servido: 21 años, 11 meses y 24 días.



· Porcentaje de jubilación por años de servicio: 62.81%



· Salarios considerados para el cálculo: Últimos 240 salarios indexados (traídos a valor presente conforme el artículo 224 de la Ley 9544).





		Total 240 salarios indexados

		₡217,311.885.82



		Salario Promedio

		₡905,466.19 



		Salario Referencia, 82% del salario promedio

		₡751,028.95 



		Monto de Jubilación

		₡472,036.77 











VII. Recomendaciones.



[bookmark: _Hlk29470671]En línea con lo anterior, partiendo de que el monto de jubilación que hubiese percibido el señor Armando Martínez Loría sería de ¢472,036.77 (cuatrocientos setenta y dos mil treinta y seis colones con 77/100) mensuales, el monto máximo que establece la ley para asignar por concepto de pensión es de ¢377,629.42 (Monto que representa el 80% del monto de jubilación).  



Por lo tanto, basados la información del estudio socioeconómico, esta Dirección recomienda salvo mejor criterio, otorgar un porcentaje de pensión que le permita a la solicitante cubrir sus necesidades.  De acuerdo con el análisis realizado por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, ese porcentaje podría ser de un 80% de los ¢377,629.42 indicados en el párrafo anterior. 



Si accede el órgano superior a otorgar el porcentaje recomendado, el beneficio resultaría en un monto de ¢302,103.54 (trescientos dos mil ciento tres colones con 54/100), suma mensual en bruto, la cual se encuentra sujeta a las respectivas deducciones de ley, lo que implica que el monto final estimado a recibir por parte de la joven Martínez Barquero sería de ¢243,214.39 (Doscientos cuarenta y tres mil doscientos catorce colones con 39/100), el cual es adecuado satisfacer sus necesidades económicas de forma segura.



Es importante señalar que, el beneficio de pensión  se otorga hasta la edad de 25 años tiempo durante el cual la gestionante deberá demostrar mediante los documentos que solicite el Departamento Financiero Contable, que es alumna activa de un centro de estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora del Fondo.



Sobre la vigencia del beneficio y considerando que Deykell presentó la solicitud 2 meses y 13 días posteriores al fallecimiento de don Armando, debe tomarse en consideración lo dispuesto en el artículo 18 del Reglamento al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de las Jubilaciones y Pensiones, en donde se indica:





"...En todos los casos el derecho de la pensión regirá al día siguiente del fallecimiento del ex servidor judicial, salvo que la gestión sea presentada tres meses después en cuyo caso regirá a partir de la fecha en que se presentó la solicitud...".





Al no presentarse una dilación en la solicitud de pensión superior a los tres meses, se recomienda aprobar la pensión a partir del 10 de marzo de 2019 conforme lo regula la normativa actual vigente.



Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.



Con toda consideración,







Licda. Leda Córdoba Montero		              Lic. Carlos Lizano Alfaro

[bookmark: _GoBack]                          Coordinadora			                                   Jefe a.i

Unidad de Jubilaciones y Pensiones                          Administración de Personal









    Licda. Olga Guerrero Córdoba		    

        Subdirectora a.i Gestión Humana		       







· Dictamen Socioeconómico:











          

		Dirección de Gestión Humana

San José, Barrio González Lahmann 

Av 6-8, Calles 17-19, Teléfono: 2295-4961/2295-3945

		Subproceso Administración de Personal

dcastillo@poder-judicial.go.cr y gh_docuelectro@poder-judicial.go.cr

Teléfono: 2295-4375 ext. 01-4375
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PODER JUDICIAL  



  DEPARTAMENTO DE TRABAJO SOCIAL Y PSICOLOGÍA 



DICTAMEN SOCIOECONÓMICO  



FONDO DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL PODER JUDICIAL 



 



Para: Unidad de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 



Del: Departamento de Trabajo Social y Psicología del Segundo Circuito Judicial de 



San José. 



 



I. DATOS GENERALES: 



Oficio: N°2234-AP-2019 



Asunto: Valoración socioeconómica. 



Solicitante: Deykell Fabiola Martínez Barquero 



Fecha de informe: 2 de octubre de 2019 



 



II. MOTIVO DE INTERVENCIÓN:  



 Según solicitud de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones en oficio N° 2234-



AP-2019 se requiere realizar valoración socioeconómica a sobreviviente de ex-



funcionario Judicial para determinar dependencia económica de la solicitante. 



 



III. CONSENTIMIENTO INFORMADO:     



 Se le informa a la persona valorada, el objetivo, la metodología y el carácter 



de voluntariedad de la valoración socioeconómica, enterada de su derecho, 



manifiesta estar de acuerdo en participar.  



 



IV. METODOLOGÍA Y FUENTES DE INFORMACIÓN: 



1. Revisión Documental:  



1.1 Boleta de referencia del oficio N°2234-AP-2019 











1.2 Documento de identidad de la persona referida y de la señora Carolyn 



Barquero Murillo. 



1.3 Certificación de nacimiento a nombre de Deykell Fabiola Martínez Barquero 



extendida por el Registro Civil con fecha del 5 de abril del 2019. 



1.4 Constancia de no pensión IVM emitida por la Caja Costarricense de Seguro 



Social a nombre de Deykell Fabiola Martínez Barquero con fecha del 29 de mayo 



del 2019. 



1.5 Solicitud de proceso judicial para fijación alimentaria bajo sumaria N° 18-2236-



172-PA interpuesta por Deykell Fabiola Martínez Barquero con fecha del 28 de 



setiembre del 2018. 



1.6 Solicitud de apremio corporal bajo sumaria N° 18-2236-172-PA solicitada por 



Deykell Fabiola Martínez Barquero con fecha del 22 de mayo del 2019. 



1.7 Certificación de no inscripción de matrimonio a nombre de Armando Fabián 



Martínez Loría con fecha del 5 de abril del 2019. 



1.8 Estudio de hijos/as del señor Armando Fabián Martínez Loría extendida por el 



Registro Civil con fecha del 8 de abril del 2019. 



1.9 Certificación de transferencia económica extendida por el Instituto Mixto de 



Ayuda Social nombre de Deykell Fabiola Martínez Barquero con fecha del 18 de 



junio del 2019. 



1.10 Declaración jurada de ingresos a nombre de Roy Barquero Delgado con 



fecha del 28 de junio del 2019. 



1.11 Declaración jurada de ingresos a nombre de Carolyn Barquero Murillo con 



fecha del 14 de junio del 2019. 



1.12 Recibo por servicio eléctrico (CNFL, junio 2019, a nombre de Cruz Custodio 



Murillo Garita, comprobante de pago N°60316672) 



1.13 Recibo por servicio agua potable (COOPENAE, junio 2019, a nombre de 



Cristóbal Murillo Garita, comprobante de pago N°60316672) 



1.14 Recibos de compra de alimentación, artículos de higiene y artículos para el 



hogar (Super-oferta, junio 2019) 



1.15 Recibo por servicio de telefonía residencial (TUCÁN, enero 2019, a nombre 



de Sonia Murillo Tencio) 











1.16 Recibo por pago impuesto municipales emitido por la Municipalidad de 



Curridabat a nombre de Sonia Murillo Tencio con fecha del 28 de junio del 2019, 



comprobante de pago N°412117 



1.17 Recibo por pago impuesto bienes inmuebles emitido por la Municipalidad de 



Curridabat a nombre de Sonia Murillo Tencio con fecha del 28 de junio del 2019, 



comprobante de pago N°412118. 



1.18 Recibos de transacciones bancarias por retiro de depósito cuota de fijación 



alimentaria a nombre de Deykell Fabiola Martínez Barquero, comprobantes de 



retiro: N°15521443, N°15064966, N°14421758, N°12291989, N°14103441, 



N°11324884, N°11061414, N°11364189, N°11341395 y N°13163747. 



 



2. Entrevista Semi -estructurada a:  



 -Deykell Fabiola Martínez Barquero (persona referida) 



Entrevista focalizada a:  



 -Carolyn Barquero Murillo (progenitora de la persona referida) 



 



3. Investigación social de campo a:  



 -Deykell Fabiola Martínez Barquero  



Entrevista focalizada a: 



 -Sonia Murillo Tencio (abuela materna de persona referida) 



4. Consulta Registro Nacional de bienes muebles e inmuebles, mediante 



página electrónica. 



5. Consulta a Tribunal Supremo de Elecciones, mediante página electrónica. 



6. Observación no participante. 



 



7. Análisis y sistematización de la información. 



 



 











-Limitantes de la investigación: 



 Se solicitó a la persona referida información acerca de asistencias sociales 



por parte del Fondo Nacional de Becas y en relación con la condición de salud 



particular de integrantes de grupo familiar, sin embargo, la documentación no fue 



aportada.  



 



V. ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN SOCIOECONÓMICA VALORADA 



  



La presente investigación social versa acerca de un proceso de solicitud de 



pensión ante la Unidad de Jubilaciones y Pensiones por fallecimiento del 



funcionario judicial Armando Fabián Martínez Loría quién se desempeñaba como 



técnico judicial, suceso acaecido el pasado 9 de marzo del 2019.  



 



 De tal manera, se tiene como posible beneficiaria a Deykell Fabiola 



Martínez Barquero, persona valorada, de calidades costarricense con número de 



cédula 1-1736-0570, fecha de nacimiento 5 de marzo de 1999, suma 20 años de 



edad, soltera, con grado académico de secundaria incompleta, actualmente 



estudiante. 



 



 De la relación de parentesco entre el funcionario judicial fallecido y la 



referida se conoce lazo familiar en primer grado de consanguinidad al ser la joven 



Deykell hija única del señor Martínez, según confirman fuentes consultadas e 



información documental aportada.  



 



 Se conoce que la referida es producto de relación sentimental del señor 



Martínez con la señora Carolyn Rebeca Barquero Murillo, de calidades 



costarricense, número de cédula 1-1140-0702, al momento de la valoración suma 



37 años de edad. 



 



 Pareja mantiene convivencia por espacio breve y contraen nupcias el 13 de 



noviembre del 1999, posterior al nacimiento de Deykell. Según indica la persona 



referida, la relación de sus progenitores es caracterizada en términos negativos 



con constantes discusiones producto de celos por parte del señor Martínez, pero 



sin incurrir en otras manifestaciones de violencia intrafamiliar. Niega antecedentes 



de procesos judiciales o institucionales, así como consumo de sustancias lícitas o 



ilícitas en grupo familiar. 



 











 La referida describe un rol paterno presente y responsable, considera al 



señor Martínez un padre atento y amoroso, le identificaba como un apoyo 



emocional y figura de confianza durante su desarrollo infanto-juvenil, refiere un 



vínculo afectivo positivo y estrecho.  



 



 La organización del grupo familiar se daba mediante roles de género 



tradicionales, el señor Martínez ocupó rol de proveedor a partir de su trabajo como 



funcionario judicial, mientras la señora Barquero administraba el hogar y ejercía el 



cuido de Deykell. Acota una adecuada satisfacción de las necesidades básicas del 



grupo familiar. 



 



 La joven referida aduce haber convivido con su progenitor hasta los 9 años 



de edad aproximadamente, momento en que se da la separación conyugal, 



egresando el señor Martínez del domicilio común. Según indica el motivo de la 



ruptura matrimonial responde a los constantes celos, anteriormente señalados, del 



señor Martínez, cuadros depresivos de su progenitora y una aparente intervención 



en la pareja de la abuela paterna Socorro Loría Contreras, quién no estuvo de 



acuerdo con el matrimonio.  



  



 Posterior a la ruptura conyugal, la valorada y las fuentes consultadas 



coinciden en que el señor Martínez mantuvo un rol parental responsable, 



involucrándose en el ámbito educativo y recreativo de Deykell, desde la 



separación y hasta la fecha de su deceso le proporcionó ayuda económica 



voluntaria de 150.000 colones mensuales para la satisfacción de sus necesidades 



básicas y cumplimiento de derechos de la referida.  



 Inclusive la ayuda económica era extensiva en oportunidades hacia la 



progenitora de la joven cuando así lo requería, posterior al proceso de divorcio, 



lograron pactar una relación cordial y adecuados canales de comunicación, siendo 



que la señora Carolyn Barquero también identificó como figura de apoyo 



económico al ex-funcionario judicial. 



 



 En otro orden de ideas, a nivel educativo, la referida cursó sus estudios 



primarios en la Escuela Centroamérica sin reportar repitencia o problemas 



educativos relevantes. Cursa estudios secundarios en el colegio Uladislao Gámez 



Solano, siendo que incurre en deserción estudiantil en octavo año debido a 



embarazo a temprana edad. 



 



 Acota relación sentimental a los 17 años de edad con Gerald Alexander 



Mora Campos de 19 años de edad, vínculo se prolonga por espacio de diez 



meses, siendo que Deykell queda embarazada, sin embargo, la pareja expresa 











dudas sobre su paternidad, motivo por el cual la referida da por finalizado el 



vínculo cuando sumaba aproximadamente cinco meses de gestación. 



 



 Arguye que, durante este tiempo, debido a la desatención de 



responsabilidades por parte de su ex-pareja, es su progenitor el señor Alexander 



quién le apoya emocionalmente, la acompaña a sus citas médicas y le compra 



medicamentos que necesitaba por su estado gestacional y que no le eran suplidos 



mediante la seguridad social. 



 



 El 26 de noviembre del 2016 nace Daleysha Mora Martínez, siendo que la 



persona referida debió interponer proceso judicial para su reconocimiento y 



entablar proceso de pensión alimentaria bajo sumaria 18-2236-172-PA, por el rol 



parental irresponsable que ha manifestado el progenitor de la persona menor de 



edad.  



 



 Por lo anterior, el señor Martínez asume necesidades económicas de la 



niña proporcionando fórmula para bebé, pañales desechables, frutas, atendiendo 



emergencias médicas y proporcionando vestimenta. No se omite acotar que 



fuentes consultadas concuerdan en afirmar que la persona menor de edad 



reconocía al señor Martínez como figura paterna. 



 



  Al momento de la valoración, Deykell integra grupo familiar de estructura 



extensa, conformado por ella, su progenitora Carolyn Barquero Murillo, quién se 



dedica a ventas por catálogo; un hermano por línea materna Jeshua Barquero 



Murillo de 9 años de edad, estudiante; su hija Daleysha Mora Martínez de 2 años 



de edad, su abuela materna Sonia Murillo Tencio de 52 años de edad, 



administradora del hogar y su abuelo materno el señor Roy Barquero Delgado de 



56 años de edad, quién se ocupa ocasionalmente en instalación de canoas.  



 



 La valorada habita vivienda inscrita a nombre de la señora Sonia Murillo 



quién figura como dueña de un medio de la finca número 595520 de 200 metros 



cuadrados. Estructura de dos niveles, en el primer nivel cuenta con cuatro 



aposentos distribuidos de la siguiente manera: sala-cocina, baño completo, una 



habitación y un espacio adaptado como dormitorio mediante cortinas en la sala de 



la vivienda donde pernocta el hermano menor de la valorada.  



 



 El segundo nivel de la vivienda posee su propia sala-cocina y dos 



habitaciones ocupadas por la progenitora de la referida y Deykell quién pernocta 



junto a su hija. Estructura habitacional en regulares condiciones de conservación e 



higiene, se observa mobiliario básico y en mal estado. 



 











 Grupo familiar con acceso a servicios básicos de agua potable, luz eléctrica 



y telefonía residencial. Comunidad con acceso a servicio de transporte público y 



cercanía a centros educativos y de salud. No se observa presencia de 



problemática social que coloque en situación de riesgo a la referida y su grupo de 



convivencia. 



 



 Al momento de la valoración, la referida manifiesta afectación emocional por 



el deceso de la figura paterna, indica que se ha sentido deprimida y muestra 



preocupación pues no le gustaría recibir nuevamente intervención psiquiátrica en 



centro de salud, ya que cuenta con antecedentes de tratamiento por depresión. 



 



 En lo que respecta al ámbito económico, la valorada manifiesta afectación 



al dejar de percibir la ayuda económica brindada por el funcionario judicial 



fallecido, pues destinaba el dinero a la atención de sus necesidades y las de su 



hija, a la vez que, proporcionaba ayuda económica para compra de alimentación y 



pago de servicios públicos del hogar, siendo que actualmente ha debido mermar 



su aporte al grupo familiar.  



 



 Al momento de la valoración, Deykell reporta ingresos provenientes de 



subsidio económico del Instituto Mixto de Ayuda Social por monto de 75.000 



colones mensuales del Programa de atención a familias en condición de pobreza y 



pobreza extrema. 



  



 Del mismo modo, percibe depósito de pensión alimentaria en favor de su 



hija, sí bien el monto fijado es de 85.000 colones mensuales, se constata en 



revisión documental e información obtenida en valoración social que el monto 



recibido no corresponde con el establecido, lo anterior se expone en la siguiente 



tabla: 



Cuadro #1 



MES DEPOSITO MONTO DE 



FIJACIÓN ALIMENTARIA 



MONTO DEPOSITADO 



Noviembre, 2018 85.000 colones 



Diciembre, 2018 68.900 colones 



Enero, 2019 58.500 colones 



Febrero, 2019 29.000 colones 



Marzo, 2019 49.000 colones 



Abril, 2019 84.000 colones 



 Elaboración propia a partir de revisión de transacciones bancarias. 



  











Es importante acotar que proceso para fijación alimentaria cuenta con 



solicitud de apremio corporal en mayo del presente año solicitado por Deykell 



debido al incumplimiento de los pagos. 



 



 Por su parte, la valorada incurre en egresos correspondientes a 30.000 



colones mensuales que proporciona para gastos de grupo familiar, además asiste 



a centro educativo Escuela Centroamérica en horario nocturno tres días a la 



semana incurriendo en gasto por desplazamiento en transporte público por monto 



de 12.000 colones mensuales aproximadamente.  



 



 Asimismo, en el mes de julio de los corrientes debió cancelar la suma de 



30.000 colones por pago de exámenes, siendo que dicho monto lo cubre 



semestralmente por la modalidad de estudio matriculada. 



 



  Aunado a lo anterior, aporta egresos asociados a las necesidades básicas 



de su hija como pañales y vestimenta, asimismo necesidades propias de la 



referida. Estilaba realizar ocasionalmente consultas en salud privada, 



particularmente de pediatría, mismas que en vida eran cubiertas por el señor 



Martínez, siendo que actualmente la referida ha evitado incurrir en dichos gastos. 



 



 Respecto a los ingresos y egresos económicos del grupo familiar de 



convivencia de la referida, son desagregados en la siguiente tabla: 



 



Cuadro #2 



INGRESOS GRUPO FAMILIAR EGRESOS GRUPO FAMILIAR 



Programa atención a familias IMAS: 



75.000 colones mensuales 



Alimentación, artículos aseo 



personal y limpieza de vivienda: 



200.000 colones mensuales. 



Pensión alimentaria: 62.400 colones 



(promedio con base en los últimos 6 



meses de depósito. 



Servicio de electricidad: 9.785 



colones mensuales  



Beca FONABE: 18.000 colones 



mesuales (Jeshua Barquero-hermano 



de la referida) 



Servicio agua potable: 12.000 colones 



mensuales 



Trabajo cuenta propia: 50.000 colones 



mensuales (Roy Barquero-abuelo 



paterno referida) 



Servicio telefonía residencial: 7.565 



colones mensuales 



Trabajo ventas por catálogo: 100.000 



colones mensuales (Carolyn Barquero-



progenitora de la referida)  



Servicios municipales: 10.000 colones 



mensuales (30.000 pago trimestral) 











 Gas de cocina: 8000 colones 



mensuales.  



 Recargas celulares: 10.000 colones 



mensuales 



INGRESOS TOTALES: 305.000 



colones 



EGRESOS TOTALES: 257.350 colones 



Fuente: Elaboración propia a partir de documentación aportada y entrevista realizadas. 



   



 Por tanto, comparando la relación entre ingresos y gastos se obtiene un 



remanente positivo de 47.650 colones mensuales. Ante esto, fuentes de 



información consultadas advierten dificultades para la satisfacción de necesidades 



básicas, máxime que por presunto padecimiento psicológico de depresión 



presentado por el señor Roy Barquero y la señora Carolyn Barquero, se aduce 



afectaciones en el desempeño laboral de ambos integrantes del grupo familiar. 



 



 En el mismo orden de ideas, al realizar un análisis tomando como 



parámetro la línea de pobreza del Instituto Nacional de Estadística y Censos para 



zona urbana, el núcleo familiar al que pertenece la persona valorada se encuentra 



en condición de pobreza extrema con un ingreso per cápita de 50.833 colones. 



  



 En revisión documental se obtiene que la persona referida no registra 



bienes inmuebles o muebles.  



  



La joven valorada Deykell indica que la motivación para solicitar la pensión 



ante el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial se debe a que le 



gustaría continuar subsanando costos educativos actuales, arguye deseo de 



cursar a futuro carrera de criminología "porque se lo prometí a mi papá". 



 



 



VI. CONCLUSIONES: 



  



Tomando en consideración la información recabada y documentada al 



momento de la valoración, se obtiene que la joven Deykell Fabiola Martínez 



Barquero tuvo vínculo consanguíneo en primer grado con ex-funcionario judicial 



Armando Fabián Martínez Loría, siendo que la relación paterna-filial es 



caracterizada desde un nexo afectivo estrecho, apoyo emocional y económico 



continuo del señor Martínez hacia la referida. 



 



 A partir de la investigación realizada, se identifica relación de dependencia 



económica de la referida hacia el funcionario judicial fallecido quién asumió sus 











necesidades básicas y cumplimiento de sus derechos hasta el momento de su 



deceso. 



 



 Aunado a lo anterior, los ingresos económicos actuales de la persona 



valorada provienen de transferencia económica institucional que, dada su 



naturaleza temporal y vinculada a condicionantes para su mantenimiento, no 



podría constituirse per se en un ingreso estable y fijo a futuro. Del mismo modo, a 



pesar de administrar una pensión alimentaria, se documentó un incumplimiento 



sistemático en el depósito del monto establecido, siendo además que existe una 



persona menor de edad con dependencia económica hacia la joven Deykell. 



 



 Desde el análisis por línea de pobreza, la persona referida se encuentra en 



condición de pobreza extrema, razón por la cual no logra satisfacer 



adecuadamente sus necesidades básicas, mismas que en apariencia lograban 



con mayor capacidad ser atendidas mediante ayuda económica proporcionada por 



ex-funcionario judicial. 



 



 Se emite informe para lo que se estime conveniente. 



 



 



 



Carmen Fabiola Segura Céspedes 



Trabajadora Social 



Código profesional: 3635 
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RE: Informacion para la VES de Supen. (pendiente)

Oslean Mora Valdez
Lun 02/03/2020 7:58
Melvin Obando Villalobos; Maribel Araya Valverde v

[paf  Conformacion Comite de Au.
3us

Buenos dias:

Don Melvin, conforme a su solicitud adjunto detalle:

Comité de Auditoria | Cédula de identidad Rol Teléfono de

; Correo electrénico
trabajo

Arnoldo Hernandez Solano | 6-0098-0850 presidente | 55834323
(jubilado)

Secretaria 25437145/
Ana Lucrecia Ruiz Rojas 205760789 e ‘oriaoass | lucrecianiz@gmailcom

ahersol2@gmail.com

ey Miembro 8392-5008
Gscar Viquez Trejos 1-0569-0892 Exterro abiado) osvitre@gmail.com

En el caso de dofia Lucrecia, ella es actualmente funcionaria judicial por lo cual me permito detallar su informacion laboral:

Ana Lucrecia Ruiz Rojas
Tol: 25491500/ Ext: 017145

Sala Constituciona: garane d a dignidad,
derechos y brtad e s personas

Correo electrénico laboral:

aruizro@Poder-judicial.

Esperola informacion le sea de utilidad.

Saludos cordiales,
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Mostrartodo | X
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CORREGIR ACUERDOS

ACTA NO.3 del 10-02-2020

ARTÍCULO III

Documento N° 43-2020

Con la finalidad de establecer sanas prácticas en las actividades realizadas por esta Junta Administradora de conformidad con la normativa emitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero,se acuerda: Conformar la Comisión de Gobierno Corporativo, con los siguientes integrantes:

Licenciado Rodrigo Arroyo Guzmán.

Licenciado Freddy Chacón Arrieta.

LicenciadoJuan Carlos Segura Solís.

Comunicar el presente acuerdo a la Superintendencia de Pensiones.



ACTA NO.5 del 24-02-2020



[bookmark: _Hlk33792171]ARTÍCULO XXX

Documento N°153-2020



Por unanimidad se acuerda: 1.) Tener por recibidas las manifestaciones presentadas por los integrantes Chacón Arrieta y Quesada Madrigal. 2.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de la Comisión de Gobierno Corporativo para que valoren las manifestaciones anteriores y procedan con lo correspondiente.



ACTA NO.6 del 02-03-2020

Además, por medio de correo electrónico de esa misma fecha, el licenciado Parris Quesada Madrigal, manifiesta su anuencia de participar en la Comisión de Gobierno Corporativo y en el Comité de Auditoría.

Se acordó: 1.) Tener por recibidas las aceptaciones de los integrantes Freddy Chacón Arrieta, Parris Quesada Madrigal, Rodrigo Arroyo Guzmán y Lucrecia Ruiz Rojas. 2.) Esta Comisiónde Gobierno Corporativo y otras que conforme esta Junta Administradora, serán por plazo determinado y hasta tanto cumplan con el fin para el cual fueron creadas. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Secretaría de esta Junta Administradora para los fines correspondientes.

Modificar el acuerdo  de la sesión No.3 del 10-02-2020, del ARTÍCULO III. Documento N° 43-2020, en donde se excluyaal Sr. Juan Carlos.  Comunicarlo a la Supen

Comentarios para el Logo de la Junta incluido los 3 ámbitos en el logo, lo importante es el fondo en el nombre. 



ACTA NO.1 del 27-01-2020	



ARTÍCULO VI

Documento N°

Comité de Auditoría:

· Licenciado Arnoldo Hernández Solano.

· Licenciado Freddy Chacón Arrieta.

· Por definir director independiente.

No quedó acuerdo donde se designó a don Oscar Víquez. Lucrecia o don Parris?

Don Freddy no quiso participar en el Comité de Auditoría.
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Junta Administradora



Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial



San José, 4 de marzo de 2020

N° 102-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio



Señora

Dra. Mayra Campos Zúñiga, Fiscala Adjunta

Fiscalía General de la República



Estimada señora:



[bookmark: _Hlk35525825]Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 5-2020 celebrada el 24 de febrero del 2020, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc33102727]“ARTÍCULO III



Documento N° 107-2020



Antecedente: 



En sesión de esta Junta Administradora N° 4-2020 celebrada el 17 de febrero de 2020, artículo I, tomó el acuerdo que literalmente:



“El Consejo Superior en sesión N° 110-2019 celebrada el 19 de diciembre de 2020, artículo XLVI, tomó el acuerdo que literalmente dice:

“(…)



Posteriormente, en sesión N° 54-18 celebrada el 14 de junio del 2018, artículo LXXVIII, se le aclaró a la Dirección Jurídica que debido a que esa dirección es un órgano adscrito a la Corte Plena y asesor del Consejo Superior, las únicas consultas jurídicas que debía atender son las de estos órganos y la Dirección Ejecutiva, por lo tanto, las solicitudes de criterio presentadas directamente a esa dirección deberían de ser rechazadas.



La máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Maureen Siles Mata y la máster Adriana Steller Hernández, por su orden Directora interina y de Gestión Humana, Subdirectora interina de Proceso de Administración Salarial y Jefa de Administración interina de Subproceso de Administración Salarial, mediante oficio N° PJ-DGH-SAS-7169-2019 del 6 de diciembre de 2019, comunicaron lo siguiente:



“El Consejo Superior en sesión Nº 54-18 celebrada el 14 de junio de 2018, artículo LXXVIII acuerda lo siguiente:  



“Aclarar a la Dirección Jurídica que en razón de que esa dirección es un órgano adscrito a la Corte Plena y asesor del Consejo Superior, las únicas consultas jurídicas que debe atender son las de estos órganos y la Dirección Ejecutiva, por lo tanto, las solicitudes de criterio presentadas directamente a esa dirección deben de ser rechazadas.”



De ahí que, para resolver el presente caso, se requiere contar con el criterio legal de la Dirección Jurídica, en virtud de los argumentos planteados por la señora Mayra Gerardina Campos Zúñiga, cedula 04-0136-0313 con respecto al reconocimiento de horas estudiante en la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica como tiempo servido para efecto de anualidades y jubilación.



En ese sentido se muestra parte de la pretensión realizada por la servidora en su solicitud:



“… solicito que se me reconozca para efectos de PENSION, el tota1 de 9 meses y 10 días, como consta en la certificación adjunta.



Con el reconocimiento de ese plazo cumplo con los requisitos para jubilarme, o sea 55 años de edad y 30 años de servicio, como lo exige la Ley Orgánica del Poder Judicial”.



Al respecto, dentro de la documentación aportada se tiene una certificación emitida por la Universidad de Costa Rica en la que se detallan los periodos y salarios percibidos por la colaboración de la señora Campos Zúñiga en la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica. (La negrita no pertenece al original)



Asimismo, aporta también el Voto N° 658-2015, el cual se encuentra adjunto en este documento, emitido por el Tribunal Administrativo de la Seguridad Social del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, en el que se realiza un análisis más a fondo con respecto al tema en cuestión.



Por lo anteriormente expuesto, y con el fin de resolver al amparo de la legalidad, esta Dirección requiere que el Honorable Consejo solicite a la Dirección Jurídica un análisis que respalde la gestión que se debe realizar ante un caso como el que se tiene en este momento.”



[bookmark: _Toc27410358][bookmark: _Toc32500723][bookmark: _Toc33102665][bookmark: _Toc33102729]- 0 -



Anexo



(…)



Manifestación del Integrante Montero Zúñiga:



“Ese asunto fue resuelto y  no corresponde el reconocimiento de ese tipo de tiempo, esa es mi posición, porque lo otro sería, no recuerdo el caso que plantea doña Sara y qué se resolvió exactamente, si es en la misma línea, se le rechazó, podría ser igual, la motivación que yo daba era que precisamente que es un tema que ya fue superado y es un caso que ya fue discutido por el Consejo y darle a ella las referencias, porque la propuesta que viene aquí me parece que es trasladar a la Dirección Jurídica, y yo si no estaría de acuerdo porque ya es un caso que ha sido sumamente discutido, si el que dice doña Sara plantea lo que yo estoy diciendo, me parece que está bien, la idea es rechazarlo y ver como se argumenta esos temas.” 



El señor subsecretario Carlos Mora Rodríguez, indica que la Secretaría de la Corte, se compromete va a buscar lo antecedentes de gestiones similares.
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Se acordó: 1.) Comunicarle a la Dirección de Gestión Humana, que este Consejo, en reiteradas ocasiones, se ha pronunciado en casos similares al de la gestionante, en este sentido puede citarse las sesiones N° 103-18 celebrada el 27 de noviembre de 2018, artículo LXXIX y N° 24-19 celebrada el 15 de marzo del 2019, artículo LXXVI, por lo estima esta cámara que no se requiere realizar una consulta jurídica sobre el tema, en consecuencia: 2.) Rechazar la gestión realizada por la doctora Mayra Gerardina Campos Zúñiga, Fiscala Adjunta, debido a que, no corresponde el reconocimiento de tiempo servido en la Escuela de Derecho de la Universidad de Costa Rica, bajo el sistema horas Asistente- Estudiante, por no haber existido una relación laboral con ese Centro de enseñanza y no hallarse registro de aportes a ningún régimen de pensiones ni cargas sociales, por parte de la gestionante. 3.) Comunicarle a la doctora Campos Zúñiga, que, de conformidad con la Certificación emitida por la Vicerrectoría de Administración y la Oficina de Recursos Humanos de la Universidad de Costa Rica, el sistema horas Asistente- Estudiante, aplicada por la Escuela de Derecho de la Universidad de Costa Rica, no constituye tiempo servido por tratarse de un régimen de Becas Estudiantiles.



La Dirección de Gestión Humana tomara nota para los fines correspondientes.”
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La doctora Mayra Campos Zúñiga, fiscala adjunta de la Fiscalía General, mediante nota del 30 de enero de 2020, interpuso el siguiente recurso:



“… comparezco ante ustedes y con respeto manifiesto:



Interpongo recurso de revocatoria contra el ARTÍCULO XLVI tomado en sesión N° 110-2019 celebrada el 19 de diciembre de 2019, que literalmente dice:



 “1.) Comunicarle a la Dirección de Gestión Humana, que este Consejo, en reiteradas ocasiones, se ha pronunciado en casos similares al de la gestionante, en este sentido puede citarse las sesiones N° 103-18 celebrada el 27 de noviembre de 2018, artículo LXXIX y N° 24-19 celebrada el 15 de marzo del 2019, artículo LXXVI, por lo estima esta cámara que no se requiere realizar una consulta jurídica sobre el tema, en consecuencia: 2.) Rechazar la gestión realizada por la doctora Mayra Gerardina Campos Zúñiga, Fiscala Adjunta, debido a que, no corresponde el reconocimiento de tiempo servido en la Escuela de Derecho de la Universidad de Costa Rica, bajo el sistema horas Asistente- Estudiante, por no haber existido una relación laboral con ese Centro de enseñanza y no hallarse registro de aportes a ningún régimen de pensiones ni cargas sociales, por parte de la gestionante. 3.) Comunicarle a la doctora Campos Zúñiga, que, de conformidad con la Certificación emitida por la Vicerrectoría de Administración y la Oficina de Recursos Humanos de la Universidad de Costa Rica, el sistema horas Asistente- Estudiante, aplicada por la Escuela de Derecho de la Universidad de Costa Rica, no constituye tiempo servido por tratarse de un régimen de Becas Estudiantiles”.



MOTIVOS DEL RECURSO

a) En el citado acuerdo se me rechaza la gestión de tiempo servido en otra institución, alegando que existen precedentes en los cuales se ha procedido a denegar solicitudes similares. A pesar de que se indican los números de acuerdos, no se expone su contenido y tampoco las razones fácticas o jurídicas por las cuales no resulta atendible la gestión planteada. De ahí que esta servidora desconoce las razones por las cuales el Consejo resolvió.



b) Ciertamente, existen varios casos relacionados con la Universidad de Costa Rica en los cuales se ha pretendido el reconocimiento de tiempo servido. Sin embargo, debe aclararse que no todos se refieren al mismo tema ni su contenido es igual. La mayoría de ellos se refieren al reconocimiento de lo que se denomina beca 11. Sin embargo, la gestión que planteo no se sustenta en ese instituto, sino más bien a la relación laboral conocida como horas asistente u estudiante. Modalidad mediante la cual la Universidad de Costa Rica contrata a algunos estudiantes para que realicen labores de docencia e investigación, colaborando con los profesores de la Cátedra. Dentro de esas labores se incluyen también la investigación, preparación de materiales didácticos e impartir lecciones cuando así lo requerían las personas docentes. En esa relación jurídica existen todos los elementos del contrato laboral. De hecho la Universidad emite una planilla y se percibe un salario mensual, el cual fue detallado en la certificación presentada en el escrito inicial.



c) El Consejo Superior del Poder Judicial parte de una premisa falsa al confundir el régimen de la beca 11, que no solicité, con el régimen de horas asistente/estudiante. Pero además se omitió prueba fundamental aportada, que demuestra la relación jurídico laboral.



d) El Consejo Superior también comete un error al consultarle a la Universidad de Costa Rica, en su condición de patrono, si el sistema horas Asistente- Estudiante, aplicada por la Escuela de Derecho de la Universidad de Costa Rica, constituye tiempo servido y si se da o no una relación laboral. Es claro que los derechos laborales de los trabajadores y trabajadores no puede quedar al arbitrio del patrono, pues en la mayoría de los casos, haría nugatorio ese derecho. 



e)  En lo que se refiere a los derechos laborales, existen órganos especializados, creados especialmente por ley, que son los encargados de definir el contenido y los alcances de los derechos de los trabajadores. En este caso los Tribunales de Trabajo, la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional, así como el Ministerio de Trabajo han emitido diversas resoluciones -las cuales fueron citadas en el escrito inicial- donde de forma expresa y contundente han señalado que en estos casos sí existe relación laboral y por ende debe computarse el tiempo servido para todos los efectos de ley. Tribunal Administrativo del Magisterio Nacional, Voto No. 130-2015 de 10:25 horas del 9 de febrero del 2015. Tribunal de Trabajo, Sección III, No. 30 de 9:00 horas del 15 de enero de 1999.Tribunal de Trabajo, Sección III, No. 113 de 9:50 horas del 12 de enero de 1999, Tribunal Administrativo de la Seguridad Social, voto 658-2015, a las trece hora quince minutos del veinticinco de mayo del dos mil quince, reiteración en los votos 008-2010 de las 13:15 minutos del 16 de setiembre del año 2010, Voto 1027-Voto 1027-2011 de las 11:42 minutos del 25 de noviembre del 2011, Voto 727-2012 de las 13:42 minutos del 26 de junio del 2012 entre otros.



a) Violación al principio de igualdad. Como lo indiqué anteriormente, tanto el Tribunal de Trabajo, el Tribunal Administrativo del Magisterio Nacional como el Ministerio de Trabajo han reconocido en situaciones similares el tiempo de servicio para todos los efectos legales, incluido el derecho de pensión, lo que genera un trato desigual y una violación al principio de Patrono Único.



PRETENSIÓN



Por las razones expuestas, solicito se reconsidere el acuerdo impugnado, se proceda a su revocatoria y se me reconozca el tiempo servido de 9 meses y 10 días en la Universidad de Costa Rica en la modalidad de Horas estudiante, considerando el CRITERIO JURÍDICO del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, como ente establecido constitucionalmente para la protección de los derechos de las personas trabajadoras y no sobre el sustento de un criterio patronal como es la Universidad de Costa Rica.



(…)”
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Se acordó: Informarle a la doctora Mayra Campos Zúñiga, fiscala adjunta de la Fiscalía General, que esta Junta Administradora de Fondo no se puede pronunciar referente a lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 110-2019 celebrada el 19 de diciembre de 2020, artículo XLVI.
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Posteriormente, mediante correo electrónico del 14 de febrero de 2020, la doctora Mayra Campos Zúñiga, fiscala adjunta de la Fiscalía General, remitió ampliación de la gestión presentada el 30 de enero de 2020, la cual se adjunta a continuación:
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Se le informa a la doctora Mayra Campos Zúñiga, fiscala adjunta de la Fiscalía General, que en sesión N° 4-2020 celebrada el 17 de febrero de 2020, artículo I, se conoció el recurso que presentó en contra del acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 110-2019 celebrada el 19 de diciembre de 2020, artículo XLVI, en esa oportunidad, esta Junta Administradora acordó que no se pronunciaría referente al fondo de lo acordado por el Consejo Superior. 



Sin embargo, en razón de la ampliación presentada, objeto de este acuerdo, esta Junta Administradora entra a conocer el fondo de la citada gestión, valorando los elementos presentados en el escrito de fecha 30 de enero de 2020.



Esta Junta Administradora concuerda con el Consejo Superior en cuanto a que el sistema horas Asistente - Estudiante, aplicada por la Escuela de Derecho de la Universidad de Costa Rica, no constituye tiempo servido por tratarse de un régimen de Becas Estudiantiles, aunado a lo anterior, debido a que no existió una relación laboral con ese Centro de enseñanza y no hallarse registro de aportes a ningún régimen de pensiones ni cargas sociales por parte de la gestionante, no corresponde el reconocimiento de tiempo servido en la Escuela de Derecho de la Universidad de Costa Rica.



[bookmark: _Hlk35525880]En razón del anterior análisis, se acuerda por unanimidad: 1.) Rechazar el recurso presentado por la doctora Mayra Campos Zúñiga, fiscala adjunta de la Fiscalía General. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana.”



Atentamente, 





Lic. Eduardo Chacón Monge

Prosecretario General a.í

Secretaría General de la Corte



c:

Dirección de Gestión Humana

Diligencias / Refs: (107-2020)
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Ingresos Junta Administradora 31-12-2019 (Certificacion)
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92,500,008,033
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       PODER JUDICIAL                DIRECCION EJECUTIVA 


Tel. 2295-3333 San José 
Fax 2233-8438                                           direc_ejecutiva@poder-judicial.go.cr   Costa Rica 


 
 
N° 1092-DE-2020 


 16 de marzo del 2020 
 
 
 
 
Licenciado 
Carlos Montero Zúñiga, Presidente 
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
Su Despacho 
 
 
 
Estimado señor: 
 


 Para conocimiento y fines consiguientes de la Junta Administradora del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, me permito remitir oficio N° 103-SC-2020 


de fecha 12 de marzo de 2020, suscrito por la MBA Floribel Campos Solano, Jefa del 


Departamento Financiero Contable, en donde remite la revisión de oficios de cobro 


2020 de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). 


 
 Atentamente, 
 
 
 
 
 
 Ana Eugenia Romero Jenkins 
          Directora Ejecutiva 
 
 
 
 
 
 
AERJ/csch 
Ref.: 2682 


 





				2020-03-16T19:00:02-0600

		ANA EUGENIA ROMERO JENKINS (FIRMA)
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       PODER JUDICIAL                DIRECCION EJECUTIVA 


Tel. 2295-3333 San José 
Fax 2233-8438                           direc_ejecutiva@poder-judicial.go.cr   Costa Rica 


   
 


N° 1049-DE-2020 
 11 de marzo del 2020 


 
 
Licenciado 
Carlos Montero Zúñiga, Presidente 
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
Su Despacho 
 
 
 
Estimado señor: 
 
 


 Para conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial, me permito remitir oficio N° 308-TE-2020 de fecha 6 de 


marzo en curso, suscrito por la MBA Floribel Campos Solano, Jefa del Departamento 


Financiero Contable, en donde remite informe sobre la cuenta por cobrar al jubilado 


judicial Rodolfo Mora Corrales. 


 


 


 


 Atentamente, 
 
 
 
        Ana Eugenia Romero Jenkins 
             Directora Ejecutiva  
 
 
 
 
 
AERJ/csch 
Ref.: 2544 


 


 





				2020-03-12T09:29:00-0600

		ANA EUGENIA ROMERO JENKINS (FIRMA)
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                    Corte Suprema de Justicia


                           Secretaría General




San José, 10 de marzo de 2020

N° 2414-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio


Señor


Msc. Carlos Montero Zuñiga,


Presidente de la Junta Administradora

Fondo de Jubilaciones y Pensiones Poder Judicial

Estimado señor:


Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 15-2020 celebrada el 25 de febrero del 2020, que literalmente dice:


“ARTÍCULO XXXII


DOCUMENTO N° 4741-18, 1762-2020.


La licenciada Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio N° 11-2020 del 12 de febrero de 2020, transcribo el acuerdo tomado por la citada Junta, en sesión N° 1-2020 celebrada el 27 de enero del 2020, artículo VIII, que literalmente dice:

“Se entra a conocer los borradores de los reglamentos elaborados por esta Junta Administradora del Fondo, denominados “Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo” y “Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, los cuales se adjuntan a continuación:







 EMBED Word.Document.12 \s [image: image1.emf]Reglamento  General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial..docx
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Una vez analizados los reglamentos, las personas integrantes de esta Junta Administradora, no tienen objeciones en cuanto a las propuestas planteadas, por lo anterior, se acuerda lo siguiente: 1.) Aprobar las propuestas de los documentos denominados “Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo” y “Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”. 2.) Remitir los documentos supracitados a la Superintendencia de Pensiones para su respectiva revisión y aprobación. 3.) Mantener vigentes los reglamentos correspondientes a temas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, hasta tanto la Superintendencia de Pensiones apruebe la normativa emitida por esta Junta Administradora.


Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial.”
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Se acordó: Tomar nota del acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 1-2020 celebrada el 27 de enero del 2020, artículo VIII, referente a las propuestas de los documentos denominados “Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo” y “Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.”

Atentamente, 


Lic. Ricardo Calderón Fernández

Prosecretario General interino

Secretaría General de la Corte


c: 
Lic. Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones Poder Judicial (lucreciaruiz@gmail.com)

Diligencias / Refs: (4741-18, 1762-2020)
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REGLAMENTO DE ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL PODER JUDICIAL


De conformidad con las disposiciones de la Ley 9544 del diecinueve de abril de dos mil dieciocho, publicada en la Gaceta N. 89 del veintidós de mayo de dos mil dieciocho (en adelante la L.O.P.J), la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en lo sucesivo Junta Administradora), dicta el siguiente Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial.





TÍTULO I


GENERALIDADES


CAPÍTULO ÚNICO


DEL AMBITO DE APLICACIÓN Y DEFINICIONES


Artículo 1. – Regulación. El presente reglamento regula y desarrolla lo dispuesto en el Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, relativo a la organización y funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.





Artículo 2. – Definiciones. Para los efectos de este reglamento, entiéndase:





Conassif: Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero.





Fondo de Jubilaciones y Pensiones: Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.





Jubilación: Derecho de la persona servidora judicial de percibir una asignación calculada según los años de servicio y la edad al retirarse de la función judicial.





Junta Administradora o Administrativa: Se refiere a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 





L.O.P.J: Ley Orgánica del Poder Judicial.


Pensión: Derecho que tienen las personas beneficiarias a percibir una asignación mensual cuando fallece la persona servidora o jubilada judicial.





Persona servidora judicial: Persona con nombramiento vigente en el Poder Judicial, que presta sus servicios a la Institución y que recibe como contraprestación un salario.





Supen: Superintendencia de Pensiones.





Artículo 3. – Naturaleza. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la L.O.P.J, así como para ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo. Asimismo, contará con personalidad jurídica instrumental y patrimonio propio, creado conforme el artículo 239 de la Ley 9544, cuyo objetivo fundamental consiste en la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones en beneficio de las personas servidoras del Poder Judicial y de la población jubilada y pensionada.





Artículo 4. – Fuentes. La Junta Administradora observará la siguiente jerarquía de las fuentes del Ordenamiento Jurídico:





a) La Constitución Política.





b) Los tratados y convenios internacionales, sobre Seguridad Social y Derechos Humanos ratificados por Costa Rica.





c) Su Ley Constitutiva y las demás leyes que le sean aplicables.





d) La normativa emitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones.





e) La normativa emitida por la Contraloría General de la República en lo que respecta a contratación administrativa.





f) Los decretos que reglamenten la materia de su competencia.





g) La reglamentación interna y acuerdos que dicte la Junta Administradora.





h) Los principios generales del derecho y la jurisprudencia.


 


Esta normativa servirá para interpretar, integrar y delimitar el accionar de la entidad, en materia de Seguridad Social.





Artículo 5. – Políticas. Corresponderá a la Junta Administradora, con vista en lo dispuesto por la L.O.P.J definir las políticas que permitan administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones.





Artículo 6. – Competencias. Según las facultades conferidas por la L.O.P.J., corresponderá a la Junta Administradora la administración del Fondo; conceder, modificar o cancelar las jubilaciones y pensiones otorgadas: aprobar el reconocimiento de tiempo servido para efectos jubilatorios, la concesión de préstamos y velar por el correcto manejo financiero contable de las inversiones y posibles riesgos.  





TÍTULO II


SOBRE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO


CAPÍTULO I


INTEGRACIÓN Y ELECCIÓN DE LOS INTEGRANTES DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO


Artículo 7. – Elección. La elección de las personas integrantes de la Junta Administradora se regirá bajo el procedimiento establecido por la Corte Plena del Poder Judicial, de conformidad con los presupuestos indicados en el artículo 240 de la L.O.P.J.





Artículo 8. – Integración. De conformidad con el artículo 240 de la L.O.P.J., la Junta Administradora, estará integrada por seis integrantes, a saber:





a) Tres personas elegidas democráticamente por el colectivo judicial.





b) Tres personas designadas por Corte Plena.





Las personas integrantes tendrán suplentes para que los sustituya en sus ausencias, quienes deberán cumplir con los mismos requisitos de las personas titulares. Quienes integran la Junta Administradora durarán en sus cargos cinco años, luego de los cuales podrán ser reelectos, todo conforme con la reglamentación que dicte la Corte Plena, previa audiencia conferida a las organizaciones gremiales del Poder Judicial.





Para la suplencia respectiva, la Secretaría de la Corte, establecerá el sorteo por cada grupo que corresponda, sea que las personas suplentes elegidas por el colectivo judicial suplan a los titulares elegidos por el mismo grupo y los suplentes designados por Corte Plena suplan a los titulares de ese grupo.





CAPÍTULO II


DE LAS ATRIBUCIONES Y OBLIGACIONES DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO


Artículo 9. – Competencias de la Junta Administradora del Fondo. Conforme lo establecido en el artículo 239 de la L.O.P.J, compete a la Junta Administradora:


 


a) – Administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.





b) – Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se le presenten.





c) – Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo de Jubilaciones y Pensiones y ejercer las acciones de cobro necesarias.





d) – Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de personas jubiladas inválidas.





e) – Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la L.O.P.J y con la normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones.





f) – Cumplir con la legislación aplicable y la normativa que dicte la Contraloría General de la República en materia de Contratación Administrativa.





g) – Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual.





h) – Dictar las políticas para la correcta administración e inversión de los fondos que por concepto de comisión por gastos administrativos (cinco por mil) por ley se le han asignado, velar por la correcta recaudación y utilizarlo con prudencia y frugalidad. Por lo anterior, el cobro de esta comisión se ajustará a criterios de progresividad, proporcionalidad y gradualidad al monto del salario, jubilación o pensión devengada. Para la fijación de este cobro, la Junta Administradora deberá elaborar un estudio de las necesidades, la proyección de los gastos y las normas de ejecución del presupuesto, con el fin de que se ajuste a medidas de austeridad y control en el gasto.





i) – Establecer las políticas de inversiones para los fondos que administra, conforme a los lineamientos establecidos por la Superintendencia de Pensiones, como mejor convenga a los intereses del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, procurando que en todo momento medien condiciones de máxima seguridad y rentabilidad.





j) – Aprobar el monto de la reserva matemática que respaldará el financiamiento del perfil de beneficios para el régimen administrado por la Junta Administradora.





k) – Nombrar a todo el personal y a las personas que conforman los Comités.





l) – Conocer, improbar o aprobar los informes que sometan a su seno los Comités de Inversiones, de Riesgos y cualquier otro Comité que se conforme y velar porque los acuerdos sean cumplidos en tiempo y forma, según los plazos establecidos por la Junta.





m) – Resolver los recursos de reconsideración que se interpongan en el procedimiento de declaratoria de beneficios y dar por agotada la vía administrativa, para lo cual deberá ser interpuesto por la persona interesada dentro del plazo de tres días, a partir del día siguiente de la notificación del acuerdo.  





n) – Ordenar la realización de los estudios actuariales correspondientes, según lo dispuesto en la normativa emitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supen), para el adecuado estudio y manejo de los fondos bajo su administración y perfiles de beneficios, con el propósito de garantizar la permanencia y estabilidad económica, financiera y actuarial del régimen.





o) – Asentar en los libros de actas, sean estos electrónicos o físicos, todas las sesiones y acuerdos del órgano colegiado y velar porque las actas sean firmadas por la persona con cargo de presidente y secretario de la Junta Administradora.





p) – Designar a las personas responsables autorizadas para la firma mancomunada en las cuentas corrientes de la Junta Administradora.





q) – Contratar o cesar las asesorías que considere necesarias para la toma de políticas relativas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones.





r) – Formular y aprobar el Plan Estratégico de la Junta Administradora, velar por su ejecución y actualizarlo al menos cada dos años.





s) – Aplicar el régimen disciplinario al personal a su cargo.





t) – Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos.





Artículo 10. – Deberes de las personas integrantes de la Junta Administradora:


	


a) Asistir a las sesiones puntualmente.





b) Excusarse, según sea el caso, por la inasistencia a las sesiones. 





c) Modificar o aprobar el orden del día de las sesiones del Órgano Colegiado.





d) Emitir sus votos en los asuntos que se someten a conocimiento de la Junta Administradora.





e) Integrar los Comités que la Junta Administradora les asigne.





f) Rendir informes verbales o escritos, según lo solicite la Junta Administradora, de todas las gestiones que realice en representación de la Junta o por encargo de ella.





g) Comunicar a la Presidencia de la Junta Administradora su retiro momentáneo o definitivo de la sesión correspondiente.





h) Pedir y obtener de la persona que ejerce la Presidencia el derecho de palabra para referirse a un asunto y externar su criterio hasta por tres turnos no mayores a cinco minutos cada uno de ellos, salvo que por la importancia del tema y a propuesta de alguna de las personas integrantes, en el ánimo de buscar consenso, la Junta Administradora apruebe que el término de cada intervención se aumente pertinentemente a los requerimientos. Para estos efectos no se permitirá la cesión de tiempo por parte de una de las personas integrantes en beneficio de otra.





i) Cuando se trate de un asunto en el que medie conflicto de interés, la persona se ausentará de la sesión o de los Comités durante el tiempo que dure la discusión y resolución de este.





Artículo 11. – Atribuciones. Atribuciones de los miembros de la Junta Administradora:





a) Formular los proyectos, proposiciones y mociones que consideren oportunas.





b) Cuando una moción presentada por una persona integrante tenga más de dos sesiones continuas, sin que haya sido conocida por la Junta Administradora, deberá ser puesta en discusión como punto primero del orden del día de la sesión ordinaria inmediata.





c) Solicitar por medio de la Presidencia, la información que sobre algún asunto considere necesaria para su mejor conocimiento y resolución.





d) Pedir la revisión de los acuerdos y resoluciones de la Junta Administradora, solicitar la revocatoria de los acuerdos que no hayan sido ejecutados, en los casos que no se afecten situaciones jurídicas consolidadas o derechos adquiridos de buena fe.





e) Cuando una persona integrante considere que algún acuerdo vulnera disposiciones concretas del ordenamiento jurídico, podrá presentar en cualquier tiempo, la revisión del acuerdo respectivo, la cual para el análisis correspondiente requerirá el voto afirmativo de mayoría simple de los miembros de la Junta Administradora presentes.





f) Solicitar recesos, cuando a su criterio, sea necesario buscar consensos, agilizar, y ordenar las sesiones.





g) Suscribir, promover, celebrar y aprobar convenios y contratos.





Artículo 12. – Del ejercicio de la representación. Las personas integrantes de la Junta Administradora ejercerán sus funciones con absoluta independencia, y bajo su exclusiva responsabilidad, con sujeción a las normas establecidas por las leyes, los reglamentos aplicables y los principios de la ciencia, la técnica, la prudencia y la responsabilidad administrativa. Tendrán la más completa libertad para proceder, en el ejercicio de sus funciones, conforme con su conciencia y su propio criterio, razón por la cual serán personalmente responsables de su gestión en la dirección general de la Junta.





Artículo 13. – De la responsabilidad. Las personas integrantes de la Junta Administradora serán solidariamente responsables, durante su respectivo período de nombramiento, de las pérdidas ocasionadas por su culpa o dolo al Fondo de Jubilaciones y Pensiones y estarán sujetos a las disposiciones y deberes contemplados en la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública Nº 8422. En el ejercicio de sus funciones observarán la máxima prudencia y frugalidad, la exclusión de responsabilidad se producirá si en el acta respectiva consta su oposición expresa contra el acuerdo del caso. En el evento que se superare el monto asegurado en la póliza de fidelidad, la responsabilidad personal subsistirá por el saldo no cubierto.





CAPÍTULO III





DE LA INSTALACIÓN DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO





Artículo 14. – Elección de su Directorio. En la primera sesión ordinaria de febrero de cada año, la Junta Administradora tendrá como primer punto de agenda, la elección de su Directorio, conformado por la persona con cargo de presidente, vicepresidente, secretaría, tesorero y las restantes personas integrantes, tendrán el carácter de personas directoras, en el orden en que resulten electas. El cargo de presidente deberá alternarse cada año entre los representantes del colectivo judicial y los de Corte Plena.  





Artículo 15. – De la persona con cargo de presidente. En caso de ausencia o de enfermedad y en general cuando concurra alguna causa justificada, la persona con cargo de presidencia de la Junta Administradora será sustituida por quien ostente el cargo de vicepresidente en el ejercicio de sus atribuciones y deberes. Cuando se encuentren ausentes las dos personas antes indicadas, la presidencia será asumida por la primera persona con cargo de director o subsiguientes.





Artículo 16. – Alcances de la representación. De conformidad con la L.O.P.J, corresponde a la persona con cargo de presidente de la Junta Administradora, la representación judicial y extrajudicial de la Junta, quien, en ejecución de los acuerdos tomados por el Órgano Colegiado, tendrá las facultades de un apoderado, con las limitaciones que el acuerdo de su nombramiento establezca, debiendo inscribirse su representación en la sección de personas jurídicas del Registro Nacional.





Artículo 17. – Del procedimiento para la elección del Directorio. Para la elección del Directorio en la primera sesión del año, la votación, será pública, se hará por cada puesto, y la presidirá AD-HOC quien cuente con mayor edad; se declararán electas para los cargos indicados, quienes obtengan mayoría simple de los y las presentes.





En los casos de empate se realizará una nueva elección entre las personas candidatas que hayan obtenido el mayor número de votos, de persistir el empate, la elección se definirá mediante un mecanismo aleatorio, escogido por la presidencia Ad-Hoc.





Los acuerdos que se deriven de estas elecciones carecerán de los recursos previstos en el presente Reglamento y en la Ley General de la Administración Pública.





CAPÍTULO IV





DE LA PRESIDENCIA, LA TESORERÍA Y LA SECRETARÍA 





Artículo 18. – Facultades de quien ejerce la Presidencia. La persona que ostente el cargo de la Presidencia o quien lo sustituya, tendrá las siguientes atribuciones:





a) Ejercer las funciones de máxima jerarquía de la Junta Administradora, correspondiéndole la representación judicial y extrajudicial con las facultades que el acuerdo de su nombramiento establezca.





b) Presidir con todas las facultades necesarias para ello, las sesiones de la Junta Administradora, las que podrá suspender en cualquier momento por causa justificada.





c) Dirigir las discusiones de los asuntos sometidos a conocimiento de la Junta Administradora, de acuerdo con la normativa que rige el actuar de la Junta, procurando que el debate se oriente a los puntos fundamentales del caso.





d) Conceder la palabra en el orden solicitado, salvo que se trate de una moción de orden, en cuyo caso se la concederá a la persona proponente inmediatamente después que hubiere finalizado en el uso de la palabra quien la tuviere en ese momento. Se entenderá por moción de orden, las peticiones o proposiciones formuladas para encausar o modificar el asunto o proyecto que se discute. Éstas han de referirse necesariamente a cuestiones de procedimiento y tienen prioridad en la discusión.





e) Velar por el orden de las deliberaciones y someter a votación, los asuntos de competencia de la Junta Administradora. Computar los votos y declarar la aprobación, proposición o su rechazo. Llamar al orden cuando el caso lo justifique.





f) Resolver cualquier asunto en caso de empate, para cuyo caso tendrá voto calificado, de conformidad con el artículo 240 de la L.O.P.J.





g) Velar porque la Junta Administradora cumpla la legislación aplicable, las directrices y los reglamentos relativos a su función.





h) En cuanto a los aspectos administrativos de las labores de la Junta Administradora, fijar directrices generales e impartir instrucciones. 





i) Convocar a sesiones extraordinarias, con al menos veinticuatro horas de anticipación, salvo casos de emergencia, debiendo indicar en la convocatoria el orden del día, el cual no podrá ser modificado posteriormente, ni durante la sesión, excepto que estuvieren de acuerdo en ello la totalidad de personas integrantes presentes en la sesión.





j) Confeccionar el orden del día de las sesiones ordinarias, con la colaboración de la persona con cargo de Secretaría, teniendo en cuenta, en su caso, las peticiones de las demás personas integrantes de la Junta Administradora, las que deberán ser formuladas al menos con veinticuatro horas de antelación, salvo casos de urgencia. En las sesiones ordinarias la Junta puede introducir cambios al orden del día.





k) Llevar la representación de la Junta Administradora en particular y de la Junta en general, en actos públicos, pudiendo delegar esta representación.





l) Resolver las inhibitorias, abstenciones y recusaciones presentadas por los integrantes de la Junta Administradora, de conformidad con lo estipulado en la Ley General de la Administración Pública.





m) Realizar los sorteos para la designación de los suplentes en caso de ausencia de un integrante titular de la Junta Administradora. 





n) Aquellas expresamente estipuladas en las leyes, reglamentos y otras disposiciones normativas y aquellas que le encargue la Junta Administradora y este Reglamento.





Artículo 19. De la Vicepresidencia– Las facultades del vicepresidente serán las mismas del presidente, en el tanto este último se ausente de alguna sesión de la Junta Administradora.





Artículo 20. – De la persona con cargo de Tesorero (a). Corresponderá a la persona con cargo de Tesorero (a) de la Junta Administradora las siguientes facultades y atribuciones:





a) Firmar con la persona con cargo de presidente o vicepresidente los cheques, autorizar las transferencias electrónicas u otros valores.





b) Presentar ante la Junta Administradora el presupuesto anual.





c) Velar porque los estados financieros se encuentren al día de conformidad con la normativa aplicable.





d) Otras relacionadas que le encomiende la Junta Administradora.





e) Aprobar los informes remitidos por el Departamento de Financiero Contable.





Artículo 21. – De la persona con cargo de Secretaría. Corresponderá a la persona con cargo de Secretaría de la Junta Administradora las siguientes facultades y atribuciones:





a) Ordenar la preparación y revisar las actas de la Junta Administradora y fiscalizar que se anoten las observaciones, si existe acuerdo en ese sentido.





b) Vigilar la custodia y la debida actualización de los registros de actas de las sesiones de la Junta Administradora.





c) Ordenar que se disponga con la antelación que estime oportuna las actas para su respectiva firma.





d) Firmar en conjunto con la persona con cargo de presidencia las actas transcritas en el correspondiente registro, dando fe que esa trascripción contiene todas las correcciones realizadas por las personas integrantes al momento de aprobarla.





e) Comunicar las resoluciones de la Junta Administradora, a través de la secretaría de actas, cuando estas no correspondan a la persona con cargo de presidencia.





f) Certificar todo acuerdo o acta que así se requiera.





g) Las demás que le asigne la Junta Administradora





CAPÍTULO V





DE LAS SESIONES DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO





Artículo 22. – Generalidades de las sesiones. La Junta Administradora realizará un mínimo de dos sesiones ordinarias mensuales, estas se desarrollarán los días que la Junta decida, a la hora y fecha que indique la convocatoria que se incluirá obligatoriamente como punto de agenda en la última sesión de cada mes y sólo podrá ser modificada mediante acuerdo. Asimismo, podrá sesionar extraordinariamente las veces que se requiera, cuando la persona con cargo de presidente o cuatro de sus integrantes conjuntamente la convoquen. Para reunirse en sesión ordinaria no hará falta convocatoria especial, para reunirse en sesión extraordinaria será siempre necesaria una convocatoria por escrito con una antelación mínima de 24:00 horas, salvo los casos de urgencia, o que se convoque con la asistencia de todas las personas integrantes. A la convocatoria se le acompañará una copia del orden del día. 





Podrán realizarse sesiones virtuales en casos calificados a criterio de la Junta Administradora.





Artículo 23. – De las dietas. Las personas integrantes de la Junta Administradora de conformidad con el artículo 240 de la L.O.P.J, no devengarán ninguna dieta.





Artículo 24. – De la asistencia a sesiones. Podrá asistir la persona gerente o administradora y con carácter excepcional otras personas servidoras o asesoras previamente convocados por Junta Administradora, concediéndoles el derecho de participar en las deliberaciones con voz, pero sin voto. 





Artículo 25. – De la agenda y acuerdos de la Junta Administradora. Los asuntos serán conocidos en el orden de agenda, no obstante, la Junta podrá modificarlos.





Los acuerdos o resoluciones serán adoptados por simple mayoría de las personas integrantes presentes con derecho a voto, salvo en aquellos casos que por disposición legal se exija una mayoría calificada, en caso de empate, quien ejerza el cargo de la presidencia, emitirá el voto calificado en la misma sesión.





No podrá ser objeto de acuerdo ningún asunto que no figure en el orden del día, salvo que sea declarada la urgencia del asunto por mayoría simple.





Las personas integrantes de la Junta Administradora votarán los asuntos sometidos a su conocimiento. No obstante, cuando tres personas manifiesten su deseo de estudiar más un asunto, petición o proposición sometida a conocimiento de la Junta, se postergará por una sola vez la votación, hasta la sesión siguiente. Para revocar un acuerdo firme, se requerirá mayoría calificada no menor a cinco de sus miembros.





Artículo 26. –  Del recurso de revisión y observaciones de forma. En el evento de que alguna de las personas integrantes interponga recurso de revisión de un acuerdo, el mismo será resuelto al conocerse el acta de la sesión respectiva, de conformidad con los lineamientos establecidos en la Ley General de la Administración Pública.





Las simples observaciones de forma, relativas a la redacción de los acuerdos y del acta en general, no serán consideradas, para los efectos anteriores, como recurso.





Artículo 27. – Del quórum para sesionar. El quórum para que pueda sesionar válidamente la Junta Administradora se formará como mínimo con 4 de los 6 integrantes convocados.





Artículo 28. –  De la asistencia y sus justificaciones. Las personas integrantes deberán justificar su inasistencia a las sesiones convocadas ante la Presidencia o la Secretaría de la Junta Administradora, con un plazo no menor a tres días hábiles de la realización de la sesión, a excepción de que la causa sea un caso especial y justificable.





Artículo 29. –  Del lugar de sesiones. La Presidencia de la Junta Administradora podrá convocar a sesiones de la Junta en el lugar que autorice el Órgano Administrativo del Poder Judicial, con el objeto de que las personas integrantes puedan conocer los diferentes asuntos que le conciernen.





Artículo 30. –  De la privacidad de las sesiones. Las sesiones de la Junta Administradora serán privadas, a menos que por mayoría de las personas integrantes, se acuerde en casos especiales, sesionar públicamente. 





Artículo 31. –  De los documentos. Con el propósito de facilitar los debates o discusiones en el curso de las sesiones de Junta Administradora y a fin de procurar analizar y resolver todos los puntos del orden del día, la Secretaría, deberá presentar todos los antecedentes y documentos relativos a aquellos.





Artículo 32. –  Votación de acuerdos. Las decisiones finales de los acuerdos se aprobarán por mayoría de votos, tomando en consideración que, en caso de empate, la persona integrante que posee la condición de presidente tendrá voto calificado.





Artículo 33. – Abstención y recusación. Las causas de abstención y recusación, así como su procedimiento se regirá por lo dispuesto en la Ley General de la Administración Pública.








CAPÍTULO VI





DE LAS ACTAS





Artículo 34. – Su elaboración y contenido. De cada sesión se elaborará un acta, que contendrá la indicación de las personas asistentes, así como las circunstancias de lugar y tiempo en que se ha celebrado. Los puntos principales de la deliberación, la forma y resultado de la votación y el contenido de los acuerdos; cuando alguna persona integrante de la Junta Administradora quiera razonar su voto o comentarlo para que así conste en el acta correspondiente, solicitará a la Presidencia de Junta Administradora, que así lo consigne.





La agenda deberá estar a disposición de las personas integrantes, sea de manera electrónica o impresa, en el momento de abrirse la sesión en que se conocerá.





Artículo 35. – De la aprobación y firmeza de las actas y acuerdos. Las actas se aprobarán, en lo posible, en la siguiente sesión ordinaria o extraordinaria, antes de esa aprobación carecerán de firmeza los acuerdos tomados en la respectiva sesión, a menos que las dos terceras partes de los miembros presentes acuerden su firmeza o se trate de acuerdos adoptados en sesiones extraordinarias, en cuyo caso adquieren firmeza desde su adopción.





Tendrán carácter de excepción aquellos acuerdos tomados por la Junta Administradora relativos a la declaratoria de beneficios para el régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que administra la Junta, en cuyo caso cobrarán firmeza en la sesión de Junta Administradora que se aprueben los informes de Concesión de Derechos, no obstante, la Junta Administradora podrá decidir que la firmeza del acuerdo sea a partir de la aprobación del acta.





Toda corrección se hará constar por vía electrónica o mediante notas al pie del tanto que conservará la Secretaría de la Junta.





Artículo 36. – Del voto y sus reservas. Las personas integrantes de la Junta Administradora podrán hacer constar en el acta su voto a favor o en contrario al acuerdo adoptado y los motivos que los justifiquen, quedando así exentos de las responsabilidades que, en su caso, pudieren derivarse de los acuerdos.





Artículo 37. – Medios de impugnación contra los acuerdos. Contra los acuerdos de la Junta Administradora, podrá interponerse recurso de reconsideración, en el plazo de tres días hábiles a partir de comunicado el acuerdo adoptado. La Junta Administradora podrá revocar dentro de los términos que señala la Ley General de la Administración Pública, conforme el artículo 174, los acuerdos que no hayan sido ejecutados o cuando sea conveniente para los intereses de la Junta, en cuyo caso se requerirá de una mayoría calificada, no menor de cinco de sus integrantes.





Cuando se esté en presencia de nulidades absolutas, se procederá conforme lo señalado en el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública.





Artículo 38. – Otros acuerdos. Los acuerdos que no sean declarados firmes con base en lo estipulado en este Reglamento, quedarán firmes al aprobarse el acta correspondiente.





Artículo 39. – Del recurso de revisión. Las mociones, acuerdos y demás disposiciones aprobadas por la Junta, podrán revisarse una sola vez, a solicitud de cualquier persona integrante, siempre que la revisión se pida a más tardar al discutirse el acta, recurso que deberá resolverse en la misma sesión.





Artículo 40. – De la comunicación de los acuerdos. Las partes dispositivas de los acuerdos y resoluciones, una vez declarados en firme, cuando fuere del caso, los comunicará la Secretaría General de la Corte.





Con los límites de la confidencialidad (derecho a la intimidad) y otras disposiciones de Ley (asuntos de interés público), se tendrá acceso a las actas o acuerdos de las sesiones de la Junta Administradora, para lo cual se realizará la publicación mediante la página Web del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en aras de promover el principio de publicidad y transparencia.


TÍTULO III





DE LOS COMITÉS PERMANENTES Y ESPECIALES





CAPÍTULO ÚNICO





GENERALIDADES





Artículo 41. – De su constitución y sus informes. Cuando algún asunto, por su complejidad e importancia no pueda estudiarse o decidirse en sesión ordinaria, la Junta Administradora lo trasladará al comité permanente o especial que se designe. Para el caso de los comités especiales, deberá necesariamente fijarse el término dentro del cual deberá presentar el informe a partir de la fecha en que se le entregue el expediente respectivo o la documentación requerida, el cual podrá ser prorrogado por la Junta Administradora por circunstancias especiales.





Artículo 42. – De la integración e instalación. La integración de los comités corresponderá definirla a la Junta Administradora, quienes además podrán integrar cualquier comité con voz y voto.





La integración de los comités permanentes se efectuará en las primeras sesiones inmediatas posteriores a la elección del Directorio o según corresponda, por un período anual, los cuales podrán ser reelegidos automáticamente o removidos por la Junta Administradora, en votación de mayoría calificada. 





Los comités permanentes estarán conformados por al menos un integrante titular de la Junta Administradora, así como las demás señaladas en el Código de Gobierno Corporativo. 





Los Comités Permanentes serán los indicados en la normativa de la Superintendencia de, así como cualquier otro comité que la Junta Administradora le otorgue tal condición.





Por su parte corresponderá a las personas integrantes asistir a las sesiones y hacer uso de la palabra para referirse a los asuntos en discusión. Podrán presentar por escrito o verbalmente propuestas y peticiones de orden, forma y fondo, para finalmente dictaminar todos los asuntos sometidos a conocimiento del comité dentro de los términos establecidos.





Artículo 43. – De la delegación y el debate. Por votación conforme los términos de este reglamento, podrá la Junta Administradora delegar en los comités permanentes asuntos propios de su competencia, siempre y cuando se encuentren en el orden del día y no hayan sido aprobados.





Los mismos términos desarrollados por este reglamento para el debate en las sesiones, será utilizado para los comités permanentes y especiales.





TÍTULO IV





OTRAS DISPOSICIONES





CAPÍTULO I





DE LA PERSONA GERENTE O ADMINISTRADORA DEL FONDO





Artículo 44. – De los requisitos y sus facultades. La Junta Administradora podrá elegir, mediante el procedimiento que corresponda, a la persona gerente o administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Su nombramiento se acordará por mayoría calificada. 





Artículo 45. – Atribuciones. Dentro de las funciones, le corresponden los siguientes deberes y atribuciones:





a) Actuará como jefatura superior de todas las dependencias de la Junta y de su personal, excepto de la Auditoría Interna y del Proceso de Riesgos. No podrá nombrar temporal ni permanentemente dentro del personal a parientes hasta el tercer grado por afinidad o consanguinidad, suyos o de las personas integrantes de la Junta Administradora, ni del personal que brindará servicios al Fondo de Jubilaciones y Pensiones.





b) Atender las relaciones con los personeros del Estado, los bancos y demás instituciones públicas, procurando la aplicación de los lineamientos generales del Poder Judicial, de acuerdo con las directrices que dicte la Junta Administradora.





c) Asesorar a la Junta Administradora en los temas que le competen.





d) Orientar, planificar, supervisar y controlar la actividad de todas las dependencias administrativas.





e) Tomar las disposiciones para el mejoramiento del servicio y la buena marcha de la Junta Administradora.





f) Velar por el cumplimiento oportuno de los acuerdos de la Junta Administradora.





g) Someter anualmente a conocimiento de la Junta Administradora el Plan Anual Operativo y el Presupuesto.





h) Preparar los informes complementarios que la Junta Administradora considere oportunos.





i) Ejercer los controles contables necesarios para la sana administración de los Fondos administrados por la Junta.





j) Facilitar la información que requieran los órganos competentes, entre otros la Auditoría Interna o Externa, la Superintendencia de Pensiones u otros y deberá consultar con la Junta Administradora el procedimiento que deberá seguir en caso de duda.





k) Someter a conocimiento de la Junta Administradora, una vez que se ordene su realización y dentro del plazo que se establezca, los estudios actuariales que ordena la L.O.P.J, para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.





l) Proporcionar a las personas integrantes de la Junta Administradora sin dilación toda la información y copia de la documentación de los expedientes que tiene la Junta, y de todo otro asunto oficial de la Junta que le sea requerido.





m) Las demás funciones que las leyes y sus Reglamentos y la Junta Administradora le asignen.





Artículo 46. – Jefatura del gerente o administrador. La persona designada como gerente o administradora tendrá como jefe directo al integrante nombrado como presidente de la Junta Administradora y responderá únicamente a este.





CAPÍTULO II





DE LA ASESORÍA LEGAL





Artículo 47. – Nombramiento. La Junta Administradora podrá contratar, mediante el procedimiento que corresponda, a un abogado del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Su nombramiento se acordará por mayoría calificada. 





Artículo 48. – Funciones. La asesoría legal, entre sus funciones tendrá la obligación de asesorar a la Junta Administradora y a la Gerencia o Administración del Fondo.





Artículo 49. – Atribuciones en relación con la Junta Administradora. En su carácter de asesoría a la Junta Administradora la asesoría legal le corresponde:





a) Representar a la Junta los procesos que se le designen.





b) Asistir en caso de requerirse a las sesiones de Junta y comités y evacuar las consultas técnicas de carácter jurídico que se le planteen.





c) Informar regularmente a la Junta Administradora, de las resoluciones recaídas en los distintos procesos que la Junta sea parte.





d) Informar a Junta Administradora respecto de las modificaciones e incorporación de nueva normativa, de interés para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones y en especial, de los distintos fondos que administra la Junta.





e) Elaborar cuando corresponda los estudios y dictámenes jurídicos legales que fundamente las consultas que realice la Junta a otras instancias.





f) Cumplir las funciones que le encomiende la Junta Administradora en el ámbito técnico jurídico.





Artículo 50. – Atribuciones en relación con la Gerencia o Administrador del Fondo. En su carácter de asesoría de la Gerencia o Administración del Fondo, a la asesoría legal le corresponde:





a) Informar a la Gerencia o Administración del Fondo, de las resoluciones recaídas en los distintos procesos que la Junta sea parte.





b) Informar a la Gerencia o Administración del Fondo respecto de las modificaciones e incorporación de nueva normativa, de interés para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones y en especial de los distintos fondos que administra la Junta.





c) Elaborar el estudio jurídico que fundamente las consultas que realice la Gerencia o Jefatura del Fondo a otras instancias.





d) Rendir los dictámenes de tipo legal necesarios para la atención de los requerimientos del Órgano.





e) Rendir cualquier otro informe que se disponga por ley o disposición de la Junta Administradora y la Gerencia o Administración del Fondo.





f) Atender otras funciones que la Gerencia o Administración del Fondo le solicite.





TÍTULO V





DISPOSICIONES FINALES





CAPÍTULO ÚNICO





GENERALIDADES





Artículo 51. – Grado de Parentesco de los funcionarios de la Junta Administradora. Las personas servidoras de la Junta Administradora no podrán ser cónyuges ni estar ligado por parentesco de consanguinidad o afinidad, en línea directa o colateral, hasta el tercer grado inclusive, con ninguna persona servidora o integrante de la Junta.





Artículo 52. – Organización interna. Para el eficiente cumplimiento de sus funciones, la Junta organizará sus servicios por medio de los procesos que considere necesarios.





Artículo 53. – Póliza. Con los recursos administrativos de la Junta Administradora, los Integrantes titulares y suplentes de esta, suscribirán una caución mediante una póliza.





Artículo 54. – Situaciones imprevistas. Las situaciones no previstas en este Reglamento, sobre las materias aquí reguladas, serán resueltas por la Junta Administradora.





Artículo 55. – Reformas. El presente Reglamento solo podrá ser modificado por la Junta Administradora mediante votación calificada.





Artículo 56. – Derogatoria. Este reglamento deroga cualquiera otra disposición reglamentaria que se le oponga.





Artículo 57. –Vigencia. Este Reglamento rige a partir de su aprobación, publíquese en el Boletín Judicial.
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[bookmark: _Hlk30079931]REGLAMENTO GENERAL DEL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL


De conformidad con las disposiciones de la Ley 9544 del diecinueve de abril de dos mil dieciocho, publicada en la Gaceta N. 89 del veintidós de mayo de dos mil dieciocho (en adelante la L.O.P.J), la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en lo sucesivo Junta Administradora), dicta el siguiente Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.





TÍTULO I





GENERALIDADES





CAPÍTULO ÚNICO





Artículo 1. – Regulación. El presente reglamento regula y desarrolla lo dispuesto en el Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, relativo a la concesión, suspensión y extinción de las jubilaciones y pensiones, los requisitos, el reconocimiento de tiempo servido para efectos jubilatorios, el traslado de cuotas derivado de éste y la fórmula de cálculo correspondiente.





Artículo 2. – Definiciones. Para los efectos de este reglamento, entiéndase:





Jubilación: Derecho de la persona servidora judicial de percibir una asignación calculada según los años de servicio y la edad al retirarse de la función judicial.





Pensión: Derecho que tienen las personas beneficiarias a percibir una asignación mensual cuando fallece la persona servidora o jubilada judicial.





Persona servidora judicial: Persona con nombramiento vigente en el Poder Judicial, que presta sus servicios a la Institución y que recibe como contraprestación un salario.





LOPJ: Ley Orgánica del Poder Judicial.





IVM: Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social.





MTSS: Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.





MEP: Ministerio de Educación Pública.





INA: Instituto Nacional de Aprendizaje.





TÍTULO II





DEL OTORGAMIENTO DEL BENEFICIO DE JUBILACIONES Y PENSIONES





CAPITULO I





SOBRE LA JUBILACIÓN DE LAS PERSONAS SERVIDORAS JUDICIALES:





Artículo 3. – Requisitos. Los servidores y servidoras judiciales podrán acogerse a una jubilación ordinaria o anticipada, cumpliendo los requisitos establecidos en los artículos 224 y 224 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, requisitos que deben ser considerados a cabalidad y revisados por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial.





Artículo 4. – Verificación. Para la verificación de los requisitos, la persona interesada deberá presentar con al menos dos meses de anticipación a la fecha de retiro establecida, la solicitud formal ante la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial, la cual realizará los cálculos de jubilación de conformidad con las fórmulas indicadas en los numerales 224 y 224 bis de la L.O.P.J, correspondiente a cada caso en concreto. La solicitud deberá contener la siguiente información: 





a) Nombre y número de identificación.





b) La fecha exacta del retiro.





c) Un lugar, medio electrónico o de otra índole para recibir notificaciones.





La persona gestionante podrá solicitar que el disfrute de su derecho a jubilación se difiera para una fecha posterior. En caso de que el ejercicio efectivo del derecho ya aprobado se lleve a cabo sin dar el tiempo suficiente para la actualización de los cálculos, se le cancelará la jubilación con el monto originalmente aprobado. En este caso la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial actualizará el monto del beneficio, con el pago retroactivo que corresponda y lo remitirá a la Junta Administradora para su aprobación.





Artículo 5. – Remisión de la información. Una vez verificados por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial los requisitos y al determinar que se cumple con cada uno de ellos, deberá remitir el informe de la gestión con el cálculo del monto de jubilación respectivo a la Junta Administradora, con la finalidad de agendarse para la sesión que corresponda.





Artículo 6. – Cálculos de jubilación. Previa verificación de la documentación remitida por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, aprobará en sesión los cálculos de jubilación que correspondan a la persona gestionante. En caso de ser requerido, se solicitará la revisión de los cálculos.  





Artículo 7. – Solicitud de información. La Junta Administradora, en caso de requerirse, puede solicitar la información que estime pertinente.





Artículo 8. – Ratificación. El derecho de beneficio de jubilación se ratifica con la firmeza del acuerdo adoptado por la Junta Administradora.





Artículo 9. – Suspensión de beneficio. La persona beneficiaria de una jubilación, en el eventual caso de que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce del beneficio durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro salario, conforme lo establece el artículo 233 de la L.O.P.J. Asimismo, deben estarse a lo dispuesto en el artículo 686 del Código de Trabajo, en cuando a las prohibiciones para ocupar cargos públicos.





Artículo 10. – Medios de notificación. Las personas beneficiarias de una jubilación deben señalar medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de Gestión Humana y el Departamento de Financiero Contable, u otra oficina que designe la Junta Administradora, todas del Poder Judicial. De no señalar medio, las comunicaciones relacionadas con acuerdos adoptados por la Junta Administradora quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 





Artículo 11. – Límites en los cálculos. La Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial deberá contemplar en los cálculos de jubilación lo estipulado en el artículo 225 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el entendido de que ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial, ni inferior a la tercera parte del salario base del puesto más bajo del Poder Judicial. 





Artículo 12. – Reajustes. La Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial comunicará a la Junta Administradora los reajustes que se deben realizar a los montos de las pensiones y jubilaciones en curso de pago y futuras, de conformidad con las variaciones en el Índice de Precios al Consumidor y definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censo, para la aprobación correspondiente. 





Artículo 13. –  Cómputo de tiempo. Conforme al artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para el cómputo del tiempo laborado, según lo indicado en los artículos 224 y 224 bis de ese cuerpo normativo, no será necesario que las personas servidoras hayan servido para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo la persona servidora haber servido al Poder Judicial al menos los últimos veinte años, por lo anterior, deberá la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial realizar el estudio correspondiente a las personas servidoras judiciales al momento de tramitar la solicitud de estudio para el derecho jubilatorio, para determinar el cumplimiento del citado requisito.





Artículo 14. – Salarios devengados. Para el cálculo del monto de las jubilaciones y pensiones no debe hacerse diferencia entre los salarios devengados en puestos ocupados en propiedad o interinamente.








CAPITULO II





SOBRE LA JUBILACIÓN POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE





Artículo 15. – Procedimiento: Para dar el trámite que corresponda, se deberá contar con un dictamen médico emitido por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, en donde declare el estado de invalidez de la persona servidora judicial solicitante, de conformidad con el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.





Artículo 16. – Presentación de solicitud. La gestión deberá ser presentada con la documentación que se estime pertinente ante la Dirección de Gestión Humana, con la finalidad de que esa instancia tramite la solicitud de valoración ante la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS).





Artículo 17. – Criterio de la Comisión Calificadora. Cuando la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) comunique la “hoja de criterio” indicando que la persona evaluada se encuentra inválida para ejercer funciones, la Dirección de Gestión Humana remitirá a la Junta Administradora la información, en conjunto con los cálculos del monto de jubilación que le correspondería de conformidad con la fórmula matemática indicada en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, obedeciendo los topes establecidos en el artículo 225 de ese cuerpo normativo.





Artículo 18. – Conocimiento. La Junta Administradora conocerá en sesión, de forma prioritaria la información aportada, la cual será evaluada para su aprobación.





Artículo 19. – Aprobación. La fecha de aprobación de jubilación por incapacidad absoluta y permanente regirá a partir de la firmeza del acuerdo adoptado por la Junta Administradora.





Artículo 20. – Dictamen negativo. En los casos que la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) comunique la “hoja de criterio” con un resultado indicando que la persona servidora judicial evaluada tiene las condiciones para continuar laborando, se remitirá al Consejo Superior del Poder Judicial la información para lo que corresponda. 





Artículo 21. –  Reingreso a ejercer funciones. Cuando una persona beneficiaria de una jubilación por incapacidad absoluta y permanente desee incorporarse al sector laboral, de previo a conocer la gestión en sesión de la Junta Administradora, deberá aportar la “hoja de criterio” emitida por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), en donde valide que su estado de salud es apto para ejercer funciones. Una vez conocida la gestión, se tomará nota del criterio y se remitirá al Consejo Superior del Poder Judicial o a la dependencia donde el gestionante indique que laborará, para su conocimiento.





CAPITULO III





SOBRE LOS REQUERIMIENTOS PARA OPTAR POR UNA PENSIÓN:





Artículo 22. – Documentación: Documentos que se deben presentar con la solicitud de pensión, ya sea en forma personal o mediante el formulario en línea dispuesto en la página Web de la Dirección de Gestión Humana:





a) Declaración jurada para solicitud de pensión debidamente cumplimentada.





b) Fotocopia del acta o certificado de la defunción, acompañada del documento original, a efecto de verificar la fidelidad de la copia.





c) Certificación de los regímenes básicos de pensiones (IVM, JUPEMA, MTSS) referente a si la persona gestionante recibe o no pensión del régimen con no más de un mes de emitidas.





d) Certificación de matrimonio inscrito en el Registro Civil.





e) En el caso de que la persona gestionante sea la conviviente de la persona servidora judicial fallecida o de la persona jubilada fallecida, deberá aportar declaración jurada en que haga constar la convivencia durante al menos tres años de manera estable, continua y singular y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil. 





f) Fotocopia de la cédula de identidad de la persona solicitante. (Debe presentar el original para el trámite correspondiente de conformidad con lo que establece el artículo 95 inciso c) de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones).





g) En el caso de que se gestione pensión para los hijos o hijas de la persona servidora judicial fallecida o persona jubilada fallecida, mayores de 18 y menores de 25 años, además se deberá presentar constancia extendida por el Centro Educativo en el cual se indique que la persona es estudiante. La Dirección de Gestión Humana consultará en línea en el Registro Civil el nacimiento de los hijos e hijas.





h) Si la pensión se gestiona para hijos o hijas de la persona fallecida, que presenten alguna discapacidad que no le permita valerse por sus propios medios de manera permanente, deberá aportarse certificación del centro médico en donde es atendido por la discapacidad que presenta.





Artículo 23. – Salarios devengados. Para el cálculo del monto de las pensiones no debe hacerse diferencia entre los salarios devengados en puestos ocupados en propiedad o interinamente.





Artículo 24. – Pensión por sobrevivencia. Tienen derecho a pensión por sobrevivencia las personas que se encuentren dentro de los siguientes supuestos:





a) Persona cónyuge sobreviviente de la persona servidora judicial fallecida o jubilada fallecida que dependa económicamente de la persona causante, al momento del fallecimiento.





b) Compañero o compañera sentimental económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona servidora activa o jubilada, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil.





c) Persona cónyuge divorciada, separada judicialmente, separada de hecho o excompañera sentimental, que disfruta a la fecha del deceso de la persona causante de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte de la causante.





Artículo 25. – Pensión por orfandad. Tiene derecho al beneficio de pensión por orfandad, los hijos o hijas que, al momento del fallecimiento de la persona causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:





a) Personas solteras menores de edad.





b) Personas Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora, por lo que deberá demostrar mediante documento idóneo las matrículas correspondientes.





c) Personas Mayores de edad que, previo al fallecimiento de la persona causante, se encuentren inválidas e incapaces para ejercer labores remuneradas.





Artículo 26. –  Requisitos para las pensiones por orfandad. En los casos contemplados en el inciso b) del artículo anterior, deberán las personas gestionantes demostrar que se encuentran matriculadas en un centro de estudios y que obtienen buenos rendimientos en las materias cursadas, para lo cual la Junta Administradora del Fondo requerirá la información que considere oportuna, encontrándose en la obligación la persona beneficiada de proveerla dentro del plazo razonable estimado por la Junta, bajo la advertencia de la suspensión del beneficio de pensión. 





En el supuesto de que la persona estudiante no apruebe las materias o cursos matriculados, la Junta Administradora podrá suspender el beneficio, en aras de mantener un buen uso de los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, de conformidad con el principio pro-fondo.





Asimismo, en los casos que las personas beneficiarias finalicen sus estudios de previo a cumplir los veinticinco años, la Junta Administradora podrá valorar si es necesario mantener el beneficio de pensión.





Para el supuesto del punto c) del artículo anterior, se deberá presentar documento idóneo emitido por la Caja Costarricense de Seguro Social, en donde certifique que la persona gestionante se encuentra inválida e incapaz para ejercer labores remuneradas.





Artículo 27. – Pensión por ascendencia. Tienen derecho a pensión los padres de la persona causante si se cumplen los siguientes requisitos: 





a) Haber ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad.





b) Depender económicamente de la persona causante al momento de su fallecimiento.





Artículo 28. – Monto de pensión. El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de jubilación que recibía la persona jubilada al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía a la causante. En caso de muerte de una persona servidora activa, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de jubilación que hubiera recibido la persona fallecida de acuerdo con el cumplimiento de los requisitos indicados en los artículos 224 y 224 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial en el momento de la contingencia, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que le hubiera correspondido a la causante.





Artículo 29. – Fijación de los montos de pensión. Para fijar las proporciones de las pensiones en los casos que una persona causante tenga más de una persona beneficiaria, la Junta Administradora analizará la información aportada en los estudios socioeconómicos de cada caso en concreto, para determinar las necesidades reales del gestionante y hacer una distribución objetiva, en el entendido que, en su conjunto, no excederá del ochenta por ciento (80%) del monto de jubilación que le correspondía a la persona causante.





Artículo 30. – Extinción de la pensión.  Todas las pensiones caducarán por la muerte de la persona beneficiaria, sin excepción alguna.





Artículo 31. – Acrecimiento de pensión. Las asignaciones que caduquen podrán acrecer proporcionalmente las pensiones de las demás personas beneficiarias que se mantienen vigentes de un mismo causante, a solicitud de parte, previo estudio del dictamen socioeconómico y aprobación de la Junta Administradora. 





En todas las solicitudes de acrecimiento de pensión, deberá el Departamento de Trabajo Social realizar el informe socioeconómico para el respectivo análisis de la Junta Administradora.





Artículo 32. – Servicios profesionales. En caso de requerirse, la Junta Administradora podrá contratar servicios profesionales externos al Poder Judicial de trabajo social para la elaboración de estudios socioeconómicos.





Artículo 33. – Documentación. En cualquier momento, la Junta Administradora podrá solicitar a las partes interesadas la información que considere pertinente, con la finalidad de evacuar cualquier duda al momento de estudiar las solicitudes presentadas por las personas beneficiarias.





CAPÍTULO IV





VIGENCIA DE LOS DERECHOS DE JUBILACIÓN Y PENSIÓN.





Artículo 34. – Sobre el derecho de jubilación. El derecho a la jubilación es facultativo, salvados los casos de incapacidad permanente para el desempeño del cargo, una vez que cumpla con los requisitos previstos en la ley. El derecho debe ser acogido por la Junta Administradora y regirá a partir del día siguiente al cese de las labores como persona servidora activa.





Artículo 35. – Sobre el derecho de pensión. El derecho de la pensión regirá al día siguiente del fallecimiento del exservidor (a) judicial o de la persona jubilada fallecida. Para el supuesto de que, con posterioridad a la distribución inicial realizada por el Consejo Superior, se presenten solicitudes de personas beneficiarias con derecho a pensión, éstos sólo podrán hacer efectivo el beneficio, con perjuicio de la distribución inicial, a partir de la fecha de la respectiva gestión.





Artículo 36. – Fraude en documentación. Con estricta sujeción al debido proceso, cuando la Junta Administradora, tenga conocimiento que una persona beneficiaria del derecho de jubilación o pensión ha suministrado información falsa o de dudosa procedencia, o en su defecto, realice acciones tendentes a trasladar su derecho a otra persona, con la pretensión de que a su fallecimiento le suceda en el beneficio, se realizará la investigación pertinente, para proceder a suspender o denegar el beneficio sin más trámite.





CAPITULO V





RECONOCIMIENTO DE TIEMPO PARA EFECTOS JUBILATORIOS





Artículo 37. – Solicitud del reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus instituciones. El reconocimiento de tiempo servido en el Estado y sus instituciones para efectos de jubilación se tramitará a solicitud de la persona servidora judicial activa. Estos deberán presentar ante la Dirección de Gestión Humana la solicitud de reconocimiento de tiempo servido. En estos casos, la persona servidora judicial, podrá presentar su gestión en cualquier momento de su relación de servicio, independientemente del tiempo transcurrido. 





La vigencia del reconocimiento será a partir de la fecha en que el interesado cumplió con los requisitos establecidos en este reglamento.





Artículo 38. – Prueba que se debe aportar para el reconocimiento de tiempo servido. La solicitud presentada por la persona interesada deberá acompañarse de la prueba que la respalde, sin demérito de que la Dirección de Gestión Humana lleve a cabo las indagaciones y comprobaciones que considere pertinentes.





Artículo 39. – Prohibición de doble cómputo. En caso de que una persona haya trabajado simultáneamente en diferentes entes del Estado y sus instituciones el tiempo servido no se podrá computar doble, es decir, solamente se computará el tiempo servido en uno de ellos.





Artículo 40. – Cómputo por tiempos paralelos. Sólo se podrá recibir más de una jubilación o pensión del Estado, en los supuestos permitidos por la ley. 





Ninguna persona que tenga jubilación en otro régimen podrá solicitar el reconocimiento del tiempo que se le computó para constituir ese derecho, con el propósito de obtener también la condición de persona jubilada judicial. La persona que gestiona la concesión de la jubilación o pensión deberá presentar a la Dirección de Gestión Humana, en que se consigne que no ostenta la condición de persona jubilada o pensionada de ningún régimen de jubilación o pensión público.





Artículo 41. – Tiempo servido que puede ser reconocido para efectos de anualidades y jubilación. El tiempo servido por la persona gestionante en el Estado se reconoce para efectos de jubilación. Para el cómputo del tiempo servido se tomarán en cuenta las siguientes reglas: 





a) El reconocimiento de tiempo servido es procedente aun cuando la prestación del servicio se haya dado de manera discontinua, interina o en propiedad.





b) No será necesario que las personas servidoras hayan servido para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo el servidor haber laborado al Poder Judicial al menos los últimos veinte años. 





c) Los períodos de permisos sin goce de salario no serán tomados en cuenta para el cálculo. 





d) No se reconocerá cuando la prestación del servicio haya sido bajo la modalidad de servicios profesionales, (sistema de honorarios o dietas).





e) Para efectos jubilatorios, no se reconocerá el tiempo laborado en las instituciones de derecho público no estatales de base corporativa.





f) Si la prestación del servicio, por parte de la persona servidora en las dependencias o instituciones públicas estatales, se dio a tiempos parciales, se reconocerá la proporción que corresponda respecto de ese salario, para tales efectos, será admisible todo medio de prueba para comprobar el tiempo servido por la persona trabajadora. Al valorar la prueba la Junta Administradora tomará en consideración el principio in dubio pro-fondo.





Artículo 42. – Cómputo de pasos por cursos de capacitación. Para los efectos del tiempo reconocido para jubilación se tomará en cuenta únicamente el tiempo laborado en forma efectiva en el Estado y sus instituciones, no así aquellos "anuales" o pasos otorgados por aprobación de cursos de capacitación en la Escuela Judicial o bien los aprobados en materia policial.





Artículo 43. – Fecha de rige del reconocimiento de tiempo servido. - El reconocimiento de tiempo servido rige a partir del día en que la persona interesada complete la documentación requerida por la Dirección de Gestión Humana para su respectivo trámite, cuando sea su obligación presentarla. Si en el plazo de tres meses no la completa, esa Dirección procederá al archivo de la gestión.





Artículo 44. – Reglas del traslado de cuotas por reconocimiento de tiempo servido para efectos de la jubilación. Al aprobarse el reconocimiento de tiempo servido para efectos de anualidades y jubilación, la Junta Administrada le indicará a la persona gestionante el correspondiente reintegro al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que se determinó en el respectivo estudio, mismo que será calculado a valor presente más el rendimiento real que se hubiere obtenido sobre las sumas a trasladar de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido. 





Para el traslado y reintegro de cuotas por reconocimiento de tiempo servido se aplicarán las siguientes reglas:





a) Si el interesado había cotizado en otros regímenes de pensiones establecidos por otra dependencia o por otra institución del Estado, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al momento de otorgar la jubilación, tendrá derecho a exigir y la respectiva institución o dependencia estará obligada a girar el monto de esas cotizaciones (obrero, patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial.





b) En el caso de que lo cotizado por el interesado, el patrono y el Estado no alcance el monto que corresponde al Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el interesado deberá reintegrar a este la suma adeudada por las diferencias de cotización actualizadas al valor presente por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). Además, el interesado deberá cancelar el rendimiento real promedio que se haya obtenido sobre las sumas trasladadas, de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido.





c) La comprobación de los servicios prestados deberá hacerse por medio de prueba idónea y en cuanto a su interpretación se aplicará el principio in dubio pro - operario. 





d) Cuando una persona ha trabajado simultáneamente en diferentes entes del Estado y sus instituciones, laborando en jornadas inferiores a la ordinaria y haya cotizado en ambos para un mismo régimen, se le deberá reconocer como un sólo período, dando lugar a una única jubilación por esos servicios y se deberá trasladar la totalidad de las cuotas aportadas. 





e) La Dirección de Gestión Humana digitalizará la documentación presentada por la persona interesada para el trámite de reconocimiento de tiempo servido, la cual se adjuntará al expediente personal electrónico que custodia dicha dependencia.





Artículo 45. – Valor presente y rendimiento real. Para el cálculo del valor presente a que se refiere el artículo anterior, se observará la siguiente metodología: 





La inflación acumulada, aplicada a cada cuota desde la fecha de inicio del reconocimiento, conforme la siguiente fórmula:





(IPC final/ IPC inicial) * 100-100=X, 





Donde: 





X=Cuota*(1+X/100) 





IPC: Índice de precios al consumidor 





Para el cálculo del rendimiento mensual real, se observará la siguiente fórmula: 





RNR= 1+RN del plazo /1+IPC del plazo 





Donde: 





RNR: Rendimiento Nominal Real.





RN del plazo: Es el rendimiento nominal según el plazo desde la fecha de inicio. 





IPC del plazo: Es la inflación acumulada según el plazo desde la fecha de inicio.





La sumatoria de las cuotas indexadas por la inflación acumulada más el rendimiento mensual real de las inversiones, constituyen la suma a cobrar a la persona gestionante.





Artículo 46. – Proceso de reintegro de dinero. El rebajo del monto por el reconocimiento del tiempo servido no será menor al 10% del salario bruto que devengue la persona servidora judicial, quien no podrá acogerse a su derecho jubilatorio sin antes haber cancelado la totalidad del monto adeudado.





Artículo 47. – Devolución de montos cobrados de más. Cuando se haya reintegrado una suma mayor por el reconocimiento de tiempo servido, el Departamento Financiero reintegrará al servidor o servidora judicial la suma respectiva. En caso de fallecimiento del beneficiario a quién corresponde el reintegro se procederá a la devolución según lo que establezca el proceso sucesorio o sede notarial.





Artículo 48. – Requisitos para el traslado de cuotas de cualquier Régimen Básico Público de Pensiones hacia el Fondo de Jubilaciones y Pensiones de los servidores y servidoras del Poder Judicial. La solicitud de traslado de cuotas obrero patronales para efectos del artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se hará mediante oficio del Departamento Financiero Contable del Poder Judicial dirigido al Jefe de la Sección de Cuenta Individual de la Caja Costarricense de Seguro Social, al Jefe Financiero de la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional o al responsable o encargado del respectivo régimen con indicación del nombre, apellidos, número de cédula y la referencia de lo acordado por la Junta Administradora (número de sesión, día, mes, año, artículo y descripción de lo acordado). La solicitud deberá ir firmada por el jefe del Departamento Financiero Contable del Poder Judicial. 





A la solicitud se acompañará la fotocopia del acuerdo de la Junta Administradora en que se aprobó el reconocimiento de tiempo servido y el reporte de tiempo servido confeccionado por el Departamento de Personal.





Artículo 49. –  Requisitos para el traslado de cuotas del Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los servidores y servidoras del Poder Judicial hacia cualquiera de los otros Regímenes Básicos Públicos. De conformidad con el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la solicitud de traslado de cuotas la hará la respectiva entidad Administradora del Régimen Básico Público, cuando vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud deberá dirigirse al Departamento Financiero Contable del Poder Judicial. 





Se realizarán los estudios y cálculos respectivos por parte del Departamento de Financiero Contable y se harán de conocimiento de la Dirección Ejecutiva, la que dictará la resolución de estilo ordenando la devolución de las cuotas. 








CAPITULO VI





OTRAS DISPOSICIONES SOBRE JUBILACIONES Y PENSIONES





Artículo 50. – Prohibición de embargo y otros. De conformidad con el artículo 984 del Código Civil y el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, las jubilaciones y pensiones no podrán ser objeto de embargo, venta, cesión, traspaso ni perseguidas por acreedores. La única excepción a esta regla es en el supuesto de pensión alimentaria. 





Artículo 51. – Sumas giradas de más. Cuando se detecte que se generó una suma girada de más a una persona beneficiaria de una jubilación o pensión, deberá dar audiencia a la persona beneficiaria para que manifieste lo que estime pertinente, en su defecto de corresponder la suma en demasía, se procederá a rebajar en tractos proporcionales, no menores al diez por ciento (10%), con la finalidad de recuperar el monto adeudado, de conformidad con el artículo 232 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.





La Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, según corresponda, informarán a la Junta Administradora cuando se esté realizando un proceso para recuperar sumas pagadas de más a una persona beneficiaria. 





TÍTULO III





DISPOSICIONES FINALES





CAPÍTULO ÚNICO





GENERALIDADES





Artículo 52. – Fundamento de la Junta en la toma de decisiones. Las decisiones tomadas por la Junta Administradora se realizarán bajo los parámetros establecidos por el ordenamiento jurídico en aplicación al Principio pro-fondo.





Artículo 53. – Situaciones imprevistas. Las situaciones no previstas en este Reglamento, sobre las materias aquí reguladas, serán resueltas por la Junta Administradora.





Artículo 54. – Reformas. El presente Reglamento solo podrá ser modificado por la Junta Administradora mediante votación calificada.





Artículo 55. – Derogatoria. Este reglamento deroga cualquiera otra disposición reglamentaria que se le oponga.





Artículo 56. –Vigencia. Este Reglamento rige a partir de su aprobación, publíquese en el Boletín Judicial.
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De: Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: lunes, 16 de marzo de 2020 4:14 p. m.
Para: Carlos Montero Zuñiga <cmonteroz@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Patricia Rivera Sandoval <privera@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección Ejecutiva <direc_ejecutiva@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Eugenia Romero Jenkins <aromeroj@Poder-Judicial.go.cr>; Roger Mata Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: SP-R-1954-2020 recursos deberán interponerse dentro del plazo tres días hábiles 
Importancia: Alta



 



Máster 



Carlos Montero Zúñiga



Presidente 



Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial



 



 



Estimado señor



 



Reciba un cordial saludo. Con la instrucción del Director del Despacho de la Presidencia MSc. Róger Mata Brenes, respetuosamente, me permito remitir para su conocimiento y trámite correspondiente, el oficio SP-R-1954-2020, suscrito por el señor Álvaro Ramos Chaves, Superintendente de Pensiones. 



 



 



POR TANTO:



 



Se rechaza la solicitud de aprobación del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, cursada a través del oficio N°11-2020, del 12 de febrero de 2020.



 



En lo que respecta a la solicitud de aprobación del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo, se omite pronunciamiento ya que la Superintendencia de Pensiones no se encuentra legalmente facultada para aprobarlo, sin perjuicio de las observaciones que pueda realizar al mismo, con posterioridad al dictado de esta esta resolución.



 



De conformidad con el artículo 245 de la Ley General de la Administración Pública, la presente resolución podrá ser recurrida según lo preceptuado en los artículos 343, 344, 346, 347 y 348 de dicho cuerpo normativo, por medio de la interposición de los recursos de revocatoria y apelación en subsidio, los cuales serán resueltos por el Superintendente de Pensiones y el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF), respectivamente. Los recursos deberán interponerse dentro del plazo de tres días hábiles, contados a partir de la comunicación de esta resolución.  Los recursos de revocatoria y de apelación deberán interponerse ante la Superintendencia de Pensiones y serán resueltos, respectivamente, por el Superintendente de Pensiones y el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (artículo 171, inciso g) de la Ley Reguladora del Mercado de Valores).



 



 







 



Atentamente, 



 



 



Yuliana Mairena Presidencia
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SP-R-1954-2020





Superintendencia de Pensiones, al ser las doce horas del trece de marzo del dos mil veinte.








RESULTANDO:








1. Que el artículo 242 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, N°8, reformada por la Ley N°9544 del 24 de abril de 2018, establece que: (sic) “La Junta Administradora emitirá un reglamento general del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el cual deberá ser aprobado por la Superintendencia de Pensiones (Supén), y contemplará necesariamente lo siguiente:


a) El perfil de requisitos y beneficios que otorga el régimen.


b) Los períodos de espera o calificación para cada una de las contingencias, separadamente.


c) El procedimiento administrativo para tramitar las solicitudes de los interesados, el cual deberá sujetarse a lo dispuesto en la Ley N.º 6227, Ley General de la Administración Pública, de 2 de mayo de 1978, para el procedimiento sumario.


d) Las reglas sobre la inversión de los recursos del Fondo, las cuales deben garantizar las mejores condiciones de rentabilidad y seguridad.


[bookmark: _Hlk34923420]e) El cobro de la comisión por gastos administrativos se ajustará a criterios de progresividad, proporcionalidad y gradualidad al monto del salario, jubilación o pensión devengada. Para la fijación de este cobro, la Junta deberá elaborar un estudio de las necesidades, la proyección de los gastos y las normas de ejecución del presupuesto, con el fin de que se ajuste a medidas de austeridad y control en el gasto.


f) Todos los otros elementos que se consideren necesarios para la correcta administración del Fondo, la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) como la Superintendencia de Pensiones (Supén), y la prudencia y responsabilidad administrativas.”





2. Mediante correo recibido en la Superintendencia de Pensiones el 14 de febrero del año en curso, la Junta Administradora del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, remitió para su correspondiente aprobación, el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en adelante “el Reglamento”, a través del oficio N°11-2020, del 12 de febrero de los corrientes. Dicho reglamento fue aprobado por la Junta Administradora antes citada, en sesión N°1-2020 del 27 de enero de 2020, según señala el referido oficio.





3. En dicho oficio, se remite, también el Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo para su respectiva revisión y aprobación.











CONSIDERANDO:








1. En relación con a) el perfil de requisitos y beneficios que otorga el régimen.





El perfil de requisitos y beneficios se encuentra contemplado por el Reglamento, concretamente, en su Título II. Del otorgamiento del beneficio de jubilaciones y pensiones; Capítulo I. Sobre la jubilación de las personas servidoras judiciales y el Capítulo II. Sobre la jubilación por incapacidad absoluta y permanente.





No obstante, lo anterior el referido Título II, contiene algunas disposiciones que deben enmendarse o aclararse, a saber:





a. El artículo 8 del Reglamento, establece que (sic) “El derecho de beneficio de jubilación se ratifica con la firmeza del acuerdo adoptado por la Junta Administradora.” 





Reiterada jurisprudencia de la Sala Constitucional ha señalado, desde vieja data, que el derecho a la pensión se adquiere por el solo cumplimiento de los requisitos, sin que sea necesario que así sea declarado para constituir el derecho (véase, entre otros los votos 559-96 y 1805-94), por lo que el derecho no puede ser “ratificado”, en el sentido de que se requiera del pronunciamiento de la Junta Administradora, para que el mismo se consolide.





b. El artículo 9 del Reglamento, establece, en relación con la suspensión del beneficio, que (sic) “ La persona beneficiaria de una jubilación, en el eventual caso de que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce del beneficio durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro salario, conforme lo establece el artículo 233 de la L.O.P.J. Asimismo, deben estarse a lo dispuesto en el artículo 686 del Código de Trabajo, en cuando a las prohibiciones para ocupar cargos públicos.”





Esta norma debe ser aclarada o precisada ya que el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, señala que (sic) “Se le suspenderá el goce del beneficio a la persona jubilada, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, sus instituciones y de las municipalidades. Esta limitación no se aplicará cuando imparta lecciones en las instituciones de educación superior.” (el destacado es nuestro).





c. El artículo 16 norma lo relativo a la presentación de la solicitud, tratándose sobre la jubilación por incapacidad absoluta y permanente, señalando que (sic) “La gestión deberá ser presentada con la documentación que se estime pertinente ante la Dirección de Gestión Humana, con la finalidad de que esa instancia tramite la solicitud de valoración ante la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS).”





En relación con lo anterior, debe el Reglamento señalar la documentación mínima que el interesado debe presentar a los efectos de brindarle seguridad jurídica. Lo anterior dado que solamente se menciona como requisito el dictamen médico emitido por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social.





d. El Artículo 28. Monto de pensión, señala (sic) “El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de jubilación que recibía la persona jubilada al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía a la causante. En caso de muerte de una persona servidora activa, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de jubilación que hubiera recibido la persona fallecida de acuerdo con el cumplimiento de los requisitos indicados en los artículos 224 y 224 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial en el momento de la contingencia, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que le hubiera correspondido a la causante.”





En relación con el anterior artículo deben establecerse las proporciones de los beneficios por sobrevivencia, es decir, cómo se distribuiría el 80% del monto que recibe o hubiere recibido el causante entre las distintas prestaciones por sobrevivencia, en caso de que se presente más de un beneficiario. Lo anterior, por así requerirlo en forma expresa el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.





e. El artículo 44 del Reglamento establece, respecto de las reglas del traslado de cuotas por reconocimiento de tiempo servido para efectos de la jubilación, en lo que interesa (sic) “... c) La comprobación de los servicios prestados deberá hacerse por medio de prueba idónea y en cuanto a su interpretación se aplicará el principio in dubio pro-operario.”





Sobre este particular, debe señalarse que, en materia de pensiones, no rige este principio de derecho laboral, sino el de in dubio pro fondo, es decir, que en caso de duda, se resuelve en favor del fondo, por lo que, lo indicado debe ser enmendado en este sentido.





Lo anterior ha sido establecido por la Sala II de la Corte Suprema de Justicia quien, sobre este principio señaló:





“En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. De esa manera, en caso de duda, debe resolverse a favor del fondo. En este sentido afirma el tratadista Rafael Bielsa: "La complejidad de los regímenes legales de jubilaciones, y sobre todo, las modificaciones sucesivas hacen surgir cuestiones de interpretación. Por lo pronto aunque la jubilación se funda en consideraciones de asistencia social y se configura como seguro obligatorio, una aplicación liberal de sus preceptos en el sentido favorable del afiliado, podría afectar la estabilidad del fondo financiero, en perjuicio de los que tienen derecho incuestionable no sujeto a discusión. Por eso, y por tratarse de un privilegio, la concesión de jubilaciones es de interpretación restrictiva, y en la duda el caso se resuelve a favor de la caja o fondo común". (BIELSA, Rafael. "Derecho Administrativo, Roque Depalma, Buenos Aires, 1956, Quinta Edición, Tomo III, pág. 174)." (Resolución Nº 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia).





En el mismo sentido resolvió esta misma Sala, a través de la resolución 2001-00211 de las diez horas veinte minutos del seis de abril del año 2001: “El reclamo en su favor, de la consecuencia que deriva para el trabajador el principio protector, no resulta atendible toda vez que, en esta clase de procesos, en que se reclama un derecho jubilatorio, en caso de duda sobre la normativa a aplicar, tanto la jurisprudencia como la doctrina, han venido reconociendo el principio "in dubio pro fondo", ya que, en casos de seguridad social, el interés particular cede ante el general.”





Adicionalmente, el artículo 44 del Reglamento hace referencia a “Junta Administrada”, por lo que debe corregirse este error material.





2. En relación con el procedimiento administrativo para tramitar las solicitudes de los interesados; las reglas sobre la inversión de los recursos del Fondo; y, el cobro de la comisión por gastos administrativos





El Reglamento establece el procedimiento a seguir para el trámite del otorgamiento de los beneficios, no así las reglas para la inversión de los recursos del fondo, ni la comisión y el cobro de la comisión por gastos administrativos. Tómese nota, en relación con estos dos últimos requisitos, que el artículo 242 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece que el Reglamento debe contemplarlos y regularlos.




















 


POR TANTO:





Se rechaza la solicitud de aprobación del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, cursada a través del oficio N°11-2020, del 12 de febrero de 2020.





En lo que respecta a la solicitud de aprobación del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo, se omite pronunciamiento ya que la Superintendencia de Pensiones no se encuentra legalmente facultada para aprobarlo, sin perjuicio de las observaciones que pueda realizar al mismo, con posterioridad al dictado de esta esta resolución.





De conformidad con el artículo 245 de la Ley General de la Administración Pública, la presente resolución podrá ser recurrida según lo preceptuado en los artículos 343, 344, 346, 347 y 348 de dicho cuerpo normativo, por medio de la interposición de los recursos de revocatoria y apelación en subsidio, los cuales serán resueltos por el Superintendente de Pensiones y el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF), respectivamente. Los recursos deberán interponerse dentro del plazo de tres días hábiles, contados a partir de la comunicación de esta resolución.  Los recursos de revocatoria y de apelación deberán interponerse ante la Superintendencia de Pensiones y serán resueltos, respectivamente, por el Superintendente de Pensiones y el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (artículo 171, inciso g) de la Ley Reguladora del Mercado de Valores).








Comuníquese.
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Álvaro Ramos Chaves


Superintendente de Pensiones














Aprobado por PRF








Teléfono 2243-4400	Fax 2243-4444	supen@supen.fi.cr








Teléfono 2243-4400	Fax 2243-4444	supen@supen.fi.cr
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SP-R-1954-2020



Superintendencia de Pensiones, al ser las doce horas del trece de marzo del dos mil veinte.





RESULTANDO:





1. Que el artículo 242 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, N°8, reformada por la Ley N°9544 del 24 de abril de 2018, establece que: (sic) “La Junta Administradora emitirá un reglamento general del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el cual deberá ser aprobado por la Superintendencia de Pensiones (Supén), y contemplará necesariamente lo siguiente:

a) El perfil de requisitos y beneficios que otorga el régimen.

b) Los períodos de espera o calificación para cada una de las contingencias, separadamente.

c) El procedimiento administrativo para tramitar las solicitudes de los interesados, el cual deberá sujetarse a lo dispuesto en la Ley N.º 6227, Ley General de la Administración Pública, de 2 de mayo de 1978, para el procedimiento sumario.

d) Las reglas sobre la inversión de los recursos del Fondo, las cuales deben garantizar las mejores condiciones de rentabilidad y seguridad.

[bookmark: _Hlk34923420]e) El cobro de la comisión por gastos administrativos se ajustará a criterios de progresividad, proporcionalidad y gradualidad al monto del salario, jubilación o pensión devengada. Para la fijación de este cobro, la Junta deberá elaborar un estudio de las necesidades, la proyección de los gastos y las normas de ejecución del presupuesto, con el fin de que se ajuste a medidas de austeridad y control en el gasto.

f) Todos los otros elementos que se consideren necesarios para la correcta administración del Fondo, la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) como la Superintendencia de Pensiones (Supén), y la prudencia y responsabilidad administrativas.”



2. Mediante correo recibido en la Superintendencia de Pensiones el 14 de febrero del año en curso, la Junta Administradora del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, remitió para su correspondiente aprobación, el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en adelante “el Reglamento”, a través del oficio N°11-2020, del 12 de febrero de los corrientes. Dicho reglamento fue aprobado por la Junta Administradora antes citada, en sesión N°1-2020 del 27 de enero de 2020, según señala el referido oficio.



3. En dicho oficio, se remite, también el Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo para su respectiva revisión y aprobación.







CONSIDERANDO:





1. En relación con a) el perfil de requisitos y beneficios que otorga el régimen.



El perfil de requisitos y beneficios se encuentra contemplado por el Reglamento, concretamente, en su Título II. Del otorgamiento del beneficio de jubilaciones y pensiones; Capítulo I. Sobre la jubilación de las personas servidoras judiciales y el Capítulo II. Sobre la jubilación por incapacidad absoluta y permanente.



No obstante, lo anterior el referido Título II, contiene algunas disposiciones que deben enmendarse o aclararse, a saber:



a. El artículo 8 del Reglamento, establece que (sic) “El derecho de beneficio de jubilación se ratifica con la firmeza del acuerdo adoptado por la Junta Administradora.” 



Reiterada jurisprudencia de la Sala Constitucional ha señalado, desde vieja data, que el derecho a la pensión se adquiere por el solo cumplimiento de los requisitos, sin que sea necesario que así sea declarado para constituir el derecho (véase, entre otros los votos 559-96 y 1805-94), por lo que el derecho no puede ser “ratificado”, en el sentido de que se requiera del pronunciamiento de la Junta Administradora, para que el mismo se consolide.



b. El artículo 9 del Reglamento, establece, en relación con la suspensión del beneficio, que (sic) “ La persona beneficiaria de una jubilación, en el eventual caso de que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce del beneficio durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro salario, conforme lo establece el artículo 233 de la L.O.P.J. Asimismo, deben estarse a lo dispuesto en el artículo 686 del Código de Trabajo, en cuando a las prohibiciones para ocupar cargos públicos.”



Esta norma debe ser aclarada o precisada ya que el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, señala que (sic) “Se le suspenderá el goce del beneficio a la persona jubilada, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, sus instituciones y de las municipalidades. Esta limitación no se aplicará cuando imparta lecciones en las instituciones de educación superior.” (el destacado es nuestro).



c. El artículo 16 norma lo relativo a la presentación de la solicitud, tratándose sobre la jubilación por incapacidad absoluta y permanente, señalando que (sic) “La gestión deberá ser presentada con la documentación que se estime pertinente ante la Dirección de Gestión Humana, con la finalidad de que esa instancia tramite la solicitud de valoración ante la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS).”



En relación con lo anterior, debe el Reglamento señalar la documentación mínima que el interesado debe presentar a los efectos de brindarle seguridad jurídica. Lo anterior dado que solamente se menciona como requisito el dictamen médico emitido por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social.



d. El Artículo 28. Monto de pensión, señala (sic) “El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de jubilación que recibía la persona jubilada al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía a la causante. En caso de muerte de una persona servidora activa, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de jubilación que hubiera recibido la persona fallecida de acuerdo con el cumplimiento de los requisitos indicados en los artículos 224 y 224 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial en el momento de la contingencia, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que le hubiera correspondido a la causante.”



En relación con el anterior artículo deben establecerse las proporciones de los beneficios por sobrevivencia, es decir, cómo se distribuiría el 80% del monto que recibe o hubiere recibido el causante entre las distintas prestaciones por sobrevivencia, en caso de que se presente más de un beneficiario. Lo anterior, por así requerirlo en forma expresa el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.



e. El artículo 44 del Reglamento establece, respecto de las reglas del traslado de cuotas por reconocimiento de tiempo servido para efectos de la jubilación, en lo que interesa (sic) “... c) La comprobación de los servicios prestados deberá hacerse por medio de prueba idónea y en cuanto a su interpretación se aplicará el principio in dubio pro-operario.”



Sobre este particular, debe señalarse que, en materia de pensiones, no rige este principio de derecho laboral, sino el de in dubio pro fondo, es decir, que en caso de duda, se resuelve en favor del fondo, por lo que, lo indicado debe ser enmendado en este sentido.



Lo anterior ha sido establecido por la Sala II de la Corte Suprema de Justicia quien, sobre este principio señaló:



“En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. De esa manera, en caso de duda, debe resolverse a favor del fondo. En este sentido afirma el tratadista Rafael Bielsa: "La complejidad de los regímenes legales de jubilaciones, y sobre todo, las modificaciones sucesivas hacen surgir cuestiones de interpretación. Por lo pronto aunque la jubilación se funda en consideraciones de asistencia social y se configura como seguro obligatorio, una aplicación liberal de sus preceptos en el sentido favorable del afiliado, podría afectar la estabilidad del fondo financiero, en perjuicio de los que tienen derecho incuestionable no sujeto a discusión. Por eso, y por tratarse de un privilegio, la concesión de jubilaciones es de interpretación restrictiva, y en la duda el caso se resuelve a favor de la caja o fondo común". (BIELSA, Rafael. "Derecho Administrativo, Roque Depalma, Buenos Aires, 1956, Quinta Edición, Tomo III, pág. 174)." (Resolución Nº 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia).



En el mismo sentido resolvió esta misma Sala, a través de la resolución 2001-00211 de las diez horas veinte minutos del seis de abril del año 2001: “El reclamo en su favor, de la consecuencia que deriva para el trabajador el principio protector, no resulta atendible toda vez que, en esta clase de procesos, en que se reclama un derecho jubilatorio, en caso de duda sobre la normativa a aplicar, tanto la jurisprudencia como la doctrina, han venido reconociendo el principio "in dubio pro fondo", ya que, en casos de seguridad social, el interés particular cede ante el general.”



Adicionalmente, el artículo 44 del Reglamento hace referencia a “Junta Administrada”, por lo que debe corregirse este error material.



2. En relación con el procedimiento administrativo para tramitar las solicitudes de los interesados; las reglas sobre la inversión de los recursos del Fondo; y, el cobro de la comisión por gastos administrativos



El Reglamento establece el procedimiento a seguir para el trámite del otorgamiento de los beneficios, no así las reglas para la inversión de los recursos del fondo, ni la comisión y el cobro de la comisión por gastos administrativos. Tómese nota, en relación con estos dos últimos requisitos, que el artículo 242 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece que el Reglamento debe contemplarlos y regularlos.













 

POR TANTO:



Se rechaza la solicitud de aprobación del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, cursada a través del oficio N°11-2020, del 12 de febrero de 2020.



En lo que respecta a la solicitud de aprobación del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo, se omite pronunciamiento ya que la Superintendencia de Pensiones no se encuentra legalmente facultada para aprobarlo, sin perjuicio de las observaciones que pueda realizar al mismo, con posterioridad al dictado de esta esta resolución.



De conformidad con el artículo 245 de la Ley General de la Administración Pública, la presente resolución podrá ser recurrida según lo preceptuado en los artículos 343, 344, 346, 347 y 348 de dicho cuerpo normativo, por medio de la interposición de los recursos de revocatoria y apelación en subsidio, los cuales serán resueltos por el Superintendente de Pensiones y el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF), respectivamente. Los recursos deberán interponerse dentro del plazo de tres días hábiles, contados a partir de la comunicación de esta resolución.  Los recursos de revocatoria y de apelación deberán interponerse ante la Superintendencia de Pensiones y serán resueltos, respectivamente, por el Superintendente de Pensiones y el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (artículo 171, inciso g) de la Ley Reguladora del Mercado de Valores).





Comuníquese.



[image: ]

Álvaro Ramos Chaves

Superintendente de Pensiones









Aprobado por PRF





Teléfono 2243-4400	Fax 2243-4444	supen@supen.fi.cr
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DICTAMEN SOCIAL FORENSE   
# 19-000899-0725-TS 


  
 


 
 
Para:  Unidad de Jubilaciones y Pensiones  
  Subproceso de Administración de Personal  
  Dirección de Gestión Humana  
  I Circuito Judicial de San José  
 
De:  Oficina de Trabajo Social y Psicología del Segundo Circuito Judicial 
  de San José – Goicoechea. Poder Judicial. 
 
 
I. DATOS GENERALES:  
 
Expediente Judicial:  2349-AP-2019  
Persona referida:   Floria Mora Mora  
Proceso:    Solicitud de Pensión del Poder Judicial  
Fecha de entrega del Dictamen Social: 9 de diciembre de 2019  
 
II. MOTIVO DE INTERVENCIÓN:  
 
La Unidad de Jubilaciones y Pensiones del Subproceso de Administración de 
Personal, de la Dirección de Gestión Humana del I Circuito Judicial de San José, 
solicita realizar: "valoración social para Floria Mora Mora 01-0402-1272". Además 
de lo anterior se toma en cuenta el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, 
de la sesión N°55-19 celebrada el 18 de junio de 2019, emitido en el oficio N° 6884-
1. 
 
III. CONSENTIMIENTO INFORMADO:  
Se le informa a la persona referida el carácter de voluntariedad de la participación, 
objetivos y la metodología de la valoración social, enterada de su derecho, 
manifiesta estar de acuerdo en participar.  
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IV. METODOLOGÍA EMPLEADA Y FUENTES DE INFORMACIÓN:  
 
- Revisión Documental:  
. Boleta de Referencia de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones del Departamento 
de Gestión Humana, de fecha 06 de junio de 2019.  
. Oficio 2349-AP-2019 SICE: 9683-2019 emitido por Unidad de Jubilaciones y 
Pensiones, con fecha del 4 de junio de 2019.  
. Certificación del Registro Nacional de Bienes Inmuebles de la señora Floria Mora 
Mora, con fecha del 06-06-2019. 
. Certificación del Registro Nacional de Bienes Inmuebles del señor José Antonio 
Montero Quirós, con fecha de 06-06-2019. 
. Certificación de la Caja Costarricense de Seguro Social, Seguro de Pensiones de 
Invalidez, Vejez y Muerte, de la señora Floria Mora Mora, de fecha 06-06-2019.  
. Certificación de la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, de 
la señora Floria Mora Mora, de fecha 06-06-2019. 
 . Solicitud de Pensión al Poder Judicial de la señora Floria Mora Mora, de fecha 26 
mayo de 2019.  
. Acta de Defunción del señor José Antonio Montero Quirós, con fecha 16-05-2019. 
. Carta de la señora Carmen Rodríguez Madrigal, de fecha 19-06-2019. 
. Constancia del Área de Salud de Montes de Oca de la joven Ana Victoria Montero 
Mora, de fecha 20-06-2019. 
. Constancia del Área de Salud de Montes de Oca de la señora Floria Mora Mora, 
con fecha 20-06-2019. 
 
- Los siguientes recibos y/o facturas canceladas:  
. Funeraria Cristo Rey, con fecha del 15-05-2019. 
. Impuestos territoriales de la Municipalidad de Monte de Oca del Primer Trimestre 
2019.  
. Teléfono de casa de los meses de marzo y abril 2019 a nombre de Floria Mora 
Mora. 
. Agua del mes de junio 2019 a nombre de José Antonio Montero Quirós.  
. Electricidad del mes de junio 2019 a nombre de José Antonio Montero Quirós. 
. Cable de fecha 04-06-2019.   
. Alimentación y Abarrotes del Supermercado Más por Menos (01 junio 2019). 
. Mantenimiento del patio (lote) de la casa, de fecha 04-06-19. 


- Consulta a la CCSS, Gerencia de Pensiones, sobre el reporte de cuotas activas 
para IVM, por parte de la Auxiliar Administrativa Verónica Villaseñor, de la Oficina 
Trabajo Social y Psicología del I Circuito Judicial, San José.  
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- Entrevista semiestructurada social forense a la señora:  


. Floria Mora Mora.  
 
- Entrevista a fuente colateral:  
. Sr. Roy José Montero Mora (hijo).  
 
- Valoración domiciliaria realizada el 1 de julio 2019.  
 
- Observación no participante.  
 
 
V. ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN SOCIAL VALORADA:  
 
La señora Floria Mora Mora es de nacionalidad costarricense, con cédula de 
identidad 104021272, tiene 67 años de edad, nacida el 24 enero 1952, de estado 
civil viuda, con nivel educativo de primaria incompleta y de ocupación ama de casa.  
 
El exfuncionario judicial es su esposo don José Antonio Montero Quirós, con cédula 
de identidad 101660254, fallecido el día 15 de mayo 2019 a sus 93 años de edad, 
siendo el diagnóstico de su deceso el siguiente "shock séptico y celulitis en el 
muslo". 
 
Indica la referida acerca de los antecedentes de conformación de su pareja, que 
mantuvieron noviazgo durante un año, ella contaba con 23 años de edad y él con 
49 años edad. Iniciaron convivencia de pareja y luego contrajeron nupcias, 
manteniéndose en matrimonio durante 47 años sin la existencia de separaciones de 
pareja, procrearon los siguientes cinco hijos (as):  
 
- Steven de 45 años de edad (labora en el Tecnológico, es administrador 
empresarial). 
- Allan de 44 años de edad (administrador público). 
- Roy José de 42 años de edad (labora como custodio de detenidos en el Poder 
Judicial de Goicoechea desde hace 24 años). 
- Lourdes de 36 años de edad (ama de casa).  
- Ana Victoria de 28 años de edad (con discapacidad). 
  
Don José Antonio laboró como guarda de seguridad en el Poder Judicial, se jubiló 
a sus 68 años de edad, a partir de entonces se dedicó al cuido de su hija menor Ana 
Victoria, también realizaba en su casa labores de sastrería, de las cuales obtenía 
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ingresos económicos y se dedicaba a brindarle el mantenimiento de un lote que 
adquirieron, el cual conforma el patio de la casa.  
 
La señora Mora lo describió en el desarrollo del rol de esposo como una “excelente” 
persona, destacándose adecuadamente como proveedor.  
 
En el ámbito de la salud, explica doña Floria que ella presenta: Hipertensión Arterial, 
Dislipidemia e Hipotiroidismo, de acuerdo con Epicrisis del 20-06-19, emitida por el 
Ebais Unibe, Área de Salud de Montes de Oca, Sabanilla 8, recibiendo control 
médico cada seis meses. 
 
Reside la señora Mora solamente con su hija Ana Victoria, manifiesta que ambas 
siempre han sido dependientes económicamente de su esposo, dado que ella se ha 
desempeñado como ama de casa. Al respecto lo anterior se corroboró con la CCSS, 
Gerencia de Pensiones, sobre el reporte de cuotas activas.  


 
La joven Ana Victoria Montero Mora cuenta con 28 años de edad, nacida el 13-10-
1990, cédula 114470298, presenta Retardo Mental Moderado, de acuerdo al 
diagnóstico del 20/06/19 por parte del Ebais Unibe, Área de Salud Montes de Oca. 
Ha recibido atención en los Servicios de Neurología, Ortopedia y Psiquiatría. 
 
Ella logró culminar su educación secundaria de acuerdo con su situación de salud. 
Es atleta, participa en la modalidad de natación en las Olimpiadas Especiales, 
compitiendo a nivel internacional. 
 
Explica la entrevistada que antes de fallecer su esposo, él le había brindado un 
poder legal por medio del cual ella le retiraba su pensión y se la administraba, de lo 
cual logró reunir ahorros.  
 
Indica que el salario mensual de don José era de 520.000 colones, pero recibía 
130.000 colones al mes, debido a que había adquirido varias deudas. Las 
deducciones a su salario estaban destinadas para cancelar sus préstamos en: 
Coopejudicial, Caprede y en la Asociación de Jubilados. El complemento económico 
para este grupo familiar era percibido por las labores de sastrería que don José 
realizaba y de lo que sus hijos(as) les aportaban, en específico con alimentos. 
 
En referencia a todos los préstamos que su esposo había realizado, posterior a su 
deceso lograron finiquitarlos con las respectivas pólizas de vida. 
 







 


 


SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ - GOICOECHEA 
 OFICINA DE TRABAJO SOCIAL Y PSICOLOGÍA 


PODER JUDICIAL 
_______________________________________________________________________________ 


 


5 
Expediente Judicial: 2349-AP-2019  
Persona referida:  Floria Mora Mora  
Proceso:  Solicitud de Pensión del Poder Judicial  
 


 


La organización económica de este grupo familiar está distribuida de la siguiente 
manera: 
 
Doña Floria y su hija Ana Victoria en la actualidad no reciben apoyos económicos 
de alguna institución, organización, grupos sociales, pensiones de algún régimen o 
salarios. No cuentan con ingresos, por lo que luego de la suspensión de la pensión 
de su esposo, doña Floria ha estado utilizando sus ahorros, lo que recibió del 
Socorro Mutuo, aunado a que hijos le han estado apoyando en lo que requiera.  
 
Indicó don Roy que él y todos los hijos (as) visitan y apoyan a la progenitora; le han 
expresado que si ella tiene alguna necesidad, que la comunique para ellos 
determinar algún tipo de ayuda. Por lo que la pensión que solicita de su esposo 
fallecido favorecería la independencia económica de la evaluada con respecto a su 
grupo filial. 
 


EGRESOS 


Concepto Monto Mensual (aproximado) 


 
. Alimentación y Abarrotes:                       ¢ 125.409 
. Verduras:                                                ¢ 120.000 
. Teléfono de la casa:                               ¢ 15.031.83 
. Dos Teléfonos celular prepago:              ¢ 24.000 
. Agua:                                                       ¢ 6.548 
. Electricidad:                                             ¢ 10.330 
. Cable:                                                      ¢ 25.943 
. Tratamiento Dental de Floria y Ana Victoria: ¢ 30.000 
. Vestidos de Baño para Ana (para las competencias especiales): ¢ 4.166 
. Vestimenta:                                            ¢ 16.666 
. Sustagen o Ensure:                                ¢ 20.000  
. Medicinas:                                              ¢ 20.000 
. Recreación (Cine, Piscinas, Parque de Diversiones): ¢ 43.735 
. Impuestos territoriales de la Municipalidad de Monte de Oca: ¢ 17.284 
. Funeraria Cristo Rey:                             ¢ 15.000 
. Mantenimiento del patio-lote (corta de zacate, siembra de frijol, maíz, mangos): ¢ 60.000 
. Traslado de Ana Victoria Montero (3 días por semana a clases de natación):  ¢ 25.000 
 


Total ¢ 579.112.83 colones 
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La vivienda donde residen tiene una medición de 125 metros cuadrados de 
construcción, es propia de doña Floria, ubicada sobre un terreno de 700 metros 
cuadrados.  
 
El inmueble está construido en concreto, las divisiones internas son de material 
madera, el piso es de madera y de terrazo. Posee una cochera, sala-comedor, 
cocina, dos baños completos, cuarto de pilas, cuatro dormitorios, sin indicadores de 
hacinamiento, uno de los aposentos se observa en total estado de deterioro. El patio 
posee dimensiones que permiten la presencia de árboles frutales (mangos, limones, 
banano), una milpa y un cobertizo para la cría de gallinas.  
 
La expectativa de doña Floria con respecto a este proceso de solicitud de pensión 
es la siguiente: “Yo esperaría que tomen en cuenta toda mi situación, porque mi hija 
y yo necesitamos la pensión de mi esposo. Él trabajó para satisfacer nuestras 
necesidades. Él nos había dicho que ese era nuestro derecho”. 
 
VI. CONCLUSIONES: 
 
La señora Floria Mora Mora fue la cónyuge del ex-servidor judicial fallecido don José 
Antonio Montero Quirós, cuyo deceso fue el día 15 de mayo del año 2019.  
 
Ella y su hija Ana Victoria han dependido económicamente de él, doña Floria ha 
sido ama de casa y Ana presenta discapacidad. 
 
Acerca de las actuales condiciones socioeconómicas de la solicitante y su hija, se 
indica que, debido a la inexistencia del ingreso mensual por la descontinuación de 
este a partir del fallecimiento de su esposo, las necesidades han tenido que ser 
satisfechas con el dinero de los ahorros que ella había logrado realizar, sumado al 
recurso de apoyo familiar que le han brindado sus hijos (as), quienes se mantienen 
ante la preocupación de que los ahorros mencionados están finiquitando.   
 
La razón que generó en doña Floria la solicitud para el presente proceso, es debido 
a su necesidad de que no cuenta con un ingreso mensual estable. Por lo que en el 
caso de que no obtenga su derecho a la pensión, se vería afectada su manutención 
y la de su hija, por consiguiente, la calidad de vida que ambas mantenían en vida 
de la persona fallecida. 
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Expediente Judicial: 2349-AP-2019  
Persona referida:  Floria Mora Mora  
Proceso:  Solicitud de Pensión del Poder Judicial  
 


 


Se informa lo anterior a la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, Subproceso de 
Administración de Personal de la Dirección de Gestión Humana, para lo 
correspondiente.  
 
 
    


Licda. Ana Shirlenia Briceño Castro  
 Trabajadora Social  


 Código 945 
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DICTAMEN SOCIOECONÓMICO 


19-001759-0160-TS 
 


De: Departamento de Trabajo Social y Psicología. I Circuito Judicial de San José.  


Para: Unidad de Jubilaciones y Pensiones 


 


I. DATOS GENERALES:  


Oficio: 2231-AP-2019 SICE: 18962-2018 


Proceso: Solicitud de Pensión 


Solicitante:   Betty Mayela Loaiza Coronado 


Fecha de Dictamen: 05 de setiembre de 2019  


 


II. MOTIVO DE INTERVENCIÓN: 


Caso referido por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, al Departamento de 


Trabajo Social y Psicología del I Circuito Judicial de San José, en el que se 


solicita: “Valoración social para Betty Mayela Loaiza Coronado” 


  


III. CONSENTIMIENTO INFORMADO: 


Se le informa a la persona valorada acerca del carácter de voluntariedad, el 


objetivo y la metodología de la valoración social, enterada de su derecho, 


manifiesta estar de acuerdo con participar.  


 


IV. METODOLOGÍA EMPLEADA Y FUENTES DE INFORMACIÓN: 


 Revisión documental: 


 Boleta de Referencia con fecha del 29 de mayo de 2019, emitida por la 


unidad de Jubilaciones y Pensiones. 


 Oficio 2231-AP-2019 SICE: 18962-2018 
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 Asignación mensual por jubilación de la Sra. Evetty Loaiza Coronado, 


emitida por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, N° 


05854CC-FJP-2019.  


 Solicitud de pensión por muerte a nombre de Betty Mayela Loaiza 


Coronado, en calidad de hija. 


 Cédula de identidad de Betty Mayela Loaiza Coronado, persona referida. 


 Dictamen médico Nº 1993-05-2019, a nombre de Betty Mayela Loaiza 


Coronado, emitido por Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS) 


 Pago por impuestos municipales, finca 133244, a nombre de Betty Mayela 


Loaiza Coronado. 


 Pago por servicios de electricidad, NISE: 28003682, a nombre de Betty 


Mayela Loaiza Coronado, de los meses de enero, febrero, marzo, abril y 


mayo del año 2019. 


 Pago de servicio de Acueducto 3226527, a nombre de Betty Mayela Loaiza 


Coronado, de los meses de enero, febrero y marzo del año 2019. 


 Pago de recibo telefónico a nombre de Betty Mayela Loaiza Coronado, del 


mes de mayo del año 2019. 


 


 Consultas en línea: 


 Consulta civil al Tribunal Supremo de Elecciones (TSE), a nombre de Betty 


Mayela Loaiza Coronado, solicitante. 


 Consulta civil al TSE, a nombre de Evetty Loaiza Coronado, jubilada judicial 


fallecida.   


 Consulta en el Sistema de Certificaciones e Informes Digitales del Registro 


Nacional para la búsqueda de bienes muebles e inmuebles, a nombre de la 


persona referida 
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 Sistema Nacional de Información y Registro Único de Beneficiarios del 


Estado (SINIRUBE), a nombre de la persona referida. 


 Consulta digital de beneficiarios de pensiones de la Caja Costarricense de 


Seguro Social (CCSS), a nombre de Betty Mayela Loaiza Coronado. 


 Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), Límites de extrema 


pobreza y pobreza total según zona, enero 2004-junio 2019 


 


 Entrevista Semi-estructurada a: 


 Betty Mayela Loaiza Coronado, solicitante. 


 


 Investigación social de campo: 


 Valoración social domiciliaria, al lugar de residencia de Betty Mayela Loaiza 


Coronado. 


 Consulta vecinal en la comunidad de San José, San Francisco de Dos Ríos. 


 Entrevista focalizada a: 


Benjamín Nuñez Meza, amigo de la Sra. Betty Loaiza Coronado. 


Isabel Padilla González, vecina y amiga de la Sra. Betty Loaiza Coronado. 


Rodrigo Orozco, Instructor del Gimnasio George Angulo.   


 Observación de las condiciones de la comunidad de San José, San 


Francisco de Dos Ríos. 


 


 Observación no participante. 


  


V. ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN SOCIOECONÓMICA VALORADA 


Se refiere para valoración social a la Sra. Betty Mayela Loiza Coronado, portadora 


de la cédula de identidad 1-0522-0703, costarricense, nacida el 22 de diciembre 


de 1959, suma 59 años de edad, soltera, licenciada en Biología Marina, se 
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desempeñó como docente, pensiona desde el año 2003 por invalidez, quien 


solicita pensión ante el fallecimiento de su madre, la Sra. Evetty Loaiza Coronado, 


jubilada judicial. 


 


Nacida en San Francisco de Dos Ríos, conformó grupo familiar de origen nuclear 


integrado por ambos progenitores, la Sra. Evetty  Loaiza Coronado y el Sr. Edgar 


Ortega Amores, en la escala filial ocupa el quinto lugar, según orden descendente 


en un grupo de seis miembros. 


 


De su historia familiar de origen, se expuso que convivió con ambos progenitores 


hasta la edad de siete años, momento en que su padre egresa del grupo familiar, 


a partir de lo cual su madre se hizo cargo de su crianza, reportando el 


cumplimiento de las obligaciones parentales, asumiendo la satisfacción de 


necesidades materiales y afectivas de la persona valorada. 


 


En cuanto al ámbito laboral, refiere que se desempeñó en el Ministerio de 


Educación Pública (MEP) como docente en Biología Marina entre los años 1991 y 


1993, momento en que fue intervenida quirúrgicamente por un aneurisma. Razón 


por la cual dejó de laborar. 


 


A raíz de la intervención quirúrgica y la generación de dependencia, indica la 


valorada que permaneció toda su vida al lado de su madre; no egresó del hogar, 


no estableció relaciones de pareja, ni procreó hijos, manteniendo convivencia 


durante 58 años, hasta el momento del deceso de su madre. 


 


Según las fuentes de información consultadas, resaltan una dinámica estable 


entre ambas, se describieron relaciones de afecto, apoyo, comunicación asertiva y 
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respeto, así mismo se identifica la Sra. Betty, como la principal cuidadora de su 


madre, sus hermanos (as) egresaron del grupo familiar hace más de 25 años, 


siendo la valorada la única que permaneció en convivencia con la Sra. Evetty. 


 


Con respecto al ámbito económico, se conoció que en vida la Sra. Evetty Loaiza 


Coronado, quien se desempeñaba como oficinista en el Poder Judicial, asumía la 


mayoría de las obligaciones financieras, siendo que, a partir del año 2003, según 


consulta a la CCSS-Gerencia de Pensiones, se sumó el Ingreso de Betty Mayela 


Loaiza Coronado, por concepto de pensión por invalidez, el cual aportaba al grupo 


familiar conformado por la ahora fallecida y la solicitante, logrando la satisfacción 


de necesidades básicas y materiales. 


 


Respecto a la situación en estudio, indica que a partir del fallecimiento de su 


madre, su vida ha cambiado de forma importante, señalando que no logra 


satisfacer sus necesidades, razón por la cual inició el presente proceso, de igual 


forma se identifica una afectación desde el ámbito emocional, ya que no cuenta 


con apoyo familiar, siendo que no mantiene cercanía afectiva con sus 


hermanos(as), situación que aduce a resentimientos generados porque la vivienda 


que habita, era propiedad de su madre y quedó a su nombre.  


 


Actualmente, la valorada conforma grupo familiar unipersonal, menciona que al no 


contar con el ingreso de la pensión de su madre, debe asumir la totalidad de los 


gastos del hogar, así como los requerimientos especiales debido a su condición de 


salud y discapacidad, entre estas menciona, alimentación, pago de servicios 


públicos, impuestos, pasajes para el traslado a las constantes citas y el costo de 


medicamentos privados, indica que ha tenido que suspender servicios como el 


internet o la televisión por cable; como estrategias de sobrevivencia señala que se 
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ducha en el gimnasio al que asiste, para reducir la tarifica del recibo por consumo 


de agua en su casa. Indicando que no ha optado por suspender este servicio en 


razón de su condición física y la necesidad de ejercitarse.    


 


Al explorarse acerca de la atención de las necesidades básicas, refirió lo siguiente, 


en cuanto a su salud, se encuentra asegurada por parte de la CCSS, al ser 


pensionada por invalidez; a raíz de un accidente de tránsito sufrido en el año 


2003, el cual le ocasionó, según dictamen médico N° 1993-05-2019, “hemorragia 


subaracnoidea, malformación cerebral arteriovenosa, epilepsia secundaria, daño 


cerebral adquirido y hemiparesia secuelas”. Hechos a partir de los cuales reporta 


afectaciones en las actividades de la vida diaria, presenta dificultades para 


comunicarse verbalmente, usa permanentemente una férula en su pierna derecha, 


aunque logra escribir, lo realiza muy lentamente, tiene limitaciones para 


desplazarse, requiere del apoyo de un bastón, utiliza un calzado especial, 


mantiene control médico en servicios de ortopedia, asiste a citas médicas de 


control, seguimiento y terapia tres veces por semana, así mismo, señala el 


consumo de medicamentos de forma permanente, entre los que menciona, dos 


pastillas al día de “Lamictal”, para el control de sus convulsiones y tres pastillas de 


“Lovastatina” al día para la regulación del colesterol, todo lo anterior suministrado 


por la CCSS; adicionalmente adquiere medicamentos en el sector privado, por un 


monto de ¢5,000.00 al mes, dentro de los que indica, “Glutamina”, para mejorar el 


rendimiento físico, así como “Ginkgo Biloba GNC”, capsulas para oxigenar el 


cerebro, las utiliza debido al temor de padecer Alzheimer al igual que su madre. 


 


Así mismo, señala que funcionarios del EBAIS, quienes la visitan en su domicilio le 


recomiendan vivir con alguien que le pueda brindar asistencia, informando que ha 
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sufrido varias caídas, lo que le ha ocasionado lesiones, no obstante, no presenta 


documentación que respalde estas lesiones. 


 


Con respecto a la alimentación, indica que es inadecuada, por el escaso tiempo 


del que dispone, debido a la asistencia a las terapias y citas médicas, así mismo, 


señala que cuando convivía con su madre, tenían una persona que asumía la 


preparación de alimentos para ambas, señala que al momento de la valoración no 


tiene la posibilidad de pagar el servicio, y por su condición de salud le resulta muy 


difícil cocinar; refiere un consumo mensual de ¢70,000.00 en alimentación, 


anteriormente compraba suplementos alimenticios, los cuales actualmente no 


puede costear. 


 


En referencia a las actividades sociales y de esparcimiento, indica que ha tenido 


que limitarse debido a su condición económica actual, señala que anteriormente 


era evangelista, por lo que se dedicaba a visitar personas privadas de libertad en 


Centros de Atención Institucional (CAI), así como personas en estado de 


callejización, sus prédicas las preparaba con material disponible en internet, al 


cual ya no tiene acceso, por lo cual abandonó dicha actividad, sumado a las 


limitaciones para el desplazamiento producto de su discapacidad. 


 


Actualmente, asiste de lunes a viernes al Gimnasio George Angulo en San 


Francisco de Dos Ríos, para realizar ejercicios, la cuota mensual del Gimnasio 


para personas adultas es de ¢27,000.00, sin embargo, en razón de un trato 


preferencial y con el fin de que no abandone los ejercicios, le permiten cancelar 


una cuota de ¢10,000.00 al mes, información que fue corroborada con el Sr. 


Rodrigo Orozco, instructor de tal gimnasio. 
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Así mismo y ligado con la formación educativa, asiste a la Biblioteca Municipal de 


San Francisco de Dos Ríos, a cursos de Ajedrez, el cual se imparte en las tardes y 


es gratuito, señala que trata de mantenerse lo más ocupada que puede para no 


sentirse sola, a ambos lugares se desplaza caminando, sin embargo, señala que 


cada vez es más difícil debido a su constante deterioro físico, por lo que señala la 


necesidad de transportarse en taxi, o servicio de transporte privado, en algunas 


ocasiones la acompañan sus vecinos(as), el Sr. Benjamín Núñez o la Sra. Isabel 


Padilla. 


 


En cuanto a los gastos por concepto de vestido, indica que acostumbraban a 


comprar ropa y zapatos en diciembre cuando depositaban el aguinaldo de su 


madre, por lo que señala que tiene aproximadamente tres años de no adquirir 


nuevas prendas. 


 


La valorada habita vivienda propia, la cual pertenecía su madre y esta se la 


heredó, señala que algunos(as) de sus hermanos(as) se molestaron, pero que 


están de acuerdo en que ella permanezca en la vivienda, con el acuerdo de que 


no la puede vender ni alquilar. Según consulta en el Registro Nacional, está 


registrada como finca: 133244, el inmueble se ubica en el Distrito de San 


Francisco de Dos Ríos, en el Cantón de San José y mide 167,75 mts², inscrita a 


nombre de la Sra. Betty desde el año 2008, siendo este el único bien que posee. 


 


En la valoración social domiciliaria, la vivienda se observa en regular estado de 


conservación, con infraestructura deteriorada, las paredes son de madera, cuenta 


con cielorraso y piso de madera, con presencia de comején, dispone de tres 


dormitorios (dos de los cuales se encuentran desocupados y en evidente estado 


de deterioro), sala, cocina, comedor, cuarto de pilas, servicio sanitario y baño, con 
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acceso a servicios públicos de electricidad y acueducto. El inmueble en general 


denota descuido, abandono y regulares condiciones de orden y aseo. El menaje 


es básico, cocina con gas y los muebles se muestran deteriorados, las 


condiciones de ventilación e iluminación son inadecuadas. La Sra. Betty informa 


que debido a su condición de discapacidad se le dificulta realizar las labores del 


hogar, señalando que requiere asistencia para las actividades de la vida diaria. 


 


Al realizar una correlación entre los ingresos de la persona referida y los egresos 


descritos para solventar los gastos, se tiene lo siguiente: 


 


Cuadro 1: Correlación ingresos y egresos 


Ingreso Periodo Monto TOTAL Egreso Periodo Monto 


Pensión 
por 


invalidez 
CCSS 


Mensual ¢136,865.00 ¢136,865.00 Alimentación* Promedio mensual ¢70,000.00 


Servicio 
eléctrico 


Promedio mensual 
de enero a mayo 


¢5,278.00 


Servicio de 
agua 


Promedio mensual 
de enero a marzo 


¢5,733.00 


Pago de 
impuestos 


municipales 


Promedio mensual 
por año 


(cuatro trimestres) 


¢22,019.33 


Transporte* Promedio por mes ¢20,000.00 


Gas* Promedio por mes ¢10,000.00 


Gimnasio Promedio por mes ¢10,000.00 


Teléfono 
residencial 


Promedio por mes ¢8,361.61 


Teléfono 
celular* 


Promedio por mes ¢4,000.00 


Medicación 
privada* 


Promedio por mes ¢5,000.00 


TOTAL INGRESOS ¢136,865.00 TOTAL EGRESOS ¢160,391.94 


DIFERENCIA -¢23,530.94 


*Sobre estos rubros no se obtuvo comprobación documental. 


 


Partiendo de lo anterior se desprende que el ingreso de la Sra. Betty corresponde 


a ¢136,865.00, resultando un ingreso per cápita del mismo monto, el cual es 
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mayor a la línea de pobreza para zona urbana (¢112,317.00) y superior al costo de 


la canasta básica para zona urbana (¢50,618.00), según lo establecido por el 


INEC para el mes de junio del año 2019 en la zona urbana, a partir de lo cual 


podría catalogarse como un hogar no pobre. 


 


Tomando en consideración las dimensiones de medición de la pobreza, según el 


método de Índice de Pobreza Multidimensional, (IPM) se determina que el hogar 


de la valorada no se ubica en pobreza, ya que, a pesar de presentar privaciones, 


todas en referencia a la Dimensión Vivienda, no se cataloga como un hogar pobre.  


    


No obstante, según los datos aportados, se registra un déficit entre los ingresos y 


los gastos de la persona referida de ¢23,530.94 en detrimento de la Sra. Betty, 


evidenciando limitaciones para la satisfacción de necesidades básicas, lo cual se 


agrava ante la ausencia de redes de apoyo familiar. De sus hermanos (as) 


solamente se conoció el interés de que la valorada sea acreedora de la pensión 


para que pueda asumir sus gastos; indica que para subsanar tal diferencia acude 


a dos vecinos de la comunidad, el Sr. Benjamín Núñez y la Sra. Isabel Padilla. 


 


Así mismo, se debe considerar que en el reporte de egresos se evidencia la 


ausencia de rubros asociados con necesidades básicas como vestido, el acceso a 


suplementos alimenticios, así como la necesidad de cancelar el servicio de una 


persona que le asista en las labores domésticas y con la preparación de 


alimentos, lo cual se convierte en un requerimiento básico por su condición de 


salud y discapacidad. 


 


Como redes de apoyo se identifican, como se mencionó anteriormente al Sr. 


Benjamín Núñez y la Sra. Isabel Padilla, dos adultos mayores y vecinos de la Sra. 
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Betty, quienes informaron que y la acompañan ya que la mayor parte del tiempo 


se encuentra sola, no tiene quien la apoye material ni afectivamente, indican que 


los hermanos(as) no la visitan. Así mismo, como redes de apoyo institucional se 


identifica la Biblioteca de la comunidad, el Gimnasio al que asiste y la CCSS. 


 


VI. CONCLUSIONES 


Como resultado de la investigación social y análisis de la información 


socioeconómica, se determinó que la Sra. Betty Mayela Loaiza Coronado es una 


persona adulta de 59 años de edad, con discapacidad, soltera, sin hijos, 


profesional pensionada por invalidez, que de acuerdo a diagnóstico médico 


requiere asistencia para las actividades de la vida diaria, asistencia que 


actualmente no recibe. 


 


Permaneció al lado de su madre, la Sra. Evetty Loaiza Coronado (fallecida), 


convivencia que mantuvo durante 58 años, registrándose una dependencia de 


larga data, en aspectos económicos, afectivos y asistencia para las actividades de 


la vida diaria. 


 


Ante el fallecimiento de su madre integra grupo familiar unipersonal, registrando 


como único ingreso la pensión por invalidez de la CCSS, el cual no la ubica en 


situación de pobreza, sin embargo no logra cubrir sus necesidades básicas, ya 


que actualmente reporta un déficit en sus finanzas, lo anterior sin tomar en cuenta 


rubros como vestido, suplementos alimenticios y el pago de una persona que le 


asista, la cual es un requerimiento fundamental de acuerdo a su condición de 


salud y discapacidad, ya que no cuenta con redes de apoyo familiares. 
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La valorada habita vivienda propia, la cual evidencia un notable deterioro, siendo 


este el único bien que registra. 


 


La ausencia del ingreso del monto por pensión de su madre ha incidido 


directamente en la satisfacción de necesidades básicas de la valorada, la cual ha 


tenido que implementar estrategias de sobrevivencia, con el fin de reducir gastos, 


lo que le ha generado afectaciones, denotándose variación en su estilo de vida. 


 


Se informa lo anterior para lo que corresponda. 


 


Lic. Feliciano Villalobos Jiménez 


Trabajador Social. COD. 3584 


Departamento de Trabajo Social y Psicología 


Poder Judicial 
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PODER  JUDICIAL
DEPARTAMENTO DE TRABAJO SOCIAL Y PSICOLOGÍA


Teléfono: 2250-50-49  Fax 2250-76-94           San José, Costa Rica


DICTAMEN SOCIOECONÓMICO 
19-000722-721-TS


Para:  Unidad de Jubilaciones y Pensiones. 


De:  Oficina de Trabajo Social y Psicología de Desamparados 


I. DATOS GENERALES: 


Oficio: 4764-AP-2019 


Persona Referida: Luisa Muñoz Induni.


Fecha: 10 de febrero de 2020. 


2. MOTIVO DE LA VALORACIÓN


Conforme a la solicitud planteada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, se 


ordenó realizar la valoración social a la señora Luisa Muñoz Induni, en calidad de 


cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Manuel González Morales. 


3. CONSENTIMIENTO INFORMADO


Se le informó a la persona referida acerca del carácter de voluntariedad, el 


objetivo y la metodología de la valoración social, a lo que manifestó estar de  


acuerdo en participar.
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4. METODOLOGÍA Y FUENTES DE INFORMACIÓN


 Revisión Documental:
   Revisión del oficio 4764-AP-2019. 


     Cédula de identidad de la señora Luisa Muñoz Induni, persona referida.


  Consulta electrónica al Tribunal Supremo de Elecciones a nombre de la señora    
   Luisa Muñoz Induni.


    Consulta electrónica a la CCSS a nombre de la señora Luisa Muñoz Induni.


    Consulta al Sistema de Certificaciones e Informes Digitales del Registro de la     
 Propiedad, para  bienes muebles a nombre de la persona referida.


 
Certificación N°11401CC-FJP-2019 del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del  
Poder Judicial con fecha 10 de octubre del 2019.


Constancia de asegurada CCDC-REMES 066/2019, emitida por la Clínica Dr.      
Carlos Durán Cartín, emitida el 11 de noviembre del 2019.


   
 Certificado de Declaración de Defunción, a nombre de Manuel Enrique                 


González Morales, emitido por Tribunal Supremo de Elecciones, con fecha 09  
de setiembre, 2019.


 
  Declaración Jurada de Shirley González Muñoz, hija de la persona referida. 


    Declaración Jurada de Manrique González Muñoz, hijo de la persona referida.   


 Entrevista semi-estructurada a: 
     Sra. Luisa Muñoz Induni (persona referida).


 Entrevista focalizada a:
     Sra. Shirley González Muñoz, (hija de la persona referida).    


Sr. Manrique González Muñoz, (hijo menor de la referida).


     Sr. Carlos Hernández Madrigal (yerno de la persona referida).


 Entrevista focalizada a fuentes colaterales:
     Sr. Mariano Navarro Hernández (comerciante- pulpería de la comunidad).


     Sr. Carlos Francisco Vargas Carpio (dueño del inmueble que alquilaron).


     Sra. Margarita Quirós Naranjo (ex-vecina).
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 Valoración de campo:
Valoración domiciliar a la persona referida en la comunidad de San Antonio de 
Desamparados. 
 


 Observación no participante.


5. SITUACIÓN SOCIAL ENCONTRADA


La señora Luisa Muñoz Induni es costarricense, portadora de la cédula de 
identidad 1-0352-0945, con fecha de nacimiento 05 de diciembre de 1946, con 73 
años de edad, viuda, primaria completa. 


De sus antecedentes se conoció que procede de familia nuclear, fue hija única; a 
los 6 años de edad se reporta el deceso de la progenitora, siendo su padre y 
familia paterna quienes le aportaron para la satisfacción de las necesidades 
materiales y los estudios primarios. No obstante, al concluirlos el padre se opuso a 
que ingresara a la secundaria y permaneció en la casa realizando oficios 
domésticos sin remuneración.


A los 19 años de edad contrajo matrimonio con el señor Manuel Enrique González 
Morales, con quien convivió durante 53 años sin que se registraran separaciones 
ni violencia doméstica. 


La relación fue concluida ante el deceso del señor González, el 09 de setiembre 
del 2019, según certificado de defunción. 


La pareja procreó dos hijas (una fallecida hace 5 años por diagnóstico de cáncer) 
y un hijo en común, de quienes a continuación se expone su situación actual y 
apoyo hacia la referida: 


- Shirley González Muñoz, 48 años de edad, administradora del hogar, casada 
con el señor Carlos Hernández Madrigal, se desempeña como consultor 
económico, y el hijo de 10 años, estudiante de primaria. 


La señora Muñoz reside con este grupo familiar, quienes se constituyen en su 
recurso de apoyo afectivo y material.


- Manrique González Muñoz, 46 años de edad, conforma grupo familiar con la 
esposa y una hija de 13 años, estudiante de secundaria, reside en vivienda 
alquilada en San Francisco de Dos Ríos, se desempeña laboralmente como 
mensajero en una empresa de roles. 


Mediante entrevista y declaración jurada manifestó que presenta limitaciones 
económicas, motivo por el cual no brinda aporte a la madre, lo que fue 
corroborado por la referida y la hermana. 
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En cuanto a la situación económica de doña Luisa se registra que siempre se 
dedicó a las labores del hogar dependiendo económicamente de su esposo, lo que 
fue confirmado por las diferentes fuentes de información consultadas. 


Indicó que su esposo siempre administró los ingresos tanto durante el período 
laboral como jubilado, por lo cual indicó haber sido “sorpresivo” el rubro de la 
pensión y las deducciones. 


En este contexto tampoco conoció los rubros de egresos que él destinaba para 
satisfacer las necesidades y la cancelación de los servicios públicos, a excepción 
de los ¢ 215.000 mensuales del alquiler de la vivienda, corroborado con el 
propietario del inmueble.


Por la organización económica del fallecido y la referida, se manifestó que no se 
cuenta con la documentación respectiva.


A partir de junio de 2019 el señor González y la señora Muñoz se trasladaron a 
casa de su hija Shirley, a fin de recibir apoyo para la atención y cuido de don 
Manuel, ya que ante una presunta cardiopatía demandaba asistencia de terceros y 
a doña Luisa se le dificultaba realizarlo.


Ante el deceso del señor González, doña Luisa ha continuado residiendo con el 
grupo familiar y registra dependencia económica hacia el yerno, quien aporta para 
las necesidades básicas de alimentación, vivienda, vestido, calzado, atención 
médica y recreación, entre otros. 


Se conoció que recientemente se le entregaron los rubros como beneficiaria del 
Fondo de Socorro Mutuo y de Copejudicial, sumas que se indicó han coadyuvado 
a solventar algunas necesidades personales de forma independiente.    


Por otra parte, según consulta digital al Registro Nacional de la Propiedad, la 
señora Muñoz no tiene bienes muebles ni inmuebles; con relación a este último se 
conoció que la pareja siempre alquiló vivienda.  


En cuanto a su condición de salud reportó haber presentado cáncer de ovario 
hace 6 años, fue dada de alta. Así como cáncer de piel hace 3 años, presentando 
control semestral en el Hospital Dr. Raúl Blanco Cervantes.


Aunado a lo anterior refiere neuropatía, hipertensión arterial, anemia (requriendo 
hospitalizaciones, la última hace 3 años aproximadamente), diabetes, siendo 
insulino-dependiente, refiere adherencia al medicamento y asistencia puntual a 
citas tanto en el Hospital Dr. Raúl Blanco Cervantes como en la Clínica Carlos 
Durán.
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No se aportó dictamen médico por cuanto la referida indicó haberlo solicitado 
desde noviembre del 2019 sin respuesta positiva.


Doña Luisa se encuentra asegurada por el fallecido, lo que se corroboró con la 
constancia respectiva.


El señor Madrigal expuso que aunque su suegra se encuentra cubierta por la 
seguridad social, en el campo de la salud se incurren en otros gastos, entre los 
que destacó el suplemento alimenticio "Glucerna", el hierro por intolerancia al 
suministrado en la Caja Costarricense de Seguro Social, el bloqueador solar de la 
marca "Eucerine" y tabletas de "Clarityne" por alergias. 


Adicionalmente tiene control en medicina interna en el ámbito privado, por lo que 
los egresos en salud ascienden a ¢100.000 mensuales, aportando la respectiva 
declaración jurada.


Doña Shirley reside en  vivienda alquilada. El inmueble se encuentra en buen 
estado de conservación, tiene piso cerámico, cielo raso y consta de dos plantas, 
en la parte superior se ubican los tres dormitorios, servicio sanitario y baño. 


En el primer piso se encuentra la sala, la cocina, un área pequeña para televisión- 
patio de luz, área de pilas, patio y cochera.


Disponen de menaje y electrodomésticos en buen estado de la hija de la referida. 
La vivienda se ubica en zona urbana con acceso a los servicios públicos de 
transporte, salud y educación.


Como expectativas ante el presente proceso judicial la señora Muñoz manifestó  
que se le otorgue la pensión, a fin de satisfacer las necesidades materiales. 


6.  CONCLUSIÓN


De la valoración social realizada se desprende que la señora Luisa Muñoz Induni 
conformó matrimonio a los 19 años con el señor Manuel Enrique González 
Morales; la pareja desempeñó roles socialmente establecidos, él proveedor y ella 
dedicada al hogar, por lo que la referida presentó dependencia económica hacia 
su esposo quien satisfacía las necesidades materiales.


Al momento de la valoración la señora Muñoz presenta dependencia económica 
hacia su yerno, recayendo en él la satisfacción de las necesidades básicas, sin 
embargo, no tiene obligación legal ni familiar. 
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La señora Muñoz presenta factores de vulnerabilidad asociadas al género, el 
grupo etáreo, baja escolaridad, ausencia de historia laboral remunerada, 
dependencia económica y habitacional hacia terceros, así como condiciones 
adversas en su salud, constituyéndose este último en un área particularmente 
sensible por los antecedentes presentados y las necesidades especiales que se 
mencionaron anteriormente en razón de sus diagnósticos médicos.   
 
Se informa para lo que corresponda. 


AA


VABGJUPANNQ61


HAYDEE CASTRO CHAVARRIA - TRABAJADOR/A SOCIAL
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San José, 21 de febrero del 2020 


 


Señores 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


 


Estimados señores: 


 


Según nuestro contrato de servicios, efectuamos la visita de auditoría externa de Tecnologías de 


Información del período 2019 al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con base en 


el examen efectuado notamos ciertos aspectos referentes al sistema de control interno y procedimientos 


de Tecnologías de Información, los cuales sometemos a consideración de ustedes en esta carta de 


gerencia CG-TI 2019. 


 


Considerando el carácter de pruebas selectivas en que se basa nuestro examen, ustedes pueden apreciar 


que se debe confiar en métodos adecuados de comprobación y de control interno, como principal 


protección contra posibles irregularidades que un examen basado en pruebas selectivas puede no 


revelar, si es que existiesen. Las observaciones no van dirigidas a funcionarios o empleados en 


particular, sino únicamente tienden a fortalecer el sistema de control interno y los procedimientos de 


sistemas. 


 


 


DESPACHO CARVAJAL & COLEGIADOS 


CONTADORES PÚBLICOS AUTORIZADOS 


 


 


 


 


Lic. Gerardo Montero Martínez  


Contador Público Autorizado N° 1649  


Póliza de Fidelidad N° 0116 FIG 7 


Vence el 30 de setiembre del 2020. 


 


 


“Exento de timbre de Ley número 6663 del Colegio de Contadores Públicos de Costa Rica, por 


disposición de su artículo 8." 
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INFORME DE CUMPLIMIENTO Y CONTROL INTERNO DE TECNOLOGÍAS DE 


INFORMACIÓN DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER 


JUDICIAL 


 


I. INTRODUCCIÓN 


 


1.1 Objetivo 


 


Como objetivo primordial evaluamos y monitoreamos el entorno de Tecnologías de Información con 


el que cuenta el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Específicamente, se trabajó 


sobre las áreas de evaluación que constituyen el entorno que administra el Fondo dentro del 


conglomerado informático del Poder Judicial.  


 


1.2 Alcance 


 


En esta visita el trabajo fue enfocado principalmente a las siguientes áreas: 


A. Sistemas de información del FPJ. 


B. Gestión de perfiles de usuario en los sistemas de información. 


C. Atención de requerimientos de usuario. 


D. Gestión de respaldos de información. 


E. Gestión de la capacidad y disponibilidad de la plataforma tecnológica. 


F. Gestión de la continuidad de TI. 


G. Evaluación del desempeño de los colaboradores de la DTIC. 


 


1.3 Metodología 


 


Para llevar a cabo este trabajo utilizamos una modalidad de solicitud de información y consultas a 


los funcionarios de la Dirección de Tecnologías de Información, y de otras áreas del Fondo que 


tuviesen relación alguna con Tecnologías de Información. Efectuamos un trabajo de seguimiento 


a recomendaciones de periodos anteriores, así como una verificación de cumplimiento de la 


normativa aplicable al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en materia de 


tecnologías de información, resultados que sometemos a su consideración en esta carta de gerencia 


CG-TI 2019. 


 


Además de formular preguntas sobre la existencia de controles informáticos, en todos los casos 


necesarios solicitamos a los funcionarios las evidencias de sus respuestas por medio de documentos 


escritos o en formato digital con el propósito de respaldar sus afirmaciones. 


 


Cabe destacar que este trabajo está enfocado en evaluar la existencia de controles internos 


necesarios que garanticen la operación de los procesos administrativos automatizados del Fondo 


de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, más la confiabilidad y disponibilidad de los datos 


almacenados en los sistemas de información implementados. 
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1.4 Normativas y criterios utilizados 


 


Para la evaluación del control interno de los sistemas en producción y la administración, operatividad 


y servicios de T.I. utilizamos como referencia lo especificado en el documento N-2-2007-CO-DFOE 


"Normas técnicas para la gestión y el control de las Tecnologías de Información” emitido por la 


Contraloría General de la República y en general las sanas prácticas en materia tecnológica. 


 


1.5 Limitaciones al alcance 


 


Durante el presente estudio no se presentaron limitaciones al alcance.  
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II. DETALLE DE LOS PUNTOS EVALUADOS EN LAS DIFERENTES ÁREAS DE 


TECNOLOGÍAS DE INFORMACIÓN DEL FONDO DE JUBILACIONES Y 


PENSIONES DEL PODER JUDICIAL 


 


A continuación, se detallan las conclusiones obtenidas producto de los puntos valorados: 


 


A. Sistemas de información del FPJ. 


Se indicó por parte de la DTIC lo siguiente: 


"Con respecto al FJP según el oficio 835, CLÁUSULA TERCERA: "En relación con los sistemas de 


información del Fondo de Jubilaciones, Contabilidad y Sistema de Inversiones, la Dirección de 


Tecnología brindará el soporte, atención de incidentes y las mejoras estrictamente necesarias, las cuales 


deberán ser elevadas a la Comisión Gerencial de Tecnología para su respectiva valoración, deberá ser 


considerado la disponibilidad del recurso".  


 


Con respecto al sistema contable: "El Consejo Superior en sesión N° 90-19, Artículo LXXXIII, acordó: 


Suspender el cronograma de trabajo del Sistema Contable del 2019 y Cambiar el cronograma de trabajo 


del 2020 del Sistema Contable, con el fin de atender las modificaciones necesarias en el sistema para 


aplicar el cambio de catálogo contable, solicitado por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). Ver 


anexo 5. Integración, se adjunta oficio 835". 


 


Cabe mencionar que se cuenta con los respectivos procedimientos para la revisión y administración de 


bitácoras del sistema. No obstante, al no realizar las respectivas mejoras al sistema, se determina que 


el hallazgo asociado (H01 - 2018) se encuentra en proceso. 


 


B. Gestión de perfiles de usuario en los sistemas de información. 


Se identificó la existencia de procedimientos y manuales para la gestión de este proceso. Además, se 


evidenció que se realizan revisiones dos veces al año, por lo tanto, no se identificaron deficiencias de 


gestión. 


 


C. Atención de requerimientos de usuario. 


Se identificó la existencia de un procedimiento para la gestión de peticiones de usuario. Dicho 


procedimiento posee asociado un conjunto de lineamientos o políticas y una ficha de proceso, el cual 


se asocia al proceso de COBIT DSS02 y la respectiva matriz RACI. Dichos procedimientos cuentan 


con una estructura adecuada y están alineados a las recomendaciones de las buenas prácticas. 


 


D. Gestión de respaldos de información. 


Se identificó la existencia de respaldos, no obstante, no se cuenta con un procedimiento formalmente 


establecido para el proceso, el cual defina responsabilidades, roles, medios de almacenamiento, tiempo 


de resguardo (antigüedad de los respaldos), envío de respaldos y periodicidad, entre otros. Además, los 


procedimientos no establecen un plan o periodicidad para ejecutar las respectivas pruebas. Ver hallazgo 


01. 
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E. Gestión de la capacidad y disponibilidad de la plataforma tecnológica. 


Se identificó la existencia de un procedimiento y un plan para la gestión de la capacidad y 


disponibilidad de los recursos de la plataforma tecnológica. Sin embargo, no se evidenció que estos 


documentos se encuentren aprobados, ni se suministró evidencia de cumplimiento. Por lo tanto, la 


oportunidad de mejora asociada (OM02 - 2014) se encuentra en proceso. 


 


F. Gestión de la continuidad de TI. 


Se determinó que aún no se cuenta con un plan de continuidad de servicios de TI para el FPJ. Cabe 


mencionar que se cuenta con un plan de contingencia tanto para el fondo como para inversiones, los 


cuales son los planes con los que se ha contado desde periodos anteriores. 


En cuanto al avance del plan de continuidad, en octubre del periodo 2019 se desarrolló el respectivo 


BIA. De acuerdo con el cronograma de trabajo, se espera terminar el plan durante el cuarto trimestre 


del periodo 2021. Por lo tanto, el hallazgo asociado (H03 - 2017) se encuentra en proceso de 


implementación. 


 


G. Evaluación del desempeño de los colaboradores de la DTIC. 


Se identificó la existencia de procedimientos y políticas para la gestión del recurso humano. Dichos 


documentos contemplan los lineamientos sobre la definición de indicadores y métodos para evaluar el 


desempeño de los colaboradores de TI. Cabe mencionar que ya se han definido algunas herramientas 


e indicadores, no obstante, aún no se encuentran implementados ya que apenas se ha concluido la etapa 


de diseño del proyecto. Por lo tanto, el hallazgo H03 – 2016 se encuentra en proceso. 


 


 







 


  
8 


 


III. HALLAZGOS Y RECOMENDACIONES 


 


HALLAZGO 01: DEFICIENCIAS ENCONTRADAS EN LOS PROCEDIMIENTOS DE 


RESPALDOS Y RECUPERACIÓN DE DATOS DEL FONDO DEL 


PODER JUDICIAL. RIESGO BAJO. 


 


CONDICIÓN: 


 


a. Sobre el procedimiento para la generación de los respaldos de la información del Fondo del 


Poder Judicial: 


 


Según lo indicado por la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicación (DTIC) los 


respaldos se realizan de manera automática y en el momento que se crea una base de datos cuenta con 


un Job que detecta y genera el esquema de respaldos. No obstante, no se cuenta con un procedimiento 


que respalde lo antes mencionado que permita verificar el cumplimiento, responsables de verificar los 


respaldos, periodicidad entre otros aspectos. 


 


Sin embargo, se logró identificar un archivo de la gestión de respaldos de enero a diciembre del 2019. 


En el reporte se detalla el nombre de la base de datos en este caso Siga FJP Reconocimiento, fecha de 


inicio del respaldo, fecha de finalización del respaldo, fecha de caducidad (NULL), tamaño del 


respaldo, nombre del conjunto de respaldos y descripción.  


 


b. Sobre el procedimiento para la recuperación de la información del Fondo del Poder 


Judicial: 


 


Se cuenta con un procedimiento para la restauración de respaldos mediante solicitud de la persona 


usuaria con el objetivo de restaurar un archivo, carpeta, aplicación entre otros. Con respecto a la base 


de datos, la DTIC cuenta con un procedimiento para la restauración de respaldos de base de datos 


donde establece los pasos a seguir para restaurar los respaldos de la base de datos mediante una solicitud 


por parte del encargado de base de datos, en caso de emergencia o cuando este lo requiera. Sin embargo, 


el documento no posee un plan de pruebas de restauración de respaldos que se ejecute de manera 


periódica. 


 


Al no contar con un procedimiento formal para la realización de respaldos de la información y la 


ejecución de pruebas de recuperación de manera periódica, existe el riego de que no se pueda recuperar 


la información debido a incidentes no esperados, la incapacidad de actuar de forma inmediata y 


asegurar la continuidad del procesamiento de los datos. 


 


CRITERIO: 


 


El proceso 4.3 “Administración y operación de la plataforma tecnológica” presente en el 


documento N-2-2007-CO-DFOE Normas Técnicas para la Gestión y Control de las Tecnologías de 


Información emitidas por la Contraloría General de la República menciona: “La organización debe 
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mantener la plataforma tecnológica en óptimas condiciones y minimizar su riesgo de fallas. Para ello 


debe: 


a. Establecer y documentar los procedimientos y las responsabilidades asociados con la 


operación de la plataforma. 


b. Vigilar de manera constante la disponibilidad, capacidad, desempeño y uso de la plataforma, 


asegurar su correcta operación y mantener un registro de sus eventuales fallas. 


c. Identificar eventuales requerimientos presentes y futuros, establecer planes para su 


satisfacción y garantizar la oportuna adquisición de recursos de TI requeridos tomando en 


cuenta la obsolescencia de la plataforma, contingencias, cargas de trabajo y tendencias 


tecnológicas. 


d. Controlar la composición y cambios de la plataforma y mantener un registro actualizado de 


sus componentes (hardware y software), custodiar adecuadamente las licencias de software y 


realizar verificaciones físicas periódicas. 


e. Controlar la ejecución de los trabajos mediante su programación, supervisión y registro. 


f. Mantener separados y controlados los ambientes de desarrollo y producción. 


g. Brindar el soporte requerido a los equipos principales y periféricos. 


h. Definir formalmente y efectuar rutinas de respaldo, custodiar los medios de respaldo en 


ambientes adecuados, controlar el acceso a dichos medios y establecer procedimientos de 


control para los procesos de restauración. 


i. Controlar los servicios e instalaciones externos.”.  


 


RECOMENDACIONES: 


 


 A la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicación: 


 


1. Documentar el procedimiento para los respaldos de información, considerando los siguientes 


aspectos: 


a. Plan de respaldo. 


b. Cuáles datos se deben incluir. 


c. Medios de soporte a utilizar (discos duros, cintas, etc.). 


d. Tipos de respaldos (parciales, incrementales, etc.). 


e. Cantidad de copias a realizar. 


f. Donde guardarlas. 


g. Quienes los manejan. 


h. Verificación del respaldo. 


i. Periodicidad de los respaldos (mensual, semanal, diaria, etc.) 


 


2. Establecer un plan de pruebas de restauración de respaldos en donde por cada tipo de respaldo 


se indique lo siguiente: 


a. Periodicidad de las pruebas. 


b. Responsable. 


c. Resultados  


d. Acciones ejecutadas cuando las pruebas resultaron insatisfactorias. 
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IV. MATRIZ DE SEGUIMIENTO A CARTAS DE GERENCIA ANTERIORES 


 
CG 2018 


HALLAZGO 01: OPORTUNIDADES DE MEJORA IDENTIFICADAS EN LOS SISTEMAS DEL FPJ.  


RECOMENDACIÓN 


A la Dirección de Tecnología de la Información: 


 


1. Evaluar la parametrización y configuración de la seguridad lógica de los sistemas de información con el fin de asegurar que se 


cumplan con los siguientes aspectos: 


a. Los sistemas sólo deben permitir la existencia de una sesión de usuario a la vez. Valorar que cuentas de usuario no 


requieren tener múltiples sesiones abiertas y restringirlas a una sola. 


b. Implementar mecanismos para el uso de contraseñas temporales para los casos en que los usuarios deseen reestablecer 


la contraseña o se crean nuevos usuarios. El usuario debe cambiar la contraseña tras su primer uso. 


 


A la Dirección de Tecnología de la Información en conjunto con las áreas usuarias: 


 


2. Realizar un proceso de revisión con las áreas usuarias con el fin de poder identificar las necesidades de integración y 


automatización de procesos, de modo que se pueda subsanar las oportunidades de mejora indicadas en la condición del hallazgo. 


 


A las áreas usuarias en conjunto con la Dirección de Tecnología de la Información: 


 


3. Evaluar incorporar en el procedimiento propuesto para la revisión de pistas o bitácoras, la periodicidad en que se efectuarán, y 


así verificar que los procesos del negocio y accesos se encuentran dentro de lo esperado. 


 


COMENTARIOS DE LA 


ADMINISTRACIÓN 


Evidencia aportada: Acta del Consejo Superior N°090-2019, oficio 835-2020, lineamiento L-DTIC-001 Uso de las credenciales de 


usuario y contraseñas, Circular 11-DTI-2017, correo electrónico del coordinador de la Unidad de Seguridad Informática, se adjuntan 


también los procedimientos para la revisión de pistas de auditoría correspondientes a los sistemas del FJP y de Contabilidad del Poder 


Judicial. 


 


ESTADO 


EN PROCESO 


En relación con la parametrización de las contraseñas de los sistemas del Fondo del Poder Judicial, se determinó los siguientes aspectos: 


 


a. Cantidad de sesiones simultáneas que pueden poseer los usuarios: La Dirección de Tecnología de la Información y 


Comunicación (DTIC) menciona que en el oficio 835, CLÁUSULA TERCERA: "n relación con los sistemas de información 


del Fondo de Jubilaciones, Contabilidad y Sistema de Inversiones, la Dirección de Tecnología brindará el soporte, atención de 
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incidentes y las mejoras estrictamente necesarias, las cuales deberán ser elevadas a la Comisión Gerencial de Tecnología para su 


respectiva valoración, deberá ser considerado la disponibilidad del recurso". 


 


b. Uso de contraseñas temporales cuando se requiera crear un usuario o restablecer una contraseña: Se determinó que se 


restablece la contraseña y permite activar la opción para que le solicite al usuario el cambio de contraseña en el siguiente inicio 


de sesión, ambas opciones se realizan de manera individual por cada cuenta de usuario y no por una configuración ya establecida.  


 


c. Vencimiento de la contraseña: Se identificó la opción en la política del AD, sin embargo, cuenta con 0 días. Además, se 


comprobó que cuenta con un Sistema Administrador de contraseñas se notifica mediante correo a los usuarios que incumple con 


cambiar cada 90 días la contraseña según lo establecido en el lineamiento para el uso de las credenciales de usuario y contraseñas 


(L-DTIC-001). Para dicho control cuentan con un Sistema Administrador de contraseñas. La notificación establecer los requisitos 


mínimos que debe considerar para la nueva contraseña. 


 


d. Tamaño de la contraseña: Se comprobó en la política del AD que el tamaño mínimo de la contraseña es de 8 caracteres. 


 


e. Complejidad de la contraseña: Se identificó que se encuentra habilitada la política en el AD que la contraseña debe cumplir los 


requisitos de complejidad establecidos. 


 


f. Histórico de contraseñas: Se determinó en la política del AD que exige un histórico de 8 contraseñas recordadas. 


 


Es importante mencionar que la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicación cuenta con un lineamiento para el uso de 


las credenciales de usuario y contraseñas (L-DTIC-001)  


 


En relación con las gestiones realizadas para subsanar las deficiencias encontradas en CG de periodos anteriores, la Dirección de 


Tecnología de la Información y Comunicación menciona lo siguiente: 


 


• El oficio 835, CLÁUSULA TERCERA:" En relación con los sistemas de información del Fondo de Jubilaciones, Contabilidad 


y Sistema de Inversiones, la Dirección de Tecnología brindará el soporte, atención de incidentes y las mejoras estrictamente 


necesarias, las cuales deberán ser elevadas a la Comisión Gerencial de Tecnología para su respectiva valoración, deberá ser 


considerado la disponibilidad del recurso".  


 


• Con respecto al sistema contable: "El Consejo Superior en sesión N° 90-19, Artículo LXXXIII, acordó: Suspender el 


cronograma de trabajo del Sistema Contable del 2019 y Cambiar el cronograma de trabajo del 2020 del Sistema Contable, con 


el fin de atender las modificaciones necesarias en el sistema para aplicar el cambio de catálogo contable, solicitado por la 


Superintendencia de Pensiones (SUPEN)".  
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Además, se les consultó a los usuarios sobre la condición identificada en la Carta de Gerencia del periodo 2018 para los sistemas SCI, 


SIGA-FPJ y SIGA-CONTA. En respuesta los usuarios mencionaron lo siguiente: 


 


Sistema Comentario 


Sistema Integrado de 


Carteras de Inversión 


(SCI) 


Según lo indicado por el usuario se mantiene la condición, sin 


embargo, se remitió a la Dirección de Tecnología de Informática el 


GIS No. IM-718719-2-205598 (reporte de mejora), para que se 


realicen los cambios correspondientes, es importante indicar que 


este GIS no se había remitido anteriormente, pero si estaba en 


espera del trámite respectivo, en virtud de que estaba en espera de 


la finalización del proceso de integración de los requerimientos de 


SUPEN (nuevo catálogo contable y cambios relacionados en los 


sistemas). 


SIGA-FPJ Según lo indicado por el usuario se mantiene la condición. 


 


SIGA-CONTA 


Según lo indicado por el usuario se mantiene la condición, sin 


embargo, se tiene previsto trabajar a finales del 2020 y principios 


del 2021 con el DTIC para subsanar la deficiencia indicada. 


 


Por último, se determinó que el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 32-19, celebrada el 9 de abril de 2019, artículo 


XXXVII, acordó modificar la circular N° 40-2019 aprobada en la sesión Nº 9-19 celebrada el 05 de febrero del 2019, artículo LV, acogió 


referente al “Procedimiento para la administración de bitácoras de los sistemas del Poder Judicial” elaborado en enero del 2019 y en la 


lista de reportes o consultas disponibles por sistema para revisar la bitácora de transacciones se incluye el Sistema de Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Sin embargo, el procedimiento no define la periodicidad en la que el Usuario encargado de 


oficina debe realizar las revisiones a la bitácora de las transacciones del sistema, a pesar de que se identificó en el reporte de Bitácora de 


Transacciones (SIGA-FPJ) las revisiones de los 4 trimestres del 2019. Es importante mencionar que la labor de revisión y depuración de 


acciones de los diferentes usuarios del sistema se inició en 04/02/2020, debido a que los reportes no se encontraban disponibles en el 


menú del SIGA-FJP. 


 


Además, el procedimiento para la administración de bitácoras en cuanto a las revisiones periódicas de los movimientos realizados en el 


sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones elaborado en marzo del 2017, no se encuentra actualizado. 


CG 2017 


HALLAZGO 03: AUSENCIA DE UN PLAN DE CONTINUIDAD DE TECNOLOGÍAS DE INFORMACIÓN ACTUALIZADO PARA EL FONDO DEL 


PODER JUDICIAL. 


RECOMENDACIÓN A la Dirección de Tecnologías de Información:  
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1. Actualizar el plan de continuidad de TI considerando las actividades necesarias para garantizar la disponibilidad y continuidad 


de las tecnologías de información que soportan las operaciones del Fondo.  


 


2. Presentar ante el órgano respectivo, el plan de continuidad de TI para su respectiva aprobación. 


 


3. Realizar pruebas periódicas del plan de continuidad según lo establecido en el plan de pruebas. Se deben documentar los 


resultados y en caso de detectar áreas de mejora, se deben aplicar al plan oportunamente. 


 


4. Capacitar al personal involucrado sobre el plan de continuidad, asegurando que los involucrados conozcan sus roles y 


responsabilidades en caso de requerir activar el plan. 


 


COMENTARIOS DE LA 


ADMINISTRACIÓN 


Evidencia aportada: BIA Institucional (Análisis de Impacto de Negocio), cronograma del proyecto de Continuidad de los Servicios, 


evidencia de las capacitaciones, y planes de contingencia de los sistemas del FJP y de Inversiones. 


El plan de Continuidad de los servicios institucionales se encuentra en proceso de construcción, al momento de esta evaluación, se cuenta 


con el BIA aprobado por los órganos superiores correspondientes.  Debe recordarse que la DTIC le brinda servicios tecnológicos a todo 


el Poder Judicial y por convenio al FJP, por lo que los resultados, procesos, modelos e instrumentos que genere el proyecto que se está 


gestionando, aplican de igual forma al Fondo. 


 


ESTADO 


EN PROCESO 


Aún se encuentra en desarrollo el plan de continuidad de TI. De acuerdo con el cronograma suministrado, se tiene planificada la 


finalización en el periodo 2021. 


 


CG 2016 


HALLAZGO 03: NO SE EFECTUARON EVALUACIONES SOBRE EL RENDIMIENTO DE LOS COLABORADORES DE TI EN EL PERIODO 2016. 


RECOMENDACIÓN 


A la Dirección de Tecnologías de Información: 


 


1. Ejecutar el procedimiento para la evaluación del rendimiento de los colaboradores de la DTIC al menos una vez al año. 


 


2. Elaborar un plan de capacitación considerando las acciones correctivas para el personal de T.I., los cuales hayan obtenido una 


baja calificación en la evaluación del desempeño. 


COMENTARIOS DE LA 


ADMINISTRACIÓN 


Evidencia aportada: modelo de evaluación del desempeño por competencias (institucional), modelo de gestión humana por competencias 


(institucional), documentación del diseño del proceso APO07 Gestionar los Recursos Humanos, el cual contiene un apartado referente 


al tema de evaluación del desempeño (documento y lineamiento del proceso APO07), control de horas efectivas. 
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Ahora bien, sobre esta evaluación, existe un plan institucional para que se vaya adoptando el modelo, aunque como puede observarse, 


ya se ha venido coordinando con Gestión Humana. 


 


ESTADO 


EN PROCESO 


Se identificó la existencia de los respectivos procedimientos, no obstante, aún el proyecto no ha finalizado. Según lo indicado por la 


DTIC, se acaba de concluir la etapa de diseño del proyecto. 


CG 2014 


OPORTUNIDAD DE MEJORA 02: AUSENCIA DE UN PROCEDIMIENTO DE PLANEACIÓN PARA LA REVISIÓN DEL DESEMPEÑO Y 


CAPACIDAD DE LOS RECURSOS DE TI. 


RECOMENDACIÓN 


1. Definir un proceso y un marco de trabajo para el desarrollo, revisión y ajuste del plan del desempeño y la capacidad. 


2. Considerar lo siguiente (actual y futuro) en el desarrollo del plan del desempeño y la capacidad:  


a. Requerimientos de cliente.  


b. Prioridades del negocio.  


c. Objetivos del negocio.  


d. Impacto en el presupuesto.  


e. Uso de recursos.  


f. Tendencias de capacidades de TI y de la industria, incluyendo:  


i. Desempeño de la aplicación.  


ii. Tecnología, disponibilidad y confiabilidad.  


iii. Desempeño, capacidad y soporte a usuarios.  


iv. Planeación de la continuidad y de contingencias.  


v. Consideraciones de privacidad de datos y seguridad.  


3. Desarrollar y mantener el plan del desempeño y la capacidad de manera oportuna, y asegurar que este documentado y acordado 


por los interesados (stakeholders), alineado a los SLAs y registrado apropiadamente. 


COMENTARIOS DE LA 


ADMINISTRACIÓN 


Evidencia aportada: documentación del proceso BAI04 Gestionar la disponibilidad y capacidad, y el plan para la gestión de la capacidad. 


ESTADO 


EN PROCESO 


Se cuenta con los respectivos lineamientos, no obstante, no se suministró evidencia de su aprobación ni de cumplimiento. 
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A continuación, se resume por periodo el cumplimiento de las recomendaciones emitidas en 


periodos anteriores: 


 


PERIODO CORREGIDO PROCESO PENDIENTE NO APLICA TOTAL 


2018 0 1 0 0 1 


2017 0 1 0 0 1 


2016 0 1 0 0 1 


2014 0 1 0 0 1 


TOTAL 0 4 0 0 4 


 


A continuación, se resume el cumplimiento de las recomendaciones emitidas en informes de 


auditorías anteriores de manera gráfica: 
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V. APÉNDICE 


 


APÉNDICE I: Análisis de Riesgos Tecnologías de Información 


Periodo 2019 
 


 


Tipos de Riesgo 


ALTO  


MEDIO  


BAJO  


 


 


 


Alto 


 


Requiere una atención inmediata por su impacto en seguridad, 


integridad, efectividad, eficiencia, confidencialidad, 


confiabilidad, disponibilidad y continuidad de la plataforma 


tecnológica. No se han establecido controles en este nivel de 


riesgo. 


  


Medio 


 


Requiere una atención intermedia ya que su impacto 


representaría riesgos sobre seguridad, integridad, efectividad, 


eficiencia, confidencialidad, confiabilidad, disponibilidad y 


continuidad de la plataforma tecnológica. Se han establecido 


controles insuficientes en este nivel de riesgo. 


  


Bajo 


 


Requiere una atención no prioritaria ya que su impacto no es 


directamente sobre seguridad, integridad, efectividad, 


eficiencia, confidencialidad, confiabilidad, disponibilidad y 


continuidad de la plataforma tecnológica. Se han establecido 


controles adecuados en este nivel de riesgo. 
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A. SEGURIDAD FÍSICA 


 


Centro de 


Cómputo 
Condición 


Vulnerabilidad 


Comentarios Observaciones 
Tipo de 


riesgo ✘ - ✓ 


SÍ NO 


A.1 Proceso de autorización de ingreso  ✓ 
Se cuenta con un procedimiento para el ingreso 


al centro de datos. 
 


 


A.2 
Personal interno y externo debidamente 


identificado (gafete) 
 ✓ Los usuarios cuentan con gafete.  


 


A.3 Revisión de equipos de ingreso y salida  ✓ 


Se lleva un control de activos para equipo nuevo 


y se generan boletas de registro para equipo que 


sale del sitio. 


 
 


A.4 
Bitácoras de acceso al edificio y centro de 


cómputo 
 ✓ 


Se cuenta con una bitácora de ingreso al centro 


de datos. 
 


 


A.5 
Acceso restringido a personal de 


informática definido 
 ✓ 


Sí se tiene restringido el acceso, si alguna 


persona desea solicitar el acceso al centro de 


datos, debe realizar una solicitud formal. 


 
 


A.6 Una sola vía de acceso  ✓ Sí hay una sola vía de acceso.  
 


A.7 Externos son acompañados por internos  ✓ Sí se acompaña a terceros.  
 


A.8 Puerta de acceso segura  ✓ 
Se cuenta con una puerta de acero con cerradura 


magnética. 
 


 


A.9 
Acceso con tarjeta electrónica al centro de 


datos 
 ✓ 


Se debe acceder al centro de datos con tarjeta 


electrónica (gafete). 
 


 


A.10 Alarmas de detección de intrusos  ✓ Se cuenta con sensores de movimiento.  
 


A.11 
Monitoreo de la entrada por cámara de 


seguridad 
 ✓ 


Se cuenta con cámara de seguridad en la entrada 


al sitio. 
 


 


A.12 
Ubicación en un sitio seguro (lugares 


colindantes) 
 ✓ Se ubica en el 5to piso, dentro del área de TI.  


 


A.13 Lugar completamente cerrado  ✓ Existen ventanas de vidrio temperado.  
 


A.14 Paredes de concreto   ✓ Las paredes son de concreto.  
 







 


  
18 


 


Centro de 


Cómputo 
Condición 


Vulnerabilidad 


Comentarios Observaciones 
Tipo de 


riesgo ✘ - ✓ 


SÍ NO 


A.15 Cielo raso sellado  ✓ Sí está sellado.  
 


A.16 Equipos ubicados en rack  ✓ Sí están ubicados en racks.  
 


A.17 Los racks están asegurados  ✓ Sí están asegurados.  
 


A.18 
Cableado de datos independiente del 


eléctrico 
 ✓ Sí es independiente.  


 


A.19 Cableado entubado y canaleteado  ✓ 
Ambos tipos de cables están entubados o 


canaleteados. 
 


 


A.20 Cableado debidamente rotulado  ✓ El cableado sí está rotulado o etiquetado.  
 


A.21 Hay un sitio alterno  ✓ Se cuenta con un contrato con el ICE.  
 


 


B. INSTALACIÓN ELÉCTRICA 


 


Centro de 


Cómputo 
Condición 


Vulnerabilidad 


Comentarios Observaciones 
Tipo de 


riesgo ✘ - ✓ 


SÍ NO 


B.1 Hay pararrayos  ✓ Sí se cuenta con pararrayos.  
 


B.2 Circuito eléctrico independiente  ✓ Sí es independiente.  
 


B.3 
Interruptor de emergencia en la sala de 


cómputo (palanca) 
 ✓ 


El centro de datos cuenta con interruptores para 


emergencia, asimismo se cuenta con un 


interruptor principal fuera del sitio. 


 
 


B.4 
Cableado eléctrico debidamente entubado 


o cubierta contra incendios 
 ✓ Sí está entubado.  


 


B.5 Conexión de los equipos a UPS  ✓ Sí se tiene conexión a UPS.  
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Centro de 


Cómputo 
Condición 


Vulnerabilidad 


Comentarios Observaciones 
Tipo de 


riesgo ✘ - ✓ 


SÍ NO 


B.6 UPS ubicada en un sitio seguro  ✓ Se encuentran en el sótano.  
 


B.7 Pruebas periódicas de la UPS (bitácora)  ✓ 
Servicios generales en coordinación con el área 


de infraestructura. 
 


 


B.8 
UPS en contrato de mantenimiento 


preventivo y correctivo 
 ✓ Sí se encuentran en mantenimiento.  


 


B.9 Conexión a Planta eléctrica  ✓ Sí se cuenta con planta eléctrica.  
 


B.10 Planta eléctrica ubicada en un sitio seguro  ✓ 
La planta eléctrica se encuentra fuera del edificio 


y es vigilada por los oficiales de seguridad. 
 


 


B.11 Pruebas periódicas de la planta eléctrica  ✓ Se realizan pruebas junto al mantenimiento.  
 


B.12 
Planta eléctrica en contrato de 


mantenimiento preventivo y correctivo 
 ✓ 


Se encuentra en mantenimiento por la empresa 


FONT. 
 


 


B.13 
Luces de emergencia en el centro de 


cómputo o cercanías 
 ✓ 


Hay luces de emergencia para exteriores o fuera 


del centro de datos. 
 


 


B.14 
Pruebas periódicas de sistema de 


iluminación de emergencias 
 ✓ Sí se realizan pruebas.  


 


 


C. INSTALACIÓN AIRE ACONDICIONADO 


 


Centro de 


Cómputo 
Condición 


Vulnerabilidad 


Comentarios Observaciones 
Tipo de 


riesgo ✘ - ✓ 


SÍ NO 


C.1 
Equipo de aire acondicionado 


independiente para el centro de datos 
 ✓ Sí es independiente.  


 


C.2 
Equipo de respaldo para el aire 


acondicionado 
 ✓ Se cuenta con 5 aires acondicionados.  


 


C.3 
Contrato de mantenimiento preventivo y 


correctivo 
 ✓ 


Sí se realiza mantenimiento preventivo y 


correctivo bajo un contrato. 
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C.4 
Control y monitoreo de humedad y 


temperatura 
 ✓ 


Sí se realiza mantenimiento preventivo y 


correctivo bajo un contrato. 
 


 


 


D. DESASTRES NATURALES 


 


Centro de 


Cómputo 
Condición 


Vulnerabilidad 


Comentarios Observaciones 
Tipo de 


riesgo ✘ - ✓ 


SÍ NO 


D.1 Brigada de emergencias  ✓ 
A lo interno del Poder Judicial hay brigada en 


coordinación con Salud ocupacional. 
 


 


D.2 Capacitación del personal  ✓ Sí se realizan capacitaciones.  
 


D.3 
Rutas de evacuación y salidas de 


emergencia 
 ✓ 


Cada piso y sección tiene definido un protocolo de 


evacuación y puntos de reunión. 
 


 


D.4 Señalización  ✓ Sí está señalizado.  
 


D.5 Simulaciones periódicas  ✓ Sí se realizan simulacros.  
 


D.6 Fácil acceso por Unidades de Bomberos  ✓ Sí es de fácil acceso.  
 


D.7 
Sistemas de detección de 


humo/calor/fuego 
 ✓ Se cuenta con detectores de humo.  


 


D.8 
Sistemas automáticos y manuales de 


alarma 
 ✓ Sí se cuenta con alarmas manuales.  


 


D.9 
Extinguidores cercanos portátiles 


(revisados al día) 
 ✓ 


Se cuenta con 2 extintores en el centro de datos, los 


cuales se encuentran recargados. 
  


D.12 Uso de aspersores  ✓ Se cuenta con aspersores.   


D.11 Pisos falsos  ✓ 


No se cuenta con piso falso, el cableado se maneja 


sobre canaletas en la parte superior del centro de 


datos. 


  


D.12 Desnivel en el piso  ✓ 


No hay desnivel en el piso, sin embargo, este se 


encuentra en un 5to piso, por lo que no hay 


vulnerabilidad de inundaciones. 
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E. FALLAS HARDWARE 


 


Centro de 


Cómputo 
Condición 


Vulnerabilidad 


Comentarios Observaciones 
Tipo de 


riesgo ✘ - ✓ 


SÍ NO 


E.1 Redundancia de servidores críticos  ✓ 
Se cuenta con redundancia de equipo solo para 


la parte crítica. 
  


E.2 Mantenimiento preventivo  ✓ 


El área de infraestructura se encarga del 


mantenimiento. 


Además, los proveedores de los equipos realizan 


mantenimiento cada 3 meses. 


  


E.3 Mantenimiento correctivo  ✓ Cada 3 meses se le da mantenimiento al equipo.   
 


F. FALLAS SOFTWARE 


 


Centro de 


Cómputo 
Condición 


Vulnerabilidad 


Comentarios Observaciones 
Tipo de 


riesgo ✘ - ✓ 


SÍ NO 


F.1 
Política de uso de recursos (prioridades en 


procesos) 
 ✓ 


Se cuenta con una política institucional para el 


uso de recursos tecnológicos para los usuarios. 


Para el centro de datos hay una política para la 


gestión de los recursos de los equipos. 


  


F.2 Control de cambios  ✓ 
Se cuenta con un procedimiento para la gestión 


de cambios en TI. 
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G. FALLAS EN COMUNICACIONES 


 


Centro de 


Cómputo 
Condición 


Vulnerabilidad 


Comentarios Observaciones 
Tipo de 


riesgo ✘ - ✓ 


SÍ NO 


G.1 Redundancia de equipos y enlaces  ✓ 
Sí hay redundancia de equipos y redundancia de 


enlaces. 
 


 


G.2 Mantenimiento preventivo  ✓ 
Se le da mantenimiento preventivo y correctivo 


por parte de los proveedores de los equipos. 
 


 


G.3 Mantenimiento correctivo  ✓ 
Se le da mantenimiento preventivo y correctivo 


por parte de los proveedores de los equipos. 
 


 


 


H. RESPALDOS Y RECUPERACIÓN 


 


Centro de 


Cómputo 
Condición 


Vulnerabilidad 


Comentarios Observaciones 
Tipo de 


riesgo ✘ - ✓ 


SÍ NO 


H.1 Política de respaldos  ✓ 
Se cuenta con un procedimiento para la 


administración de respaldos. 
 


 


H.2 
Procedimientos para respaldo y 


recuperación 
 ✓ 


Se cuenta con un procedimiento para la 


administración de respaldos. 
 


 


H.3 Almacenamiento de información  ✓ Se utilizan cintas para almacenar respaldos.  
 


H.4 Traslado de respaldos  ✓ 
Los respaldos se envían a una sede que está 


ubicada en San Joaquín de Flores. 
 


 


H.5 Configuración de programas para respaldo  ✓ 
Se utiliza Data Domain para gestionar los 


respaldos. 
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I. ATAQUES POR VIRUS 


 


Centro de 


Cómputo 
Condición 


Vulnerabilidad 


Comentarios Observaciones 
Tipo de 


riesgo ✘ - ✓ 


SÍ NO 


I.1 Política de antivirus  ✓ 
Se maneja una suite de seguridad con políticas 


preestablecidas. 
 


 


I.2 Programa antivirus  ✓ Se utiliza McAfee.  
 


I.3 Actualización del antivirus  ✓ 


Se utiliza una consola para administrar los 


equipos y se encarga de la distribución de las 


actualizaciones. 


 
 


I.4 Administración de incidentes y problemas  ✓ 


Hay un centro de atención el cual gestiona los 


incidentes reportados y los escala a la DTI para 


su revisión. En caso de no encontrar solución se 


escala al proveedor Consulting Group para su 


gestión. 


 
 


 


J. INTRUSIÓN 


 


Centro de 


Cómputo 
Condición 


Vulnerabilidad 


Comentarios Observaciones 
Tipo de 


riesgo ✘ - ✓ 


SÍ NO 


J.1 Política de acceso lógico  ✓ 


Se utiliza un formulario para solicitar los 


accesos. 


Para accesos de Active Directory son atendidos 


a través del centro de atención. 


 
 


J.2 Control de acceso a aplicaciones   ✓ 
Los accesos son aprobados por los 


coordinadores o jefaturas inmediatas. 
 


 


J.3 Monitoreo de usuarios y accesos  ✓ 
Los sistemas poseen bitácoras para monitorear 


los movimientos de los usuarios. 
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K. ADMINISTRACIÓN DE OPERACIONES 


 


Centro de 


Cómputo 
Condición 


Vulnerabilidad 


Comentarios Observaciones 
Tipo de 


riesgo ✘ - ✓ 


SÍ NO 


K.1 Capacitación personal técnico  ✓ 


Cada año se gestionan reservas presupuestarias 


y se dan cursos entre abril y agosto de 


capacitaciones requeridas. El personal 


capacitado se encarga de retroalimentar a los 


demás funcionarios. 


 
 


K.2 Segregación de funciones  ✓ Sí hay segregación de funciones.  
 


 


L. RIESGOS DE LA GESTIÓN DE TI 


 


Centro de 


Cómputo 
Condición 


Vulnerabilidad 


Comentarios Observaciones 
Tipo de 


riesgo ✘ - ✓ 


SÍ NO 


L.1 
¿Se tienen definido un plan estratégico 


para TI alineado con el de la organización? 
 ✓ 


Se cuenta con un PETI alineado a la 


organización. 
  


L.2 
¿El Plan estratégico ha sido divulgado a 


los niveles que corresponde? 
 ✓ 


Se divulga a lo interno a través de la intranet y se 


realizan reuniones trimestrales. 


A lo externo se realizan talleres, a través del 


Área de Prensa y se sube la página web 


institucional. 


  


L.3 
¿Se tienen definidas las políticas y 


procedimientos para TI? 
 ✓ 


Sí se cuenta con la definición de políticas y 


procedimientos. 
  


L.4 


¿Se tiene definido el apetito de riesgos para 


TI? (Nivel de riesgo que la Institución 


quiere aceptar) 


 ✓ 
Los riesgos se tratan de tal forma que lleguen a 


un nivel aceptable. 
  







 


  
25 


 


Centro de 


Cómputo 
Condición 


Vulnerabilidad 


Comentarios Observaciones 
Tipo de 


riesgo ✘ - ✓ 


SÍ NO 


L.5 


¿Los riesgos que la organización se 


encuentra dispuesta a aceptar se 


encuentran aprobados formalmente por la 


Administración y el Comité de Auditoría? 


 ✓ 


Son evaluados por Control Interno, además, los 


de nivel aceptable no deben ser aprobados (por 


el bajo nivel), pero son controlados por un 


Equipo de Riesgos de la DTI. 


  


L.6 
¿El mapa de riesgos es revisado y 


actualizado periódicamente? 
 ✓ Se realizan revisiones anuales de los riesgos.   


L.7 
¿La evaluación de riesgos considera 


elementos cualitativos y cuantitativos? 
 ✓ Sí se consideran ambos criterios.   


L.8 
¿Los riesgos de TI son revisados con los 


usuarios del sistema? 
 ✓ 


Durante la revisión de los riesgos de la DTI, hay 


participación de las áreas involucradas.  
  


L.9 
¿Se han implementado antivirus y 


firewalls? 
 ✓ 


Sí se cuenta con estos dispositivos o programas 


de software. 
  


L.10 
¿Se han establecido los protocolos para la 


realización de copias de seguridad? 
 ✓ 


Se cuenta con un procedimiento para la 


realización de respaldos, posteriormente, los 


dispositivos de almacenamiento se trasladan a 


un sitio externo. 


  


L.11 


¿La seguridad de la información es un 


tema de seguimiento para la alta gerencia 


como para el Comité de Auditoría? 


 ✓ 


A través de las recomendaciones según el plan 


de trabajo de la Auditoría Interna. La DTI está 


en proceso de conformar un área de dirección y 


control para el seguimiento interno a los marcos 


internos para la parte del Gobierno de TI con 


COBIT 5. 


  


L.12 


¿Las políticas y procedimientos 


relacionados con TI son revisados y 


actualizados periódicamente, 


considerando los cambios en la industria y 


la regulación externa? 


 ✓ 
Cada año se realizan revisiones y 


actualizaciones de los riesgos. 
  


L.13 


¿Se tiene definido el perfil para cada cargo 


de TI y los colaboradores vinculados 


cumplen con el mismo? 


 ✓ Se cuenta con un manual descriptivo de puestos.   
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Centro de 


Cómputo 
Condición 


Vulnerabilidad 


Comentarios Observaciones 
Tipo de 


riesgo ✘ - ✓ 


SÍ NO 


L.14 


¿Se tienen definidas y divulgadas las 


funciones y responsabilidades de cada 


colaborador del área? 


 ✓ Sí se realiza de esta manera.   


L.15 


¿Las responsabilidades de cada nivel y 


colaborador, parten del principio de 


segregación de funciones? 


 ✓ Sí existe segregación de funciones en la DTI.   


L.16 


¿La creación de usuarios y la asignación de 


los permisos y/o perfil en los aplicativos es 


solicitada y aprobada formalmente por 


cada líder de área? 


 ✓ 


Cada área de la Institución tiene asignado un 


administrador de la seguridad del sistema, los 


cuales se encargan de esta función. 


  


L.17 


¿Los usuarios de las herramientas conocen 


formalmente sus responsabilidades con el 


uso de estas? 


 ✓ Se realizan capacitaciones iniciales.   


L.18 


¿Las herramientas de TI permiten tener la 


trazabilidad de las operaciones realizadas, 


así como de los usuarios (logs)? 


 ✓ 
Sí se cuenta con bitácoras en los sistemas de 


información. 
  


L.19 
¿Se monitorea el estado de los equipos 


(Hardware)? 
 ✓ 


Se cuenta con una unidad de monitoreo la cual 


da seguimiento a los eventos que presentan la 


infraestructura de hardware y comunicaciones. 


  


L.20 


¿La seguridad física de las instalaciones 


donde operan los equipos y personas de TI, 


es evaluada y revisada periódicamente, 


cumplimiento con los protocolos 


establecidos? 


 ✓ 


El centro de datos es monitoreado todos los días 


por el área de seguridad. Además, todos los días 


el personal de Soporte Técnico revisa 


presencialmente si hay daños en el equipo o hay 


alguna anomalía. 


  


L.21 


¿La organización desarrolla un plan de 


formación integral tanto para los 


miembros de TI como para los usuarios de 


la herramienta, orientado al uso, seguridad 


y ética en la utilización de estas? 


 ✓ 


Para la parte de seguridad de los sistemas, la DTI 


se encarga de dar la capacitación al encargado 


del sistema. 
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Centro de 


Cómputo 
Condición 


Vulnerabilidad 


Comentarios Observaciones 
Tipo de 


riesgo ✘ - ✓ 


SÍ NO 


L.22 


¿Se han establecido indicadores de gestión 


que permitan medir el desempeño de las 


herramientas como de los colaboradores 


del área? 


✘  


Se cuenta con un procedimiento para la 


evaluación de la capacidad y disponibilidad, sin 


embargo, no se evidenció su implementación. 


  


L.23 


¿Se han implementado planes de acción 


correctivos, para aquellos casos en que los 


indicadores presentan resultados inferiores 


a los esperados?  


✘  El proceso aún no se ha aplicado.   


L.24 


¿Cada proyecto de TI tienen definidos y 


documentos los riesgos tanto de su 


desarrollo como de la puesta en marcha, 


así como tiene la proyección de recursos 


financieros a invertir? 


 ✓ 


Se definen los riesgos en el plan de dirección del 


proyecto, según lo establecido en la 


metodología. 


  


L.25 


¿Se hace un seguimiento periódico al 


cumplimiento contractual de las 


obligaciones adquiridas por los 


proveedores de TI y dicho seguimiento es 


documentado? 


 ✓ 


Se realiza una revisión de productos para dar la 


aceptación de estos, además, se cuenta con 


SLAs con proveedores. 


  


L.26 


¿Todos los cambios desarrollados en las 


aplicaciones y/o software son 


documentados y custodiados? 


 ✓ 
Se cuenta con un procedimiento para la gestión 


de cambios en TI. 
  


L.27 
¿Se ha establecido el plan de continuidad 


para los procesos de TI? ✘  


Se cuenta con un plan de contingencia para el 


FPJ y su respectivo BIA. No obstante, aún no se 


ha desarrollado el plan de continuidad. 


  


L.28 
¿Se solicita el apoyo de consultores 


externos para los proyectos estratégicos? 
 ✓ Sí se solicita apoyo a externos.   


 


M. SISTEMAS DE INFORMACIÓN 
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Centro de 


Cómputo 
Condición 


Vulnerabilidad 


Comentarios Observaciones 
Tipo de 


riesgo ✘ - ✓ 


SÍ NO 


M.1 
Los accesos son autorizados por un nivel 


superior. 
 ✓ 


Hay un encargado en cada área que se encarga 


de esta labor. 
 


 


M.2 Los accesos otorgados son revisados 


periódicamente. 


 ✓ 


Existen lineamientos para que los dueños de la 


información revisen el uso adecuado de los 


permisos de los usuarios.  


 
 


M.3 
La asignación de los accesos parte de la 


segregación de funciones. 
 ✓ Sí hay segregación de funciones.  


 


M.4 


Cada usuario tiene asignada una clave de 


composición alfanumérica y de mínimo 8 


caracteres 


 ✓ Sí es de esta forma.  
 


M.5 


Se pueden rastrear las operaciones 


realizadas por los usuarios por medio de 


los logs 


 ✓ Los sistemas sí cuentan con bitácoras.  
 


M.6 
Se cuenta con una política de copias de 


seguridad y de restauración.  
 ✓ 


Se cuenta con un procedimiento para la 


elaboración de respaldos de información. 
 


 


M.7 


La información sensible se encuentra 


protegida de modificaciones no 


autorizadas. 


 ✓ 


Existen métodos de autenticación de por medio 


para acceder a la información. Además, se 


restringen los permisos de acceso a la 


información. 


 
 


M.8 
Se cumplen con los niveles de seguridad 


físicos para los servidores. 
 ✓ 


No se detectaron debilidades significativas en el 


centro de datos. 
 


 


M.9 
Asignación de usuarios y claves 


personalizada 
 ✓ 


Las credenciales de los usuarios sí son 


personalizadas. 
 


 


M.10 


Segregación de funciones entre los niveles 


que solicitan, realizan, aprueban y 


monitorean los cambios. 


 ✓ 


Se cuenta con niveles de atención de usuarios. 


Además, sí existe segregación de funciones 


entre los que gestionan el cambio. 


 
 


M.11 


Alertas para los niveles que autorizan los 


cambios cuando los mismos se realizan.  ✓ 


Se manejan boletas de aceptación antes de 


pasarlos a producción. Se alertan a través de 


correo electrónico. 


 
 


M.12 


Las modificaciones en las bases de datos 


son realizadas por un área independiente a 


la que utiliza la información. 


 ✓ Sí es de esta manera.  
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Centro de 


Cómputo 
Condición 


Vulnerabilidad 


Comentarios Observaciones 
Tipo de 


riesgo ✘ - ✓ 


SÍ NO 


M.13 


Los cambios en la base de datos permiten 


tener la trazabilidad de quien los realiza 


por medio de los logs. 


 ✓ Sí se cuentan con logs.  
 


M.14 
Se tiene un número reducido de 


administradores. 
 ✓ Sí es de esta manera.  


 


M.15 


Se cuenta con un diccionario de datos para 


la base de datos, identificando las 


relaciones internas que tiene y los accesos 


de consulta o modificación. 


 ✓ Se cuenta con un diccionario de datos.  
 


M.16 
Definición y documentación de la Política 


de Cambios  
 ✓ 


Se cuenta con un procedimiento para la gestión 


de cambios. 
 


 


M.17 


Segregación de funciones entre el 


desarrollador, aprobador y responsable de 


administrar en producción 


 ✓ Sí hay segregación de funciones.  
 


M.18 
Aprobación del usuario final de los 


cambios. 
 ✓ 


Se manejan boletas de aceptación antes de 


pasarlos a producción. 
 


 


M.19 


Asignación usuarios y permisos, previo 


requerimiento y aprobación del director 


y/o responsable del área que utiliza la 


aplicación. 


 ✓ 
Hay un encargado de la seguridad por área que 


se encarga de esta labor. 
 


 


M.20 


Reportes periódicos de los cambios que se 


consideran críticos en las aplicaciones, 


para validar su autorización por parte del 


nivel aprobador de los cambios. 


 ✓ 
Se manejan boletas de aceptación antes de 


pasarlos a producción. 
 


 


M.21 


Validación periódica de los cambios en 


permisos y asignación de usuarios por 


parte del nivel autorizador. 


 ✓ 
Hay un encargado de la seguridad por área que 


se encarga de esta labor. 
 


 


M.22 
Bloqueo de usuarios retirados, previa 


comunicación de Gestión Humana. 
 ✓ Sí se bloquea, según lo indique cada área.  
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Centro de 


Cómputo 
Condición 


Vulnerabilidad 


Comentarios Observaciones 
Tipo de 


riesgo ✘ - ✓ 


SÍ NO 


M.23 


Revisión periódica de la compatibilidad de 


los accesos otorgados de acuerdo con el 


reporte de funciones de Gestión Humana y 


el principio de segregación de funciones. 


 ✓ 
El encargado de la seguridad por cada área se 


encarga de administrar y revisar accesos. 
 


 


M.24 
Bloqueo de usuarios en vacaciones 


 ✓ Sí se bloquea, según lo indique cada área.  
 


M.25 
Identificación de los usuarios que realizan 


las transacciones, por medio de los Logs. 
 ✓ Los sistemas cuentan con bitácoras.  


 


M.26 
Certificaciones externas sobre la calidad 


del servicio prestado. 
 ✓ 


Se realizan auditorías externas anualmente para 


validar procesos de TI. 
 


 


M.27 
Suscripción de un acuerdo sobre 


privacidad con el proveedor. 
 ✓ 


Se cuentan con cláusulas de confidencialidad 


con externos. 
 


 


M.28 
Plan de contingencia para migrar a otro 


servidor 
 ✓ 


Se cuenta con un plan de contingencias para el 


SIGAFPJ. 
 


 


M.29 
Plan de capacitaciones en seguridad, para 


los usuarios con accesos más vulnerables. 
 ✓ 


La DTI brinda capacitación sobre seguridad al 


encargado de la seguridad en cada área. 
 


 


M.30 
Cifrar las bases de datos más sensibles, 


junto con controles de monitoreo. 
 ✓ 


Se cifra la contraseña de los usuarios y la 


conexión a bases de datos. 
 


 


M.31 


Limitar el acceso a los datos y/o solicitar 


mayores autenticaciones, de acuerdo con 


el dispositivo y al lugar desde donde se 


ingresa. 


 ✓ 


Se utilizan clientes de aplicaciones para el 


acceso remoto, considerando las medidas de 


seguridad necesarias. 


 
 


M.32 


Instalar en los dispositivos móviles 


parches que permitan aislar los datos de la 


compañía de los personales. 


 ✓ 
La información no está disponible para 


dispositivos móviles. 
 


 


M.33 
Se realizan pruebas periódicas sobre la 


recuperación de datos. 
 ✓ Sí se realizan pruebas de los respaldos.  


 


 


--- Última línea --- 





				2020-03-06T11:28:33-0600

		GERARDO MIGUEL MONTERO MARTINEZ (FIRMA)
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División de Fiscalización Operativa y Evaluativa 
Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales 


 


Contraloría General de la República 


T: (506) 2501-8000, F: (506) 2501-8100   C: contraloria.general@cgr.go.cr 


 http://www.cgr.go.cr/   Apdo. 1179-1000, San José, Costa Rica 


 


Al contestar refiérase 


al oficio Nº 11481 


 


10 de agosto, 2018 


DFOE-PG-0436 


 


Señor 


Roberth García González 


Auditor General 


PODER JUDICIAL 


Correo: auditoria@poder-judicial.go.cr  


rgarciag@poder-judicial.go.cr  


 


Estimado señor: 


 


Asunto: Emisión de criterio solicitado sobre las competencias de la Auditoría Interna 


respecto de la nueva Junta Administradora del Fondo de Pensiones y 


Jubilaciones del Poder Judicial 


 


Se procede a dar respuesta a su consulta efectuada mediante oficio Nro. 713-AUD-2018 de 


fecha 4 de junio de 2018, al cual se previno mediante oficio del Órgano Contralor Nro. 07757 


(DJ-0711) de 6 de junio de 2018; el cumplimiento de requisitos para la admisibilidad de la 


consulta, los cuales fueron aportados según se aprecia del oficio Nro. 738-13-UJ-2018 de 8 de 


junio de 2018.  


 


I. OBJETO DE LA CONSULTA 


 


a) SOBRE EL FONDO: 


 


Aduce el consultante que mediante oficio emitido en su oportunidad por el Órgano Contralor, 


Nro. DJ-3905-2010 de 3 de noviembre de 2010, se consideró que la Auditoría Interna del Poder 


Judicial tenía facultades para la fiscalización del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder 


Judicial. 


 


Indica que en dicho oficio se externó el criterio que los recursos administrados por ese 


Fondo eran fondos públicos sujetos a fiscalización, de conformidad con las competencias 


otorgadas a las auditorías institucionales por el artículo 22 de la Ley General de Control Interno 


(LGCI). Que la administración del Fondo no salía del ámbito público al ser una labor normal y 


ordinaria del Poder Judicial a través del Consejo Superior y que por ello existe la obligación del 


Poder Judicial de responder con sus propios recursos por una administración deficiente. Que la 


fiscalización por parte de la Auditoría Judicial respecto a la forma como se llevaba a cabo esa 


labor de administración, es extensiva a la gestión del Fondo como tal y debía ser ejercida con 


arreglo a los parámetros ordinarios aplicables a la fiscalización de las actividades del Poder 



http://www.cgr.go.cr/
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Judicial como Administración. Que si la administración activa (representada por el Consejo 


Superior de la Corte Suprema del Poder Judicial) tiene como parte de sus atribuciones normales 


y ordinarias la administración del Fondo de referencia, es evidente que la fiscalización respecto 


al ejercicio de dicha atribución forma parte del ámbito competencial de la administración judicial.  


 


Dicho esto, en criterio del consultante, con la promulgación de la Ley Nro. 9544 “Reforma 


Ley Orgánica del Poder Judicial”, publicada en la Gaceta 89 del 22 de mayo del 2018, el cuadro 


fáctico y normativo analizado en el oficio DJ-3905-2010 por la Contraloría General varió 


sustancialmente, en razón de las siguientes consideraciones del consultante, las cuales se 


transcriben en su literalidad:  


 


“Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa 
independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y 
atribuciones que le otorga la ley, para la administración del Fondo. 
 
La Junta Administrativa contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer 
las atribuciones que el Ordenamiento Jurídico le asigne, así como la representación 
judicial y extrajudicial del Fondo. 
 
El artículo 239 inciso h) señala -entre otras funciones- que le corresponde a la Junta: 
Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y sanción del 
personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, 
sus modificaciones y su liquidación anual" 
 
Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un 
cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de 
las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, con lo cual se pagarán las dietas 
de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en 
general, sus gastos administrativos. 
 
Por disposición expresa del artículo 241 de la Ley 9544, la supervisión y la 
regulación de Ia Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del 
Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF); 
adicionalmente él artículo 239 de la citada Ley, inciso g), dicta cumplir con Ia 
legislación y la normativa que emitan ambos entes.”. 


 
Finalmente, procede a la formulación de la consulta en los siguientes términos:  


 
“Debido a la creación de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y 
Jubilaciones del Poder Judicial y de conformidad con sus competencias y 
potestades otorgadas en los artículos 239 y 241 de la Ley 9544: 
 
 ¿Tiene la Auditoría lnterna del Poder Judicial la facultad de fiscalizar, advertir o 
asesorar este nuevo órgano desconcentrado con personalidad jurídica instrumental 
del poder Judicial? 



http://www.cgr.go.cr/
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En relación con los recursos que requiere para su funcionamiento la Plataforma 
Administrativa de dicha Junta Administradora del Fondo en mención: 
 
. ¿Puede el Poder Judicial prestarle sus propios funcionarios remunerados con el 
presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le corresponden a 
este nuevo órgano? 
 
.¿Está facultado el Poder Judicial para brindar recursos materiales, financieros, 
tecnológicos y de infraestructura a esa Junta Administradora?” 


 


b) POSICIÓN DE LA AUDITORÍA DEL PODER JUDICIAL 


 


La Auditoría Interna del Poder Judicial externó su posición mediante oficio Nro. 


738-13-UJ-2018 de 8 de junio de 2018, en el cual indica que efectivamente con la promulgación 


de la Ley Nro. 9544 de 2018, varió el cuadro fáctico y normativo analizado por la Contraloría 


General en su oficio Nro. DJ-3905-2010 de 3 de noviembre de 2010, y aduce para dicha 


conclusión las siguientes consideraciones:  


 


“Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial como un Órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia 
funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga 
la ley, para la administración del Fondo.  
 
La Junta Administrativa contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las 
atribuciones que el Ordenamiento Jurídico le asigne, así como la representación judicial y 
extrajudicial del Fondo.  
 
El artículo 239 inciso h) señala -entre otras funciones- que le corresponde a la Junta: 
Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del 
personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus 
modificaciones y su liquidación anual.  
 
Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un 
cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las 
jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, con lo cual se pagarán las dietas de los 
miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus 
gastos administrativos.  
 
Por disposición expresa del artículo 241 de la Ley 9544, la supervisión y la regulación de 
la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del Consejo Nacional 
de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF); adicionalmente el artículo 239 de la 
citada Ley, inciso g), dicta cumplir con la legislación y la normativa que emitan ambos 
entes.”.  
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Indica además que el artículo 239 de la Ley 9544 en relación con el artículo 83 de la Ley 


General de la Administración Pública (LGAP) dan pie para afirmar que lo que se creó con la 


nueva Junta en la reforma operada a la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) fue un órgano 


con desconcentración máxima, puesto que “el Jerarca del Poder Judicial se encuentra sustraído 


de avocarse la competencia de la Junta, revisar o sustituir su conducta o girarle órdenes, 


instrucciones o circulares”. En ese sentido, -aduce el auditor- el legislador dotó de personalidad 


jurídica instrumental al nuevo órgano y lo facultó “para que dicte las normas en relación con el 


nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan 


anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual”.  


 


Consecuentemente señala, que todas las competencias propias del jerarca (elección del 
personal, potestad disciplinaria, dirección presupuestaria, entre otras) son trasladadas por 
voluntad legislativa a Ia nueva Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 
 


Continúa indicando el auditor, en otro orden de argumentación, que la Ley General de 
Control lnterno No. 8292 establece en el artículo 20 la obligación de todos los órganos de contar 
con auditoría interna y en consecuencia este nuevo órgano desconcentrado con personalidad 
jurídica instrumental debería contar con su propia Auditoría lnterna y establecer el sistema de 
control interno que corresponda, puesto que al no ser subordinado del jerarca del Poder Judicial 
y contar con su propio régimen disciplinario, el suscrito carecería de competencia para emitir los 
productos de auditoría, y en especial se encontraría en una imposibilidad material de aplicar los 
procedimientos establecidos en la Ley General de Control Interno para los casos de 
discrepancias con las recomendaciones que emite este Departamento. 
 


A modo de ejemplo y en apoyo de su anterior posición, el consultante enumera algunos 
órganos desconcentrados con personalidad jurídica instrumental que cuentan cada uno con una 
auditoría interna separada e independiente al órgano al que están adscritos. 
 


Finaliza su posición argumentado que:  
 
“El Poder Judicial se encuentra imposibilitado a prestarle sus propios funcionarios remunerados 
con el presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le corresponden a este 
nuevo órgano, pues para ello el legislador lo dotó con su propio presupuesto, así como la 
competencia para nombrar y sancionar al personal, de modo que se desnaturalizaría la relación 
de jerarquía con la Junta. Así tampoco brindarle recursos materiales, financieros, tecnológicos y 
de infraestructura a esa Junta Administradora, en el tanto estaría utilizando fondos públicos con 
un destino distinto a las funciones que le corresponden al Poder Judicial, violentando así el 
principio de legalidad que rige a la lnstitución y por ende, podría presentarse un eventual delito 
de malversación de fondos públicos.”.  
 
II. CONSIDERACIONES PREVIAS 


 


En atención a la consulta planteada, cabe señalar que de acuerdo con el artículo 29 de la 


Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Ley n.º 7428, el Órgano Contralor ejerce 


la potestad consultiva en el ámbito de sus competencias, de manera que atiende las consultas 


que al efecto le dirijan los órganos parlamentarios, los diputados de la República, los sujetos 
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pasivos y los sujetos privados no contemplados en el inciso b) del artículo 4 de la citada Ley. 


Complementándose al efecto, con lo regulado en el “Reglamento sobre la recepción y atención 


de consultas dirigidas a la Contraloría General de la República” (resolución R-DC-197-2011), el 


cual establece las condiciones que rigen el trámite y la atención de las consultas ingresadas 


como parte del ejercicio de la competencia consultiva. 


 


Al efecto, el artículo 8 del Reglamento de referencia, establece requisitos de obligatorio 


cumplimiento para la presentación de las consultas dirigidas al Órgano Contralor, entre los que 


se citan, en lo de interés, lo dispuesto en los incisos 1 y 2 de dicho ordinal, los cuales determina 


lo siguiente:  


 


"Artículo 8°—Requisitos para la presentación de las consultas. Las 


consultas que ingresen para su atención conforme al artículo 29 de la Ley No. 


7428, deberán cumplir los siguientes requisitos: 


1. Tratarse de asuntos de competencia del órgano contralor. 


2. Plantearse en términos generales, sin que se someta al órgano consultivo a 


la resolución de circunstancias concretas propias del ámbito de decisión del 


sujeto consultante, o que atañen a la situación jurídica del gestionante. 


(…)." 


 


De lo cual se desprende la obligación de presentar las consultas dentro de las materias 


propias de la competencia constitucional y legal de esta Contraloría General vinculada con la 


Hacienda Pública. Asimismo, debe plantearse en términos generales, sin que se someta al 


Órgano Consultivo a la resolución de circunstancias concretas propias del ámbito de decisión del 


sujeto consultante, o que atañen a la situación jurídica del gestionante. 


 


Dicho proceder, obedece a la finalidad propia del proceso consultivo, que no pretende 


sustituir a la Administración en la toma de decisiones respecto de las competencias que le han 


sido asignadas en el ordenamiento jurídico, a la vez que se trata de evitar el riesgo que genera la 


emisión de un criterio vinculante sobre la base de supuestos fácticos y jurídicos que no se 


conocen a plenitud, y por ende, puede generar un pronunciamiento errado en sus conclusiones. 


De manera que se reitera el carácter general de las observaciones y el análisis que aquí se 


plantea sobre los temas en consulta. 


 


Por ello, la potestad consultiva no debe verse como un medio por el cual la Contraloría 


General sustituye a las Administraciones Públicas en el manejo de situaciones particulares en el 


plano meramente administrativo, la resolución de los conflictos internos que se puedan generar 


entre las diferentes instancias en el seno de la administración consultante, o la validación o 


confirmación de conductas previamente adoptadas por la Administración activa.  


 


 



http://www.cgr.go.cr/





División de Fiscalización Operativa y Evaluativa 
Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales 


 
DFOE-PG-0436 -6- 10/08/2018 


 


Contraloría General de la República 


T: (506) 2501-8000, F: (506) 2501-8100   C: contraloria.general@cgr.go.cr 


 http://www.cgr.go.cr/   Apdo. 1179-1000, San José, Costa Rica 


En ese tanto, lo anterior no impide emitir un criterio vinculante respecto a consultas 


relacionadas con el ámbito competencial del Órgano Contralor, máxime cuando se trata de 


temas o materias abordados previamente en el ejercicio de su potestad consultiva, bajo el 


entendido que se trata de consideraciones que se esbozan desde una perspectiva general, y no 


de una situación específica e individualizada, y dirigidas por demás a orientar a la entidad 


consultante en la toma de sus decisiones. 


 


III. CRITERIO JURÍDICO DE LA CONTRALORÍA GENERAL 


 


1) ANÁLISIS DEL OFICIO NRO. 10369 (DJ-3905) DEL ÓRGANO CONTRALOR A LA LUZ DE LA LEY 


NRO. 9544 “REFORMA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL” 


 


Como se indicó en el apartado anterior, siendo que el objeto de la consulta se dirige 


principalmente a una serie de puntos concretos, que además requieren pronunciamiento de 


asuntos que no corresponden definir por competencia al Órgano Contralor, es importante 


resaltar que la respuesta a la consulta se atiende en términos generales y sobre los temas que 


por Ley corresponde, lo cual implica no entrar a conocer por esta vía consultiva de situaciones 


específicas que sean de conocimiento por la Administración, en las que le atañe las valoraciones 


pertinentes, de frente a la adopción de conductas administrativas con efectos concretos. 


 


En primera instancia, conviene establecer si con la reforma operada a la Ley Orgánica del 


Poder Judicial con la promulgación de la Ley Nro. 9544 “Reforma Ley Orgánica del Poder 


Judicial”, publicada en la Gaceta 89 del 22 de mayo del 2018, el cuadro fáctico y normativo 


analizado en el oficio de la Contraloría General No. 10369 (DJ-3905-2010) de 3 de noviembre de 


2010, varió sustancialmente o si en su defecto, se mantienen los presupuestos jurídicos 


analizados en dicha oportunidad. 


 


Preliminarmente, debe indicarse que en el 2010, año en que se emitió el oficio de referencia, 
el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial era administrado por el Consejo Superior 
del Poder Judicial, de acuerdo con las políticas de inversión establecidas por la Corte Suprema de 
Justicia1, lo cual significaba que su administración era una labor encargada al propio Poder 
Judicial, quien la ejercía como parte de sus atribuciones normales y ordinarias y asumiendo con 
sus recursos públicos los costos que implica y trae consigo dicha administración.  
 


Sin embargo, con la reforma operada por la Ley Nro. 9544, tenemos un nuevo panorama 
jurídico por el cual el Fondo es independiente del Poder Judicial (art. 235), y su administración es 
trasladada a una Junta Administrativa como un órgano del Poder Judicial (art.242 inciso f), que 
contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las 
facultades y atribuciones que le otorga la ley (art. 239 incisos a) y h); y tendrá personalidad 
jurídica instrumental, así como ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo. 
Igualmente, la reforma de ley le otorga a la Junta facultades de inversión de los recursos 
acumulados en el Fondo (arts. 239 inciso f) y 240 bis).  


                                                 
1
 Competencia que era regulada en los incisos 12,13,14 y 15 del artículo 81 de la Ley 7333 del 5/5/1993, los cuales 


fueron derogados por el artículo 2 de la Ley Nro. 9544 “Reforma Ley Orgánica del Poder Judicial del 24/4/2018. 
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Ahora bien, en el oficio del Órgano Contralor del año 2010 se indicó:  


 


“En ese sentido, si la Administración Activa (representada por el Consejo Superior y 
la Corte Suprema del Poder Judicial) tiene como parte de sus atribuciones normales 
y ordinarias la administración del Fondo de marras, es evidente que la fiscalización 
respecto al ejercicio de dicha atribución forma parte del ámbito competencial de la 
Auditoría Judicial.”. 
 
Sin mayor rigor de análisis; a la luz de lo indicado, es de consecuencia lógica en el nuevo 


contexto de la reforma legal, que habiendo salido la administración del Fondo del ámbito del 
Consejo Superior y de la Corte Suprema de Justicia como administración activa, su fiscalización 
ya no forma parte del ámbito competencial de la Auditoría Judicial, como se verá con mayor 
detenimiento en el siguiente apartado. 
 


2) SOBRE EL EJERCICIO DE LAS COMPETENCIAS DE FISCALIZACIÓN DE LA AUDITORÍA JUDICIAL 


SOBRE LA JUNTA ADMINISTRATIVA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER 


JUDICIAL 


 


De seguido se impone el análisis de la estructura administrativa que el legislador diseña para 


la Junta Administrativa del Fondo, y si dicha configuración orgánica incide en las competencias 


fiscalizadoras de la Auditoría Judicial sobre aquella.  


 


En efecto, el nuevo órgano llamado Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial, si bien su norma de creación no indica expresamente el tipo de 


desconcentración administrativa en los términos del artículo 83 de la LGAP;  la Procuraduría 


General de la República ha reconocido la posibilidad de la creación tácita de órganos 


desconcentrados. En ese sentido, ha indicado que un órgano desconcentrado requiere, al menos, 


independencia funcional, o sea la potestad de ejercer la competencia material que le ha sido 


transferida sin sujeción a un poder de mando o, en su caso, una potestad revisora2. Esta 


independencia funcional ha sido otorgada por el legislador a la Junta Administrativa en el artículo 


239 de la Ley 9544.  


 


Al ser la Junta Administrativa un órgano con desconcentración y ejercer en nombre propio la 


correspondiente competencia desconcentrada libre de los poderes de mando e instrucción y 


alternativamente el de revisión o de avocación del jerarca, no podría la Auditoría Judicial que 


tiene dependencia del jerarca (artículo 24 de la LGCI), ejercer las competencias y potestades 


otorgadas por los artículos 22 y 33 de la LGCI, por cuanto un eventual incumplimiento de las 


disposiciones del auditor interno por parte del órgano desconcentrado, no podría ser elevado en 


conflicto al máximo jerarca, que tendría sus potestades limitadas respecto de éste; y por ende el 


cumplimiento de lo dispuesto por la Auditoría no podría ser exigido.  


 


                                                 
2 Dictamen C-255-2005 del 15 de julio, 2005. Procuraduría General de la República. 
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La Ley General de Control Interno, N.° 8292, establece que el Sistema de Fiscalización 


Superior de la Hacienda Pública está compuesto por una serie de órganos3, entre los que se 


contemplan la administración activa y la auditoría interna de las instituciones. Al tener el jerarca 


limitadas sus competencias respecto de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial, faltaría uno de los componentes orgánicos del sistema de control 


interno (SCI), viéndose impracticable el deber, junto a los titulares subordinados, de lo dispuesto 


en el artículo 104 de la LGCI, esto es, establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el SCI 


institucional, correspondiendo a la administración activa realizar las acciones necesarias para 


garantizar su efectivo funcionamiento. 


 


Siendo la Junta Administrativa un órgano con desconcentración; la Auditoría del Poder 


Judicial vería limitado su ejercicio funcional; el cual está circunscrito a su ámbito de pertenencia 


institucional, de conformidad con los artículos 7 y 21 de la Ley General de Control Interno que 


regulan el ámbito jurídico en que se ejerce legítimamente las funciones de auditoría, que es la 


propia organización a la que se pertenece o el ámbito de competencia institucional al que 


responde cada unidad de auditoría.  


 


Es importante anotar que, como parte de las competencias decisorias y resolutorias que la 


Ley le otorga a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, se incluyen, entre las más importantes administrar el Fondo de Pensiones y 


Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial, estudiar, conocer y resolver las solicitudes de 


jubilación y pensión que se le presenten, recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y 


ejercer las acciones de cobro necesarias, atender las solicitudes de reingreso a labores 


remunerativas de jubilados inválidos, realizar los estudios actuariales con la periodicidad 


establecida en la normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 


Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén), invertir los recursos del 


Fondo, de conformidad con la ley y con la normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de 


Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones, cumplir con la 


legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 


Financiero como la Superintendencia de Pensiones, dictar las normas para el nombramiento, la 


suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el 


presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual, aparte de las facultades de 


operaciones financieras de inversión de los recursos acumulados del Fondo (arts. 239 y 240 bis). 


 


 


                                                 
3 Artículo 9. Órganos del sistema de control interno. La administración activa y la auditoría interna de los entes y órganos 


sujetos a esta Ley, serán los componentes orgánicos del sistema de control interno establecido e integrarán el Sistema de 


Fiscalización Superior de la Hacienda Pública a que se refiere la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. Ley 


General de Control Interno, Ley N.° 8292. 
4Artículo 10.- Responsabilidad por el sistema de control interno. Serán responsabilidad del jerarca y del titular subordinado 


establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno institucional. Asimismo, será responsabilidad de la 


administración activa realizar las acciones necesarias para garantizar su efectivo funcionamiento”.  
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Como puede verse, y conforme a lo ya analizado, cualquier conflicto derivado de una 


fiscalización, advertencia o asesoría ejercida por la Auditoría Judicial en estos temas reservados 


a la Junta, no podría ser solventada por el máximo jerarca, quedando el proceso de fiscalización 


y cumplimiento del sistema de control interno truncado, por cuanto cualquier revisión ulterior por 


parte del jerarca de disposiciones giradas por el auditor a la Junta en la materia de su 


competencia no sería legalmente posible.  
 


Asimismo, debe considerarse que el legislador diseñó un marco especializado de 


competencias; en cuanto a las labores de supervisión y regulación del Fondo y de la Junta 


Administrativa, ya que el artículo 241 de la Ley 95445 reserva tales facultades por especialidad 


de la materia a la Superintendencia de Pensiones (Supén) y el Consejo Nacional de Supervisión 


del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente.  
 


Por los argumentos esgrimidos, la Auditoría lnterna del Poder Judicial no tiene la facultad de 


fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial. 
 


No obstante, debe considerarse que la Ley de Reforma sólo habilita una supervisión y 


regulación de tipo técnico-financiero sobre el Fondo, por lo que le resultará útil a las autoridades 


del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial atender a lo dispuesto por el artículo 


20 de la LGCI que regula la conformación de un sistema de control interno en los entes y 


órganos de naturaleza pública que se creen.  
 


Dicho lo indicado, resta hacer referencia a los dos últimos extremos de la consulta, en 


relación con los recursos que requiere para su funcionamiento la Plataforma Administrativa de la 


Junta Administrativa del Fondo; interrogantes que el consultante plantea de la siguiente forma:  
 


“¿Puede el Poder Judicial prestarle sus propios funcionarios remunerados con el 
presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le corresponden a 
este nuevo órgano?, y 
 


¿Está facultado el Poder Judicial para brindar recursos materiales, financieros, 
tecnológicos y de infraestructura a esa Junta Administradora?” 


 


El Órgano Contralor no tiene las competencias legales ni constitucionales para decidir el 


ámbito de actuación legal de la administración activa en torno a sus propios funcionarios, lo cual 


obedece a su régimen de organización funcionarial, ni tampoco decidir la procedencia o no en la 


forma de utilización de sus recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, 


todo lo cual responde al ámbito de actuación interno que define cada institución.  


                                                 
5 “Artículo 241- La supervisión y la regulación de la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (Supén) y del Consejo Nacional de Supervisión del 


Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, de conformidad con las atribuciones que les otorga la ley. La Junta 


Administradora estará sujeta al cobro por supervisión previsto en los artículos 173 y 174 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del 


Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997. Dicho cobro se calculará sobre los ingresos anuales que haya recibido la Junta 


Administrativa por la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.” (El destacado no pertenece a su 


original)  
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Como se indicó en acápites anteriores, la potestad consultiva no debe verse como un medio 


por el cual la Contraloría General sustituye a las Administraciones Públicas en el manejo de 


situaciones particulares en el plano meramente administrativo, la resolución de los conflictos 


internos que se puedan generar entre las diferentes instancias en el seno de la administración 


consultante, o la validación o confirmación de conductas previamente adoptadas o por adoptarse 


por la Administración activa. 


 


El artículo 2 del “Reglamento sobre la Recepción y Atención de Consultas dirigidas a la 


Contraloria General de la República”(R-DC-197-2011) dispone:  


 


“Artículo 2º—Alcance de la potestad consultiva. La Contraloría General de 


la República ejerce la potestad consultiva como parte de sus funciones. De 


acuerdo con ello le corresponde atender las gestiones que le dirijan los sujetos 


consultantes en las materias de su competencia constitucional y legal.”. 


(El destacado no pertenece a su original). 


 


 Por su parte, el artículo 5 de dicho Reglamento dispone:  


 


“Artículo 5º—Materias objeto de consulta ante la Contraloría General de la 


República. Los dictámenes que se emitan con efectos vinculantes deberán 


tener relación con los componentes de la Hacienda Pública y en general con el 


ordenamiento de control y fiscalización de la Hacienda Pública.”. 


 


 Igualmente, el artículo 8 inciso 1) del Reglamento dispone:  


 


“Artículo 8º—Requisitos para la presentación de las consultas. Las 


consultas que ingresen para su atención conforme al artículo 29 de la Ley No. 


7428, deberán cumplir los siguientes requisitos: 1.Tratarse de asuntos de 


competencia del órgano contralor.” 


 


 Finalmente, el artículo 9 del Reglamento señala:  


 


   “Artículo 9º—Admisibilidad de las consultas. Aquellas consultas que cumplan 


con los requisitos establecidos en el artículo anterior, se admitirán para su 


atención por el fondo y emisión del dictamen correspondiente por parte del 


órgano contralor. Se rechazarán de plano y sin más trámite las consultas 


que no sean competencia de la Contraloría General de la República, las 


que no hayan sido presentadas por el jerarca en el caso de la administración 


activa, por el auditor o subauditor internos o del representante legal en caso de 


sujetos privados, aquellas cuyo objeto principal consista en requerir la 


resolución de circunstancias concretas que correspondan al sujeto consultante, 
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así como las que se presenten por sujetos que no están legitimados para 


consultar conforme a lo dispuesto en el artículo 6, párrafo primero, de este 


reglamento. Con excepción de los supuestos antes indicados, la Contraloría 


General de la República se reserva la facultad de prevenir por única vez el 


cumplimiento de requisitos que no constituyan un impedimento para conocer 


por el fondo el objeto consultado. De igual manera valorará circunstancias de 


excepción relevantes, cuya procedencia quedará a criterio del órgano 


contralor.”. (Subrayado no pertenece a su original).  


 


 En consecuencia, y atendiendo a dicho marco normativo, al no ser dichas consultas objeto de 


la competencia constitucional y legal del Órgano Contralor, resulta improcedente referirse a las 


mismas y se rechazan de plano y sin más trámite.  


 


IV. CONCLUSIONES:  


 


1) La Auditoría lnterna del Poder Judicial no tiene la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a la 


Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto 


escapa de su ámbito de actuación institucional de conformidad con los artículos 7 y 21 de la LGCI; 


además por el hecho de haberse depositado la administración del Fondo en un órgano 


desconcentrado como la Junta, fuera del ámbito de jerarquía del Poder Judicial. 


 


2) En relación a las labores de supervisión y regulación del Fondo y de la Junta Administrativa, el 


artículo 241 de la Ley 9544 reserva tales facultades a la Superintendencia de Pensiones (Supén) 


y al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, por lo 


cual no se contempló la participación de la Auditoría del Poder Judicial. 


 


3) La Ley General de Control Interno, Nro, 8292, establece que el Sistema de Fiscalización 


Superior de la Hacienda Pública está compuesto por una serie de órganos, entre los que se 


contemplan la administración activa y la auditoría interna de las instituciones. Al tener el jerarca 


limitadas sus competencias respecto de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial como órgano desconcentrado, hace que falte uno de los 


componentes orgánicos del sistema de control interno (SCI), viéndose impracticable el deber, 


junto a los titulares subordinados, de cumplir con el artículo 10 de la LGCI, esto es, establecer, 


mantener, perfeccionar y evaluar el SCI institucional respecto de la Junta.  


 


3) Cualquier conflicto derivado de una fiscalización, advertencia o asesoría ejercida por la 


Auditoría del Poder Judicial en los temas propios del ámbito de competencia de la Junta, no 


podría ser solventado por el máximo jerarca, quedando el proceso de fiscalización y 


cumplimiento del sistema de control interno truncado, por cuanto cualquier revisión ulterior de 


disposiciones giradas por la Auditoría Judicial a la Junta, no podrían ser decididas por el jerarca, 


al tener limitadas sus competencias de frente a un órgano desconcentrado.  
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4) No obstante, debe considerarse que la Ley de Reforma sólo habilita una supervisión y 


regulación de tipo técnico-financiero sobre el Fondo, por lo que le  resultará útil a las 


autoridades del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial atender lo dispuesto por el 


artículo 20 de la LGCI que regula la conformación de un sistema de control interno en los entes y 


órganos de naturaleza pública que se creen.  


 


5) Respecto a las consultas relativas a si el Poder Judicial puede prestarle a la Junta 


Administrativa sus propios funcionarios remunerados con el presupuesto institucional, para que 


realicen las funciones que le corresponden a ese nuevo órgano, y si está facultado para brindar 


recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, por aplicación de los artículos 


2, 5, 8.1 y 9 del Reglamento sobre la Recepción y Atención de Consultas dirigidas a la 


Contraloria General de la República”(R-DC-197-2011); al no ser dichas consultas objeto de la 


competencia constitucional y legal del Órgano Contralor, resulta improcedente referirse a las 


mismas y se rechazan de plano y sin más trámite.  


 
En los términos indicados, se tiene por atendida la consulta. 


 
 Finalmente, le recordamos la importancia de registrarse y utilizar el Sistema de la Potestad 


Consultiva, de manera que podamos brindarle un servicio oportuno y eficiente en la atención de 


su gestión, el cual puede consultar en el sitio web: www.cgr.go.cr. 


 


 


Atentamente, 


 


 


 


Licda. Damaris Vega Monge 


GERENTE DE ÁREA 
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Lista de temas abordados mediante una modalidad periódica o con menor recurrencia, según registros del sistema Team Mate de la Auditoría

referentes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones.



		Evaluación de Inversiones 



		Evaluación referente a los aportes obrero, patronal y estatal 



		Evaluación sobre el otorgamiento de jubilaciones



		Evaluación sobre el otorgamiento de pensiones



		Evaluación sobre ajustes de jubilaciones y pensiones



		Análisis de los informes actuariales



		Seguimiento de recomendaciones de los informes emitidos



		Evaluación costo de vida 



		Análisis reconocimiento incremento anuales a jubilados y pensionados del FJP



		Análisis de la política de inversiones



		Asesoría sobre el pago del aporte patronal de enero 2013 al Fondo de Jubilaciones y Pensiones



		Asesoría sobre el préstamo de dos mil millones de colones a la ANEJUD



		Asesoría a Corte Plena sobre ubicación del asesor en riesgos



		Incremento proporcional del aporte estatal y patronal al FJP



		Recálculo de jubilación



		Recuperación de jubilaciones giradas de más por nombramientos inferiores a un mes



		Análisis proyecto de Reglamento de Reconocimiento de Tiempo Servido



		Ejercicio de la potestad reglamentaria en el Poder Judicial



		Madurez de controles críticos en el proceso de otorgamiento de jubilaciones y pensiones



		Análisis de la modificación al título IX de la LOPJ y su reglamentación



		Análisis de la suspensión de pensiones por interpretación del artículo 234 LOPJ



		Advertencia sobre ejecución de sentencia que impactaba el Fondo de Jubilaciones



		Análisis de la remisión de información contable y de inversiones a la SUPEN



		Análisis giro jubilaciones exfuncionarios con jornada compartida



		Conciliación cruce de planillas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones con el Tribunal Supremo de Elecciones



		Evaluación de cuentas menores (Otros ingresos, otros gastos, activo fijo, etc)



		Estudio de ajustes de periodos anteriores



		Estudio de retenciones a pensionados



		Evaluación de las cuentas por pagar 



		Evaluación de otros aportes por cobrar (sumas giradas de más)



		Evaluación sobre la provisión de la cotización seguro, enfermedad y maternidad



		Evaluación de pensiones conforme al hecho generador que dio origen al beneficio



		Evaluación sobre los cambios en los aportes patronal y estatal 



		Evaluación sobre planificación estratégica del Fondo de Jubilaciones y Pensiones



		Evaluación sobre la documentación de controles y procesos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones



		Valuación de inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones considerando cambios en el proceso de inversión



		Cumplimiento de la reforma de ley referente a los cambios

Legalidad de reconocimientos de tiempo servidos

Pago de dietas a magistrados suplentes jubilados
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Anexo 3

Ejemplos de actividades sucintas más relevantes

del Fondo de Jubilaciones y Pensiones





· Cruce de los acuerdos sobre reconocimiento de tiempo servido, con el listado oficial de instituciones que podían ser sujeto de aprobación. En caso de obtener alguna diferencia se realizaba la indagación del caso para valorar su razonabilidad.



· Revisión general de jubilaciones otorgadas en la cual de manera automática con la lista de personas jubiladas en un periodo determinado se verificaba si contaban con la cantidad de anuales o la edad necesaria, en caso de alguna inconsistencia se revisaban los casos en particular.



· Revisión semestral del costo de vida en la cual se verificaba el cumplimiento de lo establecido por Consejo Superior según las políticas emitidas principalmente en los casos en los que la pensión es compartida.



· Arqueo de inversiones con el fin de corroborar lo registros realizados con los comprobantes que custodia la Bolsa Nacional de Valores.



· Revisión anual del Aguinaldo para jubilados y pensionados tomando en cuenta las exclusiones e inclusiones en el año. 



· Exactitud de los parámetros del cálculo de reconocimiento de tiempo servido contenidos en el sistema SIGA Fondo (Índice de Precios al Consumidor, rendimientos de inversiones, aportes), contra la fuente de información correspondiente. Así como la comprobación selectiva del cálculo aritmético de los estudios realizados por Gestión Humana.



· Revisión del cambio de los aportes patronal y estatal en el sistema SIGA GFH para efectos del reporte que se remite a FICO.



· Revisión del cambio de los rendimientos de inversiones en el SIGA Fondo para efectos del cálculo de reconocimiento de tiempo servido.



· Seguimiento de criterios, acontecimientos y controles de sumas giradas de más, en aplicación del artículo 234 de la LOPJ.



· Seguimiento de las observaciones al Reglamento del título IX de la LOPJ.



· Análisis del borrador del informe actuarial del FJP con corte a diciembre 2018, verificando los aspectos más relevantes, a fin de comprobar la exactitud de la información referente a los aportes (obrero, patronal y estatal), así como la razonabilidad de los supuestos actuariales que se consideraron convenientes.



· Analizar Reforma de Ley aprobada en segundo debate, con el fin de determinar aspectos que no permitían tener claridad sobre su interpretación y aplicación, identificar cambios entre la reforma y ley vigente en ese momento, valorar ejemplos prácticos, entre otros asuntos de interés.



· Determinación de una gran diferencia en los cálculos de reconocimiento tiempo servido, debido a un error en los Índices de Precio al Consumidor utilizados en el re cálculo de la suma a reintegrar. Lo anterior, dio como resultado que se identificaran varios estudios con diferencias.



· Posteriormente, se realizó una revisión aritmética del cálculo sobre los montos presentados en los estudios recalculados de reconocimiento de tiempo servido citados en el acuerdo del 24 de octubre de 2019, artículo XXIII, donde se verificó que la muestra seleccionada no presentaba diferencias de importancia en las sumas por reintegrar que debieran ser informadas por esta Auditoría. 
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		Número		Descripción		Nº Informe		Fecha de informe		Auditor		Conocido		Tipo informe		Corresponde a: FJP, Otros		Seguimiento

		1-ADV-AFJP-11 * El seg. Lo dará la AFJP		Advertencia sobre la presentación y revelación de los estados financieros con corte a junio 2011, en relación con la aplicación de la NIC 37, con el objetivo de asegurar que se utilicen las bases apropiadas para el reconocimiento y la medición de las provisiones, pasivos contingentes y activos contingentes, así como velar por una adecuada revelación de información complementaria suficiente, por medio de las notas a los estados financieros.		979-13-AFJP-2011		8/8/11		Ivette Ruiz y David Beita		Alfredo Jones		Advertencia		FJP

		2-ADV-AFJP-11 *  		Advertencia derivada del estudio de estados financieros  del FJP 2008, 2009 y 2010, sobre el debido resguardo de información valiosa que sirve de sustento para los informes de jubilaciones y pensiones, como por ejemplo: estudios de tiempo servido, carrera profesional, anuales, certificaciones de deudas, Inspección Judicial, Asosejud, etc.		1254-32-AAFJP-2011		10/25/11		Daniel Gutiérrez		Francisco Arroyo, Rafael Ramírez		Advertencia		FJP

		3-ADV-AAFJP-11		Advertencia sobre “Reglas Generales para las Jubilaciones y Pensiones” si se consideró cambio de criterio donde se dispone que ante el fallecimiento de un jubilado o jubilada, el otorgamiento de la pensión a sus beneficiarios debe serlo con base en la normativa que esté vigente a ese momento TM		1458-46-AAFJP-2011		12/22/11		Ivette Ruiz Song		Corte, sesión 2-11 del 12-01-2012. Art. LI. Of. N°728-12 del 27-01-2012		Advertencia		FJP

		4-ADV-AAFJP-11		Advertencia consideración de los requisitos de pensión en la actualización del “Manual sobre los Procedimientos relacionados con la Elaboración de los Informes para los cálculos de las jubilaciones y pensiones del Poder Judicial		300-26-AF-2011		3/1/11				Marta Asch Corrales		Advertencia		FJP

		5-ADV-AAFJP-11		Advertencia actualización de los formularios de requisitos de pensión que se encuentran en la página web y en la “Manual sobre Procedimientos relacionados con la elaboración de los informes para los cálculos de las jubilaciones y pensiones del Poder Judicial”. Aplicación inmediata de requisitos		217-26-AF-2011		2/17/11				Francisco Arroyo		Advertencia		FJP

		6-ADV-AAFJP-11		Diferencias en el cálculo de la deuda del exmagistrados jubilado, Hugo Eliécer Picado Odio		292-30-AF-2011		2/14/11		David Beita Solano		Alfredo Jones		Advertencia		FJP

		7-ADV-AAFJP-2011		Control de las deudas por reconocimiento de tiempo servido de jubilados a través del SIGA-fondo		453-53-AF-2011		3/18/11		Milagro Fonseca 		Nacira Valverde Bermúdez		Advertencia		FJP

		8-ADV-AAFJP-11		Advertencia sobre seguimiento del proceso de recuperación de las sumas giradas de más entre el primer semestre del 2004 a octubre del 2009		815-121-AF-2011		5/23/11				Alfredo Jones		Advertencia		FJP

		9-ADV-AAFJP-11		Revisión de la presentación y revelación de los estados financieros con corte a junio del 2011, en relación con la aplicación de la NIC37.		979-13-AAFJP-2011		8/8/11				Alfredo Jones		Advertencia		FJP

		10-ADV-AAFJP-11		Control para el registro de las cuentas por cobrar por concepto de reconocimiento de tempo servido		1128-AAFJP-2011		9/19/11		María del Milagro Fonseca Hernández		Francisco Arroyo		Advertencia		FJP

		11-ADV-AAFJP-11		Respaldo de información		1254-32-AAFJP-2011		10/26/11		María del Milagro Fonseca Hernández		Francisco Arroyo, Rafael Ramírez		Advertencia		FJP

		12-ADV-AAFJP-11		Consideración de cambio de criterio en las normas para el otorgamiento de pensión		1458-46-AAFJP-2011		12/22/11		María del Milagro Fonseca Hernández		Consejo Superior.		Advertencia		FJP

		1-FIS-AAFP-11		Recurso de reconsideración al acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N°92-11 dek 01-11-2011, artículo XX111.		1302-38-AAFJP-2011		11/8/11		María del Milagro Fonseca Hernández		Sesión 77-11 del 08-09-2011. Art. XXVII. Oficio N° 11092-11 del 13-11-2011		Fiscalización		FJP

		2-FIS-AAFJP-11		Observaciones al Reglamento de Préstamos para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones		389-51-AF-2011		3/11/11				Navil Campos Paniagua (Contraloría de la República)		Fiscalización		FJP

		3-FIS-AAFJP-11		Evaluación del Proceso de Adquisición del Sistema de Inversiones para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial		365-AUD-2011		3/8/11		Marcela Ramírez, Alicia Sancho, Javier Alfaro con la colaboración de Carlos Chinchilla, Miguel Ángel Azofeifa Lizano y Xinia Vega		Consejo, Rafael Ramírez, Nacira Valverde		Fiscalización		AUD

		4-FIS-AAFJP-11		Evaluación de los casos de jubilados que reingresaron a laborar al Poder Judicial como jueces, en relación con la aplicación del artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial		236-35-AF-2011		3/1/11		Milagro Fonseca		Consejo, Corte, Alfredo Jones, Nacira Valverde, Francisco Arroyo		Fiscalización		FJP

		1-AAFJP-11		Consulta sobre el estado de la recuperación de las sumas giradas de más a jubilados y pensionales en el aguinaldo 2006. En respuesta a la consulta, la Dirección gira las directrices correspondientes al Departamento Financiero Contable. (Dirección Ejecutiva)		271-38-AF-2011		2/3/11				Alfredo Jones, Nacira Valverde		Consultas		FJP

		2-AAFJP11		Solicitud de aclaración respecto a la rerificación de la Dirección Ejecutiva del cumplimiento de las recomendaciones emitidas por la Auditoría y el otorgamiento de un nuevo préstamo a la ANEJUD. (Consejo Superior)		387-32-AF-2011		2/3/11				Consejo		Consultas		FJP

		3-AAFJP-11		Consulta sobre la razonabilidad y legalidad de la política de reconocimiento de tiempo servido tanto para efectos de anualidades como para jubilación (sesión N°26-10 del 20 de setiembre del 2010, artículo XIII de Corte Plena). (Procuraduría General de la República)		660-95-AF-2011		5/16/11				Ana Lorena Brenes Esquivel,		Consultas		FJP

		4-AAFJP-11		Se gestionó ante el Consejo Superior la importancia de girar una directriz específica en cuanto a los requisitos por aplicar en el caso de “acrecimiento”, tal  y como se había definido para los de “modificación”.De esta forma, en la sesión del 9 de marzo del 2011, articulo LVI, dicho órgano dispuso: “Disponer que tanto para la modificación cuanto para el acreciento de las pensiones, el Departamento de Personal deberá solicitar al Departamento de Trabajo Social y Psicología el correspondiente estudio social”. (Consejo Superior)		281-24-AF-2011		2/24/11				Consejo, Alfredo Jones, Francisco Arroyo		Consultas		FJP



		5-AAFJP-11		Consulta legal sobre aplicación de leyes en el otorgamiento de pensiones y ajustes posteriores. (Asesoría Legal del Departamento de Auditoría)										Consultas		FJP

												Corte, Consejo, Francisco Arroyo, Rosario González Brenes		Seguimiento

		2-SEGAUD-11		Seguimiento de las recomendaciones emitidas a través del informe N°212-22-AF-2007 denominado “Ánalisis de la razonabilidad y legalidad de la actual metodología del cálculo de los aumentos por concepto de gastos de representación aplicados a los beneficiarios del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”		633-77-AF-2011		5/11/11				Consejo, Alfredo Jones, Francisco Arroyo		Seguimiento		FJP



		1-AAFJP-2011		Oficio de remisión al Departamento Financiero Contable, de los “Estados financieros auditados por el Despacho Carvajal & Colegiados del 2009-2010”, firmados por el auditor interno del Poder Judicial Hugo Esteban Ramos Gutiérrez, previa verificación de los saldos contra los libros legales. (Departamento Financiero Contable)		799-04-AAFJP-2011		6/15/11						Oficios		FJP

		1-ADV-AFJP-12		Advertencia de la sentencia N° 561-2011 del 7 de julio del 2011 emitida por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, referente al caso del señor Mario Ulate Arce, el cual tiene como objetivo analizar la razonabilidad del reconocimiento otorgado en dicha sentencia TEAM MATE		180-12-AFJP-2012		2/24/12		Luz Irene Herrera		Mauren Jiménez Gómez,		Advertencia		FJP

		2-ADV-AFJP-12		Advertencia sobre la ejecución de la sentencia N° 561-2011 del 7 de julio del 2011, referente al caso de Mario Ulate Arce  TEAM MATE		218-20-AFPJP-2012		3/6/12		María del Milagro Fonseca Hernández, coordinado con el Lic. Roy Díaz Chavarría		Francisco Arroyo, Nacira Valverde, Procuraduría General.		Advertencia		FJP

		3-ADV-AFJP-12		Advertencia sobre cuenta “Provisión para pensiones en curso de pago”		699-65-AFJP-2012		7/27/12		Milagro Fonseca		Nacira Valverde		Advertencia		FJP

		4-ADV-AFJP-12		Advertencia relacionada con el análisis del Informe de Valuación Actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con corte al 31 de diciembre del 2011, desarrollado por la firma Melinsky, Pellegrinelli y Asoc. TEAM MATE		829-80-AFJP-2012		8/24/12		Luz Irene Herrera		Francisco Arroyo		Advertencia		FJP

		5-ADV-AFJP-12		Advertencia sobre contenido del estudio actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones (FJP), desarrollado por la firma Melinsky, Pellegrinelli y Asoc. TM		976-86-AFJP-2012		10/8/12		Ivette Ruiz y Luz Herrera		Corte Plena		Advertencia		FJP

		6-ADV-AFJP-12		Advertencia sobre el proyecto de reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual tiene como objetivo  evaluar la propuesta de modificación a la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), en lo que respecta al Fondo de Jubilaciones y Pensiones TM		1196-103-AFJP-2012		12/4/12		Ivette Ruiz, Daniel Gutiérrez, Luz Herrera, David Beita		Corte Plena		Advertencia		FJP

		1-FIS-AFJP-12		Jubilados que laboran en Universidades Estatales, no pueden percibir simultáneamente salario y jubilación en razón de lo establecido en el art. 234 de la LOPJ.  		150-10-AFJP-2012		2/17/12		María del Milagro Fonseca Hernández				Consultas		FJP

		2-FIS-AFJP-12		Análisis del reconocimiento del incremento en las anualidades a jubilados (as) y pensionados (as) del Fondo de Jubilaciones y Pensiones TEAM MATE		272-26-AFJP-2012		3/23/12		Luz Irene Herrera		Consejo Superior		Ficalización		FJP

		3-FIS-AFJP-12		Análisis de los beneficios y ajustes de pensión que difieren con el acuerdo del Consejo Superior en la Sesión No.67 del 04 de agosto del 2011, artículo LVIII  TEAM MATE		309-28-AFJP-2012		4/10/12		Ivette Ruiz		Consejo Superior. Sesión N°70-12, del 01-08-2012, Art. XXXV, Ofc N° 7657-12 del 20-08-12		Ficalización		FJP

		4-FIS-AFJP-12		Encriptación del Sistema SIGA-GFH		328-35-AFJP-2012		4/17/12		Ivette Ruiz		Rafael Ramírez. Oficio N°1185-DTI-2012, respuesta a Oficio  5711-DE-2012 de fecha 13-06-2012. 		Ficalización		FJP

		5-FIS-AFJP-12		Evaluación sobre el proceso de conciliación de planillas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones con las bases de datos del Tribunal Supremo de Elecciones TEAM MATE 		721-68-AFJP-2012		31-04-2012		Luz Irene Herrera García		Nacira Valverde		Ficalización		FJP

		6-FIS-AFJP-12		Evaluación sobre el proceso de conciliación de planillas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones con las bases de datos del Tribunal Supremo de Elecciones  TEAM MATE		677-64-AFJP-2012		7/20/12		Luz Irene Herrera García		Rafael Ramírez		Ficalización		FJP

		7-FIS-AFJP-12		Estudio de Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones TM		882-51-AFJP-2012		9/12/12		Ivette Ruiz y David Beita		Consejo y Corte. S. 33-12 del 17-09-2012. Art. XXIX, Oficio 9037-12, del 18-09-2012		Ficalización		FJP

		2-SEG-FJP-12		Seguimiento relacionado con recomendaciones y sugerencias dirigidas al Consejo Superior y a la ANEJUD		410-15-AFJP-2012		5/4/12		Ivette Ruiz		Consejo		Seguimiento		FJP

		1-ADV-AFJP-13		Complemento al informe de Advertencia N° 1196-103-AFJP-2012[1] dirigido a la Corte Plena y que fue objeto de análisis en las reuniones que sostuvo el Consejo Superior, la Comisión del Fondo de Jubilaciones, órganos administrativos y representantes de las Asociaciones Gremiales y sindicales de empleados del Poder Judicial, para analizar de manera conjunta el Título correspondiente a las Jubilaciones y Pensiones Judiciales.  (Título IX)		109-10-AFJP-2013		1º-02-2013		Luz Irene Herrera		CS		Advertencia		FJP

		2-ADV-AFJP-13		Informe de advertencia sobre análisis del proyecto[2] de “Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido”		896-78-AFJP-2013		9/6/13		Luz Irene Herrera		Nacira Valverde		Advertencia		FJP

		3-ADV-AFJP-13		Advertencia sobre el análisis a la política de inversiones propuesta por la Dirección Ejecutiva y aprobada por Corte Plena, en la sesión N° 30-13, celebrada el 8 de julio del 2013, artículo XX		920-74-AFJP-2013		9/18/13		Ivette Ruiz		Corte Plena, Alfredo Jones, Nacira Valverde		Advertencia		FJP

		4-ADV-AFJP-13		Informe de Advertencia sobre Reglamento de Reconocimiento de Tiempo Servido		954-78-AFJP-2013		9/24/13		Luz Irene Herrera		Silvia Navarro, Alfredo Jones, Francisco Arroyo		Advertencia		FJP

		1-ASE-AFJP-13		Informe de asesoría, relacionado con el análisis de la remisión de información contable y de inversiones a la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), el cual tiene su origen en la solicitud efectuada por la Máster Zarella Villanueva, mediante oficio 6171-DE-2013		955-80-AFJP-2013		9/24/13		Daniel Gutiérrez		Zarela Villanueva		Asesoría		FJP

		2-ASE-AFJP-13		Informe de asesoría, relacionado con la ubicación del asesor en riesgos en la estructura orgánica del Poder Judicial, el cual tiene su origen en la solicitud de Corte Plena realizada en sesión N° 41-13, celebrada el 30 de setiembre del 2013, artículo VII		1096-87-AFJP-2013		10/18/13		Ivette Ruiz		Corte Plena, Alfredo Jones, Nacira Valverde		Asesoría		FJP

		1-AFJP-13		Evaluación de informes de otorgamiento de jubilaciones y pensiones”, cuyo alcance comprendió las jubilaciones y pensiones otorgadas entre el 1º de julio del 2009 al 30 de setiembre del año 2011		26-07-AFJP-2013		1/15/13		Luz Irene Herrera, Daniel Gutiérrez		Silvia Navarro, Francisco Arroyo, Rafael Ramíez		Fiscalización		FJP

		2-AFJP-13		Análisis del giro de jubilaciones a exfuncionarios con jornada compartida		28-06-AFJP-2013		1/16/13		Luz Irene Herrera		Consejo, Alfredo Jones, Nacira Valverde, Francisco Arroyo		Fiscalización		FJP

		3-AFJP-13		Evaluación de ajustes a las jubilaciones y pensiones, para el período comprendido entre el 1º de julio del 2010 al 30 de junio del año 2012		501-49-AFJP-2013		5/28/13		Daniel Gutiérrez		Francisco Arroyo, Alfredo Jones		Fiscalización		FJP

		4-AFJP-13		Evaluación sobre reconocimiento de tiempo servido		505-50-AFJP-2013		5/29/13		Ivette Ruiz y David Beita		Francisco Arroyo		Fiscalización		FJP

		5-AFJP-13		Análisis de la suspensión de pensiones por interpretación del artículo 234 Ley Orgánica del Poder Judicial		572-52-AFJP-2013		6/13/13		Luz Irene Herrera		Francisco Arroyo		Fiscalización		FJP

		6-AFJP-13		Informe parcial sobre la “Evaluación referente a los aportes del Fondo de Jubilaciones y Pensiones		987-77-AFJP-2013		9/26/13		Luz Irene Herrera		Silvia Navarro, Alfredo Jones, Francisco Arroyo, Nacira Valverde, Rafael Ramírez.		Fiscalización		FJP		1084-135-AFJP-2014

		1-ADV- AFJP-14		Informe de advertencia relativo a las cuentas por pagar del Fondo de Jubilaciones y Pensiones		16-01-AFJP-2014		1/8/14		Ivete Ruiz		Secretaría		Advertencia		FJP

		2-ADV-AFJP-14		Informe de advertencia para el fortalecimiento de la planificación estratégica del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial		360-27-AFJP-2014		3/26/14		Daniel Gutiérrez		Consejo Superior		Advertencia		FJP

		3-ADV-AFJP-14		Advertencia sobre la Evaluación del proceso de contratación administrativa para el desarrollo de un estudio actuarial en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial		805-94-AFJP-2014		8/11/14		José Alexander Solano Cruz, Milagro Fonseca Hernández, Roy Díaz Chavarría y Christian Espinoza Bogantes.		Zarela Villanueva		Advertencia		FJP

		4-ADV-AFJP-14		Informe de advertencia 		1022-125-AFJP-2014		10/22/14		Ivette Ruiz		Silvia Navarro, Corte Plena.		Advertencia		FJP

		5-ADV-AFJP-14		Informe de advertencia para el fortalecimiento de la provisión de la cotización seguro, enfermedad y maternidad		1147-126-AFJP-2014		11/7/14		Daniel Gutierrez		Nacira Valverde		Advertencia		FJP

		1-ASE-AFJP-14		Asesoría sobre el préstamo de dos mil millones de colones a la ANEJUD		502-38-AFJP-2014		5/16/14		Luz Irene Herrera		Zarela Villanueva		Asesoría		FJP

		1-AFJP-14		Evaluación referente a los aportes del Fondo de Jubilaciones y Pensiones		64-07-AFJP-2014		1/22/14		Luz Irene Herrera		Corte, Consejo Superior		Fiscalización		FJP

		2-AFJP-14		Evaluación otorgamiento jubilaciones y pensiones, su presentación y revelación en los estados financieros		193-21-AFJP-2014		2/19/14		Luz Irene Herrera y Daniel Gutiérrez		Francisco Arroyo		Fiscalización		FJP		14-AFJP-2015

		3-AFJP-14		Evaluación inversiones efectuadas con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, su presentación y revelación		210-22-AFJP-2014		2/20/14		Ivette Ruiz y David Beita		Alfredo Jones		Fiscalización		FJP

		4-AFJP-14		Análisis efectuado por esta Auditoría respecto al “Proyecto de reglamento al título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de las jubilaciones y pensiones		254-AUD-2014		2/28/14		Milagro Fonseca y Roy Díaz		Corte		Fiscalización		AUD

		5-AFJP-14		Caso de la doctora Diana Cano Canessa, quien obtuvo el beneficio por incapacidad absoluta y permanente, manifestando su situación respecto al inicio de sus labores en el Hospital de Trauma Sociedad Anónima y su inquietud respecto a la suspensión del beneficio		342-30-AFJP-2014		3/24/14		Milagro Fonseca		Consejo Superior.		Fiscalización		FJP

		6-AFJP-14		Estudio de préstamos otorgados con recursos del Fondo Jubilaciones y Pensiones, su presentación y revelación en los Estados Financieros		364-34-AFJP-2014		3/27/14		Luz Irene Herrera		Alfredo Jones		Fiscalización		FJP

		7-AFJP-14		Evaluación sobre reconocimiento de tiempo servido		704-72-AFJP-2014 (Gestión Humana)		7/17/14		Ivette Ruiz				Fiscalización		FJP

		8-AFJP-14		Estudio de Ajustes de Períodos Anteriores		857-74-AFJP-2014		8/21/14		José Alexander Solano				Fiscalización		FJP

		9-AFJP-14		Evaluación sobre el otorgamiento de jubilaciones y pensiones		941-106-AFJP-2014		9/25/14		Luz Irene Herrera y José Alexander Solano				Fiscalización		FJP

		10-AFJP-14		Documentación de controles y procesos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones		968-116-AFJP-2014		10/3/14		José Alexander Solano		Nacira Valverde		Fiscalización		FJP

		11-AFJP-14		Evaluación sobre el otorgamiento de jubilaciones y pensiones		971-112-AFJP-2014		10/6/14		Luz Irene Herrera		Ana Eugenia Romero		Fiscalización		FJP

		12-AFJP-14		Evaluación de las cuentas por pagar del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, su presentación y revelación en los estados financieros		972-103-AFJP-2014		10/6/14		Ivette Ruiz		Francisco Arroyo		Fiscalización		FJP

		13-AFJP-14		Estudio de cuentas por cobrar deducción de impuesto de renta		997-124-AFJP-2014		10/10/14		Ivette Ruiz		Nacira Valverde.		Fiscalización		FJP

		14-AFJP-14		Evaluación de las cuentas por pagar del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, su presentación y revelación en los estados financieros		1196-139-AFJP-2014		11/20/14		Ivette Ruiz		Francisco Arroyo		Fiscalización		FJP

		15-AFJP-14		Retenciones a Pensionados		1198-144-AFJP-2014		11/21/14		Daniel Gutiérrez		Nacira Valverde		Fiscalización		FJP

		16-AFJP-14		Evaluación del proceso de contratación administrativa para el desarrollo de un estudio actuarial en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial		1248-145-AFJP-2014		12/10/14		Marcela Ramírez y José Alexander Solano		Ana Eugenia Romero, Kattia Morales, Wilberth Kidd		Fiscalización		FJP

		1-AFJP-SEGA-14		Primer seguimiento de recomendaciones dirigidas al Departamento Financiero Contable en el informe N° 987-77-AFJP-2013 del 26 de setiembre del 2013 sobre “Evaluación referente a los aportes del FJP”		Sin número		9/26/14		Luz Irene Herrera García		Departamento Financiero Contable.		Seguimiento		FJP		1-AFJP-SEGA-14

		2-AFJP-SEGA-14		Primer seguimiento de recomendaciones dirigidas a la  Dirección de Tecnología de Información en el informe N° 987-77-AFJP-2013 del 26 de setiembre del 2013 sobre “Evaluación referente a los aportes del FJP”		Sin número		9/26/14		Luz Irene Herrera García		Dirección de Tecnología de Información		Seguimiento		FJP		2-AFJP-SEGA-14

		3-AFJP-SEGA-2014		Primer seguimiento de recomendaciones dirigidas al Departamento de Personal  en el informe N° 987-77-AFJP-2013 del 26 de setiembre del 2013 sobre “Evaluación referente a los aportes del FJP		Sin número		9/26/14		Luz Irene Herrera García		Departamento de Personal		Seguimiento		FJP

		4-SEGA-AFJP-14		Primer seguimiento de recomendaciones dirigidas al Depto Financiero Contable en el informe N°987-77-AFJP-2013 del 26 de setiembre del 2013, relacionado con el estudio “Evaluación referente a los aportes del FJP”		134-AFJP-2014		10/28/14		Luz Irene Herrera García		Dpto Financiero Contable		Seguimiento		FJP

		5-SEGA-AFJP-14		Seguimiento a la recomendación N° 4.1 dirigida al Consejo Superior, la cual fue emitida en el informe N° 987-77-AFJP-2013 del 26 de setiembre de 2013, relacionado con el estudio sobre el “Evaluación referente a los aportes del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”.		1084-135-AFJP-2014		10/29/14		Luz Irene Herrera		Consejo Superior		Seguimiento		FJP

		6-SEGA-AFJP-14		Seguimiento a la recomendación N° 4.3 dirigida al Consejo Superior, la cual fue emitida en el informe N° 882-51-AFJP-2012 del 12 de setiembre de 2012, relacionado con el estudio sobre “Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones		1089-132-AFJP-2014		10/31/14		José Alexander Solano Cruz		Consejo Superior		Seguimiento		FJP

		1-DEN-AFJP-15		Denuncia desde la cuenta de correo “COSE” sobre diversas situaciones que supuestamente se han presentado en esa área de trabajo y que tienen relación principalmente con la adquisición de equipos técnicos y programas de cómputo que utilizan los operadores en sus labores cotidianas		Alexander Solano		990-89-SAFJ-2015		10/19/15		Centro de Operaciones de Seguridad Electrónica “Cose”		Denuncia		FJP

		1-ADV-AFJP-15		Informe de advertencia para el fortalecimiento de los aportes obrero, patronal y estatal del Fondo de Jubilaciones y Pensiones		Luz Irene Herrera		16-03-AFJP-2015		1/9/15		Francisco Arroyo		Advertencia		FJP

		2-ADV-AFJP-15		Informe de advertencia para el fortalecimiento de los aportes obrero, patronal y estatal del Fondo de Jubilaciones y Pensiones		Luz Irene Herrera		17-04-AFJP-2015		1/9/15		Nacira Valverde		Advertencia		FJP

		3-ADV-AFJP-15		Informe de advertencia para el fortalecimiento del control interno en las contrataciones de servicios profesionales del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial		José Alexander Solano Cruz		217-21-AFJP-2015		2/27/15		Ana Eugenia Romero.		Advertencia		FJP

		4-ADV-AFJP-15		Informe de advertencia relacionado con el ejercicio de la potestad reglamentaria en el Poder Judicial		Milagro Fonseca y Roy Díaz		533-57-AFJP-14-UJ-2015		6/25/15		Zarela Villanueva		Advertencia		FJP

		5-ADVJ-15		Informe de advertencia sobre el Fondo de Socorro Mutuo		Ivette Ruiz		609-60-AFJP-2015		7/23/15		Ana Eugenia Romero, Consejo Superior.		Advertencia		FJP

		6-ADVJ-15		Informe de advertencia sobre interpretación y aplicación del transitorio III de la Ley Marco de Pensiones en el cálculo de jubilaciones, producto de la “Evaluación sobre el Otorgamiento y ajustes de jubilaciones y Pensiones		María del Milagro Fonseca Hernández		834-76-SAFJ-2015		9/8/15		Karol Monge Molina.		Advertencia		FJP

		7-ADV-SAFJP-15		Informe de advertencia relativo a la interpretación y aplicación del artículo 232 de la Ley Orgánica del Poder Judicial				965-78-SAFJ-2015		10/9/15		Consejo Superior, Dirección Jurídica		Advertencia		FJP

		8-ADV-SAFJP-15		Informe de advertencia para el fortalecimiento del reconocimiento de tiempo servido		Daniel Gutiérrez		1127-101-SAFJP-2015		11/18/15		Ana Eugenia Romero		Advertencia		FJP

		9-ADV-SAFJP-15		Informe de advertencia relativo a las inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial		Alexander Solano		1167-102-AFJP-2015		12/1/15		Ana Eugenia Romero		Advertencia		FJP

		1-ASE-AFJP-15		Informe de asesoría sobre la calidad y el costo de cómo se ha desarrollado el proyecto SIGA		Ivette Ruiz, Alexander Solano, Dyaláh Linkimer y Guiselle Loría		1057-AUD-2015		11/4/15		Consejo Superior.		Asesoría		AUD

		1-AFJP-15		Informe parcial sobre Evaluación de pensiones conforme al hecho generador que dio origen al beneficio		Ivette Ruiz y Daniel Gutiérrez		15-02-AFJP-2015		1/12/15		Francisco Arroyo		Fiscalización		FJP

		2-AFJP-15		Evaluación referente a los aportes obrero, patronal y estatal del Fondo de Jubilaciones y Pensiones		Luz Irene Herrera		86-06-AFJP-2015		1/29/15		Ana Eugenia Romero		Fiscalización		FJP

		3-AFJP-15		“Evaluación de las inversiones efectuadas con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, cuyo alcance comprendió la revisión de las inversiones efectuadas con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para el periodo comprendido entre julio 2013 a agosto 2014		Ivette Ruiz y Alexander Solano		283-26-AFJP-2015		3/27/15		Ana Eugenia Romero Jenkins		Fiscalización		FJP

		4-AFJP-15		Estudio de Cuentas Menores		Daniel Gutiérrez		462-34-AFJP-2015		5/28/15		Ana Eugenia Romero, Carlos Manuel Hidalgo Vargas.		Fiscalización		FJP

		5-AFJP-15		Evaluación cuenta contable Disponibilidades 		Daniel Gutiérrez Castillo		599-58-AFJP-2015		7/20/15		Carlos Manuel Hidalgo Vargas		Fiscalización		FJP

		6-AFJP-15		Evaluación del Fondo de Socorro Mutuo		Ivette Ruiz		691-59-AFJP-2015		8/11/15				Fiscalización		FJP		Of. 431-DE-2016. Cumplimiento rec. 4.1

		7-AFJP-15		Otros aportes por cobrar con énfasis en sumas giradas de más”, cuyo alcance comprendió la revisión selectiva de las sumas giradas de más, registradas en la cuenta “Otros aportes por cobrar”, para el periodo comprendido entre febrero 2013 y marzo 2015		José Alexander Solano		781-75-AFJP-2015		9/2/15		Carlos Ml. Hidalgo.		Fiscalización		FJP

		8-AFJP-15		Evaluación del Fondo de Emergencias		Luz Irene Herrera		802-73-AFJP-2015		9/3/15		Nacira Valverde		Fiscalización		FJP

				Evaluación sobre el Otorgamiento y ajustes de jubilaciones y Pensiones										Fiscalización		FJP

		9-AFJP-15		Evaluación del sistema de control interno utilizado en la Fiscalía de Bribrí, para la administración de dineros decomisados” para el periodo comprendido entre enero 2011 y agosto 2015		Alexander Solano y Henry Vásquez		988-AUD-2015		10/16/15		Juan Carlos González Chaves		Fiscalización		FJP		En conjunto con Especiales

		1-SEGA-AFJP-15		Primer seguimiento de recomendaciones dirigidas al Departamento de Gestión Humana del informe N° 193-21-AFJP-2014 del 19 de febrero de 2014, relacionadas con el estudio “Evaluación otorgamiento jubilaciones y pensiones, su presentación y revelación de los estados”.		Luz Irene Herrera García		14-AFJP-2015		2/3/15		Departamento Gestión Humana		Seguimiento		FJP

		2-SEGA-AFJP-15		Primer seguimiento de recomendaciones dirigidas al Departamento Financiero Contable del informe N° 721-68-AFJP-2012 del 31 de julio de 2012, referente a la “Evaluación sobre el proceso de conciliación de planillas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones con las bases de datos del Tribunal Supremo de Elecciones”.		Luz Irene Herrera García		16-AFJP-2015		2/6/15		Nacira Valverde Bermúdez		Seguimiento		FJP

		3-SEGA-AFJP-15		Primer seguimiento de recomendaciones dirigidas al Lic. Francisco Arroyo Meléndez, del informe N° 505-50-AFJP-2013 del 29 de mayo de 2013, “Evaluación sobre reconocimiento de tiempo servido”.		Daniel Gutiérrez Castillo		23-AFJP-2015		2/27/15		Francisco Arroyo Meléndez		Seguimiento		FJP

		4-SEGA-AFJP-15		Seguimiento de recomendaciones  4.1 y N° 4.2 dirigidas a Corte Plena, emitidas en el informe N° 882-51-AFJP-2012 del 12 de setiembre de 2012, relacionado con el estudio sobre “Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”		José Alexander Solano		348-29-AFJP-2015		4/17/15		Corte Plena.		Seguimiento		FJP

		5-SEGA-AFJP-15		Seguimiento de recomendaciones 4.1 y 4.2 dirigidas al Consejo Superior en informe 26-07-AFJP-2013 del 15 de enero del 2013, relacionado con el estudio sobre “Evaluación de informes de otorgamiento de jubilaciones y pensiones”		Ivette Ruiz Song		461-44-AFPJ-2015		5/28/15		5-SEGA-AFJP-15.		Seguimiento		FJP

		6-SEGA-AFJP-15		Primer seguimiento de la  recomendación N° 4.2 del informe N° 972-103-AFJP-2014 y 4.1 del informe N° 1196-139-AFJP-2014 del 06 de octubre de 2014 y 20 de noviembre de 2014, relacionado con el estudio sobre “Evaluación de las cuentas por pagar del Fondo de Jubilaciones y Pensiones su presentación y revelación de los estados Financieros.” 		Ivette Ruiz Song		45-AFJP-2015		5/29/15		Francisco Arroyo Meléndez		Seguimiento		FJP

		7-SEGA-AFJP-15		Primer seguimiento de la  recomendación N° 4.1del informe N° 972-103-AFJP-2014 del 06 de octubre de 2014, relacionado con el estudio sobre “Evaluación de las cuentas por pagar del Fondo de Jubilaciones y Pensiones su presentación y revelación de los estados Financieros.”   		Ivette Ruiz Song		46-AFJP-2015		5/29/15		Departamento Financiero Contable		Seguimiento		FJP

		8-SEGA-AFJP-15		Primer seguimiento de recomendaciones dirigidas a la Dirección Ejecutiva, emitidas en el informe N° 1248-145-AFJP-2014 del 10 de diciembre de 2014, sobre “Evaluación proceso de contratación administrativa para el desarrollo de un estudio actuarial en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.		José Alexander Solano Cruz		52-AFJP-2015		6/19/15		Dirección Ejecutiva		Seguimiento		FJP

		9-SEGA-AFJP-15		Seguimiento de recomendaciones dirigidas al Departamento Financiero Contable, del informe N° 968-116-AFJP-2014, del 03 de octubre de 2014, relacionado con el estudio sobre “Documentación de controles y procesos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”.		José Alexander Solano Cruz		53-AFJP-2015		6/19/15		Departamento Financiero Contable		Seguimiento		FJP

		10-SEGA-AFJP-15		Seguimiento de la recomendación N°4.2 dirigida al Departamento de Planificación, del informe N° 970-118-AFJP-2014 del 03 de octubre de 2014, relacionado con el estudio sobre “Documentación de controles y procesos del Fondo de Jubilaciones”		José Alexander Solano Cruz		67-AFJP-2015		8/4/15		Nacira Valverde Bermúdez		Seguimiento		FJP

		11-SEG-AFJP-15		Seguimiento de recomendaciones N° 4.1, 4.2,4.3, 4.4  dirigidas a Corte Plena, las cuales fueron emitidas en el informe N° 64-07-AFJP-2014 del 22 de enero de 2014, relacionado con el estudio sobre la “Evaluación referente a los aportes del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”		Luz Irene Herrera		655-70-AFJP-2015		8/7/15		Secretaría		Seguimiento		FJP

		12-SEGA-AFJP-15		Primer seguimiento de recomendaciones dirigidas al Departamento de Gestión Humana, las cuales fueron emitidas en los informes N° 26-07-AFJP-2013 y 941-106-AFJP-2014, relacionados con la “Evaluación sobre el otorgamiento de jubilaciones y pensiones”.		Ivette Ruiz Song		64-AFJP-2015		8/14/15		José Luis Bermúdez Obando		Seguimiento		FJP

		1-ADV-SAFJP-16		Informe de advertencia relativo al otorgamiento de pensiones a favor de hijas mayores a 25 años y los ajustes a cónyuges supérstites		391-24-SAFJP-2016		4/26/16		Ivette Ruiz		Consejo Superior.		Advertencia		FJP

		1-SAFJP-16		Evaluación sobre el otorgamiento de jubilaciones y pensiones”, cuyo alcance comprendió la revisión selectiva de las jubilaciones y pensiones otorgadas a partir de mayo 2014 hasta abril 2015, los ajustes comprendidos entre julio 2012 y abril 2015, así como el aguinaldo girado en diciembre 2014; evaluando aspectos de legalidad, registro contable y pago		22-06-SAFJP-2016		1/7/16		Luz Irene Herrera e Ivette Ruiz		José Luis Bermúdez Obando, Consejo		Fiscalización		FJP

		2-SAFJP-16		Reconocimiento de tiempo servido cuyo alcance comprendió de mayo 2014 a agosto del 2015		306-15-SAFJP-2016		3/30/16		Luz Irene Herrera y Daniel Gutiérrez		Kattia Morales		Fiscalización		FJP		SE RETIRAN INFORMES MEDIANTE OFICIOS 314-19-SAFJP-2016 Y 315-18-SAFJP-2016.

		3-SAFJP-16		Reconocimiento de tiempo servido” cuyo alcance comprendió de mayo 2014 a agosto del 2015		350-22-SAFJP-2016		4/12/16		Luz Irene Herrera y Daniel Gutiérrez		José Luis Bermúdez		Fiscalización		FJP

		4-SAFJP-16		Evaluación de las inversiones efectuadas con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, cuyo alcance comprendió el periodo de setiembre 2014 hasta octubre 2015		352-25-SAFJP-2016		4/14/16		Luz Irene Herrera y José Alexander Solano		Ana Eugenia Romero.		Fiscalización		FJP

		5-SAFJP-16		Evaluación sobre el otorgamiento y ajustes de jubilaciones y pensiones, del cual se desprende el tema que nos ocupa referente a la “Interpretación y aplicación del transitorio III de la Ley General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional (Marco) en el otorgamiento de jubilaciones y pensiones		539-31-SAFJP-«Staff_type»2016		5/30/16		Luz Herrera		Consejo Superior		Fiscalización		FJP

		6-SAFJP-16		Evaluación de procesos menores relacionados con cuentas de activos		656-42-SAFJP-2016		6/28/16		Luz Irene Herrera y Alexander Solano		Ana Eugenia Romero		Fiscalización		FJP

		7-SAFJP-16		Evaluación de procesos menores relacionados con cuentas de pasivos, orden y resultados		657-44-SAFJP-2016		6/28/16		Ivette Ruiz		Ana Eugenia Romero		Fiscalización		FJP

		8-SAFJP-2016		Evaluación sobre el incremento proporcional del aporte patronal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones		972-62-SAFJP-2016		9/26/16		Milagro Fonseca, Luz Irene Herrera		Consejo Superior		Fiscalización		FJP

		9-SAFJP-2016		Reconocimiento de tiempo servido		1021-60-SAFJP-2016		10/5/16		Ivette Ruiz		José Luis Bermúdez		Fiscalización		FJP

		10-SAFJP-16		Evaluación referente a los aportes obrero, patronal y estatal del Fondo de Jubilaciones y Pensiones		1235-77-SAFJP-2016		11/18/16		Alexander Solano		José Luis Bermúdez		Fiscalización		FJP

		11-SAFJP-16		Evaluación referente a los aportes obrero, patronal y estatal del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”.		1236-78-SAFJP-2016		11/18/16		Alexander Solano		Kattia Morales		Fiscalización		FJP

		1-SEGA-AFJP-16		Primer seguimiento de recomendaciones emitidas a la Dirección Ejecutiva  relacionadas con las recomendaciones 4.2 y 4.3 emitidas mediante informe N° 283-26-AFJP-2015 del 27 de marzo de 2015		16-AFJP-2016		3/30/16		José Alexander Solano Cruz		Ana Eugenia Romero Jenkins		Seguimiento		FJP

		2-SEGA-AFJP-2016		Primer seguimiento de la recomendación 4.6 emitida al Departamento Financiero Contable   relacionadas con el  informe N° 283-26-AFJP-2015 del 27 de marzo de 2015		17-AFJP-2016		3/30/16		José Alexander Solano Cruz		Carlos Manuel Hidalgo Vargas		Seguimiento		FJP

		3-SEGA-AFJP-16		Primer seguimiento de las recomendaciones 4.1 y 4.3 emitidas al Departamento Financiero Contable relacionadas con los informes N° 462-34-AFJP-2015 del 28 de mayo de 2015 y 1198-144-AFJP-2014 del 21 de noviembre de 2015		30-SAFPJ-2016		5/4/16		Ivette Ruiz Song		Carlos Manuel Hidalgo Vargas		Seguimiento		FJP

		4-SEGA-SAFJP-16		Seguimiento a la recomendación N°4.4, dirigida a Financiero Contable en el informe N°987-77-AFJP-2013, relacionado con la “Evaluación referente a los aportes del Fondo de Jubilaciones y Pensiones		70-SAFJP-2016		10/19/16		José Alexander Solano		Carlos Manuel Hidalgo		Seguimiento		FJP

		5-SEGA-SAFJP-16		Seguimiento a la recomendación N°4.6, dirigida Gestión Humana, emitida en el informe N°987-77-SAFJP-2013, relacionado con la “Evaluación referente a los aportes del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”		1097-69-SAFJP-2016		10/25/16		José Alexander Solano		José Luis Bermúdez, Waiman Hin, Célimo Elizondo		Seguimiento		FJP

		6-SEGA-SAFJP-16		Seguimiento a la recomendación No. 1, dirigida a Gestión Humana, emitida en el informe No. 306-15-SAFJP-2016, del 30 de marzo 2016, relacionada con el “Informe de auditoría para el mejoramiento del sistema de control interno del reconocimiento de tiempo servido”		1318-82-SAFJP-2016		11/7/16		Welesley Henry Martínez		José Luis Bermúdez Obando		Seguimiento		FJP

		7-SEGA-SAFJP-16		Seguimiento a la recomendación No. 4,2, dirigida a la Dirección de Tecnología de Información en el informe No. 351-23-SAFJP-2016 del 30 de marzo 2016, relacionada con el “Informe de auditoría para el mejoramiento del sistema de control interno del reconocimiento de tiempo servido”.		1378-84-SAFJP-2016		12/21/16		Welesley Henry Martínez		Kattia Morales Navarro		Seguimiento		FJP

		8-SEGA-SAFJP-16		Seguimiento a las sugerencias No. 1,2,3,4,5 y 6, dirigidas a la Dirección Ejecutiva emitidas en el informe No. 1167-102-AFJP-2015 del 01 de diciembre de 2015 sobre la “Evaluación de las inversiones efectuadas con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”		1388-73-AFJP-		12/23/16		José Alexander Solano Cruz		Ana Eugenia Romero Jenkins		Seguimiento		FJP

		1-ADV-SAFJP-17		Informe de advertencia relativo a la valuación de inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones considerando cambios en el proceso de inversiones		220-08-SAFJP-2017		2/17/17		Ivette Ruiz y Alexander Solano		S. 17-17 del 28-02-2017. Art. LXXXI.  Of. 2409-17 del 06-03-2017. 		Advertencia		FJP

		1-ASE-SAFJP-17		Informe de asesoría para la revisión del cartel de una auditoría externa según convenio suscrito entre la Unión Europea y el Poder Judicial para el Proyecto de “Fortalecimiento de la Justicia Restaurativa”		554-25-SAFJP-UJ-2017		5/9/17		Alexander Solano		Doris Arias Madrigal		Asesoría		FJP

		2-ASE-SAFJP-17		Informe de asesoría sobre el pago del aporte patronal de enero 2013 al Fondo de Jubilaciones y Pensiones 		1106-43-SAFJP-2017		9/21/17		Ivette Ruiz		Carlos Chinchilla Sandí		Asesoría		FJP

		3-ASE-SAFJP-17		Informe de asesoría, relacionado con “El pago del aporte patronal de enero 2013 al Fondo de Jubilaciones y Pensiones”,		1433-43-SAFJP-2017		12/12/17		Ivette Ruiz Song		Carlos Chinchilla Sandí		Asesoría		FJP

		1-SAFJP-17		Evaluación de las inversiones efectuadas con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones		167-87-SAFJP-2017		2/6/17		Milagro Fonseca		Corte		Fiscalización		FJP

		2-SAFJP-17		Informe parcial de la Evaluación sobre reconocimiento de tiempo servido, cuyo alcance comprendió la revisión selectiva de los reconocimientos de tiempo servido otorgados a partir de setiembre 2015 hasta febrero del 2017		394-17-SAFJP-2017		3/29/17		Welesley Henry y Milagro Fonseca		Carlos Hidalgo, Consejo Superior, Ana Romero,  José Luis Bermúdez, Kattia Morales		Fiscalización		FJP

		3-SAFJP-17		Evaluación sobre los cambios en los aportes patronal y estatal del Fondo de Jubilaciones y Pensiones		624-30-SAFJP-2017		5/26/17		José Alexander Solano		José Luis Bermúdez		Fiscalización		FJP		(proyecto 10-2017)

		4-SAFJP-17		Evaluación sobre reconocimiento de tiempo servido 		634-32-SAFJP-2017		5/30/17		Ivette Ruiz y Welesley Henry		Miguel Ovares		Fiscalización		FJP		(proyecto 06-2016)

		5-SAFJP-17		Evaluación sobre el desarrollo del estudio actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones		1052-46-SAFJP-2017		9/13/17		Ivette Ruiz		Laura Chaves Lavagni		Fiscalización		FJP

		6-SAFJP-2017		Evaluación sobre el proceso de elaboración de los estados financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”		1224-53-SAFJP-2017		10/31/17		Milagro Fonseca		Miguel Ovares Chavarría		Fiscalización		FJP

		7-SAFJP-17		Presentación de los posibles traslados de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones a otros regímenes		1274-49-SAFJP-2017		11/14/17		Ivette Ruiz		Miguel Ovares Chavarría		Fiscalización		FJP

		1-SEG-SAFJP-17		Segundo seguimiento de sugerencias de Auditoría dirigidas a la Dirección Ejecutiva en informe 1167-102-AFJP-2015 “Evaluación de las inversiones efectuadas con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones		1053-48-SAFJP-2017		9/14/17		Alexander Solano		Ana Eugenia Romero		Seguimiento		FJP

		2-SEGA-SAFJP-2017		Primer seguimiento de recomendaciones emitidas a la Dirección de Gestión Humana, en los informes No. 22-06-SAFJP-2016 y 340-14-SAFJP-2017, sobre “Evaluación sobre el otorgamiento y ajustes de jubilaciones y pensiones”.		1271-55-SAFJP-2017		11/14/17		Luz Irene Herrera García 		Dirección de Gestión Humana		Seguimiento		FJP

		3-SEGA-SAFJP-2017		Segundo seguimiento de recomendaciones emitidas a la Secretaría General de la Corte, en el informe  N° 941-106-AFJP-2014, relacionadas con el estudio “Evaluación sobre el otorgamiento de jubilaciones y pensiones”		N° 1273-56-SAFJP-2017		11/14/17		Luz Irene Herrera García 		Secretaría General de la Corte		Seguimiento		FJP

		4-SEGA-AFJP-2017		Segundo seguimiento de recomendaciones a la Dirección de Tecnologías de Información, en el informe No. 341-14-SAFJP-2017 del 16 de marzo 2017, relacionadas con el estudio “Evaluación sobre el otorgamiento y ajustes de jubilaciones y pensiones”. 		1275-58-SAFJP-2017		11/14/17		Luz Irene Herrera García 		Dirección de Tecnologías de Información		Seguimiento		FJP

		01-ADV-SAFJP-18		Informe de advertencia relativo al reconocimiento de tiempo servido y las anualidades en entidades públicas no estatales		180-07-SAFJP-2018		2/13/18		Ivette Ruiz		Rodrigo Campos Hidalgo 		Advertencia		FJP

		02-ADV-SAFJP-18		Informe de advertencia relativo al otorgamiento de pensiones 		1264-34-SAFJP-2018		10/8/18		Ivette Ruiz Song 		Carlos Montero Zuñiga 		Advertencia		FJP

		03-ADV-SAFJP-18		Informe de advertencia relativo al recalculo de jubilación 		1283-39-SAFJP-18		10/17/18		María del Milagro Fonseca Hernández		Secretaría General de la Corte 		Advertencia		FJP

		04-ADV-SAFJ]P-18		Informe de Advertencia relativo al otorgamiento de pensiones 		1311-34-SAFJP-2018		10/24/18		Ivette Ruiz Song, Luz Irene Herrera García, José Alexander Solano Cruz		Secretaría General de la Corte		Advertencia		FJP

		01-SAFJP-18		Evaluación sobre el otorgamiento de jubilaciones		26-01-SAFJP-2018		1/15/18		Luz Irene Herrera		José Luis Bermúdez		Fiscalización		FJP

		02-SAFJP-18		Evaluación de las inversiones efectuadas con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”		267-13-SAFJP-2018		3/8/18		José Alexander Solano		Miguel Ovares Chavarría		Fiscalización		FJP

		02-SAFJP-18		Evaluación de las inversiones efectuadas con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones		285-13-SAFJP-2018		3/9/18		José Alexander Solano		Luis Guzmán Gutiérrez		Fiscalización		FJP

		03-SAFJP-18		Evaluación sobre reconocimiento de tiempo servido		463-16-SAFJP-2018		4/19/18		Luz Irene Herrera		Gestión Humana		Fiscalización		FJP

		04-SAFJP-18		Evaluación sobre el costo de vida del segundo semestre del 2017		506-18-SAFJP-2018		4/30/18		Luz Irene Herrera		Gestión Humana		Fiscalización		FJP

		05-SAFJP-18		Madurez de controles críticos en el proceso de otorgamiento de jubilaciones y pensiones		1053-36-SAFJP-2018		8/17/18		Luz Herrera e Ivette Ruiz		Roxana Arrieta Meléndez		Fiscalización		FJP

		01-SEGA-SAFJP-18		Primer seguimiento de recomendaciones emitidas a la Dirección de Gestión Humana del informe N°624-30-SAFJP-2017 del 26 de mayo de 2017, relacionadas con el estudio “Evaluación sobre los cambios en los aportes patronal y estatal del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”.		290-09-SAFJP-2018		3/12/18		José Alexander Solano Cruz 		Dirección  Gestión Humana		Seguimiento		FJP

		2-SEGA-SAFJP-18		Primer seguimiento de la recomendación No. 4.10 del informe N° 624-30-SAFJP-2017 del 26 de mayo de 2017, relacionadas con el estudio “Evaluación sobre los cambios en los aportes patronal y estatal del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”.		674-12-SAFJP-2018		5/25/18		José Alexander Solano Cruz 		Departamento Financiero Contable 		Seguimiento		FJP

		3-SEGA-SAFJP-18		Primer seguimiento de recomendaciones de los informes: 394-17-SAFJP-2017, 1236-78-SAFJP-2016, 624-30-SAFJP-2017, 341-14-SAFJP-2017.		757-26-SAFJP-2018		6/11/18		Milady Román Garro 		Dirección Tecnología de Información		Seguimiento		FJP

		4-SEGA-SAFJP-18		Seguimiento de la recomendación 4.4 emitida al Departamento Financiero Contable en informe N° 987-77-AFJP-2013 del 26 de setiembre del 2013, relacionada con la “Evaluación referente a los aportes del Fondo de Jubilaciones y Pensiones		1138-31-SAFJP-2018		9/5/18		Alexander Solano		Miguel Ovares Chavarría		Seguimiento		FJP

		5-SEGA-SAFJP-18		Primer seguimiento de recomendaciones a Gestión Humana, emitidos en los informes No. 340-14-SAFJP-2017, 635-32-SAFJP-2017, 987-77-AFJP-2013,  624-30-SAFJP-2017, 394-17-SAFJP-2017, 1021-60-SAFJP-2016.		1144-29-SAFJP-2018		9/7/18		Milady Román Garro, Ivette Ruiz Song, José Alexander Solano Cruz 		Roxana Arrieta Méndez		Seguimiento		FJP

		6-SEGA-SAFJP-18		Primer seguimiento de la recomendación No. 4.12 a la Dirección de Tecnología de Información, emitida en el informe No 27-02-SAFJP-2018 del 15 de enero del 2018, relacionadas con la “Evaluación sobre el otorgamiento de jubilaciones”.		1148-37-SAFJP-2018		9/7/18		Sindy Rodríguez Montes de Oca 		Kattia Morales Navarro		Seguimiento		FJP

		7-SEGA-SAFJP-18		Segundo seguimiento de recomendaciones dirigidas al Departamento Financiero Contable, en informe N°624-30-SAFJP-2017 del 26 de mayo de 2017, relacionadas con el estudio “Evaluación sobre los cambios en los aportes patronal y estatal del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”		1231-41-SAFJP-2018		9/28/18		David Campos Barquero		Miguel Ovares Chavarría		Seguimiento		FJP

		8-SEGA-SAFJP-2018		Primer seguimiento de recomendaciones al Departamento Financiero Contable, en los  informes No. 624-30-SAFJP-2017, 267-13-SAFJP-2018, 634-32-SAFJP-2017.		1291-38-SAFJP-2018		10/18/18		David Campos Barquero y José Alexander Solano Cruz		Departamento Financiero Contable		Seguimiento		FJP

		9-SEGA-SAFJP-18		Seguimiento de las sugerencias 1 y 2 dirigidas al Consejo Superior,  en  informe de advertencia N° 965-78-SAFJP-2015 del 09 de octubre de 2015, relacionadas con la “Evaluación sobre el otorgamiento y ajustes de jubilaciones y pensiones”.		1480-50-SAFJP-2018		12/11/18		Ivette Ruiz Song		Secretaría General de la Corte		Seguimiento		FJP

		10-SEGA-SAFJP-18		Primer seguimiento de recomendaciones a la Dirección de  Gestión Humana, emitidas en los informes No. 506-18-SAFJP-2018, 463-16-SAFJP-2018 y 26-01-SAFJP-2018.		1491-55-SAFJP-2018		12/12/18		Ivette Ruiz Song		Dirección de Gestión Humana		Seguimiento		FJP

		11-SEGA-SAFJP-18		Primer seguimiento de sugerencias a la Dirección Jurídica  del informe N° 180-07-SAFJP-2018, relacionadas con el estudio “Evaluación sobre reconocimiento de tiempo servido”.		1492-53-SAFJP-2018		12/12/18		Ivette Ruiz Song		Dirección Jurídica		Seguimiento		FJP

		12-SEGA-SAFJP-18		Primer seguimiento de las recomendaciones 4.4 y 4.5 al Departamento Financiero Contable, emitidas en el informe No. 267-13-SAFJP-2018, relacionadas con el estudio “Evaluación de las inversiones efectuadas con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”.		1520-54-SAFJP-2018		12/17/18		Ivette Ruiz Song		Departamento Financiero Contable 		Seguimiento		FJP

		13-SEGA-SAFJP-18		Segundo seguimiento de recomendaciones a la Dirección de Gestión Humana, emitidas en el informe No. 340-14-SAFJP-2018 del 15 de marzo de 2017, relacionadas con el estudio “Evaluación sobre el otorgamiento y ajustes de jubilaciones y pensiones”.		1535-59-SAFJP-2018		12/19/18		Luz Irene Herrera García 		Dirección de Gestión Humana		Seguimiento		FJP

		14-SEGA-SAFJP-18		Primer seguimiento de la recomendación 4.3 a la Dirección de Tecnología de Información, emitida en el informe No. 1236-78-SAFJP-2016 del 18 de noviembre de 2016, relacionadas con el estudio “Evaluación sobre el otorgamiento y ajustes de jubilaciones y pensiones”. 		1541-60-SAFJP-2018		12/20/18		José Alexander Solano Cruz		Dirección de Tecnología de Información		Seguimiento		FJP

		15-SEGA-SAFJP-18		Primer seguimiento de recomendaciones a la Dirección de Gestión Humana, emitidas en el informe No. 1235-77-SAFJP-2016 Evaluación referente a los aportes obrero, patronal y estatal del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. y N° 394-17-SAFJP-2017 “Evaluación sobre el otorgamiento y ajustes de jubilaciones y pensiones”.		1550-57-SAFJP-2018		12/21/18		José Alexander Solano Cruz		Dirección de Gestión Humana		Seguimiento		FJP

		1-ESP-SAFJP-19		Informe parcial correspondiente al Estudio denominado: “Estudio sobre el proceso de nombramientos		153-07-AUD-2019		2/11/19		Luz Herrera		Carlos Meléndez Sequeira		especiales		AUD

		2-ESP-SAFJP-19		Informe sobre denuncia por tráfico de influencias		973-34-SAFJP-2019		8/22/19		Luz Herrera		Carlos Meléndez Sequeira		especiales		FJP

		1-SAFJP-SEGA-19		Primer seguimiento de las recomendaciones 4.2 y 4.3, emitidas al Consejo Superior en  informe N° 539-31-SAFJP-2016 del 30 de mayo del 2016, relacionadas con el estudio “Interpretación y aplicación del transitorio III de la Ley General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional (Marco) en el otorgamiento de jubilaciones y pensiones		72-02-SAFJP-2019		1/29/19		Luz Herrera		Consejo Superior		Seguimiento		FJP

		2-SAFJP-SEGA-2019		Segundo seguimiento 		169-06-SAFJP-2019		2/13/19		Minor Zúñiga		Kattia Morales Navarro		Seguimiento		FJP

		3-SAFJP-SEGA-2019		Seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas a Gestión Humana en informes 463-16-SAFJP-2018 Y 26-01-SAFJP-2018		170-03-SAFJP-2019		2/13/19		Luz Herrera e Ivette Ruiz		Roxana Arrieta Meléndez		Seguimiento		FJP

		4-SAFJP-SEGA-2019		Seguimiento de recomendación 4.2 dirigida a la Dirección de Gestión Humana, en informe 1053-36-SAFJP-2018 Madurez de controles críticos en el proceso de otorgamiento de jubilaciones y pensiones		276-11-SAFJP-2019		3/14/19		Minor Zúñiga		Roxana Arrieta		Seguimiento		FJP

		5-SAFJP-SEGA-2019		Segundo seguimiento de recomendaciones emitidas a Gestión Humana en informes 22-06-SAFJP-2015 Evaluación sobre el otorgamiento de jubilaciones y pensiones y 394-17-SAFJP-2017 Evaluación sobre reconocimiento de tiempo servido		277-12-SAFJP-2019		3/14/19		Minor Zúñiga		Roxana Arrieta Meléndez		Seguimiento		FJP

		6-SAFJP-SEGA-19		Seguimiento de sugerencia del Informe de Advertencia N° 220-08-SAFJP-2017, relacionado con la “Valuación de inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones considerando cambios en el proceso de inversiones”		279-15-SAFJP-2019		3/14/19		Minor Zúñiga		Floribel Campos Solano		Seguimiento		FJP

		7-SAFJP-SEGA-19		Seguimiento de recomendaciones emitidas al Departamento Financiero Contable en informe N° 267-13-SAFJP-2018 del 1 de noviembre de 2017, relacionadas con el estudio ““Evaluación de las inversiones efectuadas con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”		281-09-SAFJP-2019		3/14/19		Minor Zúñiga		Floribel Campos Solano		Seguimiento		FJP

		8-SAFJP-SEGA-19		Segundo seguimiento de recomendaciones emitidas a Gestión Humana en informe N° 26-01-SAFJP-2019 del 15 de enero de 2018, referente al “Evaluación sobre el otorgamiento de jubilaciones		282-16-SAFJP-2019		3/14/19		Minor Zúñiga		Roxana Arrieta		Seguimiento		FJP

		9-SAFJP-SEGA-2019		Segundo seguimiento de la recomendación No. 4.5 emitida a la Secretaría General de la Corte, en informe No. ° 340-14-SAFJP-2017 del 15 de marzo de 2017, relacionada con el estudio “Evaluación sobre el otorgamiento y ajustes de jubilaciones y pensiones”		414-17-SAFJP-2019		4/12/19		Luz Irene Herrera García 		Secretaría General de la Corte		Seguimiento		FJP

		10-SEGA-2019		Seguimiento de las sugerencias N° 1 y 2 emitidas al Consejo Superior en Informe de Advertencia N° 1283-39-SAFJP-2018, del 17 de octubre del 2018, relacionado con el “Recálculo de Jubilación”		548-08-SAF-2019		5/20/19		Minor Zúñiga		Consejo Superior		Seguimiento		FJP

		11-SAFJP-19		Seguimiento de recomendaciones 4.9 Y 4.10 emitidas a Control Interno en informe N° 285-13-SAFJP-2018, relacionadas con el “Informe de Auditoría para el mejoramiento del sistema de control interno del proceso de inversiones en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.		783-32-SAFJP-2019		7/5/19		Minor Zúñiga		Luis Guzmán Gutiérrez, Jefe		Seguimiento		FJP

		12-SAFJP-19		Seguimiento de recomendaciones a la Secretaría General de la Corte, emitidas en el emitidas en el informe N° 539-31-SAFJP-2016 del 30 de mayo del 2016, relacionadas con el estudio “Interpretación y aplicación del transitorio III de la Ley General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional (Marco) en el otorgamiento de jubilaciones y pensiones		1218-37-SAFJP-2019		10/11/19		Luz Irene Herrera García		Secretaría general de la Corte		Seguimiento		FJP

		13-SAFJP-19		Seguimiento de sugerencias, emitidas en el informe de Advertencia N°1264-34-SAFJP-«Staff_type»2018 del 08 de octubre del 2018, relacionado con la “Informe de advertencia relativo al otorgamiento de pensiones.		11/4/19		1323-40-SAFJP-2019		José Alexander Solano Cruz		Secretaría General de la Corte		Seguimiento		FJP

								Naturaleza del informe		%		Cantidad

								Ficalización		35%		66

								Seguimiento		33%		62

								Advertencia		22%		42

								Asesoría		4%		7

								Consultas		4%		7

								Otros		2%		4

								Totales		100%		188



















Cantidad	

Ficalización	Seguimiento	Advertencia	Asesoría	Consultas	Otros	66	62	42	7	7	4	
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Anexo 4

Ejemplos de los logros más relevantes

De los informes emitidos sobre el Fondo de Jubilaciones y Pensiones.



· Instar a la Administración sobre la importancia de revisar la fórmula de cálculo de reconocimiento de tiempo servido a valor presente y realizar los cambios necesarios, a fin de apegarse al ordenamiento jurídico, coadyuvando en el fortalecimiento económico del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.



· Fortalecer el control interno, en cuanto al cumplimiento del ordenamiento jurídico, en relación con  lo establecido en el artículo 236, inciso 2, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y el acuerdo tomado en la sesión de Corte Plena N° 02-13 del 14 de enero del 2013, artículo IV en el cual se aprueba incrementar 0.5% semestralmente, a partir del primer semestre de 2013, hasta el segundo semestre de 2014, para llegar a una cuota del 11% como aporte de las y los servidores judiciales y un 13.75% del Poder Judicial como Patrono, propiciando una aplicación del artículo precitado, en consideración del dictamen C-127-2016 de la Procuraduría General de la República, en que concluye que la proporcionalidad a la que se refiere el artículo 236 inciso 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial implica que la misma proporción de incremento que se aplique al aporte de los trabajadores activos y pensionados del régimen, es la que debe aplicarse al aporte del Poder Judicial como patrono. Consecuentemente, se propició un ajuste en el aporte patronal, que a su vez tiene un impacto económico positivo en las finanzas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.



· Incentivar a la Administración para que consideren dentro de la estrategia de inversiones el instrumento de recompras, con el fin de poder analizar más alternativas de inversión para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 



· Promover el acceso al módulo de consulta del sistema SIOPEL[footnoteRef:1] de la Bolsa Nacional de Valores, con la finalidad de que la Unidad de Inversiones conozca en directo los movimientos y ofertas de instrumentos bursátiles que se están tranzando en el mercado al momento de la subasta en la Bolsa Nacional de Valores, además, de no depender exclusivamente de la información que suministra el Puesto de Bolsa y de la información no actualizada de PIPCA[footnoteRef:2].  [1:  Sistema de Operaciones Electrónicas. Es una plataforma de Negociación, la cual integra en una sola aplicación información en tiempo real de los diferentes mercados de valores que organiza la Bolsa Nacional de Valores –BNV.
]  [2:  Proveedor Integral de Precios Centroamérica S.A.- Empresa que suministra información de los precios de títulos valores, tanto en Costa Rica como en Centroamérica] 




· Promover el análisis periódico de la venta de títulos valores como parte de la estrategia de inversiones, con el fin de realizar una gestión activa del portafolio de inversiones del Fondo, de forma tal que, en caso de identificarse oportunidades de mercado, pueda realizar ventas de instrumentos aprobados en la política.



· Motivar a la Administración sobre nuevas alternativas de inversión que permitan aumentar la rentabilidad del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con el fin de contribuir significativamente a la reducción del déficit actuarial.



· Incentivar a la Administración para que se elabore una propuesta como parte integral de la política de inversión, en la que se definan los límites máximos para los riesgos en que se ve inmerso el portafolio de las inversiones del Fondo (moneda, sector, emisor, instrumento, etc.), con el fin de contar con un marco de acción en el manejo de las inversiones. 



· Promover una revisión de la metodología de cálculo de jubilaciones, considerando el marco de legalidad y su adecuada interpretación.



· Instar a la revisión de la fecha de otorgamiento de una pensión, en consideración del hecho generador del beneficio y con el propósito de cumplir con el ordenamiento jurídico.



· Asesorar a Corte Plena sobre el organigrama de la estructura del Fondo de Jubilaciones abordada en la sesión de Corte Plena N° 33-13, celebrada el 5 de agosto del 2013, en cuanto a la ubicación del Asesor en Riesgos, con el fin de ser consistentes con la representación gráfica de otros asesores, como la auditoría externa y actuario matemático, tomando en consideración que la administración del Fondo corresponde al Consejo Superior, de acuerdo con las políticas de inversión, establecidas por Corte Plena. 



· Asesorar a Corte Plena sobre la conveniencia de valorar políticas internas de rotación periódica de los asesores contratados para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en consideración de las ventajas y desventajas que provoca.



· Brindar asesoría a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, respecto a procedencia de los factores que impiden al Departamento Financiero Contable remitir oportunamente la información sobre saldos contables a la Superintendencia de Pensiones, sugiriendo escenarios que permitan cumplir con lo requerido por dicha entidad.



· Promover que se definan y establezcan los límites de tolerancia de cada uno de los indicadores de riesgos (VAR, RORAC, duración, etc.) asociados con la gestión de inversiones del Fondo, con el propósito de contar con un criterio técnico para la toma de decisiones previo a la colocación de los recursos y como mecanismos para controlar y mitigar los riesgos asociados.



· Advertir a la Administración sobre la necesidad de establecer los controles pertinentes y documentarlos, para que la información que se suministre en las evaluaciones actuariales sea confiable (libre de errores, defectos, omisiones, etc) y útil para el usuario, dado el estudio que realizaría el actuario contratado por las Asociaciones sobre el Fondo de Jubilaciones y Pensiones.



· [bookmark: _Toc298153301][bookmark: _Toc298153299]Promover la contratación de un experto en materia actuarial de manera permanente, con el fin de que asista a la Administración en actividades como: asesorar al Consejo Superior y Corte Plena, sobre el impacto financiero en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones de las decisiones que se tomen, monitoreo y apoyo en el desarrollo de las valuaciones actuariales que se contraten, así como los requerimientos de interés para una sana administración de los recursos.



· Motivar a la Administración para que separe la propuesta de modificación del título correspondiente al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, de los restantes títulos de la Ley Orgánica del Poder Judicial, a efecto de darle prioridad a su análisis y remisión a la Asamblea Legislativa, dada su importancia y repercusiones económicas, en cuanto a la sostenibilidad futura del Fondo. 



· Promover que se lleve a cabo de manera periódica, revisiones de los usuarios con acceso a las cuentas corrientes bancarias del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la finalidad de identificar accesos no autorizados y para resguardar la confidencialidad e integridad de la información de dichas cuentas. 



· Promover la adquisición o desarrollo de una herramienta informática que permita al FJP efectuar de manera diaria y oportuna, el cálculo de los indicadores de los riesgos de inversiones a los que se encuentra expuesto el FJP.



· Promover la valoración de los riesgos asociados con los Fondos de Inversión y determinar si están acordes con el perfil que se quiere manejar en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con el fin de analizar si se mantienen en la Política de Inversiones, sin perder de vista que, como cualquier otra inversión, estos mecanismos de colocación tienen riesgos asociados.



· Concienciar a la Administración sobre el panorama de los riesgos a los que se ve expuesta la entidad y motivarla a incluir límites para el riesgo de concentración en emisores individuales y tipo de tasa de interés, a fin de seguir monitoreando el riesgo de concentración en los títulos que se invierte.



· Promover actividades de control para que se registren todas las diferencias entre SICERE y liquidaciones presupuestarias; que las notas de abono y cargo se registren oportuna y correctamente, con el fin de que los aportes patronales y estatales se presenten adecuadamente y se realice una recuperación oportuna de esos recursos.



· Concientizar sobre la importancia de crear una mejora o reporte donde se pueda observar el monto de los aportes patronales y estatales de cada planilla de pago (ordinaria, extraordinaria, colectiva, etc.) en consideración de la fecha a la que corresponde el pago y el porcentaje vigente a esa fecha, a fin de que el registro contable mensual refleje las cifras adecuadas.



· Concientizar a la Administración respecto a la elaboración de una propuesta de las políticas y procedimientos para utilizar en el cálculo del reconocimiento de tiempo servido, con el fin de que exista uniformidad y que sean oficialmente aprobados por el órgano superior.



· Asimismo, incentivar a la Administración a realizar un análisis jurídico cada vez que se presenta una nueva institución para reconocimiento, con el fin de que se incorpore en el listado oficial y se documente el sustento jurídico sobre la procedencia del reconocimiento para los efectos que corresponda.





· Concienciar a las autoridades del Poder Judicial sobre la importancia de contar con un plan estratégico para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones que refleje su misión, visión y demás componentes propios de una planificación estratégica. 



· Promover que los empleados, jubilados y pensionados judiciales cuando obtengan rentas de un segundo empleador, patrono o pagador, notifiquen la situación para que este último actúe como agente retenedor en el porcentaje correspondiente, con fundamento en el artículo 38 de la Ley del Impuesto sobre la Renta y su Reglamento, concientizando a su vez las consecuencias que podrían suceder en caso de incumplimiento.



· Motivar a la administración en la búsqueda de algún mecanismo que permita cumplir con el deber que indica el artículo 38 de la Ley de Impuesto sobre la Renta, pero que a su vez no pongan en riesgo el pago de las jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, para el caso de personas que reciben simultáneamente salario y jubilación o pensión.



· Incentivar a la administración en el fortalecimiento de los mecanismos de control o procesos, a través de la elaboración y actualización de manuales de procedimientos relacionados con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, a fin de que exista claridad en la manera de proceder, se establezca formalmente y sea consistente su aplicación.



· Concientizar a la administración de la necesidad de un control que permita detectar los pagos de ascensos y horas extra cancelados antes de la fecha de rige de la jubilación.



· Promover la desactivación de usuarios del sistema SIGA Fondo que no correspondían, así como el establecimiento de controles periódicos para verificar la procedencia de los usuarios registrados, en lo que respecta al proceso de jubilaciones y pensiones.



· Instar a la Administración para que gestionara un convenio de tasa preferencial con alguna entidad bancaria para los saldos en dólares, para que se realice un procedimiento más ágil y se presente un mayor provecho de los recursos para las inversiones de muy corto plazo y con rendimientos absolutos muy bajos.



· Motivar a la Administración a implementar con prontitud la generación de expedientes electrónicos en el Sistema de inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 



· Instar a la Administración a salvaguardar de manera digital la información correspondiente a la gestión de las inversiones y eliminar el consumo de papel que conlleva actualmente dicha gestión, de conformidad con las Políticas del Programa hacia cero papeles del Poder Judicial



· Instar a la Administración a agilizar el plazo para la corrección oportuna de los errores en la numeración de algunos cupones pendientes de cobro de los títulos de inversión del Fondo, que se aprecian en la información del Sistema de Inversiones.



· Instar a la Administración a definir una alternativa para corregir las inconsistencias que se presentan al aplicar el impuesto sobre la renta conforme a los parámetros quincenales de los pagos efectuados por planilla y las liquidaciones que consideran pago de impuesto de renta.



· Promover que la Administración defina algún medio de comunicación que garantice mantener informados a los beneficiarios de pensiones, que podrían ser acreedores de las sumas pendientes de retirar en los casos de fallecimiento de un jubilado o pensionado, con el fin de que consulten lo correspondiente en el Departamento Financiero Contable y así coadyuvar en el fortalecimiento de una adecuada comunicación y transparencia en el actuar de la Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.



· Motivar a la Administración a definir y documentar los riesgos del proceso de otorgamiento de jubilaciones y pensiones.



· Concientizar a la Administración sobre la importancia de documentar los controles críticos del proceso de otorgamiento de jubilaciones y de pensiones.



· Promover la realización de un plan de supervisión de controles críticos en los procesos de pensiones y jubilaciones.
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		Recomendaciones en proceso al 31 de enero del 2020.

		Código del proyecto		Nombre Proyecto		Origen		Título de incidencia		Título Recomendación		Estado de la recomendación

		SAFJP-11-2018		Madurez de controles críticos en el proceso de otorgamiento de jubilaciones y pensiones		Solicitud de Jefatura de Sección		2.1 Importancia de fortalecer la documentación y supervisión de los controles críticos en el proceso de otorgamiento de jubilaciones y pensiones, así como el SEVRI.		Fis Inf N° 1053-36-SAFJP-2018 4.2 Documentar controles críticos-(Inf. 1er. Seg. Nº 276-11-SAFJP-2019)		En Proceso

		SAFJP-10-2017		Evaluación sobre los cambios en los aportes patronal y estatal del Fondo de Jubilaciones y Pensiones		Solicitud de Jefatura de Sección		2.1 Conveniencia de fortalecer el control interno en el proceso para modificar los aportes patronal y estatal, así como efectuar los ajustes oportunamente		Fisc. Inf. N°624-30-SAFJP-2017 Rec. 4.11. Efectuar los ajustes correspondientes a las cuentas por cobrar por RTS, de aquellos casos en que se realice un re cálculo de la suma a reintegrar por dicho concepto		En Proceso

		SAFJP-10-2017		Evaluación sobre los cambios en los aportes patronal y estatal del Fondo de Jubilaciones y Pensiones		Solicitud de Jefatura de Sección		2.1 Conveniencia de fortalecer el control interno en el proceso para modificar los aportes patronal y estatal, así como efectuar los ajustes oportunamente		Fisc. Inf. N°624-30-SAFJP-2017 Rec. 4.5 Efectuar un re cálculo de las sumas a reintegrar de los casos en cuya determinación se utilizaron los porcentajes patronal y estatal incorrectos		En Proceso

		SAFJP-06-2016		Evaluación sobre reconocimiento de tiempo servido		Plan Anual de Trabajo		2.1 Importancia de ajustar la variación del Índice de Precios al Consumidor (IPC) registrada en julio del 2015 y analizar las situaciones que implica dicho cambio.		Fis, N° 1021-60-SAFJP-2016 4.2 Informar a la Auditoría sobre el cumplimiento de cada una de las actividades definidas		En Proceso

		SAFJP-06-2016		Evaluación sobre reconocimiento de tiempo servido		Plan Anual de Trabajo		Conveniencia fortalecer control interno en el proceso de inclusión y modificación de la información en el sistema para cálculo de la suma a reintegrar por reconocimiento de tiempo servido		FIS N° 394-17-SAFJP-2017 4.2 Efectuar un re cálculo de las sumas a reintegrar por RTS		En Proceso

		SAFJP-05-2017		Evaluación sobre reconocimiento de tiempo servido		Plan Anual de Trabajo		2.1 Importancia de fortalecer el proceso de cálculo de reconocimiento tiempo servido		Inf fisc N° 463-16-SAFJP-2018 Rec 4.1 Efectuar estudio para los casos		En Proceso
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Cerradas



				N° INFORME		Detalle de la recomendación		Acciones emprendidas por el responsable		Estado Recomendación 

				N° 267-13-SAFJP-2018 		A la Jefatura del Macroproceso Financiero Contable
4.1.      Documentar todos los riesgos asociados al proceso de inversiones buscando mecanismos que coadyuven en su completitud. 
Plazo de implementación: 31 de diciembre de 2018.		La revisión y el análisis de la evidencia realizado por la Auditoría Judicial, permitió confirmar que por parte de la oficina examinada se han estado documentando los riesgos financieros asociados al proceso de inversiones.
En línea con lo anterior, cada mes la oficina evaluada, emite el Informe Mensual Indicadores de Riesgos Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en dicho reporte se consideran distintas situaciones para su análisis, por ejemplo:		Cerrada en Team Mate
(Cierre en Team Central conforme criterio N° 11481 de la Contraloría General de la República)

Nuevo plazo de implementación:
6 meses
Después de la integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

								1.     Variables macroeconómicas (inflación, tipo de cambio, tasas de interés) 

								2.     Composición del portafolio de inversiones

								3.     Indicadores de riesgo financiero.

								Es importante agregar que la información de referencia se somete al escrutinio tanto a los Comités de Riesgos e Inversiones, así como del Consejo Superior, con la finalidad de brindar el debido seguimiento a las actividades valoradas, así como implementar acciones correctivas en caso de ser necesario.

								Por otra parte, en cuanto a los riesgos operativos, estos no han sido determinados específicamente hasta tanto no asuma funciones la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y sea este órgano colegiado, el encargado de identificar el tipo de eventos a mitigar.

								Finalmente, el 26 de febrero de 2018, por medio de correo electrónico, el Lic. Oslean Mora Valdez, Jefe del Proceso de Inversiones del Macroproceso Financiero Contable, informó lo siguiente:

								“1) Las recomendaciones de la Auditoría serán atendidas con la implementación de la Metodología Integral de Evaluación de Riesgos, no mediante el SEVRI, por las razones que ya se han expuesto.

								2) Actualmente en línea con dicha metodología, los riesgos financieros ya son analizados, evaluados y se les brinda seguimiento mensual a nivel de Comités de Inversiones y Riesgos, conforme a los reportes previamente remitidos.

								3) La aplicación de esta metodología para los “Riesgos NO Financieros” se realizará al menos seis meses posteriores a la integración de la Junta Administradora del FJPPJ, la cual aún no tiene fecha de conformación definida, pero que se espera sea durante el I semestre de este año.”

								Lo comentado en los párrafos precedentes, permite concluir a esta representación que la propuesta 4.1 se encontró en proceso de implementación hasta tanto no se documenten todos los riesgos asociados al proceso de inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, de conformidad con los requerimientos originalmente planteados en el informe de fiscalización; sin embargo, la presente recomendación será cerrada en el sistema Team Central de conformidad con el criterio vertido por la Contraloría General de la República, sobre las competencias de la Auditoría Interna respecto de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, según oficio N° 11481 del 10 de agosto del 2018.



				N° INFORME		Detalle de la recomendación		Acciones emprendidas por el responsable		ESTADO DE LA SUGERENCIA

				N° 1264-34-SAFJP-2018		1.     Analizar y proponer para el nuevo reglamento general del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, lo referente a:
a.   Fecha de rige para los casos de solicitud del derecho a pensión que se realizan con posterioridad y modifican la distribución inicial, tomando en cuenta lo mencionado en el punto 1, del apartado del cuerpo de este informe.
(Punto 1: Según el artículo 22 del Reglamento al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 7333 y sus reformas, el derecho a pensión en la primera solicitud, rige a partir del día siguiente del fallecimiento y en caso de que con posterioridad, se realice otra que modifique la distribución inicial, el beneficio sería desde la respectiva gestión. Sin embargo, en la evaluación se determinó un caso donde no se dio así, y el Consejo Superior, lo realizó sin tomar en cuenta la norma de cita, tal y como se observó en el acta N° 102, artículo XLVI, donde se le otorga a un joven el beneficio de pensión, en una fecha posterior a la solicitada.)
b.    Los plazos para las solicitudes de pensión, que considere el periodo que se podría cobrar retroactivo, tomando en cuenta lo mencionado en el punto 2.
(Punto 2: según el artículo 22 del Reglamento de cita, éste no consideraba el pago retroactivo, a las personas que realizaran la solicitud de pensión después de doce meses, ya que según el Código de Trabajo, en su artículo 418, el plazo de prescripción corresponde a un año.
Las pensiones por muerte, buscan garantizar a los contribuyentes el amparo económico a sus dependientes, por lo tanto, el hecho de solicitarla, independientemente del periodo que haya transcurrido, no implica que el beneficiario deje de requerir esa ayuda, por el contrario, es un derecho para mantener su calidad de vida. Sobre el particular, se puede tomar como referencia, lo indicado en el artículo 30 de la Ley de Pensiones Alimentarias no. 7654, donde se permite cobrar sumas adeudadas, hasta seis meses atrás.)		En reunión efectuada el 22 de octubre de 2019 con el Jefe del Subproceso de Administración de Personal y la Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, ambos funcionarios comentaron que se comunicará al Consejo Superior la forma en que se abordará lo indicado en los puntos a y b de esta sugerencia, tomando en cuenta la práctica actual y los cambios que se han realizado en el sistema. 
Esta auditoría considera que la sugerencia se encuentra “en proceso” dado que a nivel de sistemas ya se parametrizó lo correspondiente a los plazos de solicitud de pensión y pago retroactivo. No obstante, queda pendiente la aprobación del órgano superior.  
Para efectos del sistema de información utilizado en esta auditoría (Team Mate) la sugerencia será “archivada”, en virtud de que este despacho pierde la competencia para auditar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones cuando se crea la Junta Administradora, según criterio emitido por la Contraloría General de la República mediante oficio N° 11481 del 10 de agosto del 2018.		Archivada

				N° 1264-34-SAFJP-2018		3. Coordinar con Gestión Humana y Tecnologías de Información la documentación, mediante manuales de procedimientos o documentos de naturaleza similar, de los aspectos pertinentes, desarrollados en atención al presente informe, según lo establece el apartado 4.2 Requisitos de las actividades de control de las Normas de Control Interno para Sector Público.		Si bien, en la documentación que nos fue suministrada por Gestión Humana, titulada “Confección de pensión”, se observa la referencia al informe que está siendo sujeto de seguimiento, se comentó en la reunión del 22 de octubre de 2019 precitada, la conveniencia de explicar los controles en términos de fácil comprensión para los usuarios del sistema, valorándose la importancia de ampliar el documento referido. 		Archivada

								Por su parte, la documentación que se maneja en la Dirección de Tecnologías de Información, corresponde a todo el proceso que se lleva a cabo desde la solicitud del requerimiento hasta la aprobación final del usuario de la mejora.

								Para efectos del sistema de información utilizado en esta auditoría (Team Mate) la misma será “archivada”, considerando que este despacho pierde la competencia para auditar el Fondo cuando se crea la Junta Administradora (en virtud del criterio emitido por la Contraloría General de la República mediante oficio N° 11481 del 10 de agosto del 2018).
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


                      
DICTAMEN SOCIAL 


(SOCIOECONÓMICO, NUE 20-000121-0729-TS)
                                                                                                                 


 13 de Marzo de 2020                                                                                                                
Para: Consejo Superior. 
De: Oficina de Trabajo Social y Psicología de Grecia.  


I. DATOS DE IDENTIFICACIÓN


EXPEDIENTE: 67-2020
PROCESO:    Fondo Pensiones Poder Judicial
BENEFICIARIA: María Eugenia Vargas Cerdas    


II. MOTIVO DE REFERENCIA: 


"De conformidad con lo solicitado por el Consejo Superior, en Oficio 67-2020 por el 
proceso pensión en condición de Beneficiaria, se solicita realizar valoración social 
socioeconómica a la Sra.  María Eugenia  Vargas Cerdas, quien consigna como 
dirección de casa de habitación: Alajuela, Naranjo, El Rosario, Ciudadela Pérez, 
de la entrada, segunda casa a mano izquierda. 
 
III. CONSENTIMIENTO INFORMADO:


Se informó a la Sra. Vargas Cerdas, sobre el carácter voluntario de la valoración 
social requerida por la autoridad judicial, así como la metodología, alcances y 
objetivos de ésta. Enterada de su derecho manifiesta estar de acuerdo con la 
realización de la misma. 


IV. METODOLOGÍA Y FUENTES DE INFORMACIÓN


 Revisión Documental: 
 Declaración de  ingresos de la señora María Eugenia  Vargas Cerdas. 
 Epicrisis de la señora Maria Eugenia Vargas Cerdas con fecha 28 de febrero 


del 2020.
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 Estado de cuenta Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial N. 
01218CC-FJP-2020.


 Recibo de Deposito por Alquiler de Vivienda
 Recibo de Electricidad 
 Recibo pago de electricidad
 Factura compra Supermercado 


 Entrevista semiestructurada social forense a:
 María Eugenia Vargas Cerdas (persona adulta mayor solicitante del presente 


proceso judicial), cédula #3-0177-680.


 Entrevista focalizada:
 Sr. Roberto Cruz Angulo  Número de cédula: #7-0062-0360. Recurso de 


Apoyo. 


 Valoración Social Domiciliar:
 En Naranjo, El Rosario, Ciudadela Pérez, de la entrada, segunda casa a 


mano izquierda, casa de habitación de la señora María Eugenia Vargas 
Cerdas a la señora María Eugenia Vargas Cerdas.


 Observación de la Comunidad. 
 Consulta a fuentes secundarias, vecinos de la comunidad Naranjo, El 


Rosario, Ciudadela  Pérez, de la entrada segunda casa a mano izquierda. 


 Observación no participante.
 
 Consulta en Línea:
 Consulta  a la página Web del Registro Nacional -Bienes Inmuebles: 


http://www.registronacional.go.cr. A nombre  de la señora María Eugenia 
Vargas Cerdas.


 
 Consulta Institucional:
 Licda. Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial. 
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V. ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN SOCIAL EVALUADA:


La señora María Eugenia  Vargas Cerdas, costarricense, cédula # 3-0177-0680, 
72 años y 1 mes de edad, soltera,  con secundaria  incompleta,  trabajó como 
Ejecutiva de Ventas en la Librería Universal,  actividad que realizó  durante 
algunos años, posteriormente se dedica al comercio vendiendo artículos pequeños 
ejerciendo dicha actividad durante poco tiempo asociado al padecimiento de un 
Cáncer en la Matriz manteniéndose en el  hogar del grupo familiar uniparental 
materno. Actualmente  beneficiaria del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial. 
 
Como antecedentes  familiares relevantes  destaca hija de  José Miguel Vargas 
Solís y Eduvina Cerdas Solano, ambos fallecidos, pertenece a grupo filial 
conformado por  seis miembros, con los cuales  menciona  no tiene comunicación 
ni contacto. De su historia de vida refiere  muy pequeña  fallece el padre, quien 
fuera  empleado judicial,  la madre asume la pensión correspondiente, siendo que  
hace  24 años aproximadamente  fallece la progenitora y  la  persona valorada 
asume la misma. 


Reporta  varios lugares de residencia dentro del país,  siendo oriunda de Cartago, 
vivió en San José, agrega que hace unos años atrás estuvo viviendo en 
Guanacaste y actualmente en la provincia de Alajuela en el cantón de Naranjo 
donde ha permanecido  por espacio de cinco años, no destaca un nuevo cambio 
de domicilio . 


Referente a  relaciones de pareja refiere  ser soltera,  no procreo  hijos  y  no hace 
alusión en la actualidad a ninguna relación de pareja, reconoce en el pasado  
victima de violencia intrafamiliar y víctima de abuso sexual. Destaca en este 
aspecto al momento de la valoración de campo se encuentra en la vivienda el 
señor Roberto Cruz Angulo,  quien se identifica como  amigo de la señora Maria 
Eugenia desde hace 25 años, quien le asiste en mandados, citas médicas, compra 
de alimentos, limpieza de la vivienda, preparación de alimentos, se niega cualquier 
otro  vínculo principalmente de pareja, siendo que no se visualiza en la vivienda 
elementos que  indiquen que el señor Cruz Angulo  reside en la  casa de 
habitación. 
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Por su parte el señor Cruz señala relación de amistad con la señora Vargas 
Cerdas desde hace mucho años, producto  de  el estado de salud de la señora  se 
a constituido en una figura  de apoyo incondicional, niega  relación de pareja con 
la persona valorada en el presente proceso judicial. Sin embargo  se anota en el 
presente apartado  haber encontrado  al señor Cruz en la vivienda  durante la 
valoración de domicilio ocupando en algunas tareas del hogar, pendiente de  citas 
y tratamientos médicos, limpieza de vivienda, preparación de alimentos, inclusive 
mencionó que el día anterior habían aseado la vivienda, lo que señala  que pasa 
bastante tiempo en la vivienda de la señora María Eugenia. 


Respecto a los antecedentes de salud de la señora María Eugenia, se corroboró -
a través de certificado y epicrisis médica- los siguientes diagnósticos: “ Diabetes 
Mellitus, Hipertensión arterial; Obesidad, Pérdida  de Dientes debido a accidente, 
Edema Localizado, Insufiencia Cardiaca, Deficiencia Visual, Trombocitopenia”; 
padecimientos de los cuales, se certifica que, a la fecha de la valoración, su 
persona mantiene un control médico periódico, asi como el consumo de 
medicamentos. Adicionalmente,  menciona  sobreviviente de Cáncer de Matriz en 
el año 1994, Depresión y Vértigo estás últimas con tratamiento médico regular en 
Centro Medico de la Caja Costarricense de Seguro Social.  Se le observa durante 
la valoración uso de bastón, aunque durante la visita no se movió de su cama por 
encontrarse con vómito y malestar en general según lo mencionado, además 
señala pasa la mayor parte del tiempo  acostada. 


Al momento de la valoración se reporta como  ingresos por parte de la señora  
Vargas Cerdas únicamente la pensión  recibida por el monto de  ¢920,395,10 
colones (monto bruto) menos los rebajos de Ley  para un monto de liquido de 
¢733,378.53 colones mensuales. Asimismo se establece un cuadro comparativo 
con los egresos documentados durante los meses de Diciembre 2019 y Enero -
Febrero 2020  el cual se desglosa de la siguiente manera: 







PODER JUDICIAL
 OFICINA TRABAJO SOCIAL Y PSICOLOGIA GRECIA 


Cuadro 1. Ingresos y egresos meses Diciembre 2019 y Enero - Febrero 2020.


Ingresos Egresos


 ₡920,395.10 Monto Bruto menos 
₡189,016.57 Rebajos de Ley


 ₡644,009.50: Pago de  préstamos: ¢235,919,10 Banco 
Popular, ¢311,090.40 Amortización Préstamo 
Coopealianza R.L. y ₡97,000 Amortización Préstamo 
ASOJUPEN.


 ₡100, 0000: Gastos de  Alquiler de vivienda a nombre 
de Shirley  Vannesa Ramírez Barquero. 


₡130,000 Recibo de pago Supermercado: RV 
Supermercados S.A. Rosario de Naranjo.


 ₡18,348.00: Pago de Servicios Públicos (agua Asada 
Rosario de Naranjo, electricidad ICE.


Total: ₡731,378.53 líquido Total: ₡892,357


Fuente: (*) Elaboración propia según información brindada la Sra. María Eugenia Vargas Cerdas (Marzo 
2020). 


De la tabla  observada se tiene que la señora Vargas Cerdas -según  el  ingreso  y 
egresos reportados- posee déficit económico en la comparación  de ambos 
indicadores, en tanto no logra cubrir y satisfacer sus necesidades básicas y otros. 
Al momento de la declaración jurada de egresos, no cuenta con un monto líquido 
suficiente, situación que limita el suplir las necesidades básicas inmediatas en el 
futuro próximo requiriendo de préstamos según lo manifestado. Indicando que en 
la actualidad ha satisfecho las necesidades en tanto mantiene en ahorro el 
aguinaldo recibido en el mes de diciembre.   Niega el apoyo de terceras personas. 


En la valoración social de campo, se observa que el domicilio habitacional de la 
señora María Eugenia se encuentra ubicado en una zona semi rural, con acceso a 
todos los servicios públicos y privados, así como cercanía con centros de salud, 
educativos, bancos, acceso a transporte público entre otros. Se observaron en la 
comunidad, problemas sociales significativos, se señala, desempleo, pobreza, 
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drogadicción y alcoholismo, se describe regular relación con los vecinos por lo que 
la valorada  no descarta  cambio de domicilio en los próximos meses. 


Al momento de la valoración, la señora Vargas Cerdas reside en vivienda  
alquilada, ubicada en Ciudadela Peréz en Naranjo, la vivienda se observa en 
regulares condiciones de infraestructura,  el orden y el aseo es regular, se 
observan animales en la vivienda, entre ellos varios gatos recién nacidos en la 
sala de la casa, un perro enfermo ubicado en una  habitación. La  vivienda  cuenta 
con  un dormitorio,  sala-comedor y cocina  en un solo aposento, cuarto de pilas, 
un baño, una habitación desocupada, otra habitación utilizada como closet y  
bodega,  se observa poco menaje, el mismo en regulares condiciones. 


Si bien la señora María Eugenia identifica como recursos de apoyo al señor 
Roberto Cruz, en términos de facilitadores de tareas como la compra de 
comestibles o pago de servicios públicos, aseo de vivienda, preparación de 
alimentos; en tanto se reitera la prevalencia de una relación  apoyo  positiva, a la 
vez, indica: "Cruz y yo tenemos una amistad de 25 años, somos amigos, buenos 
amigos, siempre me ha ayudado con los mandados junto a su pareja sentimental, 
igual  en el aseo de la casa y estar pendientes de lo que necesite cuando me  
encuentro enferma, no sabría que hacer sin su apoyo incondicional". 


Como expectativas en el presente proceso judicial; la persona adulta mayor insiste 
en que depende  -en su totalidad- de los ingresos económicos  que recibe del 
Fondo de Pensiones del Poder Judicial, motivo por el cual, a la fecha de la 
valoración, requiere de la continuidad de estos para la satisfacción de sus 
necesidades.  


Señalar en este  apartado que en la consulta a fuentes secundarias,  los vecinos  
sí identifican al señor  Cruz Angulo como la pareja de la señora Vargas Cerdas. 
Igualmente destacan, las fuentes consultadas, Maria Eugenia es conocida como 
adula mayor con problemas de salud crónicos, por lo que en ocasiones se le visita 
y  brinda apoyo  en alguna necesidad que presente, se pone de ejemplo visitarla 
para saber que se encuentra bien, llevarle alimentos preparados o hacerle algún 
mandado. 
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VI. CONCLUSIONES:


Partiendo de la información obtenida  en la investigación social, se determina que 
la persona valorada, señora María Eugenia  es beneficiaria  de  una pensión del 
Fondo de Pensiones del Poder Judicial desde julio del año 1994. 


La información documentada y recabada hacen alusión a una situación económica 
negativa, en los últimos  años que han provocado un endeudamiento con entes 
bancarios según lo señalado, siendo que posee déficit económico en la 
comparación a los ingresos y egresos reportados, en tanto no logra cubrir y 
satisfacer sus necesidades básicas y otros requerimientos. 


Al momento de la evaluación pericial y concomitante a la condición de edad 
cronológica de la señora Vargas Cerdas, existe una condición de salud física que 
requiere de gastos médicos frecuentes para la adecuada atención de sus 
padecimientos, aunado a un constante deterioro de su salud asociado a edad 
cronológica  y el estrés que persiste ante situación económica. 


No evidencia la presencia de recursos de apoyo económico de familiares o  
personas cercanas. El único  recurso de apoyo en actividades cotidianas básicas e 
instrumentales es un conocido de la valorada al cual se identifica como amigo y no 
como pareja, información que se contradice con lo expresado por fuentes 
consultadas. 


Circunstancias todas las anteriores que permiten identificar una dependencia 
económica de la señora Vargas Cerdas del beneficio que recibe continúe  y según 
lo disponga la Unidad de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. 


Sin otro particular, profesional responsable: 



QYBH21NUT43E61
FLOR MURILLO VINDAS - JUEZ/A DECISOR/A
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